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Etenim si hcec perturbare omnia^etpefi'miscefi'e 
volumus^ totam vilam pefincfidosam^ insidiosam, 
infestaTiique reddemus^ si nulktm religioneítn 
sors habebit, nullam sanditatem conjunctio se- 
cimdce dubioeqm fortumB^ nullam auctoritatem 
moresadque institvM majorum 

En verdad, si queremos introducir la con- 
fusión cambiándolo todo; si la suerte no nos 
impone un respeto religioso, si los vínculos 
que deben unirnos en la buena, como en la 
mala fortuna han perdido para nosotros su 
santidad, si las costumbres y máximas de 
nuestros mayores han perdido también su 
autoridad, pasaremos nuestra vida entre 
peligros, odios y sospechas. 

Cicm'o Actio 2^ m Verre^n, Lib. I cap. XV. 



I. 



Itttrodiiceion —Apreciaciones generalesi 



Muí recientemente ha principiado á intro- 
ducirse entre nosotros la doctrina disolvente, ó 
insostenible ante el tribunal de la razón y de 
la ciencia, de que la teoría de los derechos ad- 
quiridos es absurda y perniciosa. Tan estraña 
doctrina ha llamado nuestra atención, y des- 
pués de haber ¡¿meditado, hemos concluido que 
sus propagadores han hablado con ligereza é 
inconsultamente. Nosotros creemos, que la es- 
tabilidad de las instituciones, el orden social 
y la paz de las familias no tienen un funda- 
mento mas sólido, mas racional y sagrado que 
el respeto á los derechos adquiridos^ porque 
ellos son la propiedad misma^ representada ba- 
jo diferentes faces. No existe un solo acto de la 
vida, en que aquellos no se encuentren com- 



prometidos. Al venir el hombre al mundo tra- 
jo consigo el derecho de vivir: si atenta contra 
sus dias, si pone mano violenta contra su per- 
sona, ataca un derecho adquirfdo, y la reli- 
gión como la sociedad concurren á castigar al 
suicida. El tenia que cumplir deberes para 
con sigomismo y para con los demás, y al po- 
ner término anticipado á su misión sobre la 
tierra, ha atentado contra los derechos adquiri- 
dos por él y por la patria. Nadie tampoco pue- 
de privarle de ellos á otro sin justos motivos. 

Entre las mismas tribus salvajes se encuen- 
tran huellas é indicios indelebles, de que les 
son conocidos los derechos adquiridos, nacidos 
con el hombre, é inseparables de su naturale- 
za racional, aunque embrutecida. ¿Quién les 
ha enseñado á dar en cara á los Europeos, co- 
mo una injusticia manifiesta, la usurpación de 
las tierras en que nacieron? ¿Por qué el adul- 
terio es detestado en los pueblos de America, 
hasta dar muerte á los adúlteros? por qué un 
Cafre apresado por los Holandeses, les dice con 
indignación, "quién os ha dado autoridad para 
desmontar tierras y sembrar trigos en nuestros 
pastos? Con qué derecho os habéis venido á 
apoderar dé la herencia de nuestros padres y á 
hacer conquistas en nuestro pais? Qué diríais 
si fuésemos á hacer lo mismo con vosotros en 
vuestra tierra? Estos y otros infinitos he- 
chos parecidos, que refieren los viajeros é his- 
toriadores de América y África, nos están re- 
velando, que la idea de los derechos adquiridos 
les era conocida, para reclamarlos con toda 
energía. Tan sagrados son los derechos sobre 
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cosas materiales, como sobre las morales, in- 
dustriales, literarias, comerciales, de servicios 
ó de cualquiera otra naturaleza. Todas las pro- 
piedades han sido garantidas por la sociedad, 
por sus leyes y constituciones. 
^ "Hay ciertas leyes, decía Sócrates, que no 
están escritas, pero que son la base y el mode- 
lo de todas las demás leyes de la tierra. Los 
pueblos no las han hecho, porque no han po- 
dido reunirse en un mismo lugar, ni hablar 
todos un mismo idioma. Son los Dioses quie- 
nes han dado esas leyes á todos los hombres". 
Bien sabido es con que fuerza y con que no- 
bleza se esplica Cicerón cuando habla de este 
derecho, que nos viene de la naturaleza, que 
sirve de fundamento á todas las convenciones 
y de medida á todas las leyes humanas: de esta 
regla primordial de lo justo y de lo injusto, 
que es antes de todos los tiempos, que no debe 
su origen á las instituciones civiles, que es uni- 
versal, independiente de todas las nociónos 
temporales, que no puede admitir escepcion ni 
dispensa, porque la obligación de obedecerla 
está fundada sobre la naturaleza de las cosas, 
que por consiguiente es inmutable. 

De este origen puro y divino han .nacido 
aquellos preceptos que sirven de guia y de 
consuelo al género humano, y que consisten 
en dar á cada uno lo que es suyo, cumplir los 
pactos, no hacer daño á nadie, repararle el 
que se le hiciere, ser fiel á la palabra compro- 
metida. Del mismo origen parten también 
otros deberes y derechos, que, aunque menos 
directos y obligatorios, siempre están apoyados 



en los principios de humanidad, fraternidad y 
beneficencia, que se ejercitan entre los hom- 
bres á quienes la religión considera como her- 
manos y cuyos gobernantes son reputados co- 
mo padres y bienhechores. 

La adquisición de derechos de que tratamos, 
es la civil, concedida por las leyes á los em- 
pleados públicos, de los que no pueden ser des- 
poseídos sin darse retroactividad á las leyes 
que solo deben tener efecto para lo succesivo. 

Debemos advertir, que nuestro trabajo es 
independiente de la política; de carácter pura- 
mente filosófico y juridico,y destinado á la ilus- 
tración de una de las mas graves cuestiones 
sociales, como lo son siempre cuantas afectan á 
la comunidad, porque en ellas se hallan en- 
vueltas la propiedad, la suerte de las familias, 
las esperanzas frustradas que no deben ser de- 
salentadas y otros intereses que no deben ser ni 
desatendidos. Nada de cuanto vamos á esponer 
es nuevo, ni creación nuestra, sino la recapitu- 
lación de cuanto hemos podido estractar y dedu- 
cir de los mejores escritores del derecho en todas 
sus ramificaciones. La redacción, el orden de las 
proposiciones, y algunas observaciones y apli- 
caciones, que de los principios hiciésemos, eso 
será nuestro. No siempre citaremos los auto- 
res que hemos consultado para no recargar 
este discurso, pero nada de cuanto dijésemos 
carecerá de una autoridad respetable. 
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II. 

Que se entiende por derechos adquiridos^ su earaeter^ 

principios generales* 

» 
Todo aquello que hemos adquirido por los 

medios legales, onerosos ó gratuitos, naturales 
ó civiles, constituye lo que llaman los juris- 
consultos derecho adquirido^ {jus quaesitum) y 
que ha existido antes del acto, ó mandato que 
se propone impedir su goce. En este sentido 
se dice, que no puede quitarse á nadie el de- 
recho que una vez adquirió, sin su consenti- 
miento, y menos trasmitirlo validamente á un 
tercero. Toda traslación de derechos supone 
necesariamente dos voluntades concurrentes — 
la del que da, y la del que acepta. 

Cuando un derecho adquirido es suprimido 
por un simple acto de autoridad, viene este 
acompañado con un cortejo de doble injusti- 
cia. Consiste la una, en que tales actos nuevos, 
ú ordenanzas, retrotrahen los tiempos y los de- 
rechos, no para mejorar la suerte de los indi- 
viduos, sino para empeorarla. Las leyes retro- 
activas^ ó retrospectivasjó $w postf acto ^csiú siem- 
pre han sido lanzadas en momentos de con- 
vulsiones políticas, cuando las pasiones se ha- 
llan enardecidas, cuando un exaj erado celo ó 
un indiscreto patriotismo se creen autorizados 
para todo, conociéndose sin embargo que solo 
pueden ser temporales y transitorias. Las que 
se dieron para condenar á Sócrates, y proscri- 
bir á Cicerón, y cuantas se han succedido en 
las revoluciones de Europa, hasta las últimas 
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de Inglaterra y Francia, todas han sido bor- 
radas de sus Códigos, cuando la paz, el orden 
y la razón han recobrado su imperio. Este re- 
troceso seguro, esta reparación, que la historia 
nos va indicando con su dedo en cada una de 
las pajinas en que ha consignado los grandes 
acontecimientos délas sociedades [qué pruebanl 
Que hay ciertos principios de justicia eterna é 
inmutable, imprescriptibles como la verdad, 
que pueden ser obscurecidos un corto tiempo, 
pero no perecer jamás, y á los que es forzoso 
volver, para que la justicia reine sobre la 
tierra. 

La otra injusticia, mas ó menos encubierta 
en tales actos ó leyes, consiste, en que se hace 
sufrir al individuo una pérdida ó diminución 
de goces, ó se le impone una pena sin ser citado 
ni oido, y qufza sin haber cometido delito. Hay 
pues verdadera pena en todo esto y siempre que 
recaiga en el cuerpo, en los bienes y en la esti- 
mación del que sufrió el mal. Faltando aquellas 
condiciones y la existencia del delito ^cuanto 
mayor y mas dolorosa no aparece la imposi- 
ción de la pena? 

En la conciencia del género humano y en 
todas las reglas y preceptos de la moral y del 
derecho están encarnadas estas verdades— que 
los derechos, mandatos ó leyes no deben dañar 
los derechos de un tercero, por pequeño que 
sea el daño, ó de cualquier modo que sobreven- 
ga; lo mismo que cuando se declare una gracia, 
concesión ó privilegio á otro individuo ó per- 
sonalidad. Si el bien público ó general exijen 
el sacrificio de los derechos individuales, el 
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buen sentido de los legisladores, y la recta ra- 
zón les han enseñado como debe precederse 
entonces. 

La necesidad ó utilidad deben comprobarse 
de una manera cierta; el interesado debe ser 
escuchado; el sacrificio que se le exije debe ser 
minorado cuanto sea posible, y en todo caso 
debe acordársele una indemnización. No hay 
otros modos reconocidos entre naciones civili- 
zadas de proceder en la enajenación forzada, ó 
abrogación de derechos adquiridos. Solamente 
en los lamentablies tiempos de las guerras ci- 
viles de Roma, podia oirse aquel melancólico 
desaucio, hecho á un colono de su propiedad, 
Hcec mea sunt, vwteres migrate colonii 

Si por las mismas causales hubiese que re- 
mover de su empleo, oficio, ó beneficio á algún 
anciano, ciego, sordo ó imposiblitado en el ser- 
vicio, debe jubijársele, proporcionándole una 
alimentación segura y descansada, porque no 
es, ni será jamás justo, dejar sumidos en la mi- 
seria, en los últimos dias de su existencia, á 
hombres que han servido bien los cargos pú- 
blicos sean del Estado ó de la Iglesia. Siempre 
ha sido máxima suya, no aumentar aflicciones 
al aflijido. Si los funcionarios son malos, vi- 
ciosos ó ineptos, las leyes mismas enseñan el 
modo de separarlos. Pero lo mas seguro es, 
que los gobernantes no empleen ni llamen á 
los cargos ó beneficios hombres indignos. 

Aun los canonistas mas apegados á los fue- 
ros de la Curia Romana, que han sostenido 
los derechos ilimitados del Papa para conceder 
cetros y coronas; que le otorgan el poder de 
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conferir y remover todos los beneficios eclesiás- 
ticos, por sola la plenitud de su autoridad sobre 
las personas y cosas de la Iglesia, porque los 
beneficiados son simples administradores; por 
último, los que defienden que el Papa no está 
restrinjido ni ligado por el derecho^ común, y 
que puede obrar según suA^oluntad es- 
tos mismos reconocen y defienden como una 
doctrina verdadera é intachable, que no puede 
el R. P. privar á ninguno ni destituirle de su 
beneficio ni del derecho en él adquirido, sino 
concurriendo causa justa y probada legalmente, 
juicio y audiencia del beneficiado, sin que baste 
para ello la notoriedad del delito,como lo ense- 
ñó y ordenó el mismo Dios, que no quiso que 
el fratricida Cain fuese castigado, sino des- 
pués de haberle reconvenido y oido de su boca 
las escusas de su crimen; que por tanto no exis- 
te en ningún gobernante la facultad de suspen- 
der ó infrinjir los preceptos de la ley natural y 
divina, de tantos modos manifestada, para ha- 
cer mas evidente y sagrada la garantía de que 
nadie sea condenado sin causa, ni audiencia. 

La filosófica y saludable teoría de los derechos 
adquiridos^ nunca ha estado, ni puede estar en 
oposición con los intereses sociales, ni ser obs- 
táculo para ninguna reforma. La dificultad lío 
está en ellos, sino en que no se les quiere com- 
prender ó desenvolver de buena fé. Se supri- 
mirá la ciencia porque hay charlatanes? ¿Se 
maldecirá la jurisprudencia, porque existan rá- 
bulas, leguleyos, ó gárrulos enredadores? Se 
proscribirán las cosas santas, porque también 
se ha hecho de ellas algún abuso? Ah! cierta- 



_9— 

mente que no; esto sería buscar el mal en otra 
parte de la que verdaderamente lo encierra. 

Para derramar mayor luz sobre la teoría di- 
fícil de los derechos adquiridos, debemos esta- 
blecer los siguientes principios. (*) 

Independientemente de las relaciones gene- 
rales, por las cuales se hallan ligados todos los 
individuos, en cuanto á su persona, propiedad 
y actos, á la ley civil, hay relaciones especiales 
establecidas entre las leyes y los ciudadanos, 
de donde resultan medios ciertos é inmediatos 
para fijarse sobre la naturaleza de estos dere- 
chos. 

La ley puede dar estatutos sobre los intere- 
ses generales del orden político ó público. No 
siendo de su parte estas disposiciones, en cierto 
modo, sino reglamentos relativos al gobierno ó 
á la administración general de la sociedad, no 
dirigiéndose sino á ella, no podrían conferir 
derechos adquiridos á nadie. Tales disposicio- 
nes, que no tienen sino un solo objeto, el bien 
del Estado, son precarias per su naturaleza; 
porque es de esencia en toda buena adminis- 
tración, -que ningún pensamiento, aun el del 
bien presente no sea definitivo: al contrario los 
derechos adquiridos^ son definitivos por su natu- 
raleza, puesto que llevan el carácter definitivo 
de la propiedad. Lo que llamamos disposición 
política ó reglamento general de administra- 
ción para la- sociedad entera, lo llamaremos 
concesión, estado, situación, espectativa, apti- 



(*) De la Retroactiüité de$ Loü par Maxlkr de Chassa 
Cap. 3 Sccc. 3*. 

2 
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tiid &a. con relación á los individuos. Tales 
son las leyes sobre el estado de las personas, 
condiciones para la trasmisión y succesion de 
bienes &a. y en el acto se conoce, que para que 
resulten de estas disposiciones generales dere- 
chos adquiridos á los individuos, es necesario 
que se realice un acontecimiento subsecuente,y - 
que concurra con ésas disposiciones todavía 
subsistentes, para formar qI hecho consuinado 
que confiere un derecho adquirido al individuo 
interesado en ese hecho. Por ejemplo, yo debo 
heredar de mi ascendiente paterno en ciertas 
proporciones determinadas por la ley actual; 
si yo pierdo á este ascendiente, hallándose aun 
en vigor esta ley, tendré desde el dia de su 
muerte un derecho adquirido sobre sus bienes, 
en la proporción de que se ha hablado. Reci- 
procamente puedo disponer por testamento en 
una proporción determinada por la ley vijente, 
en la época en que se otorgó el testamento. Si 
esta ley subsiste todavía al tiempo de mi muerte, 
habia entonces derecho adquirido en provecho 
de aquellas personas, que hubiese yo desig- 
nado, con tal sin embargo que las otras condi- 
ciones previstas por las leyes, tanto al respecta 
de ellas enante al mió, se hayan exactamente 
cumplido. 

Puede dictarse una ley con miras restric- 
tivas, tomando sino la forma al, menos el espí- 
ritu de las estipulaciones privadas, porque de 
dos ó mas intereses, que se encuentren en opo*- 
sicion, quiere hacer que prevalezca el bien del 
Estado. Tales son las leyes sobre deuda pública , 
reducción ó conversión de la misma; pero bien 
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se comprende que en este caso, no aplicándose 
la disposición de la ley de una manera general 
á todos los individuos, como miembros, del 
cuerpo social, ni teniendo simplemente por ob- 
jeto sino una mejor forma política, ó una mejo- 
ra presunta en el estado de las personas, en el 
ejercicio de los derechos civiles, &a. estipulan- 
do bajó cierta forma en nombre de un interés 
contra otro, no será dueño de volver, como en 
el caso anterior, sobre lo que hubiese hecho el 
objeto de sus primeras disposiciones. La ley 
derogándose á sí misma, ha contratado á iiom.- 
bre del Estado; ha ofrecido en compensación 
de los derechos adquiridos^ que ha sacrificado, 
otros derechos que no podrán ser de una mane- 
ra diferente. La buena fé en el escrupuloso 
cumplimiento de todas estas disposiciones de- 
be ser tanto mayor, cuanto que las medidas de 
ejecución de un contrato consumado en su nom- 
bre, y en cuya confección, uno de los interesa- 
dos no ha tenido libertad de sustraerse, han 
quedado necesariamente en manos de la auto- 
ridad pública. Se concibe desde luego, como 
contraria álos derechos así adquiridos, que toda 
retroactividad seria una violenta injusticia. 

Puede también suceder, que las estipulacio- 
nes de la ley tengan el cai'ácter de la estipula- 
ción civil, y su objeto propio es el que determi- 
na su efecto. Por esto, en las cuestiones naci- 
das sobre esta materia,el Estado figura en nom- 
bre contra las partes interesadas, bien ante los 
tribunales ó ante los cuerpos del Estado. Es 
evidente, que desde que se han cumplido las 
condiciones proscriptas por las leyes, ellas con- 
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fieren derechos irrevocablemente adquiridos, 
contra los cuales es iiii potente toda ley poste- 
rior^ 

La ley puede en sus miras generales del 
orden y del bien público comprender disposi- 
ciones á titulo gratuito: y las reglas ordinarias 
á los contratos de beneficencia, en cuanto con- 
cierna á los derechos ^adquiridos, podrán serle 
aplicadas. Pero nótese, que la retroactividad 
no tendrá lugar en este caso, sino en tanto que 
los derechos sean realmenle adquiridos; luego 
no podran llamarse tales, sino cuando todas 
las condiciones previstas por las leyes, que los 
confieren, hubiesen sido exactamente cumpli- 
das. 

Según esto, para que haya lesión . de algún 
derecho-adquirido, es indispensaqle que éste 
exista. Asi mismo, para que haya violación, 
temeridad ó despojo del que hemos adquiri- 
do, es necesario que el jiis quaesitum sea pleno, 
perfecto, considerable y establecido. Si se tra- 
tase de concesiones, hechas con daño de terce- 
ro, estombien forzoso que el derecho suprimi- 
do hubiese estado nacido ó incoado antes de 
dicha concesión, aunque del todo no estubie- 
se perfeccionado, ^o hay pues derechos ad- 
quiridos sobre los cargos, oficios, empleos ó 
beneficios amovibles adlibitum del que los pro- 
vee, ó que son simples comisiones ó durables 
por la vida del que los concede, ó por el tiempo 
de su voluntad, ó estatuto de que proceden; ni 
tampoco en aquellos que han sido creados para 
algún objeto especial, limitado ó determinado. 
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cuando se hallan realizados ó acabados. Sin. 
embargo, como la equidad y la justicia deben 
Ser inseparables de todos los actos humanos^ y 
aun los poseedores precarios tienen ciertos de- 
rechos para ser considerados, mientras sus ser- 
vicios sean leales, y no presten iusta causa para 
que sean removidos, no se violaria un derecho 
adquirido al separarlos en los casos espresados, 
sino solamente los de simple humanidad. La 
prudencia sola es la regla de tales casos. 

Se ha preguntado en estos últimos tiempos, 
dice el jurisconsulto a quien hemos citado y 
vamos siguiendo, si las pensiones concedidas 
en virtud de la ley, y que no están fundadas 
en los treinta anos de servicios, podrán ser su- 
primidas sin retroactividad por una ley nueva. 

Para determinar que hay retroactividad , 
importa asegurarse primero, si los derechos 
sean realmente adquiridos y luego, cómo se 
han adquirido? No lo son evidentemente sino 
cuando todas las condiciones previstas por las 
leyes preexistentes, para dar derecho á la pen- 
sión, han sido cumplidas. Antes de estar apto 
para recibir la pensión extraordinaria, es ne- 
cesario tener derecho á la pensión en si misma. 
Mientras este derecho no está adquirido, es 
imposible hacer la aplicación de la recompen- 
sa extraordinaria, puesto que esta recompensa 
xjonsiste precisamente en el aumento de la pen- 
sión. No se podría sin hacer violencia á los 
términos y sin separarse de las reglas ordina- 
rias de la lógica, inducir de la disposición re- 
lativa á la recompensa, un derecho á las pen- 
siones, independientemente de las leyes que 
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las han creado, y que con anterioridad han 
determinado las bases y las condiciones. 

No podria verse retroactividad en la nueva 
ley que suprime las pensiones ya concedidas, 
sino con respecto á las personas que llenaron 
por otra parte todas las condiciones prescritas 
por las leyes preexistentes sobre pensiones y á 
las que se arreglaron las recompensas extraor- 
dinarias. En cuanto á aquellas que no las lle- 
naron, no existiendo respecto de ellas derechos 
adquiridos, no habría retroactividad en supri- 
mirlas, y toda la cuestión quedaría reducida 
á dar á la ley su sana interpretación, haciendo 
cesar en el hecho los abusos introducidos por 
una interpretación Viciosa de estas disposi- 
ciones . 

Para tener una idea exacta de los derechos 
adquiridos, importa sobre todo desentrañar el 
verdadero objeto de la ley, asegurarse, si ella 
es menos un contrato, que una medida de Go- 
bierno, ó el cumplimiento de un plan político, 
lo que puede algunas veces arrastrar á los po- 
deres públicos bajo el especioso protesto de la 
razón de estado á las vías retroactivas, resul- 
tado grave, que señala en esos casos sin duda 
una llaga profunda del cuerpo social, pero que 
mas frecuentemente prepara ó sigue una crisis 
política, y que en definitiva no es mas que un 
ataque violento lanzado contra el derecho de 
propiedad. 

La razón de estado, la salud pública, las 
exigencias de la opinión, son palabras sacra- 
mentales y fatídicas, que salidas del gabinete 
se propagan con eficacia y se repiten de todos 
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modos, para autorizarse después con ellas á fin 
de ejecutar esos actos arbitrarios,ó impulsar esos 
sacudimientos políticos, que en su precipitada 
marcha envuelven y arrastran derechos, per- 
sonas, propiedades y destinos. La voz del pue- 
blo, y los títulos del vencedor son reputados ili- 
mitados é inconmensurables, que tampoco re- 
conocen límites ni brrreras. Sin embargo, por 
grandes que sean las necesidades públicas, y 
en proporción los sacrificios que demanden, 
no por eso están dispensados de obrar según 
razón y justicia los directores de los pueblos. 
Pueden en tales casos apoderarse de las pro- 
piedades, suprimir empleos y aun disponer de 
los derechos adquiridos: pero de qué modo y 
con qué condiciones? 

Después de grandes atentados y crímenes, 
después de fuertes conmociones y sacudimien- 
os, y después también de largas y bien soste- 
nidas discusiones, se ha hecho escuchar la voz 
de la justicia^ y los pueblos civilizados han 
aceptado y reconocido reglas invariables, que 
han conciliado los intereses de la sociedad con 
los derechos de los individuos que la forman. 
Por ello se ha admitido y sancionado en todas 
las constituciones de los pueblos libres la doc- 
trina de Grocio, reputada como garantía indi- 
ridual. «Es preciso saber, dice* que aun cuando 
los subditos hayan adquirido algún derecho, 
el rey puede quitarlo de dos^ modos: ó en forma 
de pena, ó en virtud del dominio eminente, bien 
entendido, que no ha de usar del privilegio de 
este dominio eminente, ó superior, sino cuan- 
do el bien i)úblico lo exija, y entonces mismo 
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aquel que ha perdido lo que le pertenecía, sea 
indemnizado,si se puede,de los fondos públicos. 
Si esto tiene lugar en materia de otras cosas,de- 
be también tener lugar con respecto al dere- 
cho adquirido por una promesa ó contrato.» — 
Ds Jare Belli et Pacis Lib. 2.^ caj>. 14 § VII. 

Creemos oportuno agregar á la doctrina de 
Grecio una observación del ilustre Portalis: 
«Mucho cuidado con esta palabra dominio' emi- 
nente. Seria un error deducir de él,que cada es- 
tado tiene él derecho universal de propiedad so- 
bre todos los bienes de su territorio. La palabra 
dominio eminente no espresa mas, que el dere- 
cho que tiene el poder público de arreglar la 
disposición de los bienes por las leyes civiles; 
de imponer sobre ellos contribuciones en pro- 
porción á las necesidades públicas; previa in- 
demnización, Al ciudadano pertenece la jprcípí^- 
dad: al soberano el imperio: tal ha sido la doc- 
trina de todos los tiempos y paises». 

Resulta sin trabajo , concluye Chassat á 
quien hemos seguido y estractado, que los de- 
rechos adquiridos son las consecuencias mis- 
mas de ciertos principios de 'derecho natural, 
admitidos cómo base esencial y primitiva de 
toda asociación política, y desde entonces, co- 
locados fuera del^ alcance de la ley superior; por- 
que no podría concebirse sin absurdo, ni supo- 
ner en ella tal poder, que pudiera llegar nun- 
ca á destruirla ó dañar en su esencia el princi- 
pio social de que ella saca su existencia ó su 
fuerza, y que está destinada á desarrollar y 
protejer. Así la libertad, la seguridad, la pro- 
piedad, bienes naturales del hombre, se han 
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hócho derechos irrevocablemente adquiridos^ 
desde el dia en que la ley civil, convirtiendo 
estas nociones en derechos individuales, ha ga- 
rantido su ejercicio á todos los miembros de 
la comunidad. Pero si la ley civil no puede es- 
tenderse hasta anonadar estos eternos funda- 
mentos de toda sociedad, ella puede y aun de- 
be conservar siempre el derecho y el poder de 
arreglar, de estender, de restrinjir, de modifi- 
car á su voluntad, en el interés general^ fuente 
suprema do los bienes individuales, el ejei;- 
cicio y uso de estos derechos. Si el hombre ja- 
más los enajena, si su único objeto, al invocar 
la protección de las fuerzas sociales, es el de 
gozarlos con mayor seguridad, de desprenderse 
de cuidados individuales, ineficaces, y rodea- 
dos de peligros para él; por otra parte se pre- 
sume, haber abandonado sin reserva á la ley 
civil la reglamentación de su ejercicio, y hasta 
el cuidado de las combinaciones por las cuales 
el cuerpo social, recogiendo en su calidad un 
mayor bien, sanciona las restricciones mas 
ó menos estensas de estos derechos- . Debo 
agregarpor último, que el abandono, ó el ol- 
vido de las nociones generales sobre el derecho 
público, como sobre los principios del derecho 
civil, pueden hacerse también el origen de las 
mas funestas interpretaciones sobre todas^las 
materias, y por lo mismo de las interpretacio- 
nes restrictivas. 

Fijadas las principales ideas sobrel los de- 
rechos adquiridos, reproduciremos parte de la 
exposición presentada por Mr. Portalis'al Cuer- 
po Legislativo en 23 de Febrero de 1803 con 
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motivo de la adopción del articulo 2.^ del Códi- 
go Civil,que declara que laley solo mira al por- 
venir y que sobre el i)asado no produce efecto, 

«El oficio de las leyes es arreglar el porve- 
nir; el pasado no está en su poder. En cual- 
quiera parte en que fuese admitida la retroac- 
tividad de las leyes, no solamente no existiria 
la sociedad, pero ni aun su sombra misma. La 
ley natural no está limitada ni por los tiempos 
• ni por los lugares, porque ella es de todos los 
países y de todos los siglos. Pero las leyes po- 
líticas, que son la obra de los hombres, no exis- 
. ten para nosotros sino cuando se les promulga, 
y no pueden tener efecto sino cuando existen. 
La libertad civil consiste en el derecho de ha- 
cer lo que la ley no prohibe: se mira como 
permitido todo lo que no está prohibido. ¿Que 
se haría pues la libertad civil, si el ciudadano 
pudiera temer, que por efecto de un golpe ines- 
perado quedara expuesto al peligro de ser 
escudriñado en sus acciones ó turbado en sus 
derechos adquiridos por una ley posterior?» 

«No confundamos el juzgamiento con las le- 
yes. Pertenece á la naturaleza de los juicios 
arreglar el pasado, porque ellos no pueden in- 
tervenir sino sobre las acciones abiertas y so- 
bre los hechos á los cuales aplican las leyes 
existentes: pero el pasado, no podría ser del 
dominio de las leyes nuevas que no las rejian. 
El poder lejislativo es la omnipotencia huma- 
na. La ley establece, conserva, cambia, modi- 
fica, perfecciona; destruye lo que existe, crea lo 
que todavía no era. La cabeza de un gran le- 
jíslador es una especio de Olimpo de donde 
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parten esas ideas vastas, esas concepciones fe- 
lices que presiden la ventura [de los hombres 
y al destino de los imperios; mas el poder de 
la ley no puede estenderse sobre cosas que ya 
no son, y que por lo mismo están fuera de to- 
do poder. 

«El hombre que no ocupa sino un punto ^en 
el tiempo, como en el espacio, seria un ser muy 
desgraciado, si no pudiera creerse en seguri- 
dad, ni aun para su vida pasada; para esta 
porción de su existencia ¿no ha cargado ya todo 
el peso de su destino? el pasado puede dejar 
pesares; pero él termina todas las incertidum- 
bres. En el orden de la naturaleza, solo es in- 
cierto el porvenir , y aun la incertidumbre 
entonces es endulsada por la esperanza, esta 
compañera fiel de nuestra debilidad. Seria, 
empeorar la triste condición de la humanidad, 
querer cambiar, por el sistema de la legisla- 
ción, el sistema de la naturaleza, y de bus- 
car, para un tiempo que ya no existe, como 
hacer revivir nuestros temores, sin podernos 
volver nuestras esperanzas.» 

«Lejos de nosotros la idea do esas leyes de 
dos caras, que teniendo sin cesar un ojo sobre 
lo pasado, y el otro sobre el porvenir, diseca- 
rían la fuente de la confianza y se harían un 
principio eterno de injusticia, de trastorno y 
de desorden. Porqué, se dirá, dejar impunes 
los abusos que existían ante la ley que se pro- 
mulga para reprimirlos? Porque el remedio 
no debe ser peor que el mal. Toda ley nace de 
un abuso. No habría pues ley que no debiese 
ser retroactiva. No debe exij irse que los hom- 
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bres sean antes de la ley lo que no debían aer 
sino por ella.» 

Dígasenos, pues, en vista de lo que lleva- 
mos expuesto, ¿las doctrinas y principios so- 
bre los derechos adquiridos (jus quaesitum) tan 
respetadas por todos y consignados en los Có- 
digos de la legislación antigua y moderna, so- 
lo ahora han llegado á llamarse derechos ad- 
quiridos? ¿No seria mas exacto y mas verídi- 
co confesar, que por muchos siglos, desde el 
origen délas sociedades han sido así califica- 
dos y que no se les puede apodar llamándolos 
con desden novedades del día? ¿Los preceptos 
que encierran, las teorías que los forman y es- 
plican, y las máximas que de ellos fluyen en 
bien de la sociedad, son absurdos y peligrosos^ ó 
mas bien justos y racionales, conservadores y 
bien hechores? ¿Quien es, pues, el nuevo Ga- 
lileo legislador ó político, feliz descubridor de 
nuevas verdades legales, filosóficas y morales, 
que rasgando el velo que cubría la ignorancia 
de los siglos pasados, pueda decirnos «os habéis 
engañado, no gira el mundo social como lo ha- 
béis creído, sino de otro modo: seguid pues mi 
sistema»? 

111: 

Los derechos adquiridos lian sido constantemente 
reconocidos y respetados en el Perut 

Cualquiera que recorra, aunque sea ligera- 
mente la legislación del Perú, encontrará por 
todas partes marcado en ella el respeto á los 
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derechos adquiridos. Varias leyes españolas 
ordenaban, que las cartas ú órdenes del Rey 
en que se mandase alguna cosa contra ley ó 
fuero y en perjuicio de tercero, aunque sean 
obedecidas, no valgan, ni sean cumplidas, por- 
que la voluntad real es, que la justicia florezca. 
Leyes del TU. 14, Lib, IV, Nueva Becopilacion. 
Las garantías indi vidualeSjConsignadas en nues- 
tras constituciones, no contienen principios mas 
liberales y justos. 

Iguales disposiciones, fundadas en los mis- 
mos principios encontramos en las leyes del 
Código Romano [6 tit. 3^. 22 Lib.I] y-en los cá- 
nones de la Iglesia sobre rescriptos pontificios 
Lib. I, tit. 4°. cap. 3 de las decretales. Tanta 
conformidad en la legislación sobre este punto, 
es un testimonio de verdad en favor del dere- 
cho¡adquirido;porlo mismo su teoria,que hemos 
desenvuelto antes, no puede ser tachada de ab' 
surda y perniciosa. 

Fundada la República y organizado su Go- 
bierno sobre los principios del sistema repre- 
sentativo, se adoptó también y declaró en to- 
das sus Constituciones desde 828, que las leyes 
no tenian efecto retroactivo, lo que equivale á 
rendir un homenaje á esos derechos adquiri- 
dos, sin cuya conservación, no se puede com- 
prender ni fundar ningún orden en la socie- 
dad. Esa garantía, que no nace de la voluntad 
de los legisladores, sino de la misma naturale- 
za, se hace vana é ilusoria si aquellos no son 
respetados. Ya hemos dicho, que la nación en 
ciertos casos puede asumirlos, ó disponer de 
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ellos, pero debe hacerlo guardando los precep- 
tos de la justicia natural y reparando el mal 
Cciii sacio. 

Aunque la Constitución de 856 decia, que 
en Ja República no se conocía destinos en pro- 
piedad, sus autores expidieron también la si- 
guiente — Declaración 

Lima, 3 de Diciembre de 1856-La Conven- 
cion JNacional— Considerando-Que estravia- 
üa la opinión sobre el genuino significado del 
aiticulo 6.0. de la Constitución, es conveniente 
aar una esplicacion auténtica, que haga cono- 

nvf'^'i ''J'o'^^'^r^ inteligencia— Declara- Él 
a ticulo ^.° de la Conslitucion, al desconocerla 
piopiedad de los empleas, no deia la perma- 
nencia de los empleados al arbitrio de ningu- 
na voluntad, sino al de la ley; ni afecta en ma- 
ñera alguna los derechos que los empleados 
civiles y militares tienen á ser remunerados 
por la JNTacion, en proporción al tiempo y cali- 
aad de sus servicios, y con arreglo á las leues 
vijentes.-Mamcel Toribío Ureta, Presidente- 

rtoH. Meza, Seoretario- Bafad Rostas, Se- 
cretario. "^ ' 

Cúmplase— Rúbrica de S. E.—Alvarez. 

íí'uestra legislación civil ha sufrido también 
tuertes sacudimientos y variaciones, como los 
uasutrido nuestra organización política. En 
i»Ow las leyes del Fueio Juzgo v del Fuero 
;!!?' ^'^ 1 artida y las Recopiladas desapa- 

;íf, r'^^^^i""^'^A^^ ^"^^" y frieron subrogadas 
poi los Códigos Civiles v de Comercio, pSr los 
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Reglamentos de Tribunales y Juzgados de Paz 
y por otros especiales. Al derribarse aquel an- 
tiguo y carcomido edificio, apareció de pié, sal- 
vado entre sus ruinas é incólume el principio 
de los derechos adquiridos. «Las decisiones so- 
bre contratos anteriores á la promulgación del 
Código Civil, dijeron los lejisladores, se arre- 
glarán á las leyes que rejian en la época en que 
se celebraron dichos contratos». Esta declara- 
ción era el reconocimiento de un axioma san- 
cionado portéelas las legislaciones de la tierra. 

A este saludable cambio de verdadero pro- 
greso, que daba á la República una legislación 
propia y análoga á sus necesidades y conve- 
niencias, succedió otro en 1855 puramente per- 
sonal y de pasión, á que sollamó Beforma Ju- 
dicial^ aunque solo tubo por objeto remover 
unos empleados para que otros ocupasen las 
plazas. Sin embargo de que el Dictador triun- 
fante se creeia facultado para destituirlos, y 
ejercer contra ellos otros actos de rigor y arbi- 
traridad, se detubo ante la baila que la justicia 
natural le oponia y que le aconsejaba no des- 
truir los derechos adquiridos; declaró, por ello, 
en su decreto de 31 de Marzo de 1855 que: 

((Los individvos qué han sido hasta la fecha 
empleados en el Poder Judicial, y que no están 
considerados en el articulo anterior, gozarán de 
los derechos que al tiempo de sus servicios 
correspondan, conforme á la ley del caso; para 
cuyo efecto organizarán los expedientes res- 
pectivos.» 

Como el mundo físico, lo mismo que el mo- 
ral y político, tiene que pasar por constantes é 
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inevitables vicisitudes, porque la acción y la 
reacción son leyes inmutables de la naturaleza, 
en cuya marcha se revela el dedo de Dios que 
la ha creado, sonó también para los despojados 
la hora de la reparación, y sonó porque debia 
llegar. «En consideración á los buenos servi- 
vicios de los Majistrados y empleados civiles, 
que fueron separados de su^^ respectivas colo- 
caciones por consecuencia de los sucesos politi- 
ces de 1854 y 855», decretó el Congreso una 
justa reparación por ley de 11 de Abril dp 
861, respetando uua vez mas los servicios y 
derechos adquiridos, tanto en los despojados 
como en los que los reemplazaron. 

Dictadores y Congresos han estado confor- 
mes en respetar el principio que sostenemos; 
no le hubieran respetado si no contuviese un 
fondo de justicia intrínseca. Derechos tan um- 
versalmente acatados, aun en medio de las mas 
opuestas y contradictorias circunstancias, nun- 
ca jamás podrán desaparecer, porque se les 
apode de absurdos y perniciosos. 

En las varias Iqyes y decretos que se han 
dictado en el Peni por los Congresos y Go- 
biernos sobre montepío, invalidez, jubilación y 
cesantía, tampoco se encontrará una sola dis- 
posición con fuerza retroactiva, ó que volvien- 
do su mirada sobre el pasado lo haya cambia- 
do con perjuicio de los i30seedores de estos ú 
otros goces. Para no entrar en una larga enu- 
meración, nos limitarénos á las leyes últimas 
que arreglan los montepíos y jubilaciones. La 
de 16 de Enero de 850, que introdujo notables 
alteraciones en las vij entes entonces, declara 
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en su último artículo aválidas las pensiones de 
montepío militar concedidas hasta la fecha 5 
debiendo continuar percibiéndolas las perso* 
ñas á cuyo favor se hayan decretado arre- 
glándose á las leyes preexistentes Para lo 

SUCC4SÍV0 se arreglarán á esta ley* &. Distin- 
guidos los tiempos con semejante discresion, 
han quedado concordados los derechos, sin 
queja ni agravio de nadie. 

La otra ley de 20 de Diciembre de 849, que 
dejó establecidos los derechos de los jubilados 
y cesantes de las listas judicial, civil y de ha- 
cienda, dice en su articulo 16: «que todos los 
empleados cesantes^ y los que en adelante cesa- 
ren, porque sus destinos sean suprimidos por 
el Congreso, ó por causas legales, quedarán 
sujetos á las disposiciones de esta ley: y por el 
17, quedan exeptuados los jueces y majistra- 
dos que se encuentran en posesión de sus ce- 
santías conforme á la ley anterior. Este con- 
junto de hechos y documentos, que podríamos 
multiplicar, sirve para marcar la índole y el 
carácter eminentemente justo y equitativo de 
los peruanos y de su legislación. No los cono- 
ce, ni ha estudiado bien, quien pretenda í^dop-' 
tar otro género de ideas ó de principios. 

Los goces de cesantía y jubilación, que se 
conceden á los empleados, no son un acto de 
pura gracia ó una munificencia del legislador: 

tienen un origen mas alto la justicia. «Uno 

de los puntos anteriores á todo convenio, inde- 
pendiente de toda Constitución, es como dice 
Bentham, el premio por los servicios públicos 

de los magistrados, que constituyen una clase 

4 
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de obligaciones, cuya regla corresponde á la 
justicia, y de que ninguna nación puede desen- 
tenderse sin una insigne ingratitud. También 
nace esta obligación del compromiso que recí- 
procamente contrae el Estado con el indivi- 
duo, á quien ocupa en su servicio, bajo la con- 
dición legal de que no será destituido sin justa 
causa, y de que sus buenos servicios serán re- 
compensados, aun después de su muerte, en 
sus hijos y familia. Para que esta carga que 
echa sobre si el Estado sea mas llevadera, el 
empleado conviene en dejar una parte de su 
sueldo como fondo para el monte del que ha 
de salir la pensión para sus hijos. Así es, que 
existe un verdadero pacto, tan sagrado como 
cualquier otro, y que no puede ser alterado ni 
roto por la simple voluntad del mas fuerte, 
porque siquiera suponerlo sería stablecer una 
sociedad injusta y leonina. 

Los Gobiernos tienen sin duda el derecho 
de suprimir cargos, comisiones ó empleos que 
ya no necesitan, pero en ejercicio de esta mis- 
ma voluntad tienen obligaciones que cumplir 
y derechos que respetar. <(Pero la supresión 
de empleos y pensiones sin indemnizar á los 
poseedores, dice Bentham^ es un atentado. Las 
plazas públicas presentarán ciudadanos sumi- 
dos en la miseria. Por todas partes resonarán 
los gemidos del dolor, y los gritos de la deses- 
peración. ¡Ministros de los pueblos! sabed, que 
nunca haréis felices á las naciones, haciendo 
infelices á los individuos; el altar del bien pú- 
blico, como el de la -Divinidad, no exije sacri- 
ficios bárbaros. Tened presente, que las lágri- 
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mas del dolor son abrasadoras, y que nunca 
compondréis de ellas una bebida refrij erante, 
porque contienen un veneno corrosivo que os 

devorará las entrañas .Para engañarse á si 

mismos, ó para engañar al pueblo, se al^ga que 
el interés de los individuos debe ceder al inte- 
rés de la Nación Pero un individuo? El 

interés público que se personaliza, no es mas 
que un término abstracto,que solamente repre- 
senta la masa de los intereses individuales 

..-;.., En una palabra: ó el interés de un indi- 
viduo es sagrado; ó no lo es ninguno. Los in- 
tereses individuales son los únicos intereses 
reales. Cuidad de los. individuos, no permi- 
táis que se les moleste, y habréis hecho bas- 
tante por el interés público. Cuanto mas se 
respete el principio de la propiedad y de la 
seguridad, tanto mas se afirma el espíritu del 
pueblo, y se trabajará por el interés público. 

Los mas pequeños atentados contra estos 
principios, preparan otros mayores. Los ser- 
vicios públicos de un magistrado constituyen, 
para con la nación una clase de obligaciones, 
cuya fijación ó regla corresponde á la justicia 
pública». 

Si cuando los empleados públicos quedan 
cesantes por causa fundada tienen perfecto de- 
recho á ser indemniísados, quedando el Estado 
obligado á ello — ^¿qué deberemos pensar y de- 
cir cuando se les despoja sin justa causa, y so- 
io para dar á otro su empleo ó su Majistratu- 
ra? La razón, la moral, las leyes y la concien- 
cia publica han fallado ya sobre esta clase de 
despojos y violencias. Para no repetir lo que 
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todos saben y pueden juzgar por sí mismos, y 
para no hacer demasiado largó este capítulo 
bastará agregar á la autoridad irrecusable del 
jurisconsulto inglés la .de otro eminente pu- 
blicista francés. 

«Todas las propiedades [dice Daunou] sin 
ninguna escepcion, perderían su garantía en 
un pais en el que algunos esperimentasen el 
menor detrimento, y en el que fuera posible 
derogar unos títulos fundados en leyes preexis- 
tentes. El examen del origen de una propie- 
dad, acaba en aquel punto en que se encuentra 

una ley que la sancionó» Lo contrario no 

es mas que sembrar la discordia é inquietud 
mas alarmante, esponer todos los derechos ad- 
quiridos, ó que se adquieran, á los caprichos 
de las opiniones y de la fuerza, y volver á su- 
merjir la sociedad en el desórdeil de que las le- 
yes la salvaron. Es poco que la autoridad sobe- 
rana se abstenga de atentados directos contra 
las propiedades, sino que no debe ni aun si- 
quiera tolerar que alguien las amenazo en su 
nombre. Para afianzar las garantías individua- 
les, una de Tas instituciones necesarias es, que 
los jueces y. majistaados, sean, como tales, ple- 
namente inamovibles, que no puedan ser tras- 
ladados, ni mudados de sus puestos contra su 
voluntad, y que sean indestituibles, fuera del 
caso de prevaricación juzgada.» 

Los derechos adquiridos no solamente son 
vulnerados con la supresión del empleo, ó con 
la destitución caprichosa del poseedor; están 
ademas espuestos á otro género de ataques, que 
sin envolver una supresión ó destitución disíni- 
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nuyen los goces y derechos anteriores y que 
cambiando el pasado lo dejan herido para lo 
futuro. En este caso se encuentra la tremenda 
y justamente condenada retroactividad,que con 
tanta facilidad suele <)mplearse en épocas de 
trastornos políticos ó cambio de gobernantes. 
Esindudablequelos legisladores tienen de- 
recho para dar leyes, pero solo cuando son ne- 
cesarias, adaptables al país, y sobre todo justas 
y conformes á la razón. Cuando carecen de es- 
tas condiciones, ó caracteres esenciales, dejan 
de serlo y se convierten en actos arbitrarios. 
La retroactividad es el primer vicio que les 
priva de su valor, si acaso vienen acompaña- 
das de ella. Los hombres no han convenido con 
las restricciones ó trabas de las leyes, sino pa- 
ra aplicar á sus actos consecuencias ciertas, se- 
gún las cuales puedan obrar con acierto, y es- 
cojer la linea de conducta que se proponga se- 
guir. La retroactividad dada á una ley le quita 
esta ventaja; rompe todas las condiciones del 
pacto social, y hace estériles los sacrificios que 
se impusieron al reunirse en sociedad. Toda 
ley que divide á los ciudadanos, que los degra- 
da y castiga por hechos que no dependian de 
ellos, que los hace responsables de acciones 
agenas y no de las propias, todo acto de esta 
naturaleza, Jio puede llamarse ley. Los dere- 
chos individuales corresponden pues á los in- 
dividuos, independientemente de la Irey, del 
pueblo y de todas las autoridades políticas. Si 
las leyes han de estar sujetas á frecuentes cam- 
bios, si lo que ayer establecieron ha de der- 
ribarse mañana, sin consideración á los derc- ^ 
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ches que crearon, la vida de los pueblos y de 
los individuos, será uñ estado permanente de 
confusión y dé trastornos, y una verdadera fa- 
talidad. Las doctrinas que acabamos de desen- 
volver se encuentran grabadas en todos los 
corazones, como escritas en ellos por el mismo 
Dios; no son nuestras, ni nu'evas; se pueden 
leer también en todas las pajinas de Cicerón y 
de Montesquieu, de B. Constant, y de Watell, 
de Portalis, y de Reynabal y de ciento escrito- 
res mas tan respetables como ellos. 

Apesar de que las doctrinas que vamoB es- 
poniendo han sido dictadas por la razón y por 
la justicia y adoptadas por todos los que se 
han propuesto gobernar, siguiendo una politica 
sana y de seguros resultados en favor de los 
pueblos, sin embargo, algunos, bien que pocos 
y muy exaltados, desviándose de ellas han 
querido que nuestros hombres públicos siguie- 
ran un sendero contrario y peligroso. Miran- 
do al pasado, se han asustado antes de exami- 
narlo bien, y han creido encontrar las causas 
de un malestar, exajerado también, en acci- 
dentes transitorios ó en otros elementos dis- 
tintos y de precaria influencia, de los que cier- 
tamente no viene el mal. También han carecido 
del valor y fortaleza, tan necesarios en el Ga- 
binete, y quizá mas que en el campo de bata- 
lla, para ser justos con todos. Sin dañar los in- 
tereses nacionales é imitando las buenos ejem- 
plos que han dado algunos principes magná- 
nimos, aunque sin gran esfuerzo y con feliz re- 
sultado, que aplicaron y ejecutaron los muy 
sencillos y conocidos principios de la ciencia 
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del Gobierno, que están reducidos al ejercicio 
de la justicia distributiva,habrian llegada nues- 
tros hombres públicos al mismo bueno y di- 
choso término. 

Después de haber luchado Carlos VII de 
Francia quince años contra sus poderosos y 
rebeldes enemigos, á quienes al fin venció, y 
Enrique IV contra la liga, á la que también 
rindió sosteniendo crudos combates y arros- 
trando toda clase de contradicciones y sacrifi- 
cios, y después que ambos llegaron* á sentarse 
sobre el trono de que se quiso escluirles, se 
presentaron todavía mas grandes por su mode- 
ración y clemencia, respetando los derechos de 
sus enemigos vencidos y siendo justos con to- 
dos. 

El actual Emperador de los Franceses ha 
ofrecido, en estos últimos años, otro ejejnplo 
que con sobrada razón mereció los aplausos de 
la Europa, y que no deberían perder de vista 
los gobernantes que han succedido á otros, al 
echar sobre sus hombros el peso abrumador 
de los negocios públicos y de la responsabili- 
dad nacional. 

«Tomo desde este dia con la coron,a, dijo á 
las Cámaras en su discurso inaugural, el nom- 
bre de Napoleón III Al aceptar este ti- 
tulo, no se tema que caiga en el error del prin- 
cipe que volviendo del destierro declaró nulo 
y de ningún valor todo lo que se hizo en su 
ausencia. Lejos de mí tan estravagante equi- 
vocación; no solamente reconozco los Gobier- 
nos que me han precedido, sino que heredo de 
cualquier modo todo lo bueno y lo malo que 
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lia jan hecho. Aunque los gobiernos que se 
succeden uno ó otro se hallan^pór la diferen- 
cia de su origen comprometidos por los hechos 
de sus predecesores, sin embargo, yo acepto 
completamente los hechos, que la historia de 
los últimos cuarenta años nos trasmite con su 
inflexible autoridad». 

Si el Emperador de los Franceses proclamó 
al tiempo de coronarse tan generosos propósitos, 
el Gobierno del Perú habia tenido el buen sen- 
tido de reducirlos á la práctica, después de de- 
belada una rebelión, que colocó en el mando 
supremo á un caudillo usurpador y ambicioso. 
Sin hacer comentarios concluiremos este capi- 
tulo reproduciendo una ley que servirá de prue- 
ba a cuanto hemos dicho. 

EL CIUDADANO RAMÓN CASTILLA 

PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA &. 

Por cuanto el Congreso ha dado la ley si- 
guiente: 

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA PEJIUANA 

Considerando: 

I. Que el crédito público es la verdadera ri- 
queza de un Estado y que sin él no pueden 
existir las naciones por opulentas que ellas 
sean. 

II. Que por consecuencia de las continuas 
revoluciones, que han ajitado el país, se difi- 
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culta cada dia mas el arreglo y satisfacción de 
la deuda pública: 

Ha dado la ley siguiente: 

Articulo .1^ El Ejecutivo cumplirá religio- 
samente en todas sus partes los contratos cele- 
brados con particulares, nacionales ó extran- 
jeros, cualquiera que haya sido la época y el 
gobierno que losv ajustó. 

Art. 2.0 Serán considerados de preferencia 
en el pago todos aquellos que hubiesen sido es- 
tipulados por administraciones constituciona- 
les siguiendo el orden de antigüedad y conti- 
nuando con los ajustados por Gobiernos deJie- 
cJio en la misma escala de preciacion que los 
anteriores. 

Comuniqúese al Poder Ejecutivo para que 
disponga lo necesario á su cumplimiento; man- 
dándolo imprimir, publicar y circular.— Dado 
en Lima, á 21 ^ de Octubre de 1^45— Manuel 
Solazar^ Presidente del ^en^áo— Manuel Cua- 
drosy Presidente de la Cámara de Diputados— 
Tadeo Chavez, Senador Secretario— -4. Avelina 
Cueto, Diputado Secretario. 

Por ttinto: mando se cumpla, imprima, pu- 
blique y se coipunique á quienes corresponda. 
Lima, á 18 de Junio de 184B -Ramois Casti- 
lla—Jos^' Gr. PaZ'Soldan. 
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IV. 

Decretos del Gobierno Provisorio del Perú 
contrarios á los derechos adquiridos. 

Al instalarse el Gobierno Provisorio, en 26 
de Noviembre de 1865, hizo una pública ma- 
nifestación de sus opiniones nada benévolas en 
fovor de los derechos adquiridos. Formando 
un dilema, poco recto á nuestro parecer, acer- 
ca de la situación en que suponía colocado 
al Segundo Vice- Presidente de la Repúbli- 
ca, dijo: «que si imperaba la Constitución, ha- 
bría necesidad de seguir el antiguo régimen 
con todos sus defectos, hasta el estremo de te- 
ner que respetar lo que se ha llamado derechos 
adquiridos^ haciéndose asi ilusoria la justicia 
nacional y burlando completamente las legiti- 
mas aspiraciones de los pueblos 

No es fácil sostener, siguiendo los' preceptos 
de la justicia y las reglas de una «ana lógica, 
que los derechos adquiridos pudieran nunca 
hacer ilusoria la justicia nacional. De la lectu- 
ra de las actas populares, anteriores al 26 de 
Noviembre, no se deduce la consecuencia del 
dilema. Las exijencias de los pueblos, cuando 
se dirijen contra los principios de la moral ó 
de la justicia, solo son estériles vocerios y en 
ciertos casos solo representan el querer del 
mas fuerte^ 
Movile mutatur semper cum principe vulgus, 
«Solo la verdad y la justicia tienen derecho 
de reinar en la sociedad. 
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La justicia nacional, ya sea que se ejercite 
civil ó ya criminalmente contra el culpable de 
cualquier rango y condición que sea, no pue- 
de aplicarse de otro modo que siguiendo las 
reglas prescritas y determinadas por leyes 
anteriores. Ellas consideran al simple ciuda- 
dano, óomo al alto funcionario, capa'i de delin- 
quir en materia grave; sujeto á toda clase de 
miserias y de debilidades, de errores y de crí- 
menes, de infamias y de prevaricaciones. La 
concusión, el prevaricato, el cohecho, y la ne- 
gra traición á la patria, son actos reprobados y 
colocados ségun su orden y gravedad en la ga- 
lería criminal y penal de nuestros Códigos. 
Su clasificación, los Jueces y Tribunales que 
deban juzgar y condenar á los culpables, las 
garantías de que los acusados no /j)ueden ser 
desnudados, los procedimientos, todo, todo ha 
sido anticipadamente considerado y previsto. 

Esto en cuanto á la persecución de los deli- 
tos. En cuanto á los demás actos abusivos ó 
ilegaleSy contratos celebrados con violación de 
las formas ú omisión de los indispensables re- 
quisitos, que la ley exije para su validez, ella 
misma indica el modo de anularlos, desde que 
los reputa no hechos^ ó que no han tenido exis- 
tencia valedera. No hay derecho contra el de- 
recho: donde éste no existe, tampoco ha coexis- 
tido su adquisición, según lo hemos manifesta- 
do antes, Ño son, pues, ni pueden ser emba- 
razo los derechos adquiridos para las aspira- 
ciones verdaderamente lejítimas de Jos pueblos. 
Por última y perentoria razón bastará traer 
á la memoria lo que ha pasado y actualmente 
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está sucediendo en los Estados Unidos con 
motivo de los juicios que se siguen á Jefferson 
Davis y sus cómplices y aun al desgraciado 
que les sirvió de carcelero. Bien han conocido, 
y por eso han practicado aquella sabia máxi- 
ma de Cicerón — aNada de violencia: nada mas 
funesto á los estados, nada mas opuesto al de- 
recho y á las leyes, nada menos digno del ciu- 
dadano y del hombre, que emplear la fuerza 
en una República constituida y regida por 
aquellas. Es mejor dejar de hacer una cosa bue- 
na, que consentir en una mala (f) 

Después de la franca manifestación hecha 
por el Gobierno Provisorio de sus opiniones 
contrarias á los derechos adquiridos^ no ha de- 
bido causar estrañeza verlas aplicadas á sus 
actos y decretos. Para hacer la declaración era 
necesario un esfuerzo: lo demás era una conse- 
cuencia del programa . Pero como ninguno 
llega á realizarse, ha sucedido, lo que debia 
suceder: por ello, al ejecutar la demolición y al 
derribar los derechos adquiridos, algo ha que- 
dado todavía en pié, y los restos escapados, en 
el derruriibamiento general, han servido para 
dar testimonio déla inviolabilidad de la justi- 
cia en que se apoyan aquellos. 

Haremos ahora una lijera é ímparcial rese- 
ña de los decretos y resoluciones del Grobierno- 
Provisorio, que consideramos contrarios á los 

["I"] Vis abesto, Nihü est enim exüthsus civitatibus^wh Itam 
contrarium juri et legibus^ nihil minus civile et humanum, 
quam campósíta^ et constütita República, quidguam agi ptr 
vim. Impediré enim bonam rertiy mclliuSj quam concedi ma- 
lam, Lib. 3 de Leg. cap. 18. 
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principios que vamos sosteniendo, y á cuyas 
disposiciones se ha dado efecto retroactivo. 

SECRETARIA DE JUSTICIA. 

Por ella se ha dictado las siguientes reso- 
luciones: 

1865 Noviembre 29— Que los Tribunales y Juz- 
gados existentes continúen ejerciendo sus fun- 
ciones, y la lejislacion penal y civil en cuan- 
to, no sean alteradas por disposiciones ulte- 
riores. 

Diciembre 6- — Se crea un Tribunal de Comi- 
sión denominado Corte' Ceniral^ipsTs, admitir 
y decidir las acusaciones que hagan los fis- 
cales contra los funcionarios públicos, que 
hubiesen celebrado tratados con mengua del 
honor nacional y gravamen del Estado: con- 
tra los usurpadores de jurisdicción, ó los 
que hubiesen ordenado prisión indebida,con- 
finacion ó destierro de algún ciudadano, 6 
que hubiesen malversado los caudales pú- 
blicos, ó celebrado contratos sin las forma- 
lidades, legales; contra los defraudadores,con- 
cusionarios, ó cómplices en el cohecho ó lu- 
cro. La Corte asume toda juridiccion espe- 
cial, y conoce de los delitos de aquellos fun- 
cionarios, para cuyo juzgamiento se exijla 
procedimientos previos en las Cámaras I^e- 
jislativas: impone las penas que la ley tiene 
señaladas: y el fallo decisivo qu€ pronuncie 
será ejecutado. 

Diciembre 15 — Se organiza la Secretaria de 
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Justicia: se nombra empleados nuevos y son 
separados los antiguos. 

Diciembre 18 — Se declara vijente la ley de 4 
de Diciembre de 856, que establece el Tri- 
bunal de responsabilidad judicial, y deter- 
mina el modo de hacerla efectiva* Son reem- 
plazados los jurados ausentes, muertos ó 
impedidas. 

1866— Febrero 20 — Se dáun decreto,titulado de 
reforma judicial; se suprime cortes y juzga- 
dos inferiores, se destituye á varios majis- 
trados y antiguos jueces, nombrándose á 
otros en su lugar. La administración de la 
justicia en lo criminal en primera instancia, 
se divide en juzgados de instrucción y jue- 
ces de fallo: pero esta disposición rige lini- 
camente en los lugares en donde haya dos ó 
mas jueces de primera instancia. 

Id. 20-*-Se da nueva organización al Ministe- 
rio Fiscal, haciendo de él una institución 
independiente de los tribunales y juzgados. 
El .Fiscal General es el órgano de comuni- 
cación del Gobierno con las Cortes Supre- 
ma y Superiores: tiene, entre otras atribu- 
ciones, la de velar sobre la exacta y puntual 
administración de justicia, observancia de 
las leyes, decretos y resoluciones del Gobie- 
rno, y en lo judicial las que le señalan las 
leyes vij entes. 

21 de id. — Se determina la fórmula del jura- 
mento,que deben prestar los funcionarios del 
poder judicial. 

Marzo 23 — Se declara vacantes las dos Vócalias 
do la Corte Suprema, que servian los seño- 
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res Doctores Mariátegui y Gómez Sánchez, 
porque se niegan á reiterar el juramento 
que se les exije, como nuevamente nombra- 
dos, y que habían prestado muchos años an- 
tes cuando constitucionalmente fueron nom- 
brados para dichas plazas. 
El primero de los anteriores decretos, aun- 
que por su solo contenido mereció fuertes cen- 
suras, pudo todavía defenderse por alguno?, en 
su aparición, como una de tantas medidas de 
circunstancias, que se adoptan en momentos de 
transición, cuando la sociedad se encuentra 
conmovida por resultado de algún extraordina- 
rio acontecimiento, y que no tienen otro objeto 
que tranquilizar los ánimos, restituir á los ne- 
gocios públicos su curso natural, y hacer que 
el orden y la paz interior recobren su imperio, 
mediante la protección y garantía que ofrece 
el Gobierno. Pero desgraciadamente, no era 
ese el pensamiento. El Secretario de Justicia 
lo ha explicado con sobrada claridad en el ofi- 
cio, que en ÍO de Enero de 866.dirijió al Presi- 
dente dé la Excma. Corte Suprema: «Estable- 
cida la Dictadura, le dice, de una manera fran- 
ca ningún Tribunal tiene otra razoñ de 

existencia, que el supremo decreto de 29 de 
ííoviembre iiltimo, puesto que la misma Cons- 
titución no existe.» 

Si la Dictadura fuera la conquista, apenes 
podría tolerarse semejante proposición. Pero 
si la Dictadura ha emanado del pueblo y reci- 
bido de él su poder, lo ha recibido para su bien, 
para mejorar su situación, para implantar me- 
jora» útiles y necesarias, para dar vigor a las 
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leyes, retemplar la moral perdida, volviendo á 
los principios democráticos su vigor y su in- 
violabilidad á las garantías nacionales y socia- 
les. «No se corona un edificio conmoviendo 
diariamejate las bases sobre que descansa», ha 
dicho con profunda filosofía Napoleón III á la 
comisión del Senado, al recibir de éste la con- 
testación al discurso del trono. 

La República, desde el primer dia de su exis- 
tencia política, ha tenido y tiene una organiza- 
ción invariable,fundada en el sistema represen- 
tativo; el ejercicio de la soberanía ha sido en- 
cargado á los tres poderes lejislativo, ejecuti- 
vo y judicial, que tampoco han desaparecido, 
y que virtualmente existen, aunque el encar- 
gado del ejecutivo haya sido revestido tempo- 
ral y transitoriamente de mayor suma de fa- 
cultades, y de cuyo uso tiene que dar cuenta á 
la Nación, cuando sea reunida en Congreso. Es 
inconcebible, que una República pueda existir 
sin una ley fundamental, bien tradicional co- 
mo la Constitución inglesa, bien escrita como 
las varias que ha tenido el Perú, y de cuya 
bondad no ha podido juzgarse,atendida su pre- 
caria y rápida existeifcia. 

Muy dignas de atención y de ser.recorcjadas 
ahora por la exactitud de sus principios son 
aquellas elocuentes palabras que en 28 de No- 
viembre de 1865 empleó el Secretario de Rela- 
ciones Exteriores en su circular al Cuerpo Di- 
plomático del Perú en el Extranjero 

iTodos están ^convencidos, dice, de la urgente 
necesidad que hay de establecer un poder ex- 
traordinario, que, aunque libre de lastrabas 
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que pueden impedirle hacer el bien, no tenga 
tampoco ni necesidad, ni, medios de herir los 
derechos de los ciudadanos, y las garantías indi- 
viduales y nacionales, que no dependen de los arti- 
cuios aislados que se encuentran en Constituciones^ 
sin prestigio y sin vigor, sino de los principios 
fundmnentales,que existen desde la proclamación 
de nuestra gloriosa independencia y desde la exis- 
tencia política deh Perú. 

Ciertamente que es asi, porque las constitu- 
ciones no dan derecho á Tos hombres, sino que 
los proclaman. La administración de justicia 
es un derecho y una necesidad natural y orgá- 
nica de toda sociedad. Por eso tampoco puede 
concebirse una República , sin un poder que 
dicte las leyes, y otro que las aplique; este es 
el judicial. La autoridad de los jueces y ma- 
jistrados y su. existencia no han emanado de 
la voluntad de un hombre. Podrá, si se quiere, 
cambiar ó destituir los individuos; pero los 
tribunales y juzgados existen y deben existir 
como esencial condición de todo pueblo libre, 
soberano é^independiente. 

Solamente en las monarquías absolutas de 
derecho divino y en tiempos de ignorancia y de 
servidumbre podía sostenerse la absurda doc- 
trina, de que toda justicia emanaba del prínci- 
pe; que su voluntad era ley; que la jurisdicción 
de los tribunales emanaba de él solo, asi cómelos 
'arroyos que vivifican los campos nacen de una 
fuente común: y que era una ofensa á su Ma- 
gostad hacer observaciones á sus mandatos. 
Para hombres que de corazón y buena fe ama- 
mos la República y sus instituciones liberales 



—42— 

es muy doloroso ver cosas parecidas y oir pro- 
posiciones^ como las emitidas por el Secretario 
de Justicia. La Dictadura, para defender sus 
actos, no necesita ocurrir á tales medios de vin- 
dicación, ni repetir, como la mujer caprichosa 
que nos representa Juvenal. 

Hoc voló, sic jitveo^ sH pro ratíone voluntas. 

El Tribunal qué debe su existencia y orga- 
nización á la Dictadura, es la Corte central ó de 
comisión, creada en oi>osicion á los principios 
de la ciencia moderna y álos progresos del si* 
glo. La jurisdicción de los Tribunales ordina- 
rios ha sido absorvida par ella, y bien pudiera 
decirse, que se les ha hecho un favor. L09- Tri- 
bunales de comisión ge hallan justamente pros- 
critos en todos los pueblos, en qtie el derecho y 
la civilización ejercen una influencia positiva. 
El creado por la Dictadura es un anacronismo. 
Otras veces se ha dicho y no será' inútil repe- 
tirlo, que el que ha ejercido cargos ó desem- 
peñado fun<3Íones públicas, no puede ser re- 
convenido, juzgado ni penado sino conforme á 
las leyes querejian en ese tiempo. Solo cuando 
la pena es menor se aplica la ley nueva. «Es 
una regla inmutable como la justicia, dice Mr. 
Martignac en la defensa de PoUignac, que los 
actos deben ser juzgados conforme á las leyes 
existentes en la época en que fueron cometidos. 
¿Qué habrian dicho la Inglaterra y el mundo 
entero, si después de la caida de Jacol3o II y 
del advenimiento de Guillermo, ios Ministros 
del rey destronado hubiesen sido acusados por 
los Comunes y juzgados por los Pares, como 
culpables de haber preparado por sus actos 
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ilegales, ó por sus consejos perniciosos,la ruina 
de los Estuardos y el triunfo de su succesor? 
No se dio al mundo tan estravagante espec- 
táculo.» 

Las leyes de la República abolieron desde 
los primeros dias de su existencia los Tribuna- 
les de comisión, declarando ademas responsa- 
bles al que los autorizase y al juez que ejercie- 
se esa jurisdicción delegada. «Hallándose pio- 
«hibidos en el Perú los Tribunales de Comisión^ 
«debe reputarse tales, sin que pueda en nin?^un 
«caso autorizarse su establecimiento, todos los 
«que bajo cualquiera denominación se injieran 
«á conocer en los juicios por delitos politicoíi». 
Ley de 21 de Diciembre de 1849. 

Crear -Tribunales ex post facto^ para que juz- 
guen á determinadas personas: elejir los jueces, 
sacándolos quizá de entre los enemigos políticos 
de los enjuiciados; alterar los procedimientos; 
suspender y suprimir las formas estableci- 
das; abolir el recurso de apelación, reputado 
de derecho natural por todos los jurisconsul- 
tos; arrancar á los acusados de su fuero, para 
someterlos á otro nuevo y antes desconocido;no 
dejarles en los casos de responsabilidad la prer- 
rogativa de ser juzgados por sus pares, cuando 
al Tribunal se le da la apariencia de Jurado; tal 
y tan deforme conjunto de actos es una palpa- 
ble y evidente violación de los derechos adqui- 
ridos; es una odiosa retroactividad, que vol- 
viendo sobre lo pasado, lo cambia de intento 
para desmejorar y hacer mas aflictiva la con- 
dición del enjuiciado. Cuando se cambia la le- 
jislacion general, cuida siempre el lejislador 



-44— 

de mejorar la suerte del acusado, declarando 
que de las dos leyes antigua y novísima se le 
aplique la que impone menor pena. No hay 
pues uno sola razón de justicia, de política ó 
de utilidad piiblica,que pudiera servir para jus- 
tificar la creación de la Gorte Central. 

Los Secretarios de la Dictadura no han de- ¡ 

bido olvidar los saludables consejos de un es- ' 

critor moderno — La libertad, dice, tiene doble i 

jDrecio cuando su cuna no ha sido manchada 
con ningún acto de barbarie. ¡Vencedores en ! 

las contiendas civiles! no llaméis en vuestro 
socorro el terror.. Aunque vuestra ven- 
ganza quede satisfecha, la fortuna es muy rá- | 
pida en sus vueltas. El trascurso de un afio, 
de un mes, cambia la condenación en apoteosis^ 
y la corona colocada sobre la tumba del pros- 
crito, es una cruel acusación contra sus jueces. 
Guardaos de colocar en la mano de la ley el 
hacha de la proscripción: de crear códigos de 
circunstancias, de recurrir á comisiones ex- 
traordinarias; comisiones en que el odio de 
partido dicta los fallos Guardaos por úl- 
timo de las Cámaras ardientes, de las Cámaras 
estrelladas, de los Tribunales veimicos, de los 
Tribunales de inquisición, de las Cortes probos- i 
tales. La salud de los Estados, como la seguridad 
de los ciudadanos, no existen sino en el invaria* 
ble curso de la justicia ordinaria {Bignon des 
Proscriptions Lib. V cap. final). 

En defensa de la creación de la Corte Central 
se ha dicho: que solamente se ha variado los 
procedimientos en una parte, dejando en lo 
demás subsistentes las disposiciones de los Có- 
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digos penales. Esta razan, que no es exacta y 
jurídica, tampoco satisface; porque no solamen- 
te se ha cambiado el procedimiento, sino que 
ademas de abreviarlo se ha declarado innece- 
sarias formalidades previas y la intervención 
de las Cámaras en los casos de acusación de 
que deben conocer; lo que no importa tan solo 
variar el procedimiento, sino suprimir una 
forma esencial. Se ha privado de su jurisdic- 
ción á los Tribunales competentes, para con- 
ferirla á individuos particulares, no letrados. 
Los procedimientos de responsabilidad minis- 
terial, designados por la ley de 17 de Junio de 
1834, observada por las Cámaras en sus ftlti- 
mas sesiones, se han confundido con los que 
designa el Código Penal para otros delitos. 
Faltando uno solo de los requisitos de forma, 
y la jurisdicción, todo fallo que se pronuncie 
es nulo en su esencia. Malum ex quocumque de^ 
fectu^ es una regla exactamente aplicable á las 
cuestiones que examinamos, según los princi- 
pios de la ciencia legal, sin relación á las cau- 
sas ó motivos políticos. Buscamos la verdad y 
la justicia en sus formas inmutables y perma- 
nentes, y nada mas. 

«Aquí puede aplicarse, dice un jurisconsul- 
to, el gran principio, que la materia llamada 
en derecho ordinaria litis, es decir, la que tie- 
ne por objeto regular las fórmulas judiciales, 
independientemente del fondo délas acciones, 
está siempre sometida á la ley existefite en el 
momento en que se intentan estas acciones: 
mientras que aquella materia, que se llama de- 
cisoria litis, es decir, la que toca al fondo mis- 
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mo de las acciones, queda sometida únicamen- 
te á la ley en vigor en la época en que han 
tenido lugar los hechos que dan nacimiento á 
estas acciones, (f) 

Para terminar nuestro trabajo en este pun- 
to, haremos notar la diferencia que existe en- 
tre el procedimiento y la forma de los juicios. 
La totalidad de los actos practicados en una ins- 
ta1>cia civil ó criminal, ó la instrucción judicial 
de un proceso, es lo que se llama procedimiento. 
Las formas son las diferentes cosas> cuyo con- 
junto sirve para que un acto sea válido y sea 
segura su ejecución. Unas son habilitantes^ qué 
hacen capaces á las personas para ciertos actos; 
otras intrínsecas ó viscerales^ que/orman eí acto 
en si mismo y le dan existencia, sin las que no 
puede tenerla, y entre otras la concurrencia 
de los jueces en el número designado por la 
ley, para la validez de los procedimientos y 
del juicio. Otras son extrínsecas ó probantes^ ({Vie 
se requiere para acreditar ó comprobar la 
existencia de las intrínsecas y habilitantes y 
que el acto se ha verificado conforme á ellas, 
tales son la firma de los jueces, la autorización 
de los escribanos &^ por último, las de ejecución^ 
y son las que se exije para que un acto per- 
fecto en si mismo sea ejecutable, como el regis- 
tro, la comprobación, eí selló ó timbre &^ He- 
cha la distinción entre lo que la ley y la cien- 
cia reconocen como forma ó procedimiento, es 
fácil aplicar sus regias y deducir los conse- 

(f) Be la RetroacXwite des lots par Matlh^r tU Ch'Xisat 
cap. IV Sect. 4 arC: Tom. 2*? paj. 216. 
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cuencias que ofrecen, para que sea bien juzga- 
da la creación de la Corte Central y su con- 
formidad con los principios de lejislacion. 

Los decretos titulados de reforma judicial y 
de organización de la Secretaria de Justicia en- 
trañan en si mismos una palpable violación 
de la equidad y de la justicia, porque dejan 
burladas tantas esperanzas y destruidos tan- 
tos derechos lejítimamente adquiridos. Los go- 
ces y pensiones, que debian disfrutar los indi- 
viduos despojados, según las leyes anteriores, ó 
les han sido arebatado^ del todo, ó reducidos 
á una ridicula cuota. 

Triste espectáculo, ver en un dia y por el 
solo querer de un Ministro, arrojados á la ca- 
lle antiguos y beneméritos empleados, sobre 
los que no pesaba ninguna acusación, á quie- 
nes no se les imputaba ningún crimen, y sin 
embargo, condenados á sufrir pena — la de ver- 
güenza! Ved también . innumerables familias 
entregadas á la miseria y á la mendicidad, 
privadas del pan, que ni sus padres ni esposos 
podrán proporcionarles, porque no aprendie- 
ron otro oficio que el de servir á la patria, de 
la que esperaron, que sus canas no serian ul- 
trajadas, ni sus servicios recompensados con 
una burlona y sarcástica carcajada ¡Los que 
condenan á tales familias á sufrir los horrores 
de la miseria ¿se habrán alguna vez represen- 
tado el cuadro que han creado? Nada les di- 
rán su corazón y su conciencia? Podrán con- 
solarse con la idea de haber mejorado la socie- 
dad con el cambio de personas? Son mas pró- 
bidas, mas meritorias, mas ilustradas las que 
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han sfdo llamadas á reemplazar á los despo- 
jados? No es objeto de nuestro trabajo exami- 
narlo. 

En la organización del Ministerio ' Fiscal 
se ha plajiado pobremente y con desventaja 
la ley francesa, sin tener en consideración las 
condiciones de los pueblos, sus costumbres y 
hábitos y la diversidad de su Gobierno. Se ha 
dado al Fiscal General la atribución de alta so- 
berania, y por lo mismo indelegable,^^ velar en 
la puntual y exacta administración de justicia^ y 
se le ha convertido en órgano forzoso de co- 
municación entre el Ejecutivo y los Tribuna- 
les y Juzgados. «El Ministeria público dice 
Morlin en.su Repertorio de Jurisprudencia, re- 
presenta en Francia el carácter de Embajador 
del Soberano óerca de su Tribunal: por con- 
ductp de aquel se comunica con este; y el Tri- 
bunal nada puede resolver de lo que interesa 
al Soberano ó al Erario, sin intervención de 
su representante». ¿No existe en el Perú mas 
sobejania que la del Poder Ejecutivo? En una 
República, en la que los tres poderes están 
ejercidos por el Lejislativo, Ejecutivo y Judi- 
cial, y en que los tres son iguales ¿por qué 
privar á uno de ellos de su legitima represen- 
tación, y querer convertirlo en inferior y su- 
bordinado al otro? Los altos poderes sociales 
deben tratarse entre si de igual á, igual; guar- 
dándose los respetos que recíprocamente se 
merecen. " 

Cosa estrafia! el mundo se gobierna por contra- 
dicciones, ha dicho el autor del Ensayo sobre las 
costumbres — y diariamente vemos confirmada 
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esta observación. El Secretario de Justicia ha 
desdeñado comunicarse directamente con eí 
primer Tribunal de la Nación y con las Cortes 
Superiores; y lo ha hecho con los Alcaldes mu- 
nicipales, remitiéndoles el reglamento de ins- 
trucción primaria, dándoles esplicaciones y re- 
glas para que se sujeten á ellas. El Secretario 
de Hacienda se dirije al Tribunal del Consu- 
lado y admite también sus comunicaciones sin 
órgano intermediario; y el de Gobierno hace 
lo mismo hasta con un simple contratista so- 
bre rescisión del contrato para el alumbrado 
público deTrujillo, como aparece de los docu- 
mentos oficiales publicados en el periódico «Pe- 
ruano», Si la interposición del Ministerio Fis- 
cal produjera alguna ventaja, ó diera mayor 
facilidad y espedicion á los negocios, tendría 
alguna escusa en casos determinados; pero sir- 
viendo su conducto solamente para complicar 
y embarazar el curso de los asuntos, nada pue- 
de servirle de apoyo. Lo cierto es, que las Cor- 
tes Suprema y Superiores aparecen despresti- 
jiadas y privadas de sus esenciales derechos y 
prerogativas. 

Séanos permitido completar esta parte de 
nuestro trabajo, reproduciendo lo que sobre 
organización del Ministerio Fiscal ha dicho el 
Sr. Dr. D. Melchor Vidaurre en su vindicación 
publicada, en el periódico ((Comercio» de Lima 
de 9 de Junio de 1866. 

aVoy á demostrarle que la organización del 
Ministerio Fiscal afecta á las instituciones re- 
publicanas que está comprometido á sostener. 

((La esencia de la forma democrática consiste 
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en la distribución de la soberanía en tres pode- 
res, Lejislativo, Ejecutivo y Judicial, y cuya 
independencia garantiza á la Nación de el abuso 
de autoridad cuando se concentra en uno solo. 

«Es un principio de derecho indisputable, 
que el Ministerio Fiscal es parte integrante 
del Poder Judicial, y por consiguiente fuera 
de duda, que si se le segrega sometiéndolo al 
Ejecutivo, la independencia de aquel esté ata- 
cada. Nadie dejará de conocer como un absur- 
do, que un cuerpo en el que uno de sus miem- 
bros principales pertenece á otro, es indepen- 
diente de éste. 

«La Convención Nacional, penetrada do es- 
ta verdad y apreciando en su justo valor toda 
su trascendencia en las instituciones republi- 
canas, rechazó, cuando se trataba de esta mate- 
ria,la proposición del señor XJreta,actual Fiscal 
General, en que establecia que el Ministerio 
público, que se habia creado independiente del 
Poder Judicial, ejerciese también sus funcio- 
nes en éste, porque esa institución en su con- 
cepto, debia ser indivisible y destinada abso- 
lutamente y sin distinción alguna á vijilar so- 
bre el cumplimiento de las leyes: esa idea, que 
hoy ha triunfado en la reforma, no mereció en- 
tonces ni los honores de la discusión. ({) En su 
consecuencia quedó sancionado el articulo 9°. 
de la ley orgánica del Ministerio Fiscal en es- 
tos términos: 

«Las disposiciones de esta ley, en que se or- 

(J) Estracto de la Besion de 20 de Abril de 857 publicado 
en ((Él Comercio j> de 21 del mismo mes. 
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ttganiza el Ministerio Fiscal para todo lo poli- 
«tico y administrativo, no comprenden al Mi- 
«nisterio Fiscal instituido con independencia 
«para el Poder Jjudicial de la Repiiblica». (f) 

«Tan grave se ha considerado esta materia, 
como en realidad lo es, y tan delicado el tocar- 
la, que aun la misma precitada ley ha quedado 
escrita y sin cumplimiento, porque sin duda 
se ha concebido que mas garantía presta á la 
Nación el Ministerio público, ejerciendo aún 
sus funciones administrativas, como parte in- 
tegrante del Poder Judicial, por su absoluta 
independencia del Ejecutivo . El Ministerio 
público es una de las instituciones que da mas 
que hacer á la ciencia, y que aun no ha llega- 
do á su perfeccionamiento, como se verá al tra- 
tarsB de la que rije en el pueblo, cuyos Códigos 
se hallan á vanguardia de la civilización. 

«No es pues estraño que el Grobierno arras- 
trado por el torrente de la reforma y no pudien- 
do resistir á la fuerza de los que, ávidos de in- 
novaciones, le impelen sin cesar á remover to- 
dos los ramos de la administración, haya incur- 
rido en el error de plantificar entre nosotros 
el Ministerio público de Francia, rindiendo su 
tributo á la preocupación de autoridad, y sin te- 
ner en cuenta, que esta institución guarda una 
armonía indispensable con la forma de Gobier- 
no. El Ministerio público de un imperio, no es 
el Ministerio Fiscal do una República. 

«La organización dada en Francia al Minis- 



(t) Ley de 7 de Julio de 857 publicada en «El Peruano» 
de 8 del mismo mes, tomo 33 núm. 3. 
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terio público, independiente del Poder Judi- 
cial, ha creado para este un grave conflicto, que 
no ha tenido hasta ahora una solución favora- 
ble, como vá á verse en la siguiente exposición 
del respetable jurisconsulto Dalhoz, que escri- 
be actualmente su muy acreditado ((Reperto- 
rio de Lejislacion. . 

«Xüarré núm. 134,citando á Daguesseau, piensa 
que si todos los miembros del Ministerio pú- 
blico rehusaran, sin motivo, ejercer sus funcio- 
nes, el Tribunal podría proveer su reemplazo». 
Habría entonces una necesidad urgente, inevi- 
table, solo caso en que los jueces podrían enco- 
mendar funciones conferidas por el Soberano.» 
Jusse enseña,que después de dos intimaciones, 
los jueces pueden ordenar, que el proceso pase 
al abogado decano del Tríbunal,á fin dé que no 
suft'a retardo la administración de justicia - 
Todo esto de ningún modo es aplicable á nues- 
tra actual organización judicial. Un conflicto 
tal como el que se preveo no puede tener lugar, 
pues siendo esos funcionarios del Ministerio 
público amovibles, el Procurador General ó el 
Guarda-sellos impedirían que se suscitase ó lo 
harían cesar inmediatamente. El Ministerio 
imblico es completamente independiente del 
poder de los jueces,que en ninguna circunstan- 
cia pueden conferir funciones públicas. Se po- 
dría solo proveer el caso de que, en la audien- 
cia, un miembro del ministerio público'rehu- 
sase hablar después que el Tribunal hubiese 
ordenado que abriese dictamen. El Tribunal 
no podría ni hacerle dejar su asiento,ni llamar 
á un suplente, sino que debería aplazar la cau- 
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sa dando cuenta de este hecho al Procurador 
General.» (*) 

cr¿Es independiente un cuerpo que no puede 
. obrar libremente y que necesita de un modo 
absoluto é indispensable del auxilio de otro, 
que á su arbitrio puede rehusarle? ¿Si el Pro- 
curador General ó el Guarda-sellos aprecian 
como fundada la resistencia del Ministerio pú- 
blico, cuya falta de. audiencia anula él juicio, 
quedará ó no paralizada la administración de 
justicia? Este caso aún no se ha resuelto. 

«El conflicto toma aun mas grave aspecto si 
se trata de la promoción de un juicio criminal, 
que no puede abrirse sin la intervención y. 
audiencia del Ministerio público. Si recae éste 
sobre abuso de autoridad de algún alto funcio- 
nario, que por su prestigio cuente con el apoyo 
del Gobierno, no es inverosimil suponer que, 
por su influencia el Ministerio público se re- 
sista á su apertura,' calificando de licito un he- 
cho criminal, y que la justicia quede en su ra- 
mo mas importante sin realizarse. Napoleón 
I, el mas célebre lejislador de nuestra época 
ha dicho — «La ventaja de la reunión de las jus- 
ticias civil y criminal es dar al Poder Judicial 
una fuerza igual á la de los otros poderes, po- 
niéndolo en estado de defender el orden pú- 
blico y la libertad civil contra la administra- 
ción, contra los militares y contra los podero- 
sos de la tierra». Como consecuencia necesaria 
de este principio, se confiere al Poder Judicial, 
en todo pais bien organizado, la facultad que 



(*) Dalloz, tomo 32 pág. 8. 
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en nuestro Código Penal se le ha acordado pa- 
ra promover de oficio el enjuiciamiento, cuando 
de cualquier modo llegue á su noticia la perpe- 
tración de un delito. Esta importantísima atri- 
bución seria ineficaz, si no estuviese autorizada 
para compeler al Ministerio público al desem- 
peño de sus funciones, como sucede, por su in- 
dependencia en el conflicto de que se encarga 
Dalloz. 

((Cansaría la atención pública de que ya bas- 
tante he abusado, si me estendiese aun mas en 
demostrar que la nueva organización del Mi- 
nisterio Fiscal afecta á la independencia del Po- 
der Judicial, manifestando los inconvenientes 
que ofrece en la práctica y con que ha tropezado 
el mismo Gobierno,que hasta ahora no ha podi- 
do plantificarlo en toda la República, — Me en- 
cargaré por lo mismo brevemente de la parte 
de su reforma en que se suprime la comunica- 
ción directa del Poder Ju(iicial con el Ejecu- 
tivo. 

((Sosteniendo el Secretario de justicia esta 
medida, como introducida en favor del país y 
mejora mas permanente y positiva, que el cam- 
bio de personas», dice: — 

((Imposible ha sido á los gobiernos cuniplir 
con sus atribuciones en cuanto á la adminis- 
tración de justicia, sin un brazo auxiliar, inte- 
ligente en las leyes y" prácticas judiciales, y 
que ramificado en tocias las provincias de la 
Kepública , pudiera conocer las verdaderas 
necesidades y los defectos de ese ramo. Hoy el 
Ministerio Fiscal es lo que ha debido ser con- 
forme á los principios, y no era lógico hacer 
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una escepcion de ese Tribunal, privando al Fis- 
cal Greneral de que tuviera conocimiento de 
sus comunicaciones, para consultar la unidad 
del trabajo, solo porque ese tribunal habia es- 
tado en anticuada posesión de entenderse di- 
rectamente con el Gobierno. ))[f] 

«Si los Gobiernos en concepto del señor Se- 
cretario no han cumplido con sus atribuciones 
en cuanto ala administración de justicia, no ha 
sido, como supone, por falta de medios para co- 
nocer las verdaderas necesidades y los defec- 
tos de ese ramo. Los Tribunales de la Repú- 
pública han cumplido sin interrupción el sa- 
grado deber de darle cuenta anual de sus labo- 
res, indicando los defectos de lejislacion que 
advertían y proponiendo sus reformas: lo han 
hecho ademas con uñ celo muy laudable toda 
vez que han encontrado algún embarazo en el 
ejercicio de sus funciones. Los Presidentes de 
las Cortes, llamados por orden natural á ser el 
órgano de comunicación con el Gabinete, no 
son menos inteligentes en las leyes que los fis- 
cales, y lo son aún mas que ellos en las prác- 
ticas judiciales, porque tocan mas de cerca sus 
inconvenientes, entendiendo en juicios en que 
rio interviene el Ministerio público, y contan- 
do para el acierto pon las luces de sus compa- 
ñeros, que en casos difíciles les ayudan con su 
ilustrada cooperación. 

«Muy equivocado está el señor Secretario 
si cree, que los fiscales no han tenido conoci- 
miento de las comunicaciones del Gobierno con 

(t) «Peruano» de 17 de Marzo ultimo, tomo 50 núm. 28. 
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los Tribunales, y que rio han contribuido eficaz- 
mente á satisfacer las necesidades y reparar 
los defectos de este ramo. Esa función la han 
ejercido con mejor éxito, provocando é intervi- 
niendo en los acuerdos á que por la ley con- 
curren, y en que' por ella misma deben tratar- 
se todas estas materias importantes, para que, 
ilustradas con una detenida discusión, se ob- 
tenga el benéfico resultado del acierto. 

<(Se equivoca también el señor Secretario al 
suponer, que por no estar establecida la comu- 
nicación intermediaria por' el Ministerio Fis- 
cal, han carecido los Gobiernos de ese brazo 
auxiliar, intelijente en las leyes y prácticas 
judiciales, para proveer alas necesidades de la 
administración de justicia, pues siempre que 
al efecto ha creido conveniente' aprovecharse 
de sus luces , las han obtenido prestándoles 
audiencia. 

((No menos se equivoca el señor Secretario 
al asentar, que la comunicación por medio del 
Ministerio Fiscal es indispensable para consul- 
tar la unidad del trabajo. La unidad* del tra- 
bajo,que se efectúa en la Secretaria de Justkia, 
depende del buen orden qu^ observe en su 
despacho, y de ningún modo del conducto por 
el que lleguen á su conocimiento las necesida- 
des, que satisfaga ó los defectos que repare en 
la administración de justicia. 

((Equivocase por último el señor Secretario, y 
mas que en todo, en creer que el Ministerio 
Fiscal no ha sido hasta la* reforma lo que ha 
debido ser conforme á los principios, pues pre- 
cisamente contra estos se le ha desnaturaliza- 



do en ella al segregarlo del Poder Judicial de 
que, por su misma naturaleza, era parte inte^ 
gran te. Ha- sido lo que ha debido ser, porque 
ha estado investido de todas las atribuciones 
que las naciones mas cultas acuerdan al Minis- 
terio público y las ha desempeñado con celo, 
inteligencia y probidad en provecho del Es- * 
tado. 

«Desvanecidas las únicas razones en que el 
Secretario de Justicia, apoya la comunicación 
del Gobierno con los Tribunales por el Minis- 
terio- Fiscal, me permitirá decirle, que ningu- 
na de ellas se ha tenido en consideración en 
Francia, de donde ha tomado la forma de Mi- 
nisterio público, y en la que ese medio de cor- 
respondencia se limita solo á trasmitirse las re- 
soluciones -que tienen el carácter de legislativas 
para que, rejistrándose en esa oficina, tenga el 
custodio de la ley la autenticidad de su texto. 

«Enliíglaterra y Francia,naciones de las mas 
caracterizadas del mundo, una simple reunión 
de comerciantes se comunica directamente con 
los Ministros de Relaciones Exteriores y éstos 
del mismo modo les contestan, como ha suce- 
dido en las emerjencias mercantiles déla guer- 
del Perú y Chile con España; y en la Repúbli- 
ca del Perú el Presidente de un Poder igual 
ail Ejecutivo necesita para entenderse con élj 
en el asunto mas trivial, de la antesala del Mi- 
nisterio Fiscal, dependiente de la Secretaria 
de Justicia. Esto, por mas que se disfraze, no 
puede dejar de conocerse que abate la digni- 
dad del Poder Judicial, investido de la Sobe- 

8 
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ranía nacional en el muy importante ramo de 
la administración de justicia., 

«No me detendré en manifestar lo pernicioso 
deesa medida á la adncínistracion de justicia, 
porque ya el señor Secretario ha tenido oca- 
siones de conocer cuanto entraba y paraliza 
su marcha. Para la diligencia mas sencilla un 
juez de P instancia tiene que dirijirse al Pre- 
sidente del Tribunal, éste á su Fiscal, el de 
distrito al General, éste al Secretario de Justi- 
cia, quien á su vez la comunica al del ramo de 
la administración á que va dirijida, siguiendo 
la respuesta el mismo circulo vicioso j)ara lle- 
gar al juez: un acto que ha podido realizarse 
con dos notas necesita de diez, y lo que .es mas, 
de un trascurso quíntuplo de tiempo, que en 
muchas ocasiones- necesitará duplicarse para 
que la diligencia se practiqne. Este caso haesta- 
do á punto de llegar, pues habiéndose pedido la 
declaración del Jefe Supremo encausacriniinal, 
por su naturaleza privilejiada, la cjesignacion 
del diay hora que hizo conforme á la ley, llegó 
á mis manos como Presidente de la Corte Su- 
perior en el mom ento en que S. E. esperaba al 
juez, y en que viendo en público una causa 
tuve que mandar á éste la nota del aviso del 
Ministerio Fiscal, sin guardar la fórmula cor- 
respondiente. Sin esto, el dia. señalado habría 
pasado y hubiera sido necesaria su nueva de- 
signación por el mismo medio, espuesto á pro- 
ducir igual resultado. La administración de 
justicia, en el juzgado que despacha el Dr. Pa- 
trón, estuvo nueve dias paralizada con notable 
perjuicio público, porque su nombramiento ex- 
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pedido el 21 de Febrero no llegó al Tribunal 
nasta el 2 ele Marzo en cuyo dia prestó el res- 
pectivo juramento, y recordara el señor Secre- 
tario que á su celo se debió su ejecución, re-^ 
quirierido al juez ó investigando la causa de 
no haberse encargado de su despacho. 

«Un caso mas grave y muy natural de pro- 
veerse puede acontecer, y es el de que estando 
I)ara verificarse el pago de algún crédito por 
el Grobierno, solicite la retención un acreedor 
de aquel en cuyo favor va á hacerse y que que- 
de sin efecto por no llegar la providencia en 
tiempo oportuno para su cumplimiento. 

«Concluyo esta materia recomendando al se- 
ñor S^jcrqtario de Justicia aprovecha en este 
caso del consejo que en igualdad de circuns- 
tancias díó él mismo á la Convención Nacional, 
cuando se trataba de eliminar de la carta al- 
gunos articulos constitucionales, y que entraña 
la gran máxima — de los sabios es mudar de 
opinión y retractarse: 

«Si se dieran razones que afecten la natura- 
leza y esencia de los artículos designados; si 
por haber descubierto la falsedad los reconsi- 
deramos />«^(?a»i<5;i/^ para volver al camino de 
la verdad; si en fin se manifestará que lo que 
ayer sancionó la asamblea como verdadero y 
bueno es hoy falso y malo, yo gustoso obedecería 
una ley de la humanidad — la de rectificar los fal- 
sos juicios, (f) 

La exijencia impuesta á los, antiguos Ma- 
jistrados de prestar huevo juramento para se- 

[f] Discurso del señor Tejeda publicado en (cj¡l Comer- 
cio» de 4 de Octubie do 1856. 
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guir administrando justicia, cuando en cua- 
renta años de servicios en todas las carreras 
jamás fueron ni* siquiera sospechados ó tilda- 
dos de impureza; la destitución de sus plazas, 
porque ^se negaron á prestar nuevo juramento, 
á la vez que ninguno se^exijía á los funcionarios 
políticos, siendo así que las leyes lo prescriben 
de un modo terminante para posesionarse de 
sus destinos; y el modo como se ha tratado á 
aquellos, todo revela, que han sido perverti- 
das las ideas de equidad y de justicia, y que 
los derechos que adquirieron en una larga car- 
rera de servicios, para nada les han valido. Por 
estos actos, que no son raros, se ha dicho por 
los defensores de las monarquías, que la in- 
gratitud es el carácter de las Repúblicas. Cer- 
raremos este capitulo reproduciendo los docu- 
mentos á que hacemos referencia. 

«Lima, Marzo 16 de 1866. 

Al Señor Vocal Presidente Accidental de la 
Corte Suprema. 

Jamás creí, Señor Presidente, que tendría 
que dirijirme al primer Tribunal de la ííacion 
de un modo desagradable, pero las circunstan- 
cias son tales, que me, es imposible dejar de 
dar el paso que doy, contestando á la nota de 
US. que acabo de recibir. 

Organizada'la administración pxiblica, des- 
pués de juradala independencia, fué el ejercicio 
de la soberaní ia dividido en tres poderes, el Le- 
jislativo,el Ejecutivo y el Judicial; siendo el úl- 
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timo enteramente independiente,y solo sujeto á 
resJ)onsabilidad en los casos previstos por la 
Ley. Y esta independencia no es en obsequio de 
los majistrados y jueces: lo es en el de los litigan 
tes. Cuanta mayor sea la independencia,combi- 
nada en la responsabilidad, tanta mayor con- 
fianza infunden á los que litigan las resolu- 
ciones, que se expidan. 

Colocada la Corte Suprema á la cabeza de 
todas las Cortes y Juzgados, ha sido siempre 
mirada como el baluarte de las 2:arantías in- 
dividuales, como la salva2;uardia de los de- 
rechos particulares, y considerada por todos. 
Conservó su buen nombre por la justicia que 
siempre administró y por la imparcialidad con 
que lo ejecutó. 

Prpvenia esto, muy especialmente, de la^ in- 
dependencia de que con arreglo á las leyes es- 
taba dotada, y de la prescindencia de sus miem- 
bros de todo poder estraño. 

Mas hoy la Corte Suprema no.es indepen- 
diente; no descansan sus mi«mbros tranquilos, 
confiados en la rectitud de sus procedimientos; 
no se les conservan sus derechos con tantos y tan 
justos títulos adquiridos, y se hallan á merced 
de quien quiera desconocérselos y arrebatárselos. 
Se quiere, que date su vida política desde el 
dia presente, se le subordina á su Fiscal y se 
le exijen juramentos, que se prestan una vez y 
no mas. 

Por estes razones, y por otras que él Tribu- 
nal no ignora, y que tuvo muy presente al acor- 
dar se hiciese una exposición al Secretario,autor 
de los decretos llamados de reforma, se convi- 
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nieron sus miembros en dejar loa puestos, an^ 
tes que sufrir una degradación. Y ^sa degra- 
dación recibió mayor intensidad, y ésa degra 
dación ha llegado á su colmo, devolviéndose la 
nota en los términos, que deben los Señores 
tener muy presentes. 

Habiendo llegado las cosas á un punto, que 
es el colmo del envilecinaiento, yo no puedo 
permanecer mas tiempo como miembro de un 
Tribunal tan respetado por lag leyes y tan en- 
vilecido hoy por los hombres. ^ 

Desde que se reputa á los Vocales de lá Cor- 
te, como nuevamente nombrados, obligados á 
prestar nuevo juramento, se me reputará como 
un ciudadano particular, y no como uno úe los 
que copiponen el Poder Judicial. Sensible me 
es esponcrlp asi, y significárselo á la Corte Su- 
prema; pero no está en mi deber, ni en mi ho- 
nor dejar de hacerlo. Puede, pues, la Excma. 
Corte Suprema hacer de esta nota el uso que 
crea conveniente. 

Dios guarde áJJS.—FraTicisco J. Manáteffui,)) 



«Lima, Marzo 17 de 1866. 

. " «^ 

Al Señor Vocal Presidente Accidental de la 
Corte Suprema. 

En oficio fecha de^ver se sirve ÜS. decirme, 
que el Gobierno desea le dé cuenta el Tribunal 
déla razón, que yo haya tenido, para no haber 
prestado el juramento prevenido en decreto de 
21 de Febrero último, y para no concurrir al 
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despacho diario; á cuyo fin ha acordado la Cor- 
te pedirme el informe respectivo. 

Voy á explicarme, Señor Presidente, sobre 
este desagradable negocio, tan franca y leal- 
mente, como lo exijen los respetos debidos al 
Supremo Tribunal á quien me dirijo, y como 
corresponde á mi carácter personal. 

Cuando el Señor Secretario de Justicia co^ 
municó á la Corte Suprema el nuevo arreglo 
del Poder Judicial y ]a institución de la Fisca- 
lía General, la Corte, por el voto unánime de 
sus miembros , acordó representar sobre al- 
gunos puntos /contenidos en los decretos del ca- 
so; y lo verificó, primero por una comisión de 
dos señores de su seno, y después por medio de 
uña nota oficial. 

El Seííor Secretario de Justicia repelió con 
notable dureza las observaciones que presentó 
la Corte Suprema, declarando que S. E. no re- 
conocía en el Tribunal el derecho de hacer ob- 
servaciones oficiales á sus-. decretos, y devol- 
viendo en co^isecuencia el oficio que las con- 
tenia . . ^ 

Crei ver arrojada al venerable rostro del 
Supremo Tribunal de la Nación, hecha trizas, 
una carta en mala hora escrita, en buen dere- 
cho fundada y con sanas y patrióticas miras 
concebida; y mi corazón, lo declaro, se encen- 
dió: y dejé para siempre la silla en que he sa- 
boreado las amarguras consiguientes al tor- 
rente de humillaciones j de peligros, que des- 
de algún tiempo^ parece haberse desbordado 
sobre aquel- cuerpo respetable. . 

Habria formulado inmediatamente mi re- 
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nuncia como el medio mas legal espedíto; peíd 
desde que disposiciones recientes lo han veda- 
do como un acto punible, yo me abstube y he 
esperado con plena resignación. 

A mi resolución de dejar el Tribunal concur- 
rió^ por supuesto, la imposibilidad en que me 
hallaba de someterme al juramento estableci- 
do, como requisito indispensable, para el ejer- 
cicio de la majistratura, en el decreto de su or- 
ganización. * 

Respeto profundamente los principios de que 
el Supremo Gobierno haya derivado su políti- 
ca en aquel tráscedental y delicado acto de su 
administración; pero seáme permitido recla- 
mar una indulgente tolerancia en favor de los 
que ahora determinan mi conducta y han for- 
mado siempre el espíritu de las instituciones 
de la República. 

En la forma que ellas prescribían, obtuve 
por el espacio de 39 años una larga serie de 
empleos, en que recorriendo todos los grado« 
de la escala judicial, llegué al término de ella, 
ocupando hace ya quince años, la .majistratura 
de la Corte Suprema. Al posesionarme de este 
alto empleo, presté el juramento necesario de 
desempeñarlo bien y fielmente; y si lo hé cum- 
plido ó no. Dios y la opinión pública habrán 
de juzgarlo. Y supuesto que ante la concien- 
cia del Gobierno no he desmerecido la majis- 
tratura, pues me ha juzgado digno de continuar 
en su ejercicio, el juramento nuevo, que para 
ello se exije, es una fórmula á que no puede 
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darse espíicacion que tranquiliza el sentimiento 
del derecho, de la justicia y de la dignidad que 
lo resiste. Convenir en prestarlo, es consen- 
tir en haber perdido, sin forma ni motivo, la 
majistratura que se obtenia; es haber dejado 
de ser antes majistrado, para serlo en seguida 
bajo un signo ó requisito, que si tiene alguna 
significación seria muy grave para ser admi- 
sible . 

No puedo resignarme en que se me despoje 
de mi empleo para dármelo después, como 
recompensa de mi consentimiento, ni debo con- 
formarme con que mi antigua majistratura 
sea cambiada y confundida con la nueva, sien-, 
do diversa la condición de una y otra. 

Al negarme á prestar este juramento, me 
hallo inspirado por consideraciones y moti- 
vos mas elevados que nii interés personal, que 
me aconsejaba sin duda, recibir de cualquiera 
manera el empleo que se me brindaba, consul- 
tando mi bien estar material, y sobre todo mí 
reposo, única aspiración que me resta. Mas 
veo comprometidos los derechos, el carácter y 
la dignidad de la majistratura que invisto, y 
cede toda otra consideración ante el deber de 
la defensa de este sagrado objeto, que exíje de 
mí todos los sacrificios. 

Dígnese US. presentar ante el Gobierno es- 
tas razones, bajo la forma de una respetuosí- 
sima escusa, sin dejar de considerarla el Tri- 
bunal Supremo como una resolución tanto mas 
firme, cuanto me son caros su honra y sus fue- 
ros, que me glorío en sostener, apoyado en los 
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dogmas de mi fé republicana, de la que me es 
imposible renegar en el último periodo de mi 
vida. 

Dios guarde á US. — José Luis Gómez Sán- 
chez . 

Lima, Marzo 23 de 1866. 

Visto el informe de la Excma. Corte Supre- 
ma, y siendo inadmisibles, por los términos en 
que están concebidas, las notas pasadas á di- 
cha Corte por los Doctores D. Francisco Javier 
Mariátegui y D. José Luis Gómez Sánchez, en 
las que esponen ante ese Tribunal los mo'tivos 
que tienen para no concurrir á cumplir con lo 
prescrito en la suprema resolución de 21 de 
Febrero último; se declara vacantes las Vocá- 
lias para las que fueron nombrados, devolvién- 
dose las referidas notas. — Registróse, comuni- 
qúese y publiquese — Rúbrica de S. E. — Tejeda. 



SECRETARIA DE GOBIERNO, 

1865 — Diciembre 11 — Se declara nulos los em- 
pleos, cargos, beneficios ó ascensos' en cual- 
quiera carrera conferidos á los Diputados y 
Senadores de la última legislatura por la an- 
terior administración. 

El artículo 56 de la Constitución de 860 le- 
lamente declaraba vacante el cargo de Sena- 
dor ó Diputado, cuando su nombramiento ó 
presentación dependían exclusivamente del j^o- 
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der ejecutivo. Los beneficios eclesiásticos tam- 
poco se reputan vacantes^ sino cuando para ello 
concurren las causas canónicas; y para decla- 
rar la nulidad de la provisión y colación, con 
la que queda consumada la posesión, es ade- 
mas indispensable, que precedan las formali- 
dades . prescritas por las leyes civiles y ecle- 
siásticas, como el juicio previo &^ Lo que es del 
Cesar al Cesar y lo que es de Dios á Dios. 

En la órbita de las atribuciones ministeria- 
les cada Secretario tiene marcadas las suyas. El 
de Justicia era pues el llanado á entender en 
los negocios eclesiásticos ó del culto. Por su 
despacho se resolvió la cuestión sobre eXpase de 
las bulas y otras mas, relacionadas con la pre- 
sentación de obispos, de ,un modo distinto al 
que aparece en el decreto de que tratamos. 
En resumen, por él se ha dado efecto retroac- 
tivo á sus disposiciones, variando las que an- 
teriormente regían, privando asi á los emplea- 
dos civiles y á los beneficiados de los derechos 
que lejitimamente adquirieron y de que esta- 
ban en posesión, con unos titules que no pue- 
de calificarse de injustos. 

1866 — Enero 7 — Se declara amovibles los em- 
pleos dependientes de la Secretaría de Gro- 
bierno, pudiendo los empleados, que actual- 
mente los sirven, hacer uso del derecho que 
les concede el decreto de 19 de Diciembre 
de 1865. Es decir, se les deja la elección del 
sacrificio de sus actuales derechos, para ob- 
tener una cesantía bien cercenada y mezquina. 
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Si los efectos de este decreto se estendiesen 
á los empleados, que en adelante fueren nom- 
brados, nada tendría de censurable. 

Febrero 1.° y 2 ^ Una vez conmovido el edifi- 
cio, era preciso llevar por todas sus partes 
la agitación. Vires acquirit eundo. Por ello se 
crea comisiones especial es para que — 1.^ exa- 
minen los títulos en virtud de los cuales son 

^ poseídos los terrenos ubicados en algunos 
pueblos de la República — y 2.^ los expedien- 
tes que se hubiesen promovido sobre jubi- 
lación y cesantía de empleados. 

Las leyes que tanto cuidan de que la pro- 
piedad sea respetada y de que los ¡poseedo- 
res no sean turbados en el goce de su posesión, 
han establecido en beneficio de la sociedad y pa- 
ra la tranquilidad de las familias, que poseer 
porque se posee, sea un título: que quien posea 
por mas de un año, no está obligado á respon- 
der si no enjuicio ordinario, y que no pierda 
la posesión si no fuere citado, oido y vencido 
en el mismo juicio. 8i existieren algunos bie- 
nes vacantes, ocultados ó usurpados, la ley ha 
establecido el modo y forma de perseguirlos, 
sin ocurrir á comisiones extraordinarias, que 
solo dejan por único resultado, si acaso llegan á 
tener efecto, exitar la inquietud, la alarma y las 
pasiones délos denunciadores, que aprovechan 
de semejantes ocasiones para darles pábulo. 

A la terminación de las contiendas políticas, 
que desgraciadamente se han succedido en el 
Perú, el partido vencedor ha abrigado la enga- 
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ñosa esperanza de que su triunfo sería el último 
de las guerras civiles y que su poder seria in- 
conmovible. A esta creencia vana debe atribuir- 
se, en nuestro concepto, lo poco que han cuidado 
los vencedores de ser prudentes, justos y dis- 
cretos. Como si el origen de los males públi- 
cos proviniera de los inofensivos empleados 
civiles y judiciales, se les ha despojado de sus 
plazas, se les ha privado ó disminuido el pago 
de las pensiones que gozaban, y se ha creido 
encontrar la piedra filosofal, sometiendo á nue- 
vas investigaciones y examen las jubilaciones, 
montepíos y demás pensiones. Las últimas 
pesquizas sobre ellas se hicieron en 1848 en 
virtud de la ley del Presupuesto y las que 
también decretó el General Castilla en 1855 
después de su triunfo en la Palma. 

Los que no conozcan la historia rentística del 
Perú podrían acaso sospechar en vista de tan- 
tas persecuciones y afanes, que el mal estar 
[casi siempre exajerado] de su hacienda, venia 
en parte de las pensiones civiles, y que sobre 
ella pesarían los ingentes millones que abru- 
maron la Francia hasta 1789. Pero ¿cuál será 
su asombro-' al saber, que examinado el ú|timo 
Presupuesto, el mas crecido de la RepúÍ)lica, 
el monto total de las pensiones mencionadas 
de la lista civil apenas ascendian al año á 
276,606 pesos 4 reales? La refacción de un 
cuartel, la construcción de un buque, ó su ca- 
rena, un vestuario militar, un cuerpo que se 
desbanda ó disuelve, y otros gastos que ni á 
consideración se traen, importan, cada uno sola- 
mente, mas que todas aquellas. ¿Merecía la 
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pena de conmover la sociedad buscar así un 
ahorro insignificante, ó una economía obteni- 
da sobre el pan de la viuda, del huérfano y del 
anciano? 

Creemos propio de este lugar repetir las 
opiniones de dos j urisconsultos franceses. «El 
sistema de pensiones, dicen, está profunda- 
mente entrañado en nuestras costumbres: él 
toca á los intereses mas esenciales de nuestra 
democracia^ contribuyendo á realizar el prin- 
cipio de la adinisihiUdad de todos los ciudada- 
nos a los empleos públicos. Asi, es digno de 
notarse, que apesar de todas las quejas contra 
las cargas que soporta el Estado, cuando las 
cámaras lejislativas han sido llamadas á revi- 
sar alguna píirte de la legislación sobre pen- 
siones, lejos de restringir han estendido los de- 
rechos de los pensionistas)) y. Qerando Insti- 
tutes de droit administratif f raneáis--^ Dumes- 
uil Manuel des pensions. 

SECRETARIA DJE GUERRA Y MARINA. 

Decreto de 12 de Diciembre de 1865. se 
manda borrar del Escalafón General del Ejér- 
cito á los Generales, Contra-Almirantes, Co- 
roneles, Capitanes de navio y primeros Je- 
fes de los cuerpos, que hubiesen servido en el 
Ejército ó Armada del ex-General Pezet has- 
ta 6 de Noviembre de 1365. 

Otón, dice Tácito, prefirió fiarse de Celso 
por su fidelidad á Galba, conservando Celso 
igualmente, como quiso su hado, también con 
Otón la fé sincera y desdichada; Vitelio man- 
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do decapitar á ciiotro centuriones, por haber 
permanecido fieles á sus banderas. ¡Cuál de 
estos dos ejemplos es mas digno de incita- 

Por otro decreto de 18 de Enero de 1866, 
se deroga las leyes que rejian sobre licencia 
indefinida de los militares, alterando los goces 
que ellas les concedían y las bases y condicio- 
nes exijidas para obtenerla. Mas, por otro pos- 
terior del 19 se hizo una aclaratoria, que es 
justa, á saber: «que al prescribirse que solo se 
abone á los militares indefinidos el tiempo en 
que prestaron servicios reales y efectivos^ no ha 
tenido el Grobierno en mira derogar las leyes 
y resoluciones expedidas por autoridad com- 
petente sobre abono extraordinario de tiempo 
y goces pecuniarios por campañas y batallas». 

A pesar de esto, juzgando con imparciali- 
dad los actos del Secretario de la Guerra, que 
hemos seguido con atención hasta hoy (Abril 
12 de 1866) podemos asegurar con toda con- 
fianza, que por sus decretos han sido mas res- 
petados los derechos adquiridos, que por las 
resoluciones emanadas de las otras Secreta- 
rias, según lo manifiesta el examen que vamos 
haciendo de la lejislacion dictatorial, en que 
aquellos derechos han sido vulnerados. ¿Pro- 
vendrá esto acaso de que en el Perú ha sido 
siempre mas afortunada la espada que la toga? 
Pero el representante de esta ha podido ma- 

(f ) ^ansitque Celso, velut fatalUer, etiam pro Othone^ 

Jides integra et infeHx Centuriones occidi jiistit 

damnatos fidei crirdine^ gravísimo Ínter dissidentes. Lib. 
I Hist. c. 9 et 10 Edition de Madrid de 1794. 
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nifeatar igual deferencia, ó rectitud en favor 
de los togados á que pertenece. Lo mismo pu- 
diera decirse de los otros Secretarios. Sea cual 
fuere la causa de esta diferencia, el Secretario 
de Guerra, á nuestro juicio, ha mostrado ma- 
yor discreción y justicia en sus actos que sus 
otros colegas. ¡Ojalá que hubiese sido mas 
completa y jeneral la diferencia en los actos 
que de las Secretarias de estos han emanado! 



SECRETARIA DE COMERCIO Y DE 

HACIENDA. 

1865 — Noviembre 29 — Se decreta que «queden 
suprimidas todas las gracias y pensiones 
concedidas en oposición á las leyes y regla- 
mentos del caso por el Poder Ejecutivo y 
por los Congresos de la República». Después 
de lo que dejamos dicho en el capitulo II y 
sobre las pensiones civiles, sometidas á nue- 
va censura por el Secretario de Grobierno, 
nada que agregar tenemos. Bástenos al re- 
ferirnos á esos lugares. Por la misma razón 
no traemos á cuenta, de una manera espe- 
cial, otras medidas y resoluciones de igual 
naturaleza expedidas por las demás Secre- 
tarias, que han sido lasconsecuencias de las 
que, por ser de carácter general, hemos exa- 
minado de preferencia. 

Diciembre 15- — Se declara la amovilidad de 
los destinos de Hacienda, declarándose por 
decretos especiales los goces de jubilación, 
cesantía y montepío. 
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Diciembre 29 — be dicta un nuevo decreto, de- 

cl3,rando el estado y condición á que quedan 

reducidor los goces de jubilación y cesantía 

' de todos los empleados civiles,"judiciáles y de 

hacienda. 

Este decreto puede considerarse ó apreciar- 
se como la verdadera realización del programa, 
con que se inauguró la Dictadura de 26 de 
Noviembre. El parece llenarlo por entero y 
bien puede también mirársele como el sinopsis 
de los ataques y violaciones que han sufrido 
en sus derechos todos los empleados de la Re- 
pública. El ha sido el modelo matriz,,en el que 
se han modelado todos los que han partido de 
las Secretarías dictatoriales, de que y á hemos 
hablado. En él se ha llevado la injusticia y la 
retroactividad hasta donde ni siquiera era ima- 
ginable; nada pues le es comparable en esta 
línea. Entrañando una estoica y friarseverldad, 
ni siquiera ha dejado en el fondo da su profun- 
do abismo la esperanza^ esf^í compañera Jielde 
la desgracia . Concluyendo con un sarcasmo 
biírlon y despreciativo, dice desdeñosamente á 
los empleados, que si ño quieren aceptar sus 
disposiciones para lo futuro, dejen el puesto, 
que con justo y legal titula ocupan, en el tér- 
naino de treinta dias, porque ~ después ni la li- 
mosna que sé les ofrece les será otorgada. 

Todo, pues, ha quedado derrumbado por es- 
te rigoroso ^decreto:. Audacia juvenil, impre- 
visión, olvido de toda consideración e los ser- 
vioios y goces adquiridos le han servido de cor- 
tejo.. Bien se ha dicho, que Erostrato no ha 
muerto; porque no fué una personalidad pere- 
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cederá, sino el inmortal y perpetuo representan- 
te, que concurre de auxiliador voluntario á toda 
empresa de destrucción, bien sjea que se trate de 
incendiar un grandioso monumento material, 
ó bien de que desaparezca un edificio levantado 
por la ley en favor de los huérfanos, de las viu- 
das ó de los ancianos. 

Cuanto hemos dicho en este discurso contra 
la retroactividad de las leyes y la violación de 
los derechos adquiridos, todo por entero con- 
curre en el decreto, y por Jo mismo le es apli- 
cable, no solo a su conjunto, sino á cada una 
de las palabras, de las frases y dé las disposi- 
ciones que contiene. 

La ley de 22 de Enero de 850 se compone de 
dos partes, la una que determina y clasifica los 
servicios,, tiempo de ellos y condiciones que 
son necesarias, para que los empleados tengan 
obcion á los goces de jubilación y cesantía: la 
otra, que es reglamentaria, señala los documen- 
tos con que debe comprobarse el nombramien- 
to dei empleo, trámites que debe seguirse para 
que el Gobierno pueda epedir la cédula corres- 
pondiente. Esta parte y algunas otras disposi- 
siciones secundarias parece que son las que 
declara vij entes el decreto del Gobierno. 

La ley del Congreso, que se ha modificado, 
exijo para tener obcion al montepío, que el em- 
pleado haj^a tenido título del gobierno legíti- 
mo; que se halle en edad avanzada, declarán- 
dose tal la de setenta años, ó que una enferme- 
dad crónica le impida continuar en el desempe- 
ño de su destino: no haber sido separado deí 
servicio por sentencia de juez compétente, y 
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contar siete años^de servicios,sia hacerse la dis- 
tinción de jaciivos y efectivos como la hace el 
decreto, dando con ello mérito para cuestiones 
de todo género. Un empleado, no es un jorna- 
lero; al enfermo como al que no ha podido ser- 
vir por justa causa ó impedimentOjjaraás se le 
ha descontado el tiempo que ha permanecido 
enfermo ó impedido. 

Después del resumen que antecede, para la 
mas perfecta inteligencia del asunto, y para 
que se conozca bien la diferencia entre el decre- 
to y la ley de 850, copieirémos de ésta los si- 
guientes artículos: 

<(Art. 6^ El haber se dividirá en treinta par- 
tes para los empleados que^se jubilen, ó para 
los que resulten cesantes, porque se suprima 
el empleo que sirvan, ó porque convenga al 
servicio subrogarlos con otros, observando la 
proporción siguiente. Los que solo comprue- 
ben haber servido seis años, no gozarán pensión 
alguna, á no ser que se invaliden en eLrigor 
del servicio ó por consecuencia del mismo: los 
que alcaíizaren á contar siete años^ disfrutarán 
de siete treinta partes, aumentándose una par- 
te par cada año hasta el completo de los trein- 
ta, en que percibirán el sueldo integro. 

(( Art, 7^ Para hacer esta regulación^, servirá 
de base la dotación del último empleo, si ha 
gozado de ella dos años seguidos. En caso con- 
trario, se hará la regulacioiv conforme al haber 
del empleo anterior, aunque no lo hubiese ser- 
vido los dos años expresados. Esta disposición 
solo comprende á los jubilados. Con respecto á 
los cesantes se hará la regulación por el empleo 
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anterior, si en el actual no contaren dos años 
deservicios. 

Art. 15*? Los cesantes están obligados á con- 
tinuar sirviendo, luego que el Gobierno los 
nombre en colocaciones análogas ó iguales ala 
en q^ie cesaron, debiendo en este caso disfrutar 
de la dotación íntegra, que gozaban antes de 
cesar, y los que sin causa comprobada suficien- 
temente, no admitan los destinos que se les 
confieran, perderán el derecho que tenian á las 
asignaciones que disfrutaban. Los que havan 
sido separados sin goce, por lio tener siete anos, 
servirán Ips destinos de menor dotación, sin 
que tengan derecho. á que se les considere con 
el haber que antes gozaban. 

(cArt. 16^ Todos los empleados cesantes y los 
que en adelante cesaren , porque sus destinos 
sean suprimidos por el Congreso ó por causas 
legales, quedarán sujetos á las disposiciones de 
esta ley;) 

Art. 17°. Quedan exeptuados de la anterior 
disposición los jueces y majistrádos, que se,ha- 
llen en posesión desús cesantías, conforme ala 
ley de 19 de noviembre de 1832.» . 

Esta ley ha cuidado de rendir un tributo de 
justicia á los derechos que los empleados han 
ganado en servicio de la nación, consideran- 
do hasta los qué se le prestaron durante ^1 
tiempo del Gobierno español. Al derogarla era 
forzoso que se exhibiese el antagonismo y la 
contrariedad entre ella v el decreto dictato- 
rial, que la ha condenado á desaparecer de 
la colección de leyes peruanas. Pero esto mismo 
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servirá para hacerla revivir, cuando la Repre- 
sentación Nacional examine aquellos actos del 
Gobierno provisorio, que á nada conducian en 
la salvación de la putria y revindicacion de su 
honor. ^ ' 

Esplicado ya eF contenido de la ley deroga- 
da, y copiados sus principales artículos, es ine- 
vitable hacer conocer también el decreto del 
Gobierno, para que en vista de ambos pueda 
apreciarse el mérito y exactitud de nuestras 
observaciones. El modo mas fácil de hacer que 
rpsalte el contraste entre la ley y el decreto, 
será insertarlo integro, tal como se publicó en 
el Peruano^ periódico oficial número 35 Tomo 
49 del Sábado 30 de Diciembre de 18(^5. 



MARIANO I. PRADO 

JEFE SUPREMO PROVISORIO DE LA REPÚBLICA 

Decreto: 

(rArt. 1"^. Se declara vijente la ley de 22 de 
Enero de 1850 sobre jubilación y cesantía de 
los empicados civiles, judiciales y de hacienda, 
con las modificaciones y para Jos casos conte- 
nidos en los artículos siguientes. 

((Art. 2^ El empleado que haya cumplido 
cuarenta años de seívicio activo, y que no ha- 
ya llegado á los sesentíi de edad, ó inutilizado 
para el servicio, tendrá derecho á la mitad del 
sueldo del último empleo,que haya desempeña- 
do durante los dos últimos años, ó á la mitad 
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del término medio del sueldo que haya perci- 
bido, durante los dos últimos años: si hubiese 
desempeñado diversos empleos, y si hubiese 
serndo menos de cuarenta años, á un cuaren- 
tavo de dicha mitad por cada año que haya 
servido. 

«Art. 3^ El empleado que haya servido cua- 
renta años y haya cumplido setenta, de edad, 
ó se haya incapacitado para servir, tendrá de- 
recho á las dos terceras parte del sueldo del 
empleo,que haya desempeñado durante los dos 
últimos años, ó las dos terceras partes del tér- 
mino medio de los sueldos, que haya percibido 
durante los dos último años; y si hubiese ser- 
vido menos de cuarenta años, tendrá derecho á 
un cuarentavo de dichas dos terceras partes por 
cada año que haya servido. 

(cArt. 4^ Para el cómputo del tiempo de ser- 
vicio, solo se considerará el de servicio activo 
y efectivo. 

Art. 5^ Solo tienen derecho á los goces de ce- 
santía y jubilación los empleados que hayan 
servido siete años. 

«Art. 6^ Los goces de cesantía de los em- 
pleados, que hoy perciben pensiones de esta 
clase, se arreglarán á las disposiciones de este 
decreto. Los de los actualmente jubilados se 
examinarán por la junta encargada de revisar 
las cédulas de montepío, respetándose las ac-. 
tuales pensiones de las personas que se hayan 
jubilado en conformidad con las restricciones 
contenidas en el artículo 1.^ de la mencionada 
l^y? y arreglándose las demás á las prescrip- 
ciones de este decreto. 
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(íArt. 7^, Los clereckos á la cesantía, de que 
habla este decreto,, solo se conceden á los em- 
pleados que hayan sido separados del servicio 
hasta la. fecha, ó que se separen del servicio 
voluntariamente, un nnies después de la publi- 
cación de este decreto . 

aArt. 8^. Los empleados nombrados desde 
la fecha del presente decreto, ó que continiien 
en el servicio después de ella, y no se acojan 
voluntariamente á los derechos de cesantía 
que por él se conceden, solo tendrán derecho á 
los goces de jubilación en la forma y en los 
casos prescritos, pero no á los goces de cesantía. 

«Él Secretario de Estado en el despacho de 
Hacienda y Comercio, queda encargado del 
cumplimiento de este decreto y de hacerlo pu- 
blicir y circular. 

((Dado en la casa del Supremo Gobierno en 
Lilna, á los diez y nueve dias del mes de Di- 
ciembre de mil ochocientos sesenta y cinco — 
Mariano /. Prado^— Manuel Fardo jí 

Inmensa es pues la diferencia que resulta 
entre la pensión, que por jubilación y cesantía 
debían gozar los empleados seguñ la ley ante- 
rior,y aquella á que les sujeta el decreto. Hare- 
mos esto mas palpable con una demostración 
numérica: 

Un empleado jubilado , después de haber 
servido treinta años, era separado con el anel- 
do entero. Supongamos que este fuese de 2,400 
solee, seguiría recibiéndolos conforme á la ley. 
Ahora que el decreto le señala una cuarenta- 
va parte de la mitad, percibirá solo 900, es de- 
cir 1,500 soles menos. Si el mismo hubiese si- 



do jubilado, después de 25 años de ^servicio, 
por haberse incapacitado para continuar sir- 
viendo, gozará la pensión de 2,000 soles según 
la ley y solamente 750 según el decreto. 

Ciertamente que no fueron estas las condi- 
ciones,con que se dieron los empleos y bajo las 
cuales se comprometieron á servirlos o^ actuad 
les funcionarios. Kntre ellos y la nación ha exisj 
tido un pacto reciprocamente aceptado, no tam- 
poco gratuito, del todo pues el empleado ha 
contribuido con un 4 pO^o de su renta, para el 
monte del que deben salir sus futuras pensio- 
nes y las de su familia. Este descuento continúa 
invariable; y aunque sus productos no compen- 
san á los gastos y siempre hay un. déficit^ lo 
que sucede en todas i>artes, sin embargo so 
pagan sin miseria las pensiones, como una car- 
ga que acepta la nación en favor desús buenos 
servidores. Los que no lo son, deben ser sepa- 
rados en la forma legal. 

El máximun de tienipo/ fijado en Francia, y 
por laíi leyes antiguas del Pertí y por las vij en- 
tes cuando se expidió el decreto, era el de trein- 
ta años. Guando el empleado tiene mas años, 
recibe en Francia un proporcional aumento de 
renta. Fijar cuarenta años para obtener dos ter- 
cios del sueldo, es una esplotacion temeniria. 

El artículo 6°. del decreto deja salvos los de- 
rechos de los j ubilados, respetando las pensio- 
nes que aatuaimente gozan, én conformidad de 
la ley. Los cesantes quedan sujetos á las dis- 
posiciones del decreto ¿por qué respetar en 
unos los derechos adquiridos, y desconocerlos 
en otros, cuando todos emanan de líi misma 
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ley? Sobre esta contradicción do principios se 
han hecho por la prensa interpretaciones que 
no nos compete examinar: basta á nuestro pro- 
pósito que haya habido violación de derechos 
y odiosa retroactividad^ para censuar en esa 
parte el decreto. 

Abril 4 de 1866— «El Gobierno del Perú so- 
mete al fallo arbitral del noble Senado de 
Hamburgo la decisión sobre la validez ó nu- 
lidad de un contrato, celebrado en 24 de No- 
viembre de 865 con la casa de Witt y Schutt, 
sobre empréstito de cuatro millones de pe- 
sos.» 

Aunque esta medida haya sido adoptada con 
las mas sanas intenciones, sin embargo el Go- 
bierno debió advertir, que con ella hería' los 
mas sagrados derechos de la Nación con men- 
gua y desdoro del crédito y respetabilidad de 
los majistrados llamados á conocer en esta 
clase de juicios, como designados por la ley pa- 
tria. Si se quiso dar una prueba de confianza 
en la seguridad de la justicia, que asistía al 
Gobierno peruano , sometiendo la controver- 
sia suscitada al arbitraje de aquel Senado, co- 
mo lo propusieron Witt y Schutt, por el medio 
estaban la dignidad del Gobierno, la mages- 
tad de las leyes, la respetabilidad de sus tri- 
bunales y la razón poderosa también, de no es- 
tablecer esta clase de precedentes en las de- 
mandas y reclamaciones de subditos estranjeros, 
sujetos a las leyes y juzgados del Perú: y me- 
nos las que se les suelten por sus consignata- 
rios, pues ni unos ni otros tienen derecho para 
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otra protección, ni otras garantías que las con- 
cedidas por las leyes del pais en que residen, 
y á las que deben-arreglar sus contratos para 
que puedan ser valederos y ejecutables. 

La Cor4;e Suprema del Perú ha tenido y 
todavía conserva la atribución de conocer en los 
pleitos que se suelten sobre contratos celebra- 
dos por el Goíbierno ó sus agentes, y el pacta- 
do con Witt y Schutt se hallaba por esta ra- 
zón sujeto á su jurisdicción. De ella le despoja 
el decreto. Ademas, las leyes existentes, al 
tiempo de celebrar el contrato, prohibían some- 
ter á decisión arbitral las cuestiones de la ha- 
cienda pública. 

Un arbitraje entre el Gobierno Supremo de 
una nación independiente y un siibdito estran- 
jero, y sobre asuntos prohibidos de resolverse 
de esa manera, es un acontecimiento tan es- 
trafio, que no hemos podido encontrar uno pa- 
recido. Los jefes de los Estados están obliga- 
dos, por grande que sea su poder, á velar por 
la conservación de las leyes y en el modo que 
ellas mismas han determinado para los nego- 
cios contenciosos. Como administradores de la 
cosa pública, tampoco deben emplear dema- 
siada generosidad. Si el Gobierno provisorio 
tenia un derecho perfecto para declarar no Ae- 
cho el contrato celebrado con Witt y Schutt, 
tampoco ha debido someterse al arbitraje, por- 
que este tiene lugar únicamente cuando el 
asunto es dudoso, según las reglas del derecho 
civil y de gentes. — «Cuando se trata de un de- 
brecho claro, cierto, incontestable, el Jefe del 
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«Estado debe sostenerlo á todo trance, sin ad- 
«mitir términos medios ni someterse á la deci- 
«sion de arbitros». 

«Teniendo, como dice el decreto, una confian- 
za absoluta de la justicia que le asiste para no 

reconocer como válido el contrato*..., ¿por 

qué, pues, no someterlo, al fallo del Tribunal 
Supremo de la Nación] Los contreitos prohibidos^ 
y los hechos por error, violencia ó dolo, aunque 
se reputen no hechos, no son nulos ipso jure, por- 
que solo dan lugar á la acdon de nulidad ó de 
rescisión, quémenos compete resolver al Poder 
Ejecutivo, y con mas fuerte razón, cuando es 
una de las partes contratantes, sino á los jue- 
ces previamente designados por las leyes— 

Esta doctrina, universal mente seguida^en la 
Jurisprudencia, no ha sido adoptada por el 
Gobierno provisorio en este negocio, como no 
lo ha sido en todos los demás que dejamos exa- 
minados. ¿No le inspiraban confianza los ma- 
jistrados que acababa de nombrar en 20 de 
Febrero? El Senado de Hamburgo en el asun- 
to Melville Whitte dio un honroso testimonio, 
declarando justos los fallos de la Corte Supre- 
ma del Perú, y de los demás juzgados y tri- 
bunales que conocieron en ese juicio. Entonces 
fué arbitro entre dos Gobiernos, el de la- Gran 
BretaSa y el del Perú. Dudamos mucho que 
quiera serlo, no ya entre este y aquel, sino en- 
tre una casa comercial y el gobierno proviso- 
rio. ¡Qué papel representarla en el mundo! 

¿No se sorprendería con la novedad de tan in- 
calificable é indefinible arbitraje? Los hechos 
Atendrán á resolver estas cuestiones. 
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Las razones que hemos oido en vindicación 
de la medida tomada por el Gobierno son, 1^ 
que si se hubiese procedido á celebrar alguna 
transacción con Witt y Schutt, los demás con- 
signatarios y contratistas, que se encontraban 
en el mismo caso, habrían reclamado iguales 
favores: 2r que la malignidad, pronta siempre 
á censurar todos los actos del Gobierno, habría 
aprovechado esta oportunidad para cebarse 
en la probidad del Secretario de Hacienda 
y calumniarle, atribuyéndole miras y motivos 
innobles: 3^ que si el negocio se hubiese some- 
tido á la decisión de la Corte Suprema, y ésta 
1q hubiese resuelto en un sentido favorable á 
Witt y Schutt, se habrían repetido contra los 
Vocales iguales acusaciones y calumnias, atri- 
buyéndoles también motivos viles y otros actos 
vergonzosos: que si por el contrario resolvia 
contra las pretensiones de Witt y Schutt, éstos 
habrían quejádose de influencia del Gobierno, 
miedo, coacción &^; y 4^ que el arbitraje salva 
todas las dificultades y termina el negocio de 
un modo que nadie puede tener derecho de 
quejarse. 

Las anteriores razones forman el argumento 
vicioso, que los lógicos llaman multum probans, 
y que es inadmisible, porque conduciría á con- 
secuencias absurdas y á hacer difícil todo ar- 
regla ministerial y toda decisión de los Tribu- 
nales . No hay un solo negocio público de 
interés nacional, que no se preste á siniestras* 
y malignas interpretaciones. Cuanto podia in- 
ventar la calumnia para vulnerar el crédito del 
Gabin ete, puede también convertirse contra la 
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admisión del arbitraje y elección del arbitro 
que han propuesto los mismos interesados. 

Los hombres públicos deben aceptar la si- 
tuación con todas sus consecuencias. Cuando 
reúnen ilustración y honradez, y no haCn dado 
mérito para cargos y recriminaciones desdoro- 
rosas, podran temer y desconfiar del acierto, 
de la conveniencia ó buen éxito de sus actos, 
pero nunca deben dudar, de que se les hará 
justicia cuando han obrado con rectitud y pu- 
reza, porque el triunfo de la verdad y de la 
inocencia es siempre seguro, aunque á veces sea 
tardio. Por escrúpulos, por una delicadeza mal 
entendida, ó por temor á la maledicencia del 
vulgo, que no siempre se deja sentir cuando co- 
noce que se obra en razón y justicia, no debe 
sacrificarse el honor de la Nación, el decoro de 
sus tribunales, la majestad de sus leyes. El 
Ministro, que á pesar de su buena fé y pureza, 
carezca de la fuerza de carácter y de la ener- 
gía suficiente para sobreponerse á vulgares ru- 
mores y censuras, debe dejar el puesto, antes 
que comprometer los verdaderos intereses de 
la patria. 

V. 

RaioHes con que se pretende justifiear la Tielacien de 
d pri&eipio de los derechos adquiridos. 

Ninguna verdad sea moral ó filosófica, reli- 
giosa ó política, así como también ningún prin- 
cipio ó axioma científico, ha dejado de tener 
impugnadores. No hay absurdo alguno, dice 
Cicerón, que no haya tenido por autor á un 
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filósofo, (f) Por ello aun se ha negado la exis- 
tencia de algún personaje y de sus grandes 
hechos, á pesar óe hallarse de mil modoá com- 
probados. Pero j^cuáles han sido los argumen- 
tos contra ellos? Pobres sofismas, suposiciones 
caprichosas, errores y estravagancias. La escep- 
cion se ha confundido con la regla, y para sos- 
tener las pasiones ó conveniencias del momen- 
to, se ha creido lo mas fácil y decisivo cerrar 
los ojos para no ver la verdad. ¿Qué estraño 
será, pues, que en épocas de exaltación y de 
crisis politica, en que solo se consulta la utili- 
dad actual, ó las exijencias del partido triun- 
fante, se sacrifique también la convicción y la 
verdad, empleando para ello raciocinios erró- 
neos ? 

Nadie negará la necesidad y conveniencia 
de alterar las leyes, cuando lo exijiere la utili- 
dad de la República: pero ante todo es también 
preciso estudiar, si ha llegado esa necesidad, 
hasta donde convenga estenderse y á donde 
detenerse en la reforma, sin olvidar jamás los 
preceptos de la justicia . «Con efecto , repe- 
tiremos, si hemos de introducir la confusión y 
el desorden en todo, si nada hemos de mirar 
como sagrado: si los vínculos que nos deben 
unir en la buena, como en la mala fortuna, han 
perdido su santidad: si también han perdido su 
autoridad las costumbres y las máximas de 
nuestros mayores, entonces nuestra vida que- 
dará espuesta á peligros, á odios y á sospechasi>. 

("I") NiAH fam nhtnrdnm díci potetfy qiiod nom dtcatum 
fiierii ah aí/'quj P/iihr. ^phorun — Lib. 29 ¿?/? Z> vinationé. 
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El lejislador no tiene poder sobre o| pasado. 
En su marcha, por rápida que sea, tiene que 
detenerse ante el consumatum esiy que forzosa- 
mente ha de encontrar grabado con caracteres 
sagrados é indelebles sobre la inconmovible lo- 
sa, que cubre, para hacerlos todavía mas respe- 
tables, los hechos que pasaron. ¿Pretenderán 
acaso los innovadores tener el poder de Dios 
para evocar las generaciones, que nos precedie- 
ron y someterlas al fallo, que sobre sus accio- 
nes quieran pronunciar? ¿Podrán decirles le- 
vantaos muertosi 

La primera y fundamental razón para tan- 
tos cambios ha sido la de reformar el pais, me- 
jorar sus costumbres y sus instituciones; pero 
los que han emprendido tan colosal empresa, 
ni han medido sus fuerzas, ni han estudiado 
detenidamente la verdadera causa y el origen 
de los males reales ó supuestos que se propu- 
sieron curar; ni han buscado sus inspiraciones 
en el mismo terreno que quisieron vivificar. 
Han olvidado las máxima de Cicerón, que aca- 
bamos de citar y también ícque obrando de un 
modo absoluto, y por sola la fuerza de un ar- 
gumento filosófico, no se realizan jamás los pla- 
nes, que conciben los hombres; sobre todo, si 
esos planes han de encontrar oposición y resis- 
tencia. Es, pues, un error emprender mas de 
lo que se puede ejecutar, y no tomar lo posible 

como límite y medida de sus fuerzas La 

seguridad de los derechos, es la primera condición 
de una sociedad cualquiera.)) [f] 

(f) Gmzot Historia de la Civilización Europea lección X. 
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Ninguna reforma puede tampoco producir 
buenos y duraderos resultados, sino después 
que las instituciones hayan sido sólidamente 
establecidas. ¿La Dictadura puede sostener- 
se perpetuamente? Es ella una institución com- 
patible con la República? Sus actos quedan 
sujetos á la aprobación del Congreso, según lo 
que aparece como exijido por los pueblos. Estas 
últimas cuestiones no entran en el fondo de 
nuestro trabajo, pero han debido entrar en la 
consideración del Gobierno. 

El deseo de disminuir los gastos públicos y 
los esfuerzos, que para ello se hagan, son en 
verdad laudables en estremo; mas la dificultad 
consiste en la elección de los medios, en adop- 
tar los más prudentes, sin violar la justicia y 
los derechos adquiridos, sin sancionar la re- 
troactividad como legitimo medio, sin destitu- 
ción de empleados ni disminución ó supresión 
de pensiones. Nada de todo esto constituye la 
economia,que se debe buscar, por otros medios, 
en el ahorro de gastos inútiles de que ningún 
provecho saca la nación. Ya hemos dicho, que 
las pensiones civiles solo importan 276,000 pe- 
sos. Las bandas de la música militar de los 
cuerpos dé ejército cuestan quizá mas. 

Los sueldos de la lista judicial , civil y 
de hacienda suman al año menos de tres millo- 
nes de pesos. Oíros gastos son los que abru- 
man al Erario. Los decretados para obras pú- 
blicas y mejor aá locales pueden acortarse, por- 
que no todo tampoco puede hacerse á la vez. 
Los sueldos de los empleados, único blanco 
contra el que se han dirijido los tiros del Se- 
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cretario de Hacienda, son pobres y aun mez- 
quinos, si se atiende el excesivo incremento 
que han tomado los artículos de primera ne- 
cesidad, los alojamientos, los vestidos, los sa- 
larios, los goces domésticos y tantas otras exi- 
jencias introducidas por la mejora de hábitos 
y costumbres, y por el desarrollo de otras mu- 
chas comodidades, cada dia mas crecientes, sin 
las cuales no es ya dable poder vivir,siendo tam- 
bién, imposible retroceder ala época patriarcal 
de nuestros mayores. 

Una Constante esperiencia, probada por los 
hechos, ha enseñado las tremendas verdades, 
que toda reforma violenta é inconsulta ha pro- 
ducido niayores males y abusos, que los que 
se quiso curar y estirpar: que toda economía 
exajerada,que llegue hasta cercenar ó escasear 
el bienestar de los pueblos ó el pan de los indi- 
viduos, ha concluido por el desperdicio y la'pro- 
digalidad. La revolución de 854 proclamó ?n(?- 
ralidad y economía: áe&p\iG^ que triunfó crecieron 
los abusos y se han duplicado los gastos públi- 
cos. Basta comparar las leyes anteriores del 
presupuesto y las posteriores. Lo que por un 
momento se creyó establecido sólidamente, fué 
arrastrado por el torrente inevitable de la reac- 
ción, verdad que no se quiere recordar. La ac- 
ción y la reacción son leyes físicas y morales, 
que siempre conservan su poderosa influencia. 
Toda reforma, que no esté cimentada en la 
justicia, es efímera— iVarfa violento dura.. 

Sin traer á cuenta estas verdades funda- 
mentales de la moral y de la política,se ha mar- 
chado á tambor bateinte, violando derechos, 

12 
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atrepellando empleados inofensivos, viudas, 
viejos, inválidos y huérfanos, como lo haría un 
ejército conquistador. Nada se ha respetado, 
todo ha sido derribado y las administraciones 
todas han sido salpicadas con el lodo de la ca- 
lumnia. 

El Ministro de Hacienda en su exposición al 
Presidente Provisorio de 5 de Diciembre de 
1866, consignó estas mal meditadas é injurio- 
sísimas palabras, que si fuesen ciertas, presen- 
tarían al Perú como el pueblo mas degradado. 

«Creo, Excmo. Señor, dice^ inútil, c'omenta- 
rio alguno sobre este cuadro. Este es el resulr 
tado de 20 años de una administración rf^sorrf^- 
nada^ desmoralizada é imprevisora, que ha veni- 
do sacrificando siempre las necesidades reales 
del dia de mañana á las necesidades ficticias 

del dia de hoy Revelar el mal, es el 

único camino de salvación, y este medio no es 
otro que sacrificar el dia de hoy al porvenir, re- 
duciendo gastos y por consiguiente el personal 
administrativo! &. 

En las negocios privados, como en los pú- 
blicos, es una regla inmutable de moral, no 
emplear la acriminación ni la injuria contra 
otros, para justificar nuestros actos y vindicar 
nuestra conducta. Los Secretarios del Gobier- 
no provisorio tampoco tenían necesidad de 
semejantes medios, para demostrar la necesi- 
dad y justicia de sus actos y medios cuando la 
mayoría nacional estaba pronunciada en su 
favor. La política de Pezet fué nefanda y por 
lo mismo detestable, y era perder tiempo pa- 
tentizarlo mas. Pero el modo verdaderamente 
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de herirla, era marchar por el sendero opuesto, 
mas nunca ajar ni ofender á todas las admi- 
nistraciones que han precedido. Si tuvieron 
errores y vicios , también ofrecieron buenos 
ejemplos de moralidad, de ciencia y de pa- 
triotismo — ^y han representado su época, como 
todas tienen que representar la suya. 

El sistema iniciado por el Secretario de Ha- 
cienda y que ha tenido sobrados imitadores,ha 
esforzado á un escritor ministerial hasta decir 
en un articulo publicado en «El Nacional» de 
13 de Julio de 1866, «que todos los gobiernos 
anteriores han sido monstruos^ momias^ fantas- 
mas^ apariciones funestas — y que seis jóvenes 
lian hecho mas beneficios al pais en nueve 
meses, que tantos hombres provectos en tan- 
tos añoe. Una veintena de decretos improvi- 
sados^ ha valido mas que ese abultado centenar 

de leyes que nos legoron los Congresos, 

Cuando la Dictadura acabe, el pais la echará 
de menos y lamentará su desaparición.» — Oh 

hombres Pero volvamos á la Memoria del 

Señor Secretario. 

Lo primero que escita nuestra admiración 
es, que nombrado en 28 de Noviembre el Se- 
cretario de Hacienda, pudiese en los siete dias 
que mediaron entre su nombramiento y la pre- 
sentación de su Memoria, haber llegado á com- 
prender el laberinto desordenado de nuestra 
hacienda, hasta pronauciar su tremendo fallo 
contra las administraciones que se habian suc- 
cedido durante veinte años. No tienes aún cua- 
renta años, diift^^n los judios á J. C. y has co- 
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nocido á Abraham! Ignoraban que era el hijo 
de Dios. Nosotros estaremos en la misma ig- 
norancia respecto al Secretario de Hacienda, y 
quizá por esto nos asombra este prodigio. 

Lamentándose el señor Secretario de que las 
anteriores administraciones hayan sacrificado 
las necesidades de mañana, á las necesidades 
de hoy, asegura, que no hay otro m^dio de 
salvación, (\\ie sacrificar el dia de hoy al porve- 
nir. Desearíamos que se nos demostrase, por 
que el primer sacrificio es digno de reproba- 
ción y no el segundo: porque las generaciones 
venideras, ó del futuro^ tengan mejores y mas 
privilejiados derechos, que la generación ac- 
tual, que vive y se encuentra en posesión de 
los beneficios que Dios le ha proporcionado y 
puesto á su disposición. mEsa humanidad futu- 
ra^ dice Thiers (en su tratado de la Propiedad 
Lib 2 cap. 2) se llama comunismo, y destruye el 
tralajo^ la libertad y la familian). 

Al emitir el señor Secretario su opinión, 
que ha reducido á la práctica, como ya lo he- 
mos visto, ha seguido la de algunos escrito- 
res sectarios del comunismo, y que por una 
deducción, natural desconocen todo derecho 
adquirido, toda propiedad. Pero tan falsa doc- 
trina ha sido victoriosamente combatida por 
los principios de la religión, de la moral y de 
la economía política de todos modos y de di- 
versas maneras. La falacia del argumento del 
Señor Secretario, y la importancia de la cues- 
tión, nos autorizan á estendernos un poco, aun- 
que no tanto como pudiéramos. 
El pasado, el presente y el f 'aturo se hallan 
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separados por líneas tan imperceptibles de 
división, que no es posible distinguirlos ni de- 
marcarlos. El día de ayer, que ya pasó, no 
nos pertenece; el de mañana es incierto; solo 
el de hoy es seguro, y en él debemos satisfacer 
nuestras necesidades, y gozar los placeres y co- 
modidades que la providencia divina nos ha de- 
parado. Cumplamos hoy nuestra misión pró- 
bidamente, y dejemos al dia de mañana su 
cuidado, porque al de hoy le basta su propio 
afán, como nos aconseja el Salvador. Las ge- 
neraciones que pasaron, y las que les succedan, 
todas están condenadas á buscar el pan con 
sus manos, á cavar la tierra, á surcar los ma- 
res y á disputar á las fieras habitación y sub- 
sistencia hasta en los bosques. La avaricia es 
por todos condenada, aunque sea representan- 
te del dia de mañtina: también lo es la prodi- 
galidad^ porque solo cuida del dia de hoy. Pe- 
ro sacrificar al tiempo futuro, incierto y des- 
conocido, ¿no es lo mismo que afanarse en tri- 
butar homenajes auna divinidad quimérica, á 
la que nunca alcanzará la generación presente, 
por ma« que redoble sus pasos, porque siem- 
pre seguirá una sombra que se aleja mas y 
mas? JJónde acaba la actualidad? Donde em- 
pieza la posteridad? 

Un poeta epigramático burlándose de su 
amigo, que sin cesar le hablaba del dia de ma- 
ñana le pregunta: «Díme, pues, este mañana 
cuando llegará? á qué distancia está mañana? 
dónde se le encuentra? dónde le buscaremos? 
.Estará oculto entre los Partos ó entre los Arme- 
nios? Este mañana será tan viejo como Fria- 
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mo ó Néstor? Respóndeme; en cuanto pudie- 
ra comprarse este mañana? Vivirás mañana? 
Vive hoy, que aun es tarde! Es sabio, Pos- 
tumo, el que vive desde ayer», [f] 

Considéremenos como el pasado, el presen- 
te y el futuro, y asi obraremos con prudencia 
y sabiduría. 

Haga cuanto imagine, y fatigúese de varios 
modos una generacions, para dejar toda clase 
de bienes á su posteridad, no lo logrará, porque 
ni el mundo retrocede, ni los presentes tene- 
mos derecho para disponer de la suerte de 
nuestros posteros. ((Por mucho que por ellos 
hagamos, dice Séneca, aun queda mucho mas 
por hacer. Los que vengan mil siglos después, 
tendrán todavía algo que agregar.» [§] 

La generación que se llama <?¿ dia de hoy ¿po- 
drá, por mas que se esfuerzo, llenar los toneles 
de Jas Uanaydes? No fundemos sistemas eco- 
nómicos sobre teorías irrealizables, que no son 
posibles. 

Para que nuestras ideas no sean interpreta- 
das caprichosamente, para que no pueda, ni 
aun sospecharse siquiera, que somos defenso- 
res del desperdicio, del desorden y mala ver- 
sación con que ha sido tratada la hacienda 
del Perú en el último periodo de la adminis- 
tración del General Pezet; diremos franca- 
mente, que la condenamos y anatematizamos 
con toda nuestra voluntad y con todos núes- 

(f) Martíal Lth. V Ef»i(j. 58 — Véast am original en latín. 

(§) Multum aJhuc reafat óperis, mulfumque reftáhit: nec 
ullo nato pott ni¡t/e soecu/a prsecludftur occát*o áHgu'cT 
adkuc adiccrtd». Epístola 64 — l*uede verse toda elli. 
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tros esfuerzos, Pero, no por esos abusos ha de 
buscarse el remedio en el otro estremo, y por 
otro género de sacrificios, que tampoco conside- 
ramos prudentes. Todas las cosas tienen un 
centro de justicia, del que no pueden desviarse 
inconsideradamente sin incurrir en vicio y er- 
ror. Por lo mismo, nos será permitido recor- 
dar un consejo de Horacio, tan aplicable al 
gobierno de la familia, como al de la Repú- 
blica: «Yo, dice, gozaré y dispondré , según 
mis necesidades, de mi corto caudal, sin cui- 
dar lo que mi heredero dirá do mi, si no en- 
cuentra mas de lo que se me ha dado. Sin em- 
bargo, conozco la diferencia que existe entre 
uno, que vive modestamente, y otro disipador, 
entre el económico y el avaro. Hay mucha 
distancia del que locamente gasta su fortuna, 
al que se limita á gozar la suya, según le con- 
viene, sin cuidar de atesorar mas. Si en ro- 
bustez, ingenio, gallardía, riqueza, virtud y 
nacimiento somos los últimos de la priínera 
fila, seamos al ijiénos^ los primeros de la se- 
gunda.» (*) 

Si se hubiese seguido en el mundo la doc- 
trina de sacrificar el presente al dia de maña- 
na, ó la actualidad á las generaciones veni- 
deras, ni se habria trabajado las minas, ni em- 
prendido la pezca de la ballena, la caza de los 
volátiles, ni esplotadose otras industrias, que 
destruyendo las cosas existentes han cambia- 
do el mundo. 

^— — ■ ■ ■■w*.- ^1 !■ ■■ ■■ ■- ■■-■ - I ■■■* » ■ ■ — ■■■■ y ii^» ■ m I ■ I ■■■» ■ ««^ II I ■ ■ 

[*] Lib. 2 Epht, — ep 5^2 al final. 
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«Para tranquilizar los espíritus alarmados 
con el grave peligro de que nuestros pósteros 
encuentren. la tierra secuestrada y ellos éspues- 
tos á verse escluidos y sin colocación en ella, 
hace Mr. Thiers las siguientes reflexiones, [f] 

«El carbón de piedra, por ejemplo, que es en 
el dia origen de toda fuerza motriz, inspira 
inquietudes de esta naturaleza. Hay ingenie- 
ros que han creido, que habia carbón de pie- 
dra en el globo para un millar de años, al 
paso que otros han creido, que en el espacio do 
cien años se agotaría completíiinente. ¿Debe- 
ríamos de abstenernos de su uso por temor de 
que nuestros nietos lo hallasen agotado? ¿Qué 
dirían de la humanidad, si contemplase con in- 
diferencia esos tesoros de calórico y de fuerza 
motriz, por temor de consumirlos? Se ha con- 
sumido casi toda la leña de nuestros bosques, 
sin embargo, se han hallado otros medios de 
poderse calentar. La sociedad, que íio sancio- 
nase la propiedad territorial, temiendo que al- 
gún dia fuese invadida toda la superficie de la 
tierra j seria también estr a vagante.» 

El cuadro desconsolador de la hacienda 
piiblica, que ha bosquejado el Señor Secretario 
del ramo con tan melancólicos y sombríos co- 
lores, desaparece y le traiciona á la mas lijera 
observación. Según el presupuesto para el 
bienio de ^ü3y 864, la deuda interna y exter- 
na del Pefft se hallaba calificada de este modo: 



(f) Bt la prodiedad cap. 11 Ub, I. 



—97— 

t)euda interna.... $ 5.835,561 

Deuda externa Anglo -Peruana..- 27.500,000 

«ídem Franco- Peruana 1.449,422 

ídem Neo-Granadina ..; 1,449,422 

ídem Ecuatoriana 617,080 



$36,851,485 



JPara el servicio y pago de intereses y amor- 
tización de esta deuda, estaba votada la suma 
necesaria sobre las rentas nacionales y el pro- 
ducto dehuano, sin perjuicio de las otras aten- 
ciones de la administración pública en S]a par- 
te personal, y material, y sin mayores dificul- 
tades. La inicua y péi'fida ocupación de las 
Islas de Chincha por los piratas españoles, 
vino á trastornar todos los cálculos y á derri- 
bar las mas fundadas esperanzas de orden, de 
paz y de progreso. Fue forzoso armarse para 
defender el honor nacional ultraj-ado, y si es 
indudable, que los manejos del Oabinete Pezet 
fueron rateros, sucios y criminales en el modo 
como fueron empleadas las rentas públicas, y 
si hubo también especulación, derroche y frau- 
des, que contribuyeron á agotarlas; sin embar- 
go, el Perú no quedó,ni podia qufedar,en banca* 
Tota^ porque posee inmensos recursos y sobra- 
do crédito, como consecuencia de las facilida; 
des que tiene, para llenar sus compromisos. 
Diez y medio millones^ que se deben á los con- 
signatarios por adelantos, nada son ante la 
firmeza de la hipoteca que tienen en su favor. 
Ea 24, 18, 12 y 8 meses mas quedarán pagá- 



is 
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dos esos millones, y por lo mismo, la cuestión 
es de tiempo, no de falencia. *[*] 

De esa' suma debe rebajarse lo que Jos con- 
signatarios han cargado anticipadamente con- 
tra el Estado por fletes, gastos, depósito, &^ 
Parte 'de esas cantidades adelantadas se han 
convertido en artículos de armamentos nava- 
les, monitores, fragatas, vapores, vestuarios, 
cañones, fusiles &^ JNTo defendemos ni podemos 
justificar las dilapidaciones de ningún gober- 
nante, porque solamente nos proponemos vin- 
dicar al Perú, cuyo tesoro se pretende exhibir 
en banca-rota, y en un cuadro desolador^ que á 
ningún hombre sensato ha aterrado, porque 
no son las palabras sino los hechos, los núme- 
ros y la ciencia los que deciden las cuestiones 
de hacienda. 

Si porque el Perú tiene Una deuda, pudiera 
ser lamentable y desconsoladora su situación, 
mayor lo seria, sin duda, la de todas las nacio- 
nes sobre quienes pesan deudas de guarismos 
casi fabulosos. Las naciones son inmortales, y 

(*) En el extracto de la cuenta fiel huano de 19 de Enero 
á 31 de Marzo de 866, pnblicado en «El Feruano» de 14 de 
Agosto aparece^ que la cuenta de adelanto$ kahia atcendido á 
15.354,787 pesos 43 centaveg — es decir ^ á mas de cinco mil/o- 
nM de lo que importaba el anterior s^ldo vn Noviembre de 
865. Debe tenerse en cuenta, qué parte de los diez millones del 
anterior adelanto y la formaban el millón de pesos que en di- 
cho mes entregó la casa de Witt y otros consignatarios. Nota- 
mos este hecho para quft el señor (Secretario se persuada, que 
solo á Dios es dado el poder de hacer milagros: que no ha de-^ 
bido ser tan severo con las anteriores administraciones cuando 
él mismo se ha visto obligado como ellas á solicitar adelantos. 
Por qmpues tanta acritud y tan ofensivos cargos á wdas, tt 
él también se ha visto obligado á hacer lo que ellos hicieron. 
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SU larga vida les proporciona medios, recursos 
y tiempo para sobreponerse á sus calamidades 
y salvar las dificultades de que suelen yerse 
rodeadas. No todas cuentan tesoros acumula- 
dos sin gravar al pueblo y puestos á su dispo- 
sición por la providencia, como los que tiene el 
Perú p¿ira presentarse tal cual es y está llama- 
do á ser -^Ubre^ grande y feliz. 

VI. 

Creación de Queros Impuestos^ alteracien en el sistema 

lie contribneiones* 

Partiendo el Señor Secretario de hacienda 
de los antecedentes sentados en su JBxpodcion^ 
no ha vacilado en buscar recursos para llenar 
el supuesto déficit, imponiendo para ello con- 
tribuciones directas é indirectas, sin considerar 
ni los principios del sistema popular represen- 
tativo, ni las doctrinas sancionadas por la 
JEconomia política, cuyos felices resultados han 
comprobado los hechos y la Estadística. 

El ^ran principio conquistado por los triun- 
fos de la civilización, reconocido coiYio axioma 
político y que de todos modos ejerce su influen- 
cia sobre las sociedades, desde que la revolu- 
ción de Inglaterra primero y después la de 
1789 en Francia lo inauguraron en el naundo; 
ese principio, que ya no es posible desconocer, 
se halla espresado en estas pocas palabras-^- 
aque todos, sin excepción y según sus faculta- 
des, deben contribuir al sostenimiento de los 
gastos y necesidades públicas, pero que tam- 
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poco deben imponerse contribuciones, sino por 
el mismo pueblo que las paga, representado 
por apoderados salidos de su seno». Si podero- 
sos motivos, ái necesidades apremiantes pue- 
den en algunas ocasiones autorizar á proceder 
de diverso modo, lo que se mandare entonces, 
no puede apreciarse sino como puramente mo- 
mentáneo y transitorio, ya por lo dicho, ya por- 
que en el sistema de los gobiernos represen- 
tativos las contribuciones solo duran tempo- 
ralmente, y no pueden recaudarse sin nuevo 
mandamiento lejislativo. 

Apesar de todo esto, han sido gravados los 
productos del pais con impuestos locales en su 
tráfico interior y con derechos de exportación 
en su salida al esterior. La plata acuñada ó 
en b^rra, y los frutos agrícolas también lo han 
sido, estableciendo falsos supuestos y adoptan- 
do bases y escalas arbitratias, sin previo estu- 
dio de los hechos. Para cerciorarse de esto so- 
lo se necesita leer los considerandos que pre- 
ceden al decreto de 28 de Diciembre de 865. 
En ellos se confiesa «que el Gobie$po no pue- 
de estender la contribución á las tierras pro- 
ductoras de salitre y á los minerales, por las 
dificultades que ofrece la apreciación directa — 
ni á la industria azucarera por la esasez de 
medios de que dispone — ni á los terrenos pro- 
ductores de algodón, arro^ y tabaco, por pre- 
sentarse las mismas dificultades; que la indus- 
tria pecuaria se encuentra en el mismo caso, 
y que el medio de obviar dificultades prácticas 
es gravar estos artículos en su esportacion al 
extranjero». La consecuencia lójica y legal que 
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de tales premisas debía declaclrse era, la de 
mandar estudiar los hechos con detención, co- 
mo enseña la Estadística y no proceder ex ah 
rupto á gravar todas las industrias. «Un Gq- 
bierno que no tenga sienrpre á la vista los 
cuadros estadísticos de cada provincia, dice 
Jaumeandreau, irá siempre á ciegas j y no po- 
drá dar con acierto las disposiciones que re- 
claman los varios ramos de las industrias en 
sus necesidades, ni las que piden el arreglo 
de la parte política y civil.» Curso de Economía 
Política — Lib. 5*?, cajp. preliminar. 

La industiya algodonera, todavía naciente, 
merecía ser hasta premiada y estudiada, lejos 
de ser oprimida con impuestos inconsultos. 
Las leyes vij entes tenían ordenado lo contra- 
rio: ellas eran la espresion de la vol u ntad y 
necesidades de los pueblos, pero en nada aten- 
didas ni consideradas. 



Por decreta^de 20 de Enero de 866 se esta- 
bleció la contribución personal^ declarando que 
todo peruano varón, mayor de 21 años y me- 
nor de 60, contribuirá anualmente á los gastos 
nacionales con el valor de doce días de su tra- 
bajo personal: el que no satisfaciese su contri- 
bución en los plazos señalados, la pagará con 
un aumento de 50 pOg: los deudores morosos, 
que no tengan bienes sobre que trabar embar- 
go, se considerarán conscriptos en el ejército ó 
]a marina nacional; para los que pagaren es- 
pontáneamente la contribución semestral se 
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jugará una lotería de 60,000 soles, distribui- 
dos en cuatro clases de premios. Tales son las 
principales disposiciones del mencionado de- 
creto, conteniendo las demas^ la parte regla- 
mentaria de la recaudación, para cuyo pago 
será perseguido el contribuyente aun fuera de 
su domicilio, como se verificaba csn el tributo, 
con los calificados de forastsros. 

En cuanto al establecimiento de algunas eon- 
trihuciones no las consideramos censurables en 
principio, por cuanto nadie está exceptuado 
de concurrir según sus facultades á la manten- 
ción del Estado, que concede seguridad y pro- 
tección tanto á su persona cuanto á su propie- 
dad. Pero X^personal varias veces establecida 
y otras tantas derogada por leyes del Congre- 
so, ofrece fuertes objeciones, porque no es posi- 
ble realizarla sin violar la seguridad personal y 
la propiedad, ni sin otros vicios de recaudación. 
También nos parece exorbitante la cuota se- 
ñalada y poco meditadas y aun insostenibles 
algunas disposicion'es. Por decreto dictatorial 
de 26 de Junio de 1855, se intento establecer 
en toda la Repiiblica las contribuciones di- 
rectas, de predios rústicos y urbanos, de pa- 
tentes , la eclesiástica, la dé crédito públi- 
co y la personal, pero sin alterar las cuotas 
fijadas anteriormente para las primeras. No 
llegó á determinarse la del crédito público; y 
por Impersonal solo dcbi a, cobrarse cloce reales 
por individuo en la sierra y tres pesos en la 
costa. Las contribuciones directas debian in- 
vertirse en las obras públicas de cada depar- 
tamento. A pesar de esto y de la pequenez de la 
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Cüota,no pudo realizarse el decreto por la fuerte 
oposición que encoutró en la Convención. ¿Cree 
el iSecretario de Hacienda ser mas dichoso y 
ver realizado su proyecto, habiendo triplicado 
la cuota? En Francia, cuyos reglamentos ha 
seguido este Señor, cada individuo paga tres 
jornales de su trabajo, es decir, tres francos, 
cuatro, ó medio franco según los paises y ade- 
mas una adición proporcional al alquiler. [Es. 
acaso mas barata la subsistencia en Lima que. 
en Paris, ó en elPerú que en Francia? ¿Por 
.qué, pues, imponer al jornalero doce, diez ó 
seis pesos de Gontribu<;ion personal? Qué re- 
gla de proporción ha seguido el señor Secreta- 
rio de hacienda? 

Una de las principales atenciones de todo 
Ministro del ra<mo debe ser el disminuir gastos 
en la recaudacion,é invertir con economía la ren- 
ta acumulada. ¿Se ha cuidado esto en las dispo- 
siciones del decreto? En vez de invertir 60,0UO 
soles en el establecimiento de una lotería, era 
mas discreto minorar la tasa, jio condenar al 
insolvente á la conscripción, no duplicar el 
impuesto, no autorizar los embargos y rema- 
tes, ni emplear otros medios de coacción indi- 
cados en el decreto. ¡Gravar á los pueblos para 
jugar una lotería!: cuantos errores acumu- 
lados! Los moralistas y economistas han 

condenado semejantes loterías por inmorales 
y porque acostumbran á los pueblos á buscar 
la riqueza y el capital, no en el trabajo, sino 
en esperanzas inciertas. Los mejores estímulos 
para el pago de la contribución son la mode- 
ración ^n su tasa, la inversión cierta en pro- 
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veclio común, y la segura posesión de los goces 
que proporcionalinente recibe cada individuo 
según su estado y condición; pero buscarlos en 
la codicia de la lotería, en la coacción, en penas 
corponaleSjó en la conscripción militar es ocurrir 
á medios etimero3,y adoptar en un pueblo libre 
la doctrina feudal — qui non solvit incere^solvat in 
pelle. 

La contribución personal conocida en Fran- 
cia, ha sido suprimida en otras naciones, cuyo 
sistema fiscal es mas perfecto, porque han co- 
nocido sus vicios y defectos, En verdad, ella* 
grava mas ál pobre que al rico; cuando éste 
puede pagarla con facilidad, aquel tiene qué 
ser oprimido y vejado para que lo haga; y 
cuando el pobre por la carencia de recursos, 
tiene que ser deudor involuntario y multado 
con el aumento ó tasa penal, el rico sa vé libre 
de apremios y embargos y mas que todo, exen- 
to de dar una contribución de sangre, que es 
lo que significa la conscripción, 

«Si se conociese siquiera, dice ThierSy (*) los 
verdaderos efectos del impuesto, se sabría que 
en definitiva el impuesto directo, como el in- 
directo, se resuelven en un aumento del pre- 
cio de las cosas. El primero es el mas incó- 
modo de todos, puesto que vá á buscar al con- 
tribuyente para exijirle en tal dia y hora una 
suma, que él no ha tenido la precaución de po- ' 
ner aparte, mientras que el segundo, confundi- 
do en el precio de todo lo que^ se compra, se 
paga insensiblemente á medida de los . consú- 



(*) Dei impuesto cap. F. 
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ixios, y el contribuyente no come ni bebe una 
sola vez, no lleva un vestido, sin que pague 
forzosamente una parte de sus contribuciones, 
sin querer y aún sin saberlo. Así las poblacio- 
nes, cediendo solamente á su propio impulso, 
no vacilan jamás en preferir el uno de estos 
impuestos al oti^o».*. «El im- 
puesto directo es ademas el impuesto de los 
paises adelantados en civilización, mientras 
que el directo es el de los paises bárbaros. La 
primera cosa que un gobierno sabe hacer, es 
pedir cieíta suma á cada hombre, á cada tier- 
ra. Los turcos, con el palo en la mano, saben 
cobrar perpetuamente el miri; pero los gobier- 
nos hábiles, en los paises prósperos, saben pro- 
curarse rentas abundantes , cobrando ciertos 
derechos de la riqueza qué pasa; y mientras 
que la Turquía vive del miriy la ínglatera vi- 
ve del excise y de las aduanas, después de ha- 
ber abolido la contribución territorial» 

«En una palabra, país pobre, pais esclavo, é 
impuesto directo, con el doble ó el triple por 
recursos extraordinarios, son hechos que siem- 
pre andan unidos. Pais rico, pais libre, é im- 
puesto indirecto, con el crédito por recurso ex- 
traordinario é ilimitado, son también hechos 
tan constantemente unidos como los prece- 
dentes.» 

Es pues, faltar á los buenos y sanos princi- 
pios de la ciencia resucitar el catastro, capi- 
tación^ tributo ó contribución personal, fijándole 
una tasa crecida para el pobre, que sin ella 
contribuye al Asco indirectamentea con las que 

se cobran á su alimento, á su vestido, á sus 

14 
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instrumentos, y aún á sus placeres y bebidas, 
que consume en mayor cantidad que el rico, 
aunque sean mas baratas proporcionalmente- 
Sobre todo, no puede agravarse á un pueblo 
simultáneamente por todos los medios direc- 
tos é indirectos. 



Por otro decreto de 17 de Enero se ha crea- 
do la contribución gravosa y mal calculada del 
timbre] contribución que por su novedad ha 
de presentar forzosamente inevitables resis- 
tencias y dar lugar á fraudes y á litigios. Pa- 
ra hacerla realizable, se autoriza y premia la 
denuncia, y para defender la imposición se 
cita el ejemplo de otras naciones. Pero se ol- 
vida las circunstancias especiales de cada una 
de ellas y que ciertas contribuciones solamen- 
te pueden establecerse donde el comercio y la 
industria han desarrollado su vivificadora in- 
fluencia, y que tampoco es justo ni prudente 
introducir nuevos impuestos sin premeditación 
y sin que las ideas los hayan sugerido, después 
de la larga observación de un pais. En Ingla- 
terra no se conoce la contribución territorial 
que se cobra en el Perú, con el nombre de pre- 
dios rústicos y urbanos: el excise ó tres por cien- 
to que allí se cobra sobre algunas fábricas de 
cerveza, y las aduanas, proporcionan lo necesa- 
rio para sus gastos. Cuando el Gobierno exije 
el incoine tas en tiempos difíciles, solo es á 
manera de suplemento, ó como una suscripción 
pedida á las clases acomodadas. Sumadas to- 
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das las contribuciones que paga un inglés, ape» 
ñas sube la cuota á mas de nueve pesos fuer- 
tes. En cambio, si es necesario sostener sus 
derechos, es enviada luego una escuadra que 
puede costar millones. 

Cuando se toma por modelo una cosa, una 
persona, un gobierno, es preciso tomarle por 
entero. Se propone á la Inglaterra como ejem- 
plo de la contribución del timbre? es pues indis- 
pensable admitir y conocer no solo la parte gra- 
vosa ú odiosa, sino también la favorable y pro- 
vechosa, y hacer en el Perú prácticamente in- 
violables el domicilio, la propiedad y la libertad 
que goza un subdito de S. M .B, No hajr Go- 
bierno mas firme, que aquel en que los ciuda- 
danos gozan de todo genero de garantías como 
en los paies libres. En Inglaterra las contri- 
buciones ni se alteran con ligereza, ni se vo- 
tan sino por el Parlamento, ni se tasan sin la 
intervención de los contribuyentes. El rigor 
de las leyes del excise existe mas en aparien- 
cia que en realidad, y muy rara vez se ve ar- 
rastrado ante los tribunales un recaudador 
por excesos ó abusos cometidos en su oficio. 
Nadie tampoco puede ser condenado á multa ó 
pena por no haber pagado los derechos de 
timbre, sino á nombre del procurador del 
rey en Inglaterra ó del abogado del rey 
en Escocia, ó de algún empleado en las ofici- 
nas del timbre. Los derechos áh\ timbre in- 
glés son muy variados desde un penique (pen- 
ny) hasta diez libras, (f) Ninguna de las es- 

(f) Véane á Blackstone — Comentario» sobre las leyes tw- 
fjlesas trad. franc por (^hompre Ltb. Icap.^. 
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{)resadas condidiones, ni en la moderación de 
a tasa, ni en el respeto á las personas y con tra- 
tos, ni á los principios de una sana y liberal le- 
jislacion, han sido observadas y seguidas por 
el Secretario de hacienda en su decreto, que 
seguiremos analizando en sus principales dis- 
posiciones. 

En su redacción no se ha cuidado ('e darle 
unidad. Por el artículo 1.^ se manda — «que 
todo documento en que conste un contrato en- 
tre vivos, ó su cancelación^ debe llevar un tim- 
bre en la forma y valor que establece este de- 
creto.» Pero esta disposición parece discordan- 
te con los artículos 4, 8, 9 y 10; pues en el pri- 
mero se exije el timbre en io^o contrato^ O, su 
cancelación] es claro, que empleándose la con- 
junción O, que es disyuntiva, no es necesario 
timbrarlo al tiempo de redactar el documento, 

Í)udiendo ponérsele al cancelarlo. Mas los pos- 
eriores artículos espresan todo lo contrario , 
puesto que, según ellos, debe ponerse la fitma 
sobre el timbre, de ufanera que quede inutili- 
zado; no debiendo admitirse enjuicio el docu- 
mento que no lo lleve y ser multado el que lo 
emitiese. Ningún tribunal, obrando en rigor 
de derecho, podrá repeler un documento no 
timbrado, ni negarle su curso, puesto que esta 
falta es reparable al tiempo de su cancelación 
según el tenor del artículo primero. Toda obli- 
gación disyuntiva es alterativa y la elección 
compete al deudor: mas el Secretario de ha- 
cienda no ha cuidado en ninguno de sus decre- 
tos de ponerlos en armonía con las leyes del 
Perú ni con los principios de justicia. Su úni- 
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co interés ha sido el de buscar dinero, todo lo 
demás le ha parecido muy secundario,a]ucinán- 
dose con la idea de que, la simple creación de 
impuestos, seria la vara milagrosa de Moisés, 
que con su fuerte golpe h aria saltar agua de 
las rocas. Esos decretos arrancarán lágrimas, 
pero no aumentarán las rentas públicas, por- 
que con ellos no se han creado nuevas indus- 
trias, ni nuevos medios de producción, ni pués- 
tose en circulación nuevos capitales. 

En el Perú nunca ha existido el impuesto 
del timbre, que ha sido representado por el 
papel sellado para todos los contratos y actos 
j udiciales. Ahora quedará subsistente esta con- 
tribución antigua, y ademas la del timbre. Ob- 
servando la historia de los impuestos en el 
Perú, se encuentra, que siempre se ha estable- 
cido uno, dejando vij entes los anteriores; por 
esto tenemos contribuciones directas, indirec- 
tas, personales, perpetuas, urbanas, rústicas, 
municipales, de papel sellado, timbre, succesio- 
nes &. 

Los artículos siguientes contienen la clasifi- 
cación de las estampillas y otras disposiciones 
reglamentarias, siendo el valor del timbre 
desde diez centavos de sol hasta cincuenta so- 
les; clasificación caprichosa y arbitraria, y por 
lo mismo inj usta. En Inglaterra el timbre va- 
ria según la naturaleza de los documentos, des- 
de un penique hasta diez libras. ¿Puede ser 
justo igualar las contribuciones de un pais 
rico, comercial é industrioso, como la Gran 
Bretaña, con las de otro pobre, atrasado y de 
industrias apenas nacientes como el Perú'? Pe- 
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ro todavía es mas fuerte la contribución de- 
cretada para este, porque principia la serie por 
diez centavos, cuando no llega á dos en Ingla- 
terra . 

Antes de haber principiado á cobrarse el im- 
puesto del timbre, el Secretario de Hacienda 
lia alterado las disposiciones de los artículos 
3.^ y 5s de su decreto, porque ha conocido sus 
defectos y que era demasiado gravosa la cuota 
aplicada á las tres letras de cambio. Si la voz 
pública hubiese podido pronunciarse con entera 
libertad, y no solamente en los círculos priva- 
dos, habria ciertamente modificado, derogado 
6 suprimido una gran parte de su abrumado- 
ra lejislacion fiscal. Es regular que lo sea, cuan- 
do las Cámaras revisen los actos del Gobierno 
provisorio. 

Los decretos posteriormente dictados sobre 
timbre, son el de Julio 1.° estendiéndolo á las 
pólizas y manifiestos de Aduana; el que orde- 
na, con fecha 3 que en vez de la estampilla de 
20 centavos de sol de que habla él artículo 3.^ se 
fabrique de 25: y otro de la misma fecha 
cuyo tenor, después de su nu.eva corrección, es 
el siguiente: 

«Lima Julio 3 de 1866. 

«Teniendo en consideración: 1.^ que las le- 
tras jiradas en el territorio de la República se 
extienden por duplicado ó triplicado: 2. *> que 
la cuota impuesta á ellas por el parágrafo 
2.^ del artículo 5.^ del decreto de 17 de Enero 
de este año, que establece la contribución de 
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timbre, es demasiado gravosa^ aplicada á los 
tres ejemplares de una letra, y que el excep- 
tuar de ella al duplicado y triplicado podría 
dar origen á que se defraudasen los derechos 
fiscales, se resuelve: 

«Las letras de cambio, giradas ó pagaderas en 
el territorio de la República hasta diez mil so- 
les (10,000 s.), pagarán por contribución de 
timbre diez centavos por cada quinientos so- 
les ó fracción de quinientos soles; y de diez 
mil soles ( 10,000 S. ) en adelante , paga- 
rán dos soles y ademas diez centavos de sol 
por cada mil soles, ó fracción de mil soles, en 
que excedan á la suma de diez mil soles; que- 
dando con esto modificado el párrafo 2.^ del 
articulo 5.° del decreto de 17 de Enero del 
presente año. — Rúbrica de S. E. — Pardo.ixí 

Si se meditase seriamente y con la deten- 
ción que merecen negocios tan arduos, compli- 
cados y difícileSjComo son los que tienden á gra- 
var á los pueblos con nuevas, duplicadas y 
desconocidas contribuciones , ciertamente no 
habría necesidad de poner remiendos ó hacer 
correcciones en una obra ó reforma antes de 
ponerla en práctica. Esas correcciones espon- 
táneas, si prueban docilidad, sirven también 
para acreditar que en su elaboración no se pu- 
so la debida atención para evitar errores. 

Ya que en el Perú se dicta leyes y se impo- 
ne contribuciones por imitación servil de lo 
que se hace en otras naciones, seria necesario 
que los lejisladores buscasen bueiios y mejores 
modelos, teniendo siempre á la vista el pue- 
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blo á quien gobiernan, el estado de su riqueza, 
de su industria y comercio. No adoptemos á la 
Francia como modelo de buena y liberal ad- 
ministración; en ella es general el clamor con- 
tra el impuesto de registro á mas de otras cau- 
sas, por las estorsiones de los recaudadores y 
por los abusos frecuentes nacidos de la falta 
de exactitud y claridad en su lejislacion fiscal, 
que el Secretario de Hacienda califica de 'per^ 
fecta. [f] 

En Holanda las letras de cambio y otros do- 
cumentos comerciales no estaban sujetos al im- 
puesto del timbre, ni éste se levanta en propor- 
ción de la materia en que se versa, como lo 
dispone el decreto que examinamos. [*] 

«En la Gran Bretaña la contribución de los 
sellos es mas 6 menos, no tanto en proporción 
al valor de la- propiedad que se transfiriere, 
puesto que, un papel de sello de á media coro- 
na es suficiente para un contrato, en que se 
verse una suma la mas considerable de dinero, 
como á la especie ó naturaleza del negocio. 
El mayor no excede de seis libras sobre cada 
sello, ó pliego de papel ó pergamino sellado; y 
este impuesto recae principalmente sobre las 
concesiones ó títulos reales de la corona, y 
sobre ciertos expedientes judiciales,sin atender 
al valor preciso de la cosa en que recae. « No hay 
en la Grran Brelaña impuesto alguno sobre re- 
gistros de contratos, ni otros escritos, fuera de 
los emolumentos ó derechos que corresponden 

(f ) Sinith — Iliqueza de las naciones — edición de Madrid 
1794 con notas é ilustraciones —Lib. V cap. 2. 
(*) Smith — Lib y cap. citados. 
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á los oficiales de los registros mismos, ios cua- 
les no son mas que una razonable recompen- 
sa de su trabajo, en que no percibe parte al- 
guna la corona.» (§) 

Comprendemos, que siguiendo la docirina 
de una ciencia, atrasada se impongan dere- 
chos de detracción á los capitales que salen del 
territorio, porque se supone, que su salida es 
una pérdida paraelEstado,elque tiene derecho 
á una indemnización, como si esos capitales no 
hubiesen sido <;ambiados por otros. Pero gra- 
var los capitales, que circulan en el interior y 
se trasportan por medio de letras de cambio^ 
equivale á gravar el dinero que se trasportase 
por medio de acémilas, ó á lomo de muía, de 
un lugar á otro. No hay mas diferencia que la 
facilidad que proporcionan las letras, sin que 
en ello se sienta la acción del Gobierno, como 
en la compostura y reparación de caminos. 
Según el principio del Secretario de Hacienda, 
á las barras debería también ponérseles timbre^ 
y á las muías, que conducen caudales ó plata 
amonedada. 

Las letras de cambio no representan mas 
que un caudal trasladado de un lugar á otro, y 
no siempre una trasmisión de dominio. La poca, 
ó casi ninguna relación y cambio de negocios 
que se nota entre los pueblos del Perú, su limi 
tado comercio, sus malos y aun peligrosos ca ' 
minos, las lluvias, las nieves y sobretodo sus 
largas, desiertas é inseguras travesias, todo 

xicoñsejaba no restrinjir, sino facilitar y ensan- 

I I • ■ - .- . III . I ■■II 

(§) Y el rniímo Smith loe cit. 
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char Id conunicacion pronta y libre de log cam* 
bios. Muchas familias de los pueblos del Nor- 
te, Centro y Sur de la República avecindadas 
en Lima, y (jue viven de rentas, que de aquellas 
partes les vienen, no tienen otro arbitrio para 
trasportarlas, que el empleo de letras. Sujetar- 
las pues al impuesto del timbré^ es cobrar una 
contribución mas sobre rentas que ya las paga- 
ron de varios modos, en las diversas y varia- 
das evoluciones de la industria, de la agricul- 
tura V del comercio. 

«No será admitido en juicio ni fuera de él, 
dice el articulo 8^, el documento, que sujeto al 
timbre que ordena este decreto, no lo lleve en 
forma y en la proporción que él prescribe, sal- 
vo el caso de probarse que en el lugar donde 
se extendió el documento no habia timbre, lo 
que se espresará en el mismo documento». 

Es notable este articulo, ya por la temeri- 
dad é injusticia que entraña, y ya porque se po- 
ne en suversion todas las leyes civiles referen- 
tes á la santidad de los contratos. Estos, según 
ellas, quedan vij entes, aunque sean nulos los 
instrumentos en que se estipulan. Los instru- 
mentos están divididos en solemnes ó perfec- 
tos, y los Códigos aprecian el mérito de cada 
uno. Anular, pues, un contrato y hasta negar 
la admisión del documento, que lo comprueba, 
en juicio y fuera de él, por la falta de un re- 
quisito subsanable, es destruir la buena fe y 
la facilidad que las leyes deben prestar en las 
transacciones. Ellas declaran obligado á un 
hombre que de cualquier modo apareciere obli- 
gado á otro; mas el decreto destruye toda con- 
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ñanza y toda seguridad, dejando á la sociedad 
envuelta en confusiones y litigios. Los regla- 
mentos fiscales deben limitarse única y esclü- 
sivamente á asegurar los derechos del Estado, 
dejando subsistentes las leyes civiles y á los 
jueces y fiscales el cuidado de hacerlas cumplir. 
Ambas cosas, ni son inconciliables, ni difíciles 
de realizarse. Lo único que sucederá es, que 
el acreedor burlado ocurra á otros medios dis- 
pendiosos, que por mucho que sutilizo un Mi- 
nistro no podrá quitarle. Cuando una puerta 
se cierra, se abre otra, 6 se autoriza para que 
se abran las ventanas. 

Lá excepción que contiene el artículo 8.^ lle- 
va el germen de un litijio. Se deja á salvo el 
derecho de probar la no existencia del timbre; 
esto solo basta para dar origen á una articula- 
ción justa ó maliciosa. 

Si el Secretario de Hacienda estubiera mas 
instruido en la lejislacion peruana, que tanto 
ha estropeado, ó si hubiese consultado á per- 
sonas versadas en ella, habría llegado á saber 
lo que dispone con tanto tino y acierto para 
que ni el fisco ni los particulares sean defrauda- 
dos. Bastábale leer el artículo 860 del Código 
de Enjuiciamientas que dice— «Las obligacio- 
nes son válidas, aunque no estén en el papel 
sellado correspondiente, pero no son admiti- 
das al reconocimiento , sin que se reintegre 
el doble valor del papel.» «Éste reintegro se 
hará, adjuntando en papel sellado correspon- 
diente á la naturaleza del documento, doble 
número de pliegos de los que se han invertido 
en el documento simple: el actuario pondrá en 
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el centro de cada foja del papel sellado, una 
diligencia en que conste haberse exhibido en 
blanco, para que quedasen reintegrados los de- 
rechos fiscales». 

Aplicando el Secretario estas disposiciones ' 
al uso del timbre, habria ahorrado siquiera 
uno de los muchos errores que su decreto con- 
tiene. ¿Por qué no armonizar la lejislacion 
pavria en todos sus ramos y darle unidad y 
concierto? No era esto mas fácil que introducir 
en el Perú sin raeJiíacion las leyes de Francia 
6 de Bélgica? El primer cuidado de todo lejis- 
lador consisíeen obrar conforme á, la índole, 
carác'er, hábuos, costumbres y aun clima de 
cada país, como ha enseñado el profundo Mon- 
tesquíeu. 

Tampoco se ha tenido presente las modifica- 
ciones que ha sufrido la lejislacion francesa en 
este punto, en las que se ha cuidado mucho de 
que los contratos no sean eludidos ó anulados 
por defecto de una formalidad extrínseca como 
la del timbre. 

«El artículo 11 de la ley francesa de 1790 
dispone, que una pieaa no registrada no pue- 
de ser admitida por los tribunales, so pena de 
nulidad del juicio^ nulidad que es declarada en 
el interés de la ley y no de las partes. 

«Los jueces son responsables de los derechos 
de aquellos actos no registrados, que sirvan 
de base á sus decisiones. 
^ «A pesar del rigor de las anteriores dispo- 
siciones, se puede presentar á la audiencia ac- 
tos ó títulos no registrados, con tal que de ello 
se haga mención en el juicio, bien do oficio ó 
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bien á instancia del ministerio fiscal, á fin de 
que los encargados de la administración pue- 
dan exijir ó percibir el derecho doble, cuando 
se registre el juzgamiento intervenido. Ley de 
28 de Abril de 816, articulo 57 y circular mi- 
nisterial de 25 de Mayo de 1834.7 J) 

«Todas las contravenciones á las leyes sobre 
timbre deben ser perseguidas por la adminis- 
tración de registro, y llevadas ante el Tribunal 
dvilú^l distrito, donde han sido autorizadas. 
De suerte, que si los hechos que constituyen 
semejantes contravenciones llegasen- á conoci- 
miento del ministerio público, debe limitarse 
á informar de ello, por escrito^ al agente supe- 
rior, ú otro de esta administraccioii que residíi 
en el distrito del Tribunal. En estas circuns- 
tancias el ministerio público hace de parte 
conjunta, siguiendo en el procedimiento las for- 
mas establecidas. Asi han quedado abroga- 
das LAS DisPOSicioi^ES especiales de las leyes 
anteriores, relativas al procedimiento en materia 
del timbre. 

«Siempre, que un titulo desnudo de la for- 
malidad del timbre es presentado ó alegado én 
una contestación judicial, el ministerio público 
debe requerir por el interés de la ley y del Te- 
soro, que antes de hacerse jnsticia á las partes^ 
sean obligadas áhacer timbrar y hacerlo constar así. 
Circular minist.Q de Marzo de 1815. Sin embar- 
go, se puede presentar actos no timbrados en el 
curso de una instancia, pero entonces debe ha- 



[{] Massabiau — du Ministcre publique — Lib. III, cap. 16 
fljec. 12. 
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cerse mención de ello, para facilitar la percep- 
ción del derecho descuidado ú omitido. Para 
impedir los fraudes y abusos en materia de 
timbre, y para evitar los perjuicios que pudie- 
ran resultar á la renta pública y á los intereses 
fiscales, se han dictado muchas medidas y to- 
mado varias precauciones &. (*) 

Por la anterior esposicion de la lejislacion 
francesa en su parte mas odiosa y rechazada, 
se verá sin embargo, que ella no contiene las 
penas, prohibiciones y nulidades de que se ha- 
lla tan abundante aplicación en los decretos 
expedidos por el Secretario de hacienda. Las 
leyes francesas van solo en persecución del 
impuesto, y dejan expeditas las acciones civi- 
les, luego que el interés fiscal ha sido satisfe- 
cho, (f ) Iguales disposiciones se encuentran en 
las leyes del Perú sobre uso y aplicación del 
papel sellado, como lo decimos en otro lugar. 



[*] Massabiau id. cap. 34 Timbre. 

[f] Loií autores del DlQGlO^hVLlO DE COMERCIO hablando 
sobre la multa por falta del timbre dicen: Estas prenrripcio 
nes 90 tienen otro objeto qiM aumentar las rentas del Estado' 
JjOS lejisladores han encontrando la sanción en la midtai Aart 
wdenado,que todo documento presentado tf7i juicio^ sen. timbrar 
do: y han impitesto una multa á los que no empleasen pnrpel 
oficial d timbrado. Por lo demás, las leyes en ulngnna manera 
pueden herir á los contratos nales ó legítimos jf jamás deS' 
trvi/en las convenciones admitidas, la multa en todo casto se re- 
duce siempre y forzosamente d im valor mínimo en compara^ 
clon de la síima que representa un papel no timbrado. Sf^ 
puede afirmar ^qne al presente la m/isa de billetes no (tml/rados 
^ue circula y es cinco veces mayor^quela de los billetes timbra- 
dos. — V. la palabra Amende. 
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No nos canBarémos da reDetir, que el sistema 
lejislativo que se funda en la simple imitación 
ó traducción de las leyes de una nación, para 
implantarlas en otra, aun sin cambiarles el ro- 
paje, no es ni puede ser acertado, ni muy satis- 
factorio para el pueblo, que se vé obligado á re- 
cibirlas y soportar sus consecuencias . Hay 
ciertamente en ello mucho que ofende el amor 
propio nacional. 

Por resoluciones de 11 y 20 de Agosto se han 
hecho varias aclaraciones al decreto sobre tim- 
bre. Por iRprimera se resuelve,que los boletosde 
pasaje por mar están sujetos á él; recogiéndose 
por los capitanes de puerto los que no lo lleva- 
sen,para exijir la responsabilidad de quien con- 
venga. Lo que importa imponer una nueva 
traba al tráfico y comercio. Por la segunda re- 
solución de 20 de Agosto se hacen diez y ocho 
declaraciones, absolviendo varias consultas so- 
bre uso y aplicación de los timbres. Asi, es, 
que se ha formado ya un código complicado so- 
bre la materia, lo que sirve para manifestar 
cuantos afanes cuesta nacionalizar en el Perú 
esta invención ingeniosa de la Francia. Apesar, 
pues, de tales aclaraciones, que solo tienden á 
asegurar el cobro del impuesto, no se ha hecho 
ninguna que salve la validez del contrato y 
evite el fraude entre particulares. La lejisla- 
cion española sobre contribuciones es una de 
las mas torpes y viciosas, porque todo lo sa- 
crificaba al interés fiscal, y no era ya posible 
sospechar siquiera que encontrase imitadores. 
Ante la suprema razón de sacrificar el día de 
hoy al de mañana^ y oprimir con gabelas la ge- 
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ñeracion actual, para conservar á una ingrata 
posteridad los ricos tesoros que el Perú posee 
en las islas del Imano, es lógico lejislar en el 
sentido que se hace y separarse de todos los 
principios económicos y sociales. 

En el pago de esta odiosa y desigual impo- 
sición resultan mas gravados los que viven de 
rentas exiguas, que los que cuentan con mayo- 
res y mas crecidas. Por diez, ciento y mil soles 
que se reciban, sedebe usar timbre de diez cen- 
tavos. Un propietario que haya constituido su 
renta sobre cinco tiendas ó habitaciones, que 
separa de su casa dará cinco recibos al mes 
Supongamos que cada uno sea de diez soles] pa- 
pagará cincuenta centavos al mes — seiscientos al 
año — Otro que sea dueño de una gran casa ú 
hotel, que le produzca 250 soles mensuales, pa- 
gará diez centavos al mes ó ciento veinte al año, 
resultando, que mas gravadoqueda el que vive 
de una renta de 600, que el que tiene una de 
3,000. En el primer caso se encuentran la Be- 
neficencia y otros establecimientos de instruc- 
ción, que perciben pequeñas mensualidades. 
Las leyes que exijian papel sellado para la so- 
lemnidad de losdocumentos, establecian como 
primer término de su j)rogresion la cantidad 
de cincuenta pesos. Cuando se adopta el impues- 
to proffresho, es inevitable incurrir en errores 
y en injusticias. «La proporcionalidad es un 
principio, pero la progresión es una odiosa ar- 
bitrariedad. Los gastos de la protección social 
representan un décimo de la renta total? — pues 
bien sea igual para todos; lo comprendo. En 
una compañía el capital está dividido por ac- 
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ciones:\si es necesaria una entrega de fondos 
por acción, se paga por cada acción igual suma, 
sea que se tenga mas ó menos. Exijir al uno 
el décimo, al otro el quinto, ó el tercio, es una 
pura arbitrariedad: repito que es un despojo. 
JNada mas justo que el impuesto proporcional: 
en esto percibo un principio: pero hacer pagar 
mas al uno que al otro, es una arbitrariedad 

que repugna Yo pido bondad, bondad 

perfecta para el pobre y solamente justicia para 
el rico: pero, al fin justicia. Seguramente es 
virtud amar al pobre, pero no lo es aborrecer 
al rico)).(f) ¿Si estas observaciones son conclu- 
yen'tes, cuando se trata de no gravar mas al 
rico con una progresión caprichosa, cuanto ma- 
yor lo serán cuando se trata de que no sea mas 
gravado el indigente ó de escasa fortuna? 

Esta contribución se cobra sobre el capital y 
lo disminuye de una manera terrible é inevi- 
table, cayendo como Carón en el momento pre- 
ciso, en que la necesidad del que recibe un di- 
nero no le deja otro recurso que ceder y pagar* 

Todavía hay algo mas grave en la parte del 
decreto, que contiene la sanción penal. 

«Art. 9.^ Sin perjuicio de lo prevenido en el 
articulo anterior, y salvo el caso en él indicado, 
las personas que firmen un documento sujeto á 
la contribución de timbre, 6in pegarle los que 
correspondan y escribir sobre ellos su firma ó 
el encabezamiento de un instrumento público, 
serán castigados con una multa de cincuenta 
soles, si el fraude al fisco fuese menor de un 



(f ) Del impuesto por Mr. Thiers cap. 3. 
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sol; y si el fraude fuese de mas de uit sol, se 
impondrá la multa de cincuenta soles, con mas 
veinte veces el valor de dicho fraude.» 

«Dicha multa corresponderá al denuncianfe, 
y esta pena será aplicada, sin perjuicio de la 
que el Código penal impone al defraudador de 
las rentas fiscales.» 

«Quedan sujetos á las mismas penas, y ade- 
mas á la de suspensión, ípso /acto, por un año, 
los escribanos que otorguen instrumentos pú- 
blicos con infracción de este decreto.» 

¡Qué lujo, qué aparato y mulplicacion de pe- 
nas para castigar un solo delito! Cuanto rigor! 
multas pecuniarias, suspensión de oficio ipso 
facto^sin previo juzgamiento y audiencia yhasta 
premio al denimciantelll Una ley que se exhibe 
con tanto estrépito y de una manera tan amena- 
zante y sin atender ningún género de dere- 
chos y garantías, revela la poca confianza que 
tiene su autor en que sea aceptada y lealmente 
obedecida por los contribuyentes, á quienes 
es preciso infundir el terror para obligarlos á 
su obedecimiento. Las penas deben ser pro- 
porcionadas á los delitos, y las correcciones á 
las faltas. Para que ambas sean justas, deben 
ademas ser indispensables, las mas pequeñas 
y suaves, según las circunstancias, pues de 
otro modo son ineficaces, y solo producen la 
impunidad. 

La defraudación , tal cual se califica en el 
decreto, no es el delito que reconocen las dis- 
posiciones del Código penal: es solamente una 
omisión, no un fraude, que tiene medio fácil de 
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reparación. Una multa proporción al,ó del doble 
bastaría para castigar al omiso ó negligente. 
El que obtiene un documento de crédito á su 
favor, cuida siempre de asegurar el resultado: 
el doloso obra de un modo contrario. Por con- 
siguientl^ el acreedor, á quien la ley considera 
inocente y de buena fé, será el que sufra los re- 
sultados y el castigo de su descuido ó de la 
malicia de otro, después de quedar burlado, si- 
guiéndose el tenor del decreto. Si el Secretario 
quería darle vigor, no necesitaba ocurrir á la 
creación desacordada de nuevas penas: le bas- 
taba reencragar el cumplimiento délas muchas 
leyes y decretos que tenemos para reprimir las 
defraudaciones. Si las lia creído ineficaces, en- 
tonces el remedio era otro. Al interés de eludir 
el impuesto, debe oponerse la facilidad de pa- 
garlo, y de hacer por la moderación de la taza, 
inútil el contrabando. «Este, dice Becaria^ nace 
de la misma ley que lo prohibe,porque la venta- 
j aquehay en eximirse del pago del impuesto cre- 
ce en razón del impuesto que éste recibe». Léase 
en el Diccionario de Lejislacion peruana el artícu- 
lo Alcabala^ y se encontrará en él cuanto podía 
necesitarse al objeto de que sean salvados y de- 
fendidos los derechos del fisco. Pero los me- 
dios que ha adoptado el Secretario de Hacien- 
da no producirán el resultado que se ha soñado 
obtener, siguiendo una senda escabrosa^ ar- 
riesgada y difícil. 

El Código Penal impone suspensión de ofi- 
cio de tres á seis meses al juez prevaricador: al 
empleado público, que abiertamente desobe- 
dezca las órdenes superiores: y al que estando 
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encargado de conservar el orden público, y te- 
niendo conocimiento del delito que se proyecte, 
no impide su perpetración librando las órde- 
nes necesarias. Todos estos delitos son graves; 
pues mayor es todavia,segun el decreto, no po- 
ner en un instrumento el timbre respectivo, 
porque el Escribano que lo omitiere, sufrirá la 
pena de suspensión ipso fado por doce meses. 

Dígasenos — ¿bay proporción entre el de- 
lito y la pena? Muy estendidos y conocidos 
de todos son ya los principios de la lejisla- 
cion penal, para que sea necesario estendernos 
mas en estas y otras semejantes reflexiones,que 
á cada paso ofrecen los decretos, que son el 
asunto de este discurso. 

bi en la aplicación de la pena por un acto, 
que la sociedad no considera punible, no se han 
seguido los principios de la lejislacion penal, 
menos se han observado en el empleo del medio 
adoptado para su descubrimiento — el premio 
al denunciante. Los j urisconsultos y moralistas 
vacilan mucho en decidir, si loslejisladores de- 
ban emplearlo. 

La denuncia lleva siempre consigo una des- 
lealtad, una pasión innoble, la venganza, ó la 
codicia. Premiar la delación, es confesar, que 
no se tiene fé en la fuerza moral de las leyes, 
y que hay algo en ellas de irregular y vicioso. 
«Si se pregunta, dice Becária, porque no incur- 
re el contrabandista en la nota de infamia, 
responderé, que la indignación j)ública solo 
recae sobre aquellos delitos en que cada parti- 
cular cree que puede ser ofendido personal- 
monte; y el contrabando no se halla en este 



—125— 

caso. Como las consecuencias remotas hacen 
una impresión muy débil en los hombres, no 
advierten éstos el mal que puede resultarles 
del cont;rabando, del cual sacan muchas veces 
una utilidad presente. Solo ven el perjuicio 
causado al Príncipe y rio tienen una razón tan 
poderosa para privar de su estiifiacion al reo, 
como para negársela al ladrón, al falsario, en 
una palabra, á cualquiera que ejecuta una ac- 
ción que puede perjudicar á ellos mismos. Es- 
te modo de ver las cosas, es una consecuencia 
necesaria del principio incontestable, de que so- 
lo hacen impresión en un ser sencible los ma- 
les de que tiene conocimiento». 

Por el contrario la sociedad siempre repele 
como infame á todo delator ó denunciante; mi- 
ra su oficio como vil, y el premio que recibe 
como la marca de su ignominia. Los primeros 
Césares señalaron premios á los denunciantes 
de herencias, de que debian sacar provecho. 
Koma se vio llena de ellos y atormentada por 
sus denuncias, hasta que el virtuoso Trajano 
los mandó arrojar, entregándolos á la furia de 
los vientos y de las olas, en medio del regocijo 
público. Dotando la nación defensores que vi- 
jilen y reclamen sus derechos, á ellos debió 
dejarse ese cuidado, ya que en el curso de los 
negocios y en la prosecución de las demandas, 
juicios y reclamaciones, á que son destinados 
los documentos públicos ó privados, no pue- 
den escaparse á su solicitud las omisiones ó 
fraudes que en ellos se notaren. Esto lo ense- 
ña la esperiencia diaria y lo aconsejaba la pru- 
dencia. Pero en el modo que está redactado el 
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decreto se hacen palpables las inquietudes de 
su autor, pues no confiaba ni en el celo de los 
funcionarios públicos, ni en la obediencia de los 
ciudadanos, sino solamente en el cebo diel lucro 
ofrecido á los delatores. 

El último articulo del decreto suprime la 
contribución de alcabala en las ventas, y el 
papel sellado para usos mercantiles, dejándolo 
subsistente para expedientes judiciales ó ad- 
ministrativos, registros, certificados, testimo- 
nios y demás actos de escribanos públicos. La 
distinción entre los usos mercantiles y demás 
actos judiciales es tan difícil de determinarse, 
que habrá para ello frecuentes disputas. Aho- 
ra mismo la cuestión del fuero oft'ece conti- 
nuas controversias para discernir los negocios 
mercantiles de los ordinarios y comunes. De 
modo, que para evitarlas, preferirán los liti- 
gantes emplear el papel sellado y el timbre' 
pagando una contribución doble para el ejer- 
cicio de un derecho. Tampoco encontramos la 
razón de la desigualdad entre usos mercanti- 
les y comunes; y si es justo, que los unos que- 
den libertados del gasto del papel sellado, no 
hay razón para que los otros no lo sean, porque 
ante la ley todos deben ser iguales. Por últi- 
mo,, es injusto imponer tantas y tan víu'iadas 
gabelas sobre un mismo ramo. Se pagarán por 
el timbre, por el papel en que se redacta un 
documento, un testamento, un inventario, y 
ademas por el contenido y valor de los bienes 
inventariados y por las herencias. Esto es suti- 
lizar demasiado, para gravar á unos pueblos, á 
quienes la providencia ha prodigado sus teso- 
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ros para que vivan deshaogados y felices. El 
propósito del Secretario de hacienda, de sacri- 
ficar el presente al futuro, le conduce necesa- 
riamente á errores lamentables. ¿Cuál ha si- 
do la suerte de los grandes tesoros acumulados 
por los Reyes, Emperadores y Repiiblicas, que 
han incurrido en semejante manía? La historia 
responde á esta pregunta, principalmente en 
el imperio griego antes de la conquista de Cons- 
tantinopla por los Turcos. 

«El derecho máximo que se cobra sobro tran- 
sacciones mercan tileSjdice el Secretario de Ha- 
cienda,que son de frecuente renovación, es el de 
dos por ciento, igual al derecho de alcabala.» 
Pero si se registra las leyes del caso se verá, 
qne aunque hijas del gobierno español, el mas 
atrasado y retrógrado y que jamás tuvo otro 
interés que el fiscal, nunca se estendieron á 
tanto siendo así que no todos los artículos, tras- 
misibles, ó transacciones estaban' sujetos á la 
gabela de alcabala. 

Ll artículo dice, queda suprimida la contribu- 
ción de alcabala de ventas... Cualquiera creería 
al leer este solo artículo que dicha contribu- 
ción quedaba abolida, anulada y borrada de la 
larga lista de los impuestos: pero no es así. El 
derecho de alcabala era de dos por ciento sobre 
el valor intnueble vendido: estaban exceptua- 
dos de su pago los coherederos para igualación 
de herencias, y otros casos. El que la pagaba 
tenia que oblarla en la oficina fiscal y sin su 
certificado ni se daba testimonio del documen- 
to, ni era admitido en juicio. Los colectores lio 
sacaban ningún premio para sí, como ahora lo 
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hacen los nuevamente nombrados. El artículo 

5.^ párrafo 6.^ dice — en la compra vent^a 

dos por ciento. Cuál es entonces la contribución 
suprimida, cuando parece aumentada con daño 
del pueblo y del fisco? Queríase acaso dejar 
unas y otras? La ley debe ser seria y circuns- 
pecta, no emplear retruécanos ni nada que pa- 
rezca burlar al público. 

Varios autores han referido,que Nerón habia 
tamdien suprimido el impuesto de 4 p§ de los 
siervos que se vendían; sin embargo, habia 
mandado solamente, que el vendedor lo pa- 
gara y no el comprador: esta disposición im- 
perial dejaba sin embargo subsistente la alca- 
bala suprimida al parecer, (f ) Pero al menos 
habia una variación esencial y quizá favorable 
al siervo. 

Si el Secretario de hacienda hubiese suprimí- 
mido por entero la alcabala de enajenaciones, 
habría hecho un acto de alta justicia y de mo- 
ralidad, haciendo desaparecer ese género de 
espoliacion nacido en los tiempos feudales con 
el nombre de temporal, y sostenido después 
por la codicia de los reyes. Hay razón alguna 
para que el Estado arrebate una parte del capi- 
tal trasmisible, solo porque puede arrancarlo? 
Es ó no sagrado la propiedad? Jjós economis- 
tas esp£*ñoles y estranjeros han clamado vigo- 
rosamente contra esta exacción, v atribuido al 
cobro de alcabalas el atraso de la España. Va- 
lencia y Cataluña no sufrieron, según ellos, 
tanta decadencia en su industria así agrícola 



(t) Tácito Uh. 13 Annali 



—1^9— 

como fabril, sino porque tubieroa la felicidad 
de no ser comprendidos en este impuesto fatal. 
Cosa dolorosa! cuando el agricultor fatigado y 
lleno de desengaños, porque sus afanes y su-» 
dores nada le han producido, se vé obligado á 
buscar otra ocupación para sacar su subsisten- 
cia, abandonando su ingrata herencia, enton- 
ces viene el alcabalero á mermarle todavía mas 
el bastante ya rebajado capital que ha salvado. 

Dígase cuanto se quiera citándosenos los ej em- 
plos de otros países para imponer contribu- 
ciones, no por eso será justa ni tolerable su 
introducción en el Perú, y menos cuando la 
compensación no es igual. También debería re- 
cordarse, que la publicación del acta eohre tim- 
bre del Parlamento de 1764, en que estaba Tepre- 
sentado el pueblo inglés, exitó un vivo descon- 
tento en las provincias del norte de Inglaterra: 
y que publicada esa acta en sus colonias dio 
lugar á las primeras turbaciones en la Ameri- 
ca del Norte. 

Concluiremos este enojoso examen del nue- 
vo impuesto de timbres con las siguientes pa- 
labras del acreditado economista J. B.Say. 

«Hay, dice, quienes presentan planes de ha- 
cienda y proponen medios para enriquecer al 
príncipe sin gravar á los subditos. Pero áme- 
nos que estos proyectos no comprendan algún 
género nuevo de industria, no pueden dar al 
txobierno sino lo que quitan á los particulares, 
ó al naismo gobierno bajo otra forma; porque 
de nada^ nada se hace: y por mas que se disfra- 
ce una operación, por mas vueltas que se les dé 

á los valores ,por mas que se les transforme, 

17 
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jamás se tendrá uno nuevo, si no se crea, ó se 
toma do otra parte. No hay mejor plan de rentas 
que gastar poco^ ni mejor impuesto que el mas 
pequeño.y> 



Tomando el Secretaria de Hacienda por mo" 
délo la legislación francesa, que considera per' 
fectn, ha gravado las succesiones con un fuert© 
y desconocido impuesto en el Perú. Por el ar- 
ticulo I"", del decreto del 17 de Enero de 1866 
las personas, que según el Código Civil, adquie- 
ran bienes muebles ó inmuebles por testamento 
ó ab-intestato, deben al fisco sobre el valor libre 
de la herencia ó legado la siguiente contribu- 
ción.— Los herederos forzosos y cónyuge super- 
viviente el uno por ciento — los colaterales has- 
ta el cuarto grado el cuatro por ciento — los es- 
traños el ocho por ciento. 

Nada nos parece mas contrario á los prin- 
cipios de equidad, que la ingerencia y partici- 
pación que se han tomado los gobiernos en las 
herencias y succesiones hereditarias, disputan- 
do y partiendo con los hijos pobres ó ricos, el 
caudal acumulado por los padres en largos años 
de privaciones y de trabajos. Augusto ^-ps-ra, pro- 
veer de recursos el agotado tesoro del imperio 
dio la ley Julia, estableciendo la vigésima here- 
ditaria [5 p^] sobre las succesiones, mandas y 
donaciones por causa de muerte, pero excep- 
tuando las dejadas á los parientes mas próxi- 
mos y á los padres, que eran consideradas co- 
mo causas piadosas. Para que el odio del pue- 
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blo por esta nueva contribución no recayese 
sobre él, fingió que asi lo habia dejado escrito 
Julio César en sus comentarios y testamento. 

CaUgula anuló los testamentos otorgados 
desde el tiempo de Tiberio, en que ni éste ni 
él aparecían instituidos. El alarma que esto 
produjo, hizo que los desconocidos le diesen 
parte en los bienes que dejaban, instituyéndole 
heredero en el número de sus amigos y los pa- 
rientes en el de sus consanguíneos. 

^i^ro/i introdujo en el sistema de impuestos, 
hasta, entonces inicuo y bárbaro, reformas y 
mejoras, que dejarían avergonzados aun á los 
gobiernos modernos. Se resolvió á suprimir 
todos los impuestos, para hacer este hermozo 
presente al género humano: pero el Senado le 
disuadió, porque el imperio no podía subsistir 
sin rentas. Dio entonces un edicto ordenando; 
(cque se publicasen los reglamentos de aduanas 
que hasta entonces se hablan mantenido secre- 
tos, y que lo que no hubiese sido recaudado 
dentro del año, no se pudiese pedir después: 
que en Koma el Pretor y en las provincias los 
Pro-pretores ó Procónsules pudiesen conocer 
sumariamente de las quejas que se diesen con- 
tra los colectores: que se conservase la exenciou 
á los soldados, salvo en negocios mercantiles; 
las cuales cosas, observadas poco tiempo, fue- 
ron olvidadas, como se olvida todo lo favora- 
ble al pueblo. Sin embargo subsistió la aboli- 
ción del cuarenteno y cincuenteno y de otras 
gabelas semejantes: ordenóse, que no se consi- 
derase como capital de los comerciantes el va- 
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lor de las naves con que contratasen, y que por 
ella.s no pggascn ningún tributo. (*) 

Diomiciano rehusó aceptar las herencias de 
los testadores, que tenian hijos, conociendo sin 
duda la temeridad de semejantes edictos. (§) 

Posteriormente ordenó Nerva^ que de las he- 
rencias de padres á hijos, ó viceversa, no se co- 
brase la vigésima sino cuando los hijos hubie- 
sen salido ya de la patria potestad. Tr ajano 
reformó estas leyes, disponiendo, que ni el hi- 
jo pagase nada por la herencia del padre, ni 
éste por la de aquel, estuviese ó no bajo la pa- 
tria potestad, «porque las lágrimas derrama- 
das sobre el sepulcro de los padres, no debian 
ser tributo del César. Posea eljyadre enteramen- 
te los^bienes del hijo y — no tenga compañero en 
la herencia, quien no le tiene en el llanto. Na- 
die llame á cuentas al padre, que ha perdido 
el hijo, ni se obligue á declarar lo que se le ha 
dejado.» Tr ajano estaba persuadido, lo mismo 
que Nerva, que habia injusticia, ultraje y casi 
impiedad en que el nombre de un colector se 
mezclara entre nombres tan respetables: que el 
impuesto no podia, sin una especie de sacrile- 
gio, interponerse en las relaciones mas sagra- 
das: en fin, que no habia renta que valiese la 
pena de hacer al padre y al hijo estraños el 
uno del otro.» [f] 

No contento Trajano, continúa Plinio, con 
haber quitado aquel tributo del primer grado, 
lo quitó también del segundo; y ordenó que los 

[*] Tacit-AnnaU Lib. 18 c»p. xT 

(§) In-V'dií Cah'fpiííc C. aS In Dhm'tlano id. cap. 8. 

£t] Panefjrínco ¿k Trajano por Plinio cap. 37, 38 y 39. 



—133- 

herederos succediesen libres á las liermanas, 
y éstas á aquellos, y el abuelo 6 la abuela, á 
los nietos, y ellos á los abuelos: que no pa- 
gase el impuesto la herencia pequeña, y sí le 
pareciese al heredero agraciado gastarla toda en 
el sepulcro y funeral del testador, no fuese mo- 
lestado por ningún juez ó censor». Viendo 
Adriano^ que esta indulgencia de Trajáno ha- 
cía ilusorio el impuesto de la vigésima^ y que 
ademas se cometían fraudes con el pretexto de 
los funerales, expidió un edicto limitando y 
tasando lo único que en ellos debía gastarse: 
también concedió plazos para la apertura de 
los testamentos: en consideración á la ausen- 
cia y distancias en que se encontraban los bie- 
nes y herederos. Pero todas estas leyes fueron 
abrogadas por Antonino Pió . Los principes 
como Nerva, Trajano y Antonino han cuidado 
mas del bien-estar de sus subditos, que de lle- 
nar las arcas nacionales oprimiéndolos. 

En los tiempos feudales era prohibido á los 
vasallos enajenar ó trasmitir los bienes sin li- 
cencia del señor y sin darle una parte del va- 
lor de la venta, ó traslación. Estas y otras 
exacciones eran dignas de aquella época, pero 
desgraciadamente dejaron huellas y ejemplos, 
que ojalá se hubieran borrado do la memoria 
de los hombres y de los Gobiernos. 

En Holanda existia también el impuesto so- 
bre succesiones; los colaterales lo pagan según 
el grado de parentesco desde el 5 hasta el 30 
p §: los cónyuges cuando son herederos pagan 
el 2: por la luctuosa el 5: pero los herederos en 
línea recta nada. La muerte del padre quita á 
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los hijos un capital, por su oficio, renta, ó in- 
dustria que ejercia. Seria, pues, un impuesto 
eí iiel y opresivo, dice A. Smith, intentar agra- 
var mas todavía aquella pérdida, quitando á 
los hijos parte de la herencia. 

La legislación española no reconocía seme- 
jante impuesto. Los testadores solo estaban 
obligados á dejar por viade limosna, una pe- 
queña suma para la restauración de cautivos y 
para los lugares de Jerusalem; las cuales por' 
disposiciones de la República quedaron refun- 
didas en la manda forzosa, que apenas era de 
cuatro pesos dos reales para los ricos, quedan- 
do exceptuados los pobres. (*) 

Lejos de ser oprimidos los herederos con 
impuestos fiscales, encontraban especial favor 
en las leyes que los exoneraban hasta del de^ 
recho de alcabala, cuando intervenía dinero 
con motivo de las igualaciones li otras causas. 

La ley de consolidación de 16 de Marzo de 
1850 fué la primera que gravó con el dos por 
ciento las herencias ó legados dejados á colate- 
rales ó estrafíos. Por el nuevo decreto se ha 
aumentado á 8 p3 la cuota; de modo que sí 
un testador deja sus bienes á sus sobrinos y 
parientes, que muy frecuentemente pasan de 
doce, el fisco tendrá mayor parte que cada le- 
gatario, y la arrancará de preferencia. ¿No es 
palpable la temeridad é injusticia de estas 
disposiciones inconsideradas? Y ¿cuánto mas 
crecerá la crueldad, si esos legatarios son niños 
huérfanos, viudas desvalidas ó personas mise- 

(*) Véase Diccionario de Ja IcgisIacioD peruana par G- 
CaJdcrcn palabra Manda forzosa. 
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rabies? ¿Cuántas veces bajo los honestos nom- 
bres de legados , donación remuneratoria y 
otras palabras parecidas, se llena obligacio- 
nes sagradas de naturaleza, se hace restitucio- 
nes y se salva otros cargos de conciencia? 
Gravando y haciendo difíciles estos deberes, 'la 
ley viene á ejercer una influencia odiosa, y á 
disminuir el pago de obligaciones cuyo desen- 
volvimiento debia protejer. Los lejisladores 
solo deben procurar el alivio délas familias y 
no contribuir á aumentar su aflicción. 

Ya que se pretende implantar en la Repú- 
blica el sistema de contribuciones del imperio 
francés, como si faltase modelos y buenos an- 
tecedentes en el Perú y en otras naciones libres; 
y ya también qne no solo se sacrifica el fré- 
sente al porvefíir^ sino también al pasado, ha- 
ciendo retrotraher los tiempos, las ideas, y las 
verdades económicas á ochenta aúos atrás, ya 
que todo se remueve para arrancar contribu- 
ciones de un pueblo favorecido por la provi- 
dencia divina, haremos nna lijera reseña del 
impuesto francés. 

El derecho de registro que se cobra allí 
por todo cambio ó traslación de propiedad, fué 
establecido por ley de 19 de i>iciembre de 
1790 en reemplazo del impuesto llamado cen- 
tieme denier ó de controle (registro) cuyos ac- 
tos anuló. En Francia, pues, no se introdujo 
una nueva contribución sobre las existentes, 
conservándolas también, sino que se hizo una 
modificación mas ó menos justa ó equitativa. 
Desde entonces las disposiciones de la ley de re- 
gistro han sido alternativamente desenvueltas, 
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ampliadas, correjidas, modificadas de nuevo en 
muchas partes, abrogadas con sus referentes 
bajo un nuevo plan y últimamente adiciona- 
das por otras de 28 de Abril de 1816 y Junio 
16 de 1824 que forman su complemento. (*) 

Como la creación de impuestos es el mas 
grave asunto para el pueblo que los sufre y 
paga, es inevitable su constante revisión y re- 
forma. Por eso las leyes sobre el registro for- 
man una pesada, sutil y opresora compilación 
en la legislación francesa, llevada hasta Di- 
ciembre de 1864 y de que se puede tener idea 
examinando la reciente publicación de Aug 
Boger — Alex Sorel titulada Codes et Lois usua- 
les — Paris 1866 iiiij). Garnier Freres. 

De esta ligera reseña resulta 1" que las cita- 
das leyes fueron dictadas por las Cámaras fran j 
cesas, como legitima representación del pueblo 
que debe contribuir, y 2^, que por espacio de 
74 años han sido el tema y constante objeto de 
la meditación, de la esperiencia, de la sabidu- 
ría y de la versación en los negocios de hacien- 
da, en que tomaron parte hombres prácticos y 
competentes. Una servil imitación hace ridícu- 
lo todo. ¿Se puede imitar á Homero, solo por- 
que sus poemas han llegado á la perfección? 

A fin de que nuestros lectores puedan for] 
marse un j uicio exacto de los vicios económi- 
cos y legales que contiene la ley francesa, so- 
bre este impuesto, y de la necesidad de dero- 
garla, reclamada y manifestada por los econo- 
mistas mas ilustrados, verdaderos jueces en el 

(*) Véase Merlin — Eepeitoro de Jurisprudencia-s-V. — 
Eiiregistremcnt [droit de]. 
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asunto , nos bastará estracíar el artículo de 
David du Gers sobre el registro ó impuesto á las 
succesiones. 

«Para todo el que haya estudiado, dice, el 
sistema de nuestro impuesto de registro, no 
habrá otro mas injusto ni mas fecundo en re- 
sultados funestos. Esta operación accidental, 
que se opera sobre el mOAimiento mismo de la 
riqueza, movimiento necesariamente irregular, 
lleva en sí mismo un principio de desigualdad: 
él es, el que menos se rescata y se compensa 
por sus resultados y el que mas directamente 
ataca ]a economía. Como se percibe en el mo- 
mento de la trasformacion ó de la trasmisión 
de los capitales, se ^paga, es verdad, con mas 
facilidad y encuentra menos resistencia, pero la 
exageración y el arrastre se hacen también 
mas temibles que en cualesquiera otra 

«Nuestra tasa se percibe mucho mas sobre lar 
desgracia, que sobre la realidad de la riqueza. 
Decidiéndose á corregir el impuesto, á pesar 
de las dificultades del tiempo, daría una bella 
cosechado resultados útiles, verdaderos y repu- 
blicanos. La ley se ocupa de las succesiones y 
donaciones en cuanto ala primera, sin eri- 
girse uno en profeta; puede predecir, que los 
fraudes,ya muy numerosos,se multiplicarán aun 
mas y que habrá mayor número de actos y de 
cosas que se sustraerán .al impuesto» 

«Una de las combinaciones, y demasiado 
atrevida del impuesto, es no hacer distinción 
entre los bienes muebles é inmuebles de una suc- 

-cesion: todos serán igualmente gravados 

pero ¿creéis que todos los legisladores antério- 
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res, sin excepción, hayan diferenciado el dere- 
cho por capricho ó por generosidad? Ellos han 
pensado que los valores moviliarioa, pudiendo 
ser mas difícilmente disimulados, convenia 
debilitar el impuesto para tentar menos al frau- 
de. Solamente cuando no pueda evitarse el in- 
ventarió, es decir, en las succesiones endeuda- 
das, ó en las pertenecientes á menores, ó em- 
bargadas , podrá percibirse íntegramente la 
tasa. Pero, siempre que se pueda, serán ocul- 
tados el dinero y los valores movibles, disfra- 
zados, desnaturalizados, ó trasmitidos con an- 
ticipación para escapar al impuesto». 

«En general no se tiene én cuenta la mala 
Influencia, que á la larga ejercen las leyes, que 
provocan á la simulación de los contratos y 
exitan los contribuyentes á la mala fé: influen- 
cia económica, influencia moral. Una ley fis- 
cal exagerada ó torpe, ó solamente intempesti- 
va, produce con frecuencia en detall sobre la 
circulación de los cai)itales el efecto de un pá- 
nico general ó de una crisis política. 

Ella pesa sobre todas las transacciones hi- 
potecarias y todas las inversiones á largo pla- 
zo: ella crea nuevas desconfianzas y desenvuel- 
ve ese espíritu de hostilidad contra el Tesoro, 
hecho endémico en Francia, y que pesa de una 
manera tan funesta sobre nuestro sistema ren- 
tístico. El hábito del fraude no solamente al- 
tera la fé debida á los contratos, sino que in- 
fluye ademas poderosamente sobre las costum- 
bres civiles y comerciales. Una tasa inconsi- 
derada compromete los mejores principios de 
la legislación, y de la jurisprudencia y cambia 
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les de la justicia". 

"Estando colocado el derecho de trasmitir 
los bienes por succesion, en ciertos casos, bajo 
el golpe de la ley, los financistas han aprove- 
chado de ello para gravar las succesiones, en- 
tre colaterales ó estraños con un derecho mas 
perfecto que las de linea recta. Esto no es muy 
rigoroso en principio, porque el legislador no 
limita la facultad de disponer, sino en linea 
directa , dejando libres las otras succesiones: 
sin embargo, esto tampoco se halla exento de 
todo ataque al derecho, de propiedad, tal cual 
le admiten las sociedades modernas, [f] 

Patentizados con todo genero de razones los 
vicios del impuesto sobre succesiones y que 
al implantarlo en el Perú han sido desconoci- 
dos los principios de equidad, los deberes de 
naturaleza, los afectos de familia y las obliga- 
ciones de conciencia, que un testador tiene que 
satisfacer antes de presentarse al juez su- 
premo ¿qué estraño es, que para el avalúo de 
la herencia, tiempo de su declaración, fac- 
ción de inventarios y tasación de los bienes se 
hayan desdeñado tambienlas leyes positivas del 
Perú? Sus Códigos tienen previsto y arreglado 
todo ese mecanismo y tramitación, pero todo ha 
sido sacrificado sin escrñpulo ante los intere- 
ses fiscales. Para realizarlos deben quedar á un 
lado esas disposiciones,nacidas de laesperiencia 
y de las inmensas dificultades, que ofrece la 
liquidación de una testamentaria. En ella se 



(f) Journal d^s Economijitfs tom. 21 — \%\^ pag. 25. 
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presentará el alcabalero como heredero privi- 
lejiado, desatendiendo toda consideración y 
ci^idándo solamente de llevarse la mas sa- 
neada parte del haber acumulado para los hi- 
jos en largos años de sudores y privaciones de 
los padres. 

El albacea dentro de treinta dias de la acep- 
tación del cargo, ó los herederos dentro de se- 
senta, después del fallecimiento de la persona 
á quien hereden, deben presentar los inventa- 
rios al receptor de contribuciones y copia del 
testamento, si lo hubiese, á fin de que com- 
pruebe su exactitud^ (constituyéndose así en 
juez revisor) liquide y recaude la contribución. 
Las herencias no declaradas en los plazos se- 
ñalados serán penadas con el doble, teniéndo- 
se en cuenta la ausencia de los herederos, el 
lugar donde existan los bienes ó hubiese falle- 
cido la persona á quiense hereda,sin que pueda 
ministrarse la posesión de la herencia ó lega- 
do, si no se presenta el certificado respectivodel 
colector, en que conste haberse pagado los de- 
rechos; es decir, de que ya el fisco heredero po- 
see lo que aún no pueden poseer los herederos 
lejitímos. 

l>a contribución mortuoria debe pagarse so- 
bre el vg^lor liquido de la herencia ó legado y el 
inventario debe presentarse dentro de los pri- 
meros sesenta dias del fallecimiento de la per- 
sona á quien se hereda, este modo de legislar 
acredita que no se ha meditada en lo que se 
mandaba. Un testamento cerrado ó de palabra 
necesita una serie de actos que es imposible 
terminar dentro de los sesenta dias señalados, 
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y lo sabe cualquiera que lijeramente conozca 
las leyes ó- haya intervenido en asuntos testa- 
mentarios. Para comprobarlos se requiere que 
sean citados todos los que tengan interés en 
la herencia, y solo la declaración judicial es la 
que determina quienes son los herederos, aun- 
que no haya contención; y nada de esto puede 
conducirse en el término señalado. 

La masa hereditaria la forman los bienes 
muebles é inmuebles, cuyo vah)r puede ser co- 
nocido; las deudas, derechos y acciones á favor 
' del difunto, que ciertamente son valores, pero 
de dudosa y tardía realización, y algunos inco- 
brables: pero todos ellos figuran en el invan- 
tario, para su legalidad y validez. Sobre todos 
elíbs, que son líquidos y conocidos, deduce el 
fisco su parte, sin tener eñ consideración si se 
hallan prescritos ó están cancelados por otros 
que conserva el deudos, si son incobrables, ó 
que para realizarlos tendrán que hacer gastos 
crecidos los heredcaos. Son líquidos y para el 
fisco son dinero, sin necesidad de emplear los 
secretos misterios de la piedra filosofal. Tam- 
poco se ha tenido en cuenta las dificultades de 
la liquidación, ni otras causas qne contaibuyen 
á retardarla. £1 fisco se ha declaraao heredero 
privilejiado, quiere ser dueño de todos los bie- 
nes que existen sobre el territorio peruano — 
¿Cómo puede comprenderse que haya Gobier- 
nos que tomen una parte de la propiedad pri- 
vada, que SQ hagan coherederos de todos, que 
partan con los hijos el pan que los padres les 
dejan, sino porque se suponen señores de vidas 
y haciendas? Un grito de indigoacion general 
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se levanta siempre contra semejantes leyes, 
— sin que baste para justificarlas el decir — 
asi sucede en Francia — asi se practica en Ru- 
sia ó en Turquia. 

Inpugnando con todas nuestras fuerzas la 
ley luctuosa, ó mortuoria, ó de succesiones^ cree- 
mos defender los derechos de la naturaleza, 
de la paternidad, de la familia y de cuanto 
existe de mas grato y de mas tocante en un 
pueblo civilizado. ¿Destruyendo los capitales 
hereditarios, y obligando á las familias á emi- 
grar á otros paises, se sacrifican solamente los 
derechos de hoy á los de mañana, ó son todos 
igualmente vulnerados? i^as herencias, que 
por las gabelas fiscales se van disminuyendo, 
¿pasan ó no á esa posteridad por la que el Se- 
cretario de Hacienda se ha declarado campeón 
y bien-hechor? Quién le hizo su representante? 

Tal es, á nuestro juicio, el cuadro que ofre- 
cen y las reflexiones que sugiere el contenido 
dfi los primeros seis articules del decreto mor- 
tumno. 

Los términos en que se hallan redactados 

V las varias cuestiones v las acumuladas dis- 

•^ ».■ 

posiciones, que dichos artículos entrañan, ofre- 
cerán sin duda multitud de pleitos y de accio- 
nes, que ocupen la atención de los colectores y 
veremos al fisco de liticfante forzoso y un i ver- 
sal en las testamentarías de todos los difuntos. 
Si el interés privado no basta para acelerar su 
terminación ¿cómo lo logrará el ministerio 
público? 

El decreto no ha derogado las complicadas 
disposiciones del derecho civil sobre herencias, 
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inventarios y partición, ni quitado la ingerencia 
que debe tener el Poder Judicial en esos nego- 
cios. Las caucas en que el Estado sea deman- 
dante ó demandado, no son y^ privilegiadas y 
sehallan sujetas al fuero común por decreto de 
29 dé Noviembre de 1865: tendrán pues que 
seguir en los asuntos testamentarios toda la 
tramitación que prescriben los Códigos según 
el espíritu de la resolución de 1^. de Febrero 
de 866 en la cuestión suscitada sobre los inven- 
tarios de D. Pedro Gr. Cándame. 

Para que se aprecie mejor lo que llevamos 
dicho y pueda comprenderse el caos y labe- 
rintos porque tienen que girar los pleitos testa- 
mentarios, copiáronos los siguientes artículos 
de los Códigos Civil y de Enjuiciamientos. ' 

Art. 7í>0 El término fara aceptar la herencia 
es de tres meses, si el heredero existe en la pro- 
vincia en que ha muerto el heredado: de cuatro 
meses, si está fuera de la provincia, pero dentro 
del departamento; de seis meses, cuando no está 
dentro del departamento, pero sí en la Repúhlica; 
y el de un año, si se halla fuera de la Bepúhlica, 

Art. 761. Dentro de los términos señalados 
para la aceptación de la herencia, deben hacerse 
y estar concluidos los inventarios de los bienes de 
ella. Si no se principiaron, ó principiados no se 
concluyeron, no goza el heredero del beneficio de 
inventario. [Código Civil] 

Art. 329. Empezará el Í7iventario luego que el 
administrador de bienes ajenos acepte el cargo. 
Si debe practicarse, d consecuencia de la muerte 
del dueño de los bienes, se comenzará, salvo el té?*- 
mino de las distancias que hubiere, dentro de un 
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visSydesde el fallecimiento del propietario^ y se con- 
cluirá en los términos señalados en el Código Civil. 
(C. de E.) 

Art 330. Si hubiese omisión en el cumplimien- 
to del artículo anterior^ cualquiera de los intere- 
sados puede pedir al juez que se verifique el inveu' 
tario. (id.) 

Sera nula toda vonta ó hipoteca de bienes raices 
heredados ó legados sino consta la erogación del de- 
recho de succesionm dice el articulo 7° del decreto 

• 

Lo ueq importa lo mismo que inflinjir al ino- 
cente una pena y hacerle responsable de un 
hecho ajeno. En ninguna legislación racional 
y ajustada á los principios de justicia ó equi- 
dad se declara nulos los contratos por falta de 
las formalidades externas ó de simple ejecu- 
ción. Su validez ó nulidad no depende de ellas, 
sino de la reunión de las condiciones y requi- 
sitos que han dictado los lejisladores, siguien- 
do los preceptos de la naturaleza, de la razón 
y del buen sentido. Ante el interés del fisco 
por la exacción del timbre ó del Zi^c^í/oso, que- 
dan quebrantadas todas las barreras que ha- 
cían sagrados los contratos, para que por ellas 
se introduzcan la desconfianza, lia mala fé y el 
fraude. Otros medios han podido emplearse 
para perseguir y hacer efectivos los derechos 
fiscales. Las leyes españolas, que solamente 
cuidaban ^de realizarlos, no fueron tan lejos. 
La usurpación de los derchos reales, su cobro 
y reistitucion debia pedirse por los fiscales bre- 
ve y sumariamente sin estrépito de juicio. 

Hejtijos recorrido cuidadosamente las leyes 
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y disposiciones españolas y peruanas, que tra- 
tan del pago de las alcabalas y de los fraudes 
que se cometieren para eludirlo, y aunque por' 
ellas se multa con una pena pecuniaria al de-- 
fraudador, se exceptúa al inocente, respetándo- 
se siempre la validez del contrato. De la ven- 
ta nula no hábia obligación de pagarlst; pero 
ahora su omisión es causa de nulidad. Parece, 
pues, que el Secretario de hacienda se hubiese 
propuesto trastornar todas las ideas de justi- 
cia, ó que no hubiese llegado á su conocimien- 
to, que el Perií tenía también leyes bien calcu- 
ladas, que persiguiendo al usurpador de los 
derechos fiscales, respetaban el contrato y á 
los que lo celebararen sin malicia. Las leyes 
que todo lo traban, que introducen la descon- 
fianza, que dan lugar á fraudes, que prestan 
facilidades para eludir loS'Contratos,no contri- 
buirán jamás al desarrollo de la industria y 
del comercio, ni al aumento de la riqueza pú- 
blica, como lo demuestran los economistas. 

Por lo demás, el articulo que examinamos 
se halla en perfecto acuerdo con el octavo del 
decreto sobre el timbre, y nos bastará reprodu- 
cir lo que alli hemos dicho sobre esta clase de 
sanción penal. 

El derecho doble impuesto á las herencias 
no declaradas, debe distribuirse, después de 
deducida la cuota fiscal, entre el denunciante, 
el colector y la Municipalidad del distrito^ 
conforme al articulo 8^. y último del decreto. 

19 
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Por todas partes el delator como auxiliar 
fiscal! será ya un oficio autorizado y lucrativo 
desde que encuentre premio seguro, pero no 
será noble ni aceptable en la sociedad. Las an- 
tiguas penas judiciales del duplo, triplo y cua- 
druplo cayeron en desuso y descrédito y al fin 
fueron abolidas, porque se conoció su inefica- 
cia é inutilidad. Represéntemenos al denuncian- 
te de la pobre herencia de unos huérfanos, que 
no pagaron el impueto para no disminuir su 
subsistencia, y en su persecución al colector 
que viene á sisarlo todavia mas con el duplo, 
y dígasenos ¿este espectáculo es moral, es hu- 
manitario, es digno de un siglo que qiere lla- 
marse filosófico? Los que ocultan la herencia 
paterna, infringen una ordenanza fiscal por 
salvar un derecho natural ¿cuál condición es 
mejor, la de aquel que procura aumentar su 
lucro, ó la del que trata de evitar su daño? ¿Es 
justo y bien calculado poner en lucha los sen- 
timientos del corazón, y lus derechos de la fami- 
lia con lasexijencias del erario? Cuando se lee 
la historia de las contribuciones, que han pesa- 
do sobre los pueblos, no sabe uno que admirar 
mas, si la temeridad de algunos impuestos ó la 
resignación de los contribuyentes. 

No solo el delator es recompensado, sino 
también el colector, que no vende su honor 
como aquel que se envilece con una denuncia. 
Tampoco encontramos alguna razón suficiente 
que justifique el premio al colector, que sola- 
mente está encargado de la recaudación, y de 
cobrar sobre lo recaudado el 10 p^. Si él 
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mismo se hace denunciante, entonces tendrá 
dos tercios del duplo, y un 10 p,^ sobre el res^- 
to. Supongamos que los derechos ocultados 
importen 300 pesos: con el duplo serán 600 y 
corresponderán al colector 30 pesos sobre la 
primera cuota; 200 sobre la segunda como de- 
lator y 20 sobre la parte adjudicada á la Mu- 
nicipalidad — Total 250. De modo que, recibien- 
do tanto como el fisco, éste nada ha lucrado 
sino hacer derramar mas lágrimas á una fa- 
milia. 

Hay todavía otras reflexiones graves contra 
éstas y otras disposiciones de la legislación fis- 
cal creada por el Gobierno provisorio, poco 
conformes con los buenos principios de justi- 
cia y de moral. A los colectores se les ha re- 
vestido de las facultades coactivas^ que las le- 
yes conceden á los administradores del tesoro 
piiblico;las emplearán en su provecho y favor, 
siendo contra toda regla de razón y de justi- 
cia, actores, jueces y ejecutores en los mismos 
asuntos en que tienen interés personal. Las 
leyes que persiguen el contrabando, y aplican 
el comiso á'los aprensores y denunciantes, so- 
meten el conocimiento y resolución del nego- 
cio á jueces y tribunales creados al efecto. Asi 
lo vemos escrito en las leyes de Francia, que 
ha naturalizado el Secretario de hacienda y en 
las del Perú, que ningún mérito han tenido an- 
te sus ojos. 

Después de cuanto dejamos dicho acerca de 
la naturaleza, caráct<5r y vicios de las contri- 
buciones, últimamente establecidas en el Perú, 
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entraremos en alguna» consideraciones genera- 
les como complemento de nuestro discurso. 

La primera condición de todo impuesto nue- 
vo debe ser su necesidad^ pero esta no puede co- 
nocerse ni apreciarse, sino después de formado 
el presupuesto de gastos, balanceados con los 
ingresos. ¿Se ha verificado este dato indispen- 
sable? No. ¿Se ha examinado cuales son los 
gastos, que por inútiles pueden suprimirse, las 
economias que con facilidad pudieran adoptar- 
se, los arreglos que debian hacerse en el ma- 
nejo de los caudales públicos, para comprobar 
su irregularidad ó descubrir el origen del vi- 
cio en su administración? Tampoco. ¿Cóiuo 
pues sin tales datos ni conocimientos estadis- 
ticos, sin meditación, sin consulta ni sujeción á 
una regla cierta, se empieza por imponer nue- 
vas contribuciones y gabelas, censuradas y 
odiosas á los pueblos mismos en que se inven- 
taron, y de que ni mención se encontraba en 
el Perú? Tiberio, á pesar de su avidez y codi- 
cia, cuidó mucho de no tocar una materia tan 
delicada,slno después de minuciosas investiga- 
ciones: ordenó que se le presentase informes 
verídicos del estado de su imperio, de las pro- 
vincias, de las riquezas que poseían, de sus 
productos, de las cargas que sufrían, de la mi- 
licia que mantenían, de los bajeles con que 
traficaban, de los presidios que sustentaban, 
para nivelar con prudencia los gastos y evitar 
que excediesen y para que guardasen proporción 
con los ingresos, (fj Aquel tirano feroz supo pro- 

•— — ^üNrr*. ■ I ■ « i» I II. ■ ■ . — I » . ■ ■ ■ • — 

(t) 'fácito lib. I Anales cap. 1>. 
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ceder en esta materia como los mas discretos é 
ilustrados legisladores. 

Mientras que el Señor Secretario de Hacien- 
da no presentaba á la nación otro comprobante 
del estado de las rentas, que el que ya hemos 
examinado, (pajina 96 y siguientes) los pueblos 
tienen á la vista un documento solemne, que 
les dá la confianza de que la nación tiene 
rentas que alcanzan á cubrir su presupuesto. 
La inexactitud de esa demostración no ha sido 
manifestada. Tampoco se ha dado una razón 
suficiente para probar, que teniendo un tesoro 
acumulado, lo reservemos á nuestros posteros, 
pagando por ellos los impuestos, que deberian 
pagar, cuando aquel quedase agotado. No sé 
derroche, pero no se fatigue á los puebles por 
una mal entendida economía. 

Sin embargo de la alta cifra que representa 
el presupuesto para el bienio de 863 y 864, él 
ofrece dos observaciones, que debió tener pre- 
sentes el Secretario de Hacienda. Primera — 
que en la distribución de la renta se daba una 
parte considerable á la posteridad en lo vota- 
do para la educación, ob^'as públicas y mejo- 
ras locales, que son de larguísima duración 
y, Segunda — que muchasi de sus partidas es- 
tán diciendo bien claro donde se encuentra el 
mal que corroe el pais — Basta para ello tener 
ojos — Hé aquí el resiimen del citado presu- 
I)uesto — 
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ministerio DE GOBIERNO. 

Gastos del mismo 8,284,538 2 

Gendarmería 2.732,232 

Obras públicas y mejo- 
ras locales 3,151 .880 

Varios gastos 350;000 

^linisterio de Relacio- 
nes Exteriores 488,000 

Id, Justicia^ Beneficen- 

ciay Culto 4,969,882 6 

Id, de Hacienda y Co- 
merch , 18,0,00184 6 

Pago de deuda interna. 2,865,412 2 

Id. externa 7.684,000 

Ministerio de Guerra y 

Marina 12.000,000 

16.783,524 2 

*. . ■ ■■ II.. 

44.164,484 1 

Ingresos calculados y 
'aplicados 46.106,664 3 

Sobrante 1.942,180 3 



En un artículo ministerial, que tubo por ob- 
jeto defender la supresión y reducción de las 
pensiones de jubilación, montepío, cesantía &, 
se dijo con sobrado aplomo, aunque sin conoci- 
miento de los hechos, que ellas contenían la 
parte mas funesta del cáncer que devoraba la 
Bepública. Aunque hemos dicho ya á cuanto 
ascendían todas las civiles, el I^resupuesto es 
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la mas solemne refutación de esa y otras aser- 
ciones, con que se ha pretendido extraviar la 
opinión. Hé aquí su resumen — 

MINISTERIO DE HACIENDA. 

« 

Jubilados en el ramo 3,875 

Cesantes en el mismo 2,350 

Supernumerarios 5,500 

RELACIONES EXTERIORES. 

Cesantes 600 

MINISTERIO DE JUSTICIA &. 

Jubilados 38,663 4 

Cesantes 1,000 

Supernumerarios 25,200 

HACIENDA. 

Jubilados 48,753 6 

Cesantes 24,112 2 

Supernumerarios 29,900 

Monteónos y pensiones civiles 
judiciales, de hacienda, gra- 
cias y concesiones particu- 
lares 88,552 

Total al año 276,506 4 

Id. al bienio 553,013 

Antes de pensar en la creación de nuevos 
impuestos, debió principiarse por la supresión 
de gastos inútiles é innecesarios, como lo i^nse- 
ñan la razón y la justicia. Es verdad que se 
suprimieron y rebajaron pensiones, montepíos, 
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jubilaciones y cesantías, cuyo monto dejamos 
señalado. Acerca de la justicia y conveniencia 
(le seiuejanles medidas, hemos dicho bastante 
en su luíxar. Pero en cambio se ha aumentado 
el niimoro fio empleados en el ramo de hacien- 
da, qiio forman ya una falange: se ha creado re- 
ceptores, inspectores y otros oficios: se ha dota- 
do una lotería: conmovido la ht\í¡^e del crédito ptí- 
hlico, (*) reduciendo la amortización mensual de 

[*] Por decreto de 19 de Enero de 1806 se ordencS, que la 
amortización de la deuda i» terna consolidada, que se hacia 
mensualmente á razón de cincuenta mil pe-n^j se redujese 
en este año á, 65,000 en cada trimestre: Jo mismo la del emprés- 
tito nacional; y quo los intereses, que se pagaban por trimes- 
trcs/lo fuesen por seme-tres. hste decret) envuelve un ata- 
que á la santidad de los contratos j al crédito público, que 
Be lia sostenido invariable durante veinte años, & ^esar de las 
convulsiones políticas de la Kepública: ha disminuido consi 
derablemento el fondo hipotecario, señalado para el pago de 
la deuda, en quo ninguna mano debió ponerse, porque era la 
arca santa del honor nacional empeñado con propios y estra- 
ños: por él y sin convenio previo de los acreedores, el deudor 
mas fuerte que ellob les ordena, (¿ue sé sometan á la ley que 
se les impone. Seguramente no so meditó bastante en esta 
violación de los derechos adquiridos; y si la moderación de 
los acreedores les hace honor, la conducta del Secretario ofre- 
ce motivos de pesar á todos ios que se interesan por el cr<ídi 
to del país, sacrificado con tanta facilidad por aquellos mis- 
mos que mas conocen lo que vale conservarlo ileso. ¿Cómo 
se desarrollará la indastria y el comercio en un país, donde 
pueden repetirse los ejemplos funestos que dio Felipe II en 
su famoso ü . de 1j75 sobre pago de deuiia pública? Al 
expedirlo perdió bu crédito y nadie quiso tratar con un prín- 
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la deuda consolidada, sin consideración á la 
buena fé de los contratosj á la garantía de las 
nación comprometida en su pago religioso: so 
ha reducido el sueldo de los empleados, victi- 
mas en todo tiempo de las revueltas políticas, 
en que ninguna culpa tuvieron: se ha suprimi- 
do cortes de justicia, juzgados y otras oficinas, 
sin que en todo ese conjunto de medidas se ha- 
ya logrado un considerable ahorro: y por últi- 
mo se ha decretado fuertes premios á la familia 
de un coronel, que aunque de gloriosa memoria, 
tenia en las leyes la^ designación de el que le 
competia. La misma razón que hubo para de- 
cretarlo, habia concurrido también en otros á 
quienes se ha quitado. El ejemplo es mas per- 
suasivo, que todas las doctrinas de moral. Com- 
párese lo que importaban los gastos de los Mi- 
nisterios de Gruorra y Hacienda, antes de 28 de 
ISToviembre de 865 con los decretados postei'ior- 
niente, y manifiéstese así, si se han realizado 
las economías, que han servido de razón para 
tantas reformas precipitadas. 

cipe, que tal conciencia mOvStraba. Solamente la fiímeza é inal^ 
terabilidad de las leyes del crédito y comercio pueden darles 
prestigio y hacerlo prosperaridonde se introduce la desconfian- 
za, todo es incierto, precario y azarozo. En donde no so crean 
capitales, y todo queda sujeto á dudas, temores é incertidum- 
bres ¿puede establecerse una serie de impuestos, que no tie_ 
lien mas regla de justicia, que la voluntad del que los impone, 
pero que se considera omnipotente, se desarrollará la riqueza 
y las rentas públicas crecerán? Hemos dicho y repetimos 
hasta que se comprenda bien— La seguridad de los dere- 

CIÍOS, ES LA PRIMERA CONDICIÓN DE TODA SOCIEDAD. 

20 
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Otra condición esencial para la creación de 
contribuciones es, que se establezcan con acuer- 
do é intervencien del pueblo, que ha de pagar- 
las; por la muy sencilla razón, de que todo im- 
puesto se toma de la propiedad, que no puede 
gravarse ni disminuirse sin la voluntad del 
dueño. Pero como el pueblo en masa no puede 
reunirse, como sucedia antiguamente en Ingla- 
terra, de donde deriva la cámara de los comu- 
nes, tiene que nombrar apoderados que le re- 
presenten. Por ello, desdólos tiempos feudales 
ningún impuesto, ningún subsidio se pagaba 
á los reyes, sin la sanción de sus asambleas, 
dietas, cortes ó parlamentos. Ni la defensa del 
territorio, ni otras causas poderosas, ni el man 
do absoluto disj)ensaban de este requisito. Los 
reyes católicos hacian la guerra á los moros 
para reconquistar a Granada, y convocaban á 
cortes para obtener subsidios. Cario Magno, 
Carlos V, Luis XIV y Napoleón I no se cre- 
yeron dispensados de esta obligación, porque 
sabian, que la propiedad es inviolable y que 
para tomarla es forzoso solicitar la voluntad 
del dueño. Los que andan á caza de imitacio- 
nes no debieran olvidar estos buenos ejemplos. 

Sin buscar las prácticas ni la lejislacion de 
otros paises, bastaba recorrer las nacionales. 
Una de las leyes antiguas se espresaba asi — 
«Los reyes nuestros progenitores establecieron 
por leyes y ordenanzas fechas en cortes, que no 
se echasseny ni repartiessen ningunos fechos^ ser- 
vicios^ 'pedidos^ ni monedas^ ni otros tributos nue- 
voSy especial^ ni generalmente en todos nuestros 
reinos^ sin que primeramente sean llamados acor- 



tes los procuradores de todas las ciudades y v¿- 
llus de niiestros reinos^ y sean otorgadas por los 
dichos j^rocuradores^ que alas cortes vinieren, [*] 
Podía fácilmente citarse otras disposiciones tan 
favorables como esta á las libertades públicas, 
que harían ruborizar á muchos modernos iejis- 
ladores, que las han menospreciado. 

Todas las constituciones de la República 
han adoptado iguales principios, que son ya 
inherentes á su modo de ser, fundamentales é 
invariables, estén ó no estritos en una xi otra 
carta, porque son de aquellos sin los que sería 
incomprensible el sistema representativo. 

JLos economistas han demostrado, que para 
hacer soportables las contribucones, deben ser 
también praporcióndaas^ en cuanto sea posible, 
á las facultades del contribuyente: que no. sean 
arbitrarias: que sean excequibles de la manera 
mas cómoda y en las circunstancias oportunas: 
que su recaudación no sea costosa^ porque \ino 
de los males inherentes al impuesto es el gasto 
invertido en realizarlo, que daña al ciudadano 
sin beneficio alguno del publico. Por último, 
como el ciudadano contribuye al Estado en re- 
muneración de la protección, y favores que re- 
cibe de la sociedad, es preciso que sean reales 
y positivos esos favores y protección, que sus 
garantías sean respetadas, y que su propiedad 
lo sea también. Pero gravar con pechos fuertes 
é inconsiderados todos los ramos de la agri- 
cultura en particular, después de extraer otros 
impuestos sobre los fundos rústicos y sus cul . 



(*) Le¿/ Itit. Vil Lib. 69 de la Nueva Recojyiladon. 
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tívadorcs: hacer otro tanto con los urbanos, 
con los artículos do importación, volviendo á 
gravarlos en su movimiento interior mercantil 
con la gabela del timbre, y con los derechos de 
exportación, tan justamente condenados en el 
mundo civilizado, es ciertamente haber olvida- 
do demasiado todas las reglas de justicia, todos 
los principios de la ciencia, adoptando errores 
que conducen á la destrucción del comercio, de 
la industria, de la minería y de la agricultura, 
como ha sucedido en los países en que el tributo 
ha sido el único pensamiento de los gobiernos. 
Qué ha hecho la dictadura en favor de todos 
estos ramos? Ha promovido, ó mas bien en- 
trabado, el desarrollo de la riqueza pública? 
Si no ha creado nuevos capitales, la imposición 
de las decretadas y onerosas contri buciones car- 
gará sobre ellos y concluirá por arruinarlos. 
Los campos de Lima principalmente están de- 
siertos, por falta de seguridad: la ag-icultura 
no corresponde al capital que se invierte en 
ella, ni al caro jornal que se paga. Nadie in- 
vierte en ella fondos, porque en cualquiera otra 
industria se consigue mayores usuras. El cul- 
tivo del algodón era la esperanza de sus valles, 
y el impuesto ha venido á desalentar al culti- 
vador. El momento escojido para hacer tribu- 
tario á todo el pais, era el mas oportuno para 
desalentar el trabajo. Contribuciones, después 
de guerra civil— y como recurso contraía guer- 
ra exterior — y todo ¿por qué? por respetar el 
huano y por sostener Ja estravagante teoría 
de sacrificar el día de hov al de mañana. Dios 
ordenó lo contrario á Abraham haciéndole sa- 
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crificar la posteridad en su hijo Isaac. Las teo- 
rías ministeriales serán buenas para discursos 
morales y de inoenio. Ante los intereses de la 
humanidad no hay distinción de tiempos, por- 
que el pasado, el presente y el futuro forman 
un es labon, que ni se recorta, ni puede retroce- 
der, ni pararse, ni doblegarse. A cada cual le 
llega su inexorahile faium, «Los seres colecti- 
vos no han cesado de vivir, ni de sentir. Son 
los mismos que sufren y esperan todavía.» (f) 
Los nuevos impuestos deben ser considera- 
dos como precarios y transitorios^ y como un 
recurso del momento,ó uua suscripción colecta- 
da entre los ciudadanos, á manera de la levan- 
tada en Italia para defender su unidad e inde- 
pendencia. El Gobierno provisorio tiene la 
obligación, que los pueblos lo impusieron, de 
dar cuenta de sus actos al Congreso; y esto no 
importa lo mismo que referirle una historia ó 
darle parte de una batalla. Las cuentas se dan 
l>ara su examen, aprobación ó desaprobación. 

¿Puede concebirse siquiera la idea, de que 
en una República el jefe encargado de salvar 
su honor y de mejorar su situación, levante la 
voz para decirle como Samuel — pueblo, eres 
tributario, pagarás si muere tu padre, si mue- 
re tu hijo ó esposa, si das, si prestas, si com- 
pras, si vendes, si libras, si lastas, si respiras, 
si alquilas, si arriendas, si cultivas la tierra, si 
fatigado la traspasas, si te embarcas, si traspor- 
tas tus productos dentro de la Repiíblica ó los 
esportas, si los consignas, y nada harás sin 



(t) Thitrry, Conquista d( Inglaterra lih. Xlalfri. 
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pagar según la tarifa que te señalo; si no la 
cumplieres serás fuertemente castigado? 

Jfíste cuadro nada tiene de exajerado, es sola- 
mente el resumen de los decretos que hemos 
analizado en su mas sencilla espresion. El 
Congreso los tomará sin duda en consideración 
de una manera preferente, por hallarse com- 
prometidos en ellos tantos derechos é intereses. 
El Presidente Provisorio no debe mostrarse 
menos liberal, ni menos franco que el rey de 
Prusia. Sabido es, que en tres lejislaturas no 
quiso sujetarse á la ley del Presupuesto, ni 
reducir el ejército, como aquellas pretendían. 
Declarada la guerra al Imperio de Austria, y 
vencido éste en crudos combates, vuelve á Ber- 
lin, y presenta á las Cámaras, como fruto de 
sus victorias, un aumento do cinco millones 
para la población de su reino, una confedera- 
ción de treinta millones, encabezada por la Pru- 
sia, un ejército vencedor y glorioso, una pre- 
ponderancia europea— y para qué? Para alcan- 
zar un voto de indemnidades — Oigámosle. 

«Esta manifestación de la Cámara (en res- 
puesta al discurso de la corona) dice — hace 
referencia al voto de indemnidad que el Gobier- 
no ha pedido á los Representantes del pueblo. 
Jamás ha negado el Gobierno á las Cámaras el 
derecho de votar los impuestos, ni esos crédi- 
tos. Era un deber mió obrar, como lo hice y 
de igual modo proceder, si las circunstancias 
lo reclamaren: sin embargo, Señores, estas cir- 
cunstancias no se reno varán» 

Xo se trata de un voto de indemnidad para 
el Presidente Provisorio, que no lo necesita: se 
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trata de la suerte délos pueblos y de aliviarlos 
de las pesadas cargas que tienen que soportar. 
Lo único que á aquel le conviene decir, es, he le- 
vantado impuestos que consideré necesarios — 
Al Congreso corresponde esclusivomente refor- 
marlos, suprimirlos ó conservarlos. Debe el 
Congreso no olvidar — que entre Dios y los Go- 
bernantes, cualquiera que sea su nominación— 
está el Pueblo, 



VIL 



La DTctadurat 



El poder dictatorial, de que fue investido el 
Presidente Provisorio, lia sido la última ratio 
justificativa de sus ordenanzas y decretos. Co- 
mo no existe, ni puede existir en ninguna socie- 
dad bien organizada un poder absoluto é ili- 
mitado, que solo reconozca por único limite d^ 
su autoridad su propio querer; como no hay 
uno solo que pueda ejercerse sin sujetarse á 
los principios de la equidad natural, de la rec- 
ta razón, de la justicia, de los antecedentes 
páti'ios, de sus hábitos y costumbres; y sobre 
todo, como en los tiempos modernos el Br, 
Francia en el* Paraguay y Bosas en el Plata 
son figuras- de otra época y un verdadero ana- 
cronismo, ya una Dictadura no puede repre- 
sentar, lo que algunos han querido que repre-- 



senté la pruclainadci en 26 de Jitoviembre de 
de 1865. [t] 

La restauración del honor nacional y de la mo- 
ral administrativa fueron los dos mativos funda- 
mentales por los que fué proclamada. Objetos 
grandes y nobles, sin duda, dig-nos de un pue- 
blo civilizado. Ningún manejo sórdido ó im- 
puro en la adminirtracion de los caudiiles pú- 
blicos hará odiosa su memoria. Errores, desa- 
ciertos, ¡son el patrimonio de los hijos de Adán! 
pero quizá aceptados con puras y sanas inten- 
ciones 

Consagramos este capítulo , como comple- 
mento de nuestro discurso, á examinar el ob- 
jeto, naturaleza y poder de la Dictadura, se- 
gún los principios de la ciencia política, y 
como lo han comprendido y. esi^licado los 
escritores mas ilustrados y competentes en la 
materia, y recorriendo la historia y las institu- 
ciones de la República. Si fué necesaria la pro- 
clamada en Noviembre; hasta donde pudo 
serlo y la conveniencia, oportunidad y acierto 
con que ha sido ejercida. Siendo esta materia 
compleja y demasiado delicada, casi no es po- 
sible tratar uno de estos tres puntos sin tocar 
los otros. Cuidaremos sin embargo de hacer 
lo posible para esponerla con claridad y sin 

(f) Los cortesanos que fonnahan el circulo de Tihcno Hson- 
gcühan su vmiidad ij (imbicion^ repitiendo en sus antesalas^ 
que era un atributo de la aitoridad imperial^ no dar cuenta de 
&US actos á nadie. Eaní cohditioncm esse iinperandi^ ut non 
aliter vatio constetj quam si u)n reddatur. Tácito Lib. I. -clw- 
nall c. VI. Desgraciadamente casi nunca se ojc otro lengua- 
je en las cortes y en boca de los palaciegos. 
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pasión, ciñéndonos, repetimos, á las máximas 
y doctrinas generalmente aceptadas. 

Hay momentos supremos para las naciones 
en los que, amenazadas do un grave peligró, 
se ven obligadas para salvarse á oponer una 
autoridad firme, reconcentrada, activa y vigo- 
rosa, á los males que la amenazan. Entonces 
parece necesario que callen las leyes por un 
momento, hasta que salvada la sociedad, vuel- 
van á recobrar su imperio. Semejantes situa- 
ciones, violentas por su naturaleza, tienen tam- 
bién que ser transitorias y de corta duración: 
por lo mismo, el remedio no puede convertir- 
se en un sistema perdurable, ni la escepcion 
en principio. Esta es la filosoífa en que se fun- 
da toda Dictadura. Cuando Remase veia ame- 
nazada de algún peligro; ó el pueblo subleva- 
do hacia vacilar el orden público por sus se- 
diciosas pretensiones, el llenado se defendía, 
dice Montesquieu, por su sabiduría, por su 
justicia y patriotismo, ó creando un Dicta- 
dor. (*) 

Sin embargo, esta autoridad terrible y ame- 
nazadora ni era de larga duración, ni estendia 
su poder á otros negocios, que á aquellos j)ara 
cuyo remedio y corrección era creada, porque 
facultarla para mas, habría sido peligroso á la 
libertad y contrario á las máximas y princi- 
pios fundamentales de la República. Por esto 
ha dicho el mismo Mantesquieu, con su acos- 
tumbrada profundidad y exactitud, que — 

« Una autoridad exorbitante conferida de 

[*] Be la grandeza y decadencia de los Romanos cap. 8. 

21 
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imptoviso á un ciudadano en una República*, 
crea una monarquía, ó mas que monarquía, 
porque en ésta, las leyes han previsto todo con 
anticipación; pero en una Kepública, donde 
un ciudadano se hace conferir un poder exor- 
bitante, es mayor el abuso de semejante potes- 
tad, poniac las leyes que no le han previsto, 
nada han dispuesto para refrenarle. En Ko- 
ma solamente debia durar por corto tiempo la 
Dictadura: era necesario que se ejerciese con 
estrépito, porque se trataba no de castigar si- 
no de intimidar al pueblo: que el Dictador fue- 
se creado para un solo negocio, y que no tubiese 
autoridad ilimitada, sino en cuanto tocaba á 
ese mismo negocio, pues so creaba para un ca- 
so imprevisto. Un cualquiera majistraíura es 
necesario compensarla magnitud de su poder 
con la brevedad de su duración, [§] 

Este breve cuadro representa con admirable 
concisión y exactitud toda la teoría de la 
Dictadura y ofrece un vasto campo para sacar 
las debidas consecuencias y aplicaciones — Dic- 
ración corta, aparato y estrépito de terror, mas 
que terror mismo, limitación de objeto. Tal es, 
pues, el círculo en que debe funcionar y á que 
debe circunscribir su acción toda la autaridad 
dictatorial, y esto mismo han sancionado las 
diversas constituciones del Perú, 

Aunque Maquiavelo pretende demostrar,que 
la Dictaduro siempre fué favorable al pueblo 
romano, que lo que hace mal es la autoridad 
usurpada, y no la que se confiere por los sufra- 



(§) ^^ppitu de ¡ai leyes. Libro 2°. cap. 39 
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gios del pueblo — al exponer su teoría quiere 
que la Dictadura nazca de la Constitución, 
que sea temporal y no perpetua y que espire 
con el negocio para que ha sido creada. Con- 
sistía esta autoridad, continúa, en poder tomar 
por sí sola las medidas necesarias para alejar 
el peligro presente, en obrar sin tomar conse- 
jo de nadie, y en castigar sin apelación; pero 
tampoco podía ordenar nada que alterase la 
forma de Gobierno: ni destruir la autoridad 
del Senado ó del pueblo; ni la Constitución 
antigua y dar otra nueva, porque todo esto se 
hallaba fuera de su poder. Si se fija la aten- 
ción en el corto tiempo que duraba, en la li- 
mitación de su autoridad, en las costumbres 
todavía puras de los romanos, so verá que era 
imposible que se extralimitase de su mandato, 
y que dañase á la República; por el contrario 
la experiencia prueba que Roma sacó de ella 
muchas ventajas.» 

«Esta parte de la Constitución de Roma me- 
rece verdaderamente ser atendida, y colocada 
en el número de aquellas cosas, que mas con- 
tribuyeron á la grandeza de su imperio 

«La marcha del Gobierno republicano es re- 
gularmente muy lenta. Ningún Congreso, nin- 
guna Majistratura, pueden, hacer nada por sí 
mismos, pues casi siempre los unos necesitan 
del aifjLÍlio mutuo de los otros, de donde resul- 
ta, que teniendo que reunir sus voluntades, 
los remedios son tardios y aun se hacen peli- 
grosos, cuando llega el caso de emplearlos con- 
tra males que los requieren prontos.» 

«Sigúese de aquí,que toda República debe te- 
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ner eji su Constitncion una creación igual 

Cuando falta semejante institución en una Re- 
pública, es necesario siguiendo las vias ordi- 
narias, ver perecer la constitución ó bien se- 
pararse de ella para salvarla. En un Estado 
bien constituido, ningún acontecimiento debe 
sobrevenir, para el cnal haya necesidad de 
ocurrir á medios extraordinarios, porque si 
los medios extraordinarios hacen bien por el 
momento, su ejemplo hace un mal positivo. El 
hábito de violar la constitución para hacer el 
bien, autoriza en seguida para colorear el mal. 
Una República nunca es perfecta, si las leyes 
no han podido proveerlo todo, preparar el re- 
medio pronto, dando los medios de emplearlo. 
Concluyo, pues, diciendo que las Repúblicas, 
que en sus peligros inminentes no han recur- 
rido á un Dictador, ó á una institución seme- 
jante, deben parecer infaliblemente. d 

«Es necesario hacer notar la sagacidad con 
que procedian los Romanos á su nombramien- 
to*. (Los Cónsules que se desprendían de su au- 
toridad, lo hacian para evitar su rivalidad). 
En los últimos tiempos en vez de nombrar un 
Dictador, decretaba el Senado, que el Cónsul 
proveyese lo necesario para que la República 
no sufriera ningún daño. [*] 

Las constituciones del Perú han seguido las 
doctrinas y teorias que acabamos de esponer, 
determinando los casos, el modo y forma con 
que debia autorizarse al Ejecutivo, cuando la 
República se hallaba en peligro. El Congreso 

(*) Pi£cur60s sobre Tito^Livio - Lib. cap. 84 Lib. 19 
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tenia la atribución, según la Constitución de 
839, de declarar, cuando la patria estaba en 
peligro, y otorgar detalladmnente al presidente 
las facultades que j ásgase bastantes para sal- 
varla , designándole el tiempo y lugares en 
que debia usarlas, y con obligación de dar 
cuenta al Congreso del uso que de ellas hubie- 
se hecho. En receso de las Cámaras podia de- 
clarar lo mismo el Consejo de Estado. Como 
elexajerado interés de coactar las atribuciones 
del ejecutivo, se habia hecho una manía, se 
creyó necesario tomar precauciones para im- 
pedirle que abusase de la autoridad y por ello 
se le pusieron trabas, como si fuera el ünico 
enemigo peligroso á las Kbertades piiblicas. 
Por elks la Constitución de 1856, limitó á solo 
el Congreso la atribución de declarar cuando 
la República estaba en peligro y dictar, dentro 
de la esfera constitucional^ las medidas conve- 
nientes para salvarla. La reformada de ^0, 
se arrogó lo misma atribución y la de suspen- 
der por tiempo limitado algunas garantías. La 
Comisión Lejislativa podía autorizar al Eje- 
cutivo para negociar empréstitos en cantidad 
determinada, y para aumentar la fuerza públi- 
ca en caso de que se trastornase el orden ó sea 
invadido el territorio nacional. Tales restriccio- 
nes, sin producir el bien, debían dejar conipro- 
metida la salud de la patria y espuestas su se- 
guridad y defensa. Ya de esto ha tenido el 
Perú un triste y bien costoso desengaño en 
863, cuando el Gran Mariscal San Román dio 
la voz de alarma y pidió los medios y recursos 
para resistir las bien conocidas intenciones de 
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la España. Y ¿hasta dónde nos¡han coiidueulo 
estos desaciertos y esas teorías, condenadas por 
la historia y por publicistas liberales y pensa- 
dores? Ne quid nimis^ será en todos tiempos 
el consejo de la sabiduría. 

Si Montesquieu y Maquiavelo aceptan la 
Dictadura en las Repúblicas, de la manera 
que llevamos esplicada, otros la rechazan del 
todo, aun en una Monarquía. En estas sin du- 
da la acción del monarca es mas estensa que 
la del Presidente de una República y casi no 
puede comprenderse. Federico segundo de Pru- 
siacreó un Dictador para evitar celos y rivalida- 
des entre sus generales,aunque el ensayo le cos- 
tó muy caro. Veamos ahora como un orador 
español ha combatido la Dictadura de O'jJon- 
nell en la sesión de 2 de Julio de 1866 — 

«Si para dar mi voto en este proyecto oye- 
ra solo el interés de oposición creedme, yo lo 
votaría, porque tengo la convicción de que el 
rayo de la Dictadura mata al que la forja. 
No se crea que esta es una preocupación mía. 
Esta convicción me la dá la razón y la autori- 
za la historia. La razón no concibe que se 
cree un poder, que se sobreponga á la ley; que 
se de á hombres, imperfectos como todos, la 
facultad de gobernar á sus semejante sin ate- 
nerse á regla ninguna. La razón dice, que allí 
donde se crea un poder superior á las leves, 
allí por regla general se siembra la soberbia, 
que trae siempre la ruina de los poderes dés- 
jjóticos. 

«La dictadura en mayor escala se ha cono- 
cido en todas las épocas de la historia, lo mis- 
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nio en las repúblicas que en las monarquías. 
Pudiera sacarse de ese vasto campo de la his- 
toria muchos comprobantes para demostrar, 
que la dictadura es arma suicida. Pero cita- 
ré solo dos casos, los mas recientes. Hubo en 
la nación vecina un hombre que era un genio, 
que tomando en sus hercúleos. brazos el cuerpo 
casi yerto de la Francia, lo dotó de una enér- 
gica vida y lo sobrepuso á las demás naciones. 
Este hombre, sin embargo, era dictador, y co- 
mo tal se dejó arrebatar por el vértigo de la 
soberbia, y se hizo tirano. Pues bien; de nada 
sirvieron á ese genio los inmensos servicios he- 
chos á su país y á la humanidad. Este hombre 
fué corriendo la funesta pendiente de la sober- 
bia, y paró en ser uu pobre miserable y morir 

en un rincón aislado del Occeano 

«Había entre nosotros un partido lleno de 
vida, dirijido por un jefe eminente. Este 
partido cambió la faz política, económica y 
administrotiva del país; reprimió dura y enér- 
gicamente varias revoluciones, é influyó en el 
porvenir de la nación. No obstante estas me« 
didas trascendentales, la importancia de ese 
partido se conservó, hasta que un dia se decla- 
ró ese periodo dictatorial; invistió de la Dita- 
dura á ese Jefe, y lo que no habían podido con- 
seguir aquellos medios, lo produjo la Dictadu- 
ra. Desde entonces no ha vuelto á recobrar su 
vitalidad, ni á poder fundar una situación só- 
lida Pero la cuestión es demasia- 
do grave é importante para que escuchemos so- 
lamente el interés de partido. Hay que escuchar 
.sobre todo la vo2 del patriotismo. ¿Sabéis á quo* 
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se reduce ese proyecfo? A la negación de todas 
las conqiiiístas que hemos hecho en este camino, 
regado con la sangre de dos generaciones de 
mártires, que se llama el camino de la civiliza- 
ción. ¿Concebis que se puedan conservar dere- 
chos donde no se conserva la libertad para ejer- 
cerlos? La libertad ¿no es la condición necesa- 
ria de esos derechos y hasta de nuestra propia 
racionalidad? 

«La trascendencia de este proyecto corre pa- 
rejas con su gravedad. Prescindo de la debili- 
dad que introducirá en todos los principios 
constitutivos de la sociedad. Aquí se dá un 
golpe rudo á la existencia de los Tribunales, 
salvaguardia de los derechos de los ciudada- 
nos y de la existencia de la sociedad. Al pedi- 
ros esa medida, se os viene á decir, que ni las 
leyes ni los Tribunales son eficaces para la sal- 
vación de la sociedad, y que solo es poderoso 
para ello el ministerio actiiaL 

«Comprendéis, pues, con cuanta razón decia 
yo, que era preciso dejar á un lado el interés 
de partido, é invocar el sentimiento de patrio- 
tismo en esta cuestión. Y lié dicho esto, j)or 
que comprendo, que en cuestiones de esta índo- 
le puede haber diversas soluciones. Es posible 
que en algún caso la dictadura sea una necesi- 
dad? y como no, si en la historia de todos los 
países se há visto su creación ? 

«Lacuestion de dictadura tiene dos faces: cues- 
tión de confianza y cuestión do circunstancia. 
Tiene que ser cuestión de confianza, la que tie- 
ne por objeto encerrarla vista de la nación den- 
tro d,e la volutad de siete hombres: por eso se 
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comprende la conducta observada por todos los 

partidos eu este género de cuestiones Las 

dictaduras, señores, he diclio, que ni la razón 
las concibe, ni la historia las espliea, sino co- 
mo medidas de prevención. Por eso no necesi- 
to analizar los sucesos pasados. En efecto ¿con- 
cebís cosa mas horrible que la dictadura como 
medio de represión ? ¿ Ño es esto tanto como 
dar efecto retroactivo á las leyes? La dictadura, 
lo repito, ó es medida preventiva, ó es la diso- 
lución de todos los lazos sociales 

Tendamos, pues, la vista al porvenir. El Go- 
bierno ha obtenido un triunfo completo en las 
calles, y está dotado de la fuerza material pa- 
ra sofocar cualquier intento de perturbación. 
Y bien, ¿es al dia siguiente del triunfo, cuan- 
do se nos viene á pedir la Dictadura? ¿ 

Concibo, que antes de la batalla se nos pidie- 
ra: ¿pero no es desconocer \ri máole preventiva 
de la medida que se os pide el solicitarla des- 
pués? La Dictadura no solo es de índole pre- 
ventiva, sino que debe tener el carácter de ur- 
gentísima^ Ahora bien, concedamos por un mo- 
-mento que todavía haya peligro. ¿Es tal que 
no puede el Gobierno prevenirlo con los abun- 
dantísimos medios que le dan las leyes excep- 
cionales, que está aplicando con tanto severi- 
dad? 

«Se dice, las pruebas materiales no me bas- 
tan para que los Tribunales me ayuden á so- 
focar la revolución: yo necesito sobreponerme 
á los Tribunales. Esto significa: yo no puedo 
tener pruebas de la criminalidad de un hom- 
bre, y como no tengo pruebas, dadme facultad 
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para imponerle una pena. Es decir, que la 
falta de crimen es la que aquí engendra la pe- 
nalidad. 

«Esta es la mas horrible de las contradiccio- 
nes; tan verdad es, que cuando se está en el 
camino del error, es preciso llegar hasta el 
fin, y el fin es lo arbitrario y lo absurdo. 

«Ño existen, pues, las circunstancias urgen- 
tísimas, únicas que pueden escusar la dictadu- 
ra 

«Se me dirá: ¿que arma dejais al Gobierno? 
Eli primer lugar, tiene toda la fuerza material 
que pueda necesitar hoy. En cuanto al presti- 
gio; ó fuerza moral, ¿se conquista sobreponién- 
dose á las leyes y á los Tribunales? Ho seño- 
res, la fuerza moral se conquista estudiando 
el estado de la opinión pública, satisfaciendo 
sus reclamaciones justas, é influyendo eii ella 
con el convencimiento, no con el terror. Así 
se previenen las revoluciones, solo asi se evi- 
tan funestos acontecimientos, (f ) 

¿Era necesaria la creación de una Dictadura 
en las circunstancias en que fué proclamada 
la de Noviembre de 865? Hasta donde podia y 
debia serlo? 

Estas cuestiones socialas quedan resueltas 
con lo que acabamos decir acerca de la natu- 
raleza de este poder tremendo, y para serlo sa- 
tisfactoriamente y á plenitud, basta solamente 
aplicar los principios, doctrinas y practicas, 
que hemos recordado, — á los hechos y causas 
que para establecerla se adujeron: fueron estag, 

(f ) Discurso del Senador Candan — Época de "^íadríá n . 
5,661 de Julio 3 de 1866, 
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1^ La reparación del lionor nacional deprimido 
en el convenio celeJ)rado con la España: 

2^ La realización de las reformas que exijia el 
estmlo del país: 

Para llenar el primer objeto, era indispen- 
sable colectar recursos pecuniarios, levantar 
empréstitos y comprometer por otros medSos 
las rentas nacionales: celebrar tratados de alian- 
za con Chile, Bolivia, el Ecuador y otros Es- 
tados, ratificarlos y canjearlos; llevar nuestra 
escuadra y el ejército, si fuese preciso, fuera de 
la ^República; y tomar otras providencias ur- 
gentes y del momento, que siguiendo el curso 
ordinario habrian sido embarazosas, tardías ó 
quizá ya inútiles, después de pasados los mo- 
mentos del conflicto: Esto se comprende fácil- 
mente; esto se halla encarnado en las leyes 
fundamentales de la República y en la natu- 
raleza misma de toda sociedad, que ante todo 
debe conservarse, en virtud de la ley suprema 
de su salvación. 

Esplicando esta angustiosa situación de un 
pueblo amenazado por un gran peligro, dice 
Rousseau, que — «la inflexibilidad de las leyes 
que les impide doblegarse ante los aconteci- 
mientos, puede, en ciertos casos, hacerlas per- 
niciosas, y causarse por ellas la pérdida del 
Estado en sus crisis No debe pretender- 
se afianzar las instituciones políticas, conti- 
núa, hasta quitarse el poder de suspender su 
efecto. Esparta misma ha dejado callar sus 
leyes; pero solo en los grandes peligros, que 
pueden balancear el de alterar el orden piibli- 
co; y solo cuando se trata de la aalud de la 
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Í)atria, debe suspenderse el poder sagrado de 
as leyes Si para el remedio basta au- 
mentar la actividad del Gobierno, se recon- 
centra la autoridad en uno solo de sus miem- 
bros. Esto no es alterar la autoridad de las 
leyes, sino solamente la forma de su adminis- 
tración. Si el peligro es tal, que la solemnidad 
de las leyes sirva de obstáculo á su defensa y 
garantía, entonces se nombra un Jefe Supre- 
mo, que haga callar las leyes ó suspender un 
momento la autoridad soberana. En tales ca- 
sos no es dudosa la voluntad generah es evi- 
dente, que la primera intención del pueblo es, 
que el Estado no perezca, De este modo no 
queda abolida la autoridad lejislativa: el ma- 
jistrado que la hace callar, no puede hacerla 
hablar— él la domina, sin poder representarla. 
El puede hacer todo, excepto dar leyes.» 
«El segundo caso tenia lugar en Roma cuan- 
do uno de los Cónsules creaba un Dictador 

Este nombramiento se hacia de noche y en se- 
creto, como si se tuviera vergüenza de poner á un 

Jtombre sobre las leyes Por lo demás, de 

cualquier modo que sea conferida esta comi- 
sión, importa mucho que bu duración sea muy 
corta^ y qite nunca pueda prolongarse. En las 
crisis, que la liacen establecer, el Estado es 
perdido ó salvado muy pronto, y pasada la ne^ 
cesidad apremiante^ la Dictadura se hace tirám- 
ca ó vana^ ella solo tenia tiempo para proveer al 
peligro que la hacia elejir, y no lo tenia para 
pensar en otros proyectos» [*] 



("*) Contrato social — Lib. 4 Qnjp, 6. 
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La Dictadura de Noviembre no ha sido crea- 
da, como otras, por un Congreso, ni por algún 
otro cuerpo del Estado. Ella nació de los co- 
micios populares de Lima y el Callao y del 
Ejército. Sin esperar el voto libre de los demás 
pueblos, se creyó,que debia principiar á funcio- 
nar; así es, que las actas,que después se celebra- 
ron en las provincias, adhiriéndose á aquellas, 
presididas por las autoridades del Gobierno y 
bajo la inflencia de la Dictadura en ejercicio, 
solo espresan su sometimientn á lo proclamado 
en la-s. ciudades de Lima y el Callao y por el 
Ejército, que debs^ con razon^ ser considerado co- 
mo la genuina representación del pueblo peruano. 

«He aceptado, pues, dijo el Coronel Prado á la Nación^ en 
su proclama de 28 de Noviembre de 1865 — la autoridad que 
el Ejército Restaurador y los pueblos de Lima y el Callao 
han querido conferirme: he acudido á tan solemne llama- 
niiento, convencido de que, no haciéndolo, faltaría á mis de- 
beres para con la Patria y á. mis compromisos para con la 
revolución. Si no fueran tan premiosas las circunstancias, en 
qu3 hoy se cpcuentra el Pera, yo habria aguardado á que el 
resto de la Nación confirmara ese llamamiento, no obstante 
de que la presencia del Ejército Restaurador en la Capital 
es una prenda segura de uniformidad en toda la extensión de 
la República; porque ese Ejército, compuesto de c*udadanos 
que voluntariamente han abandonado sus hogares para acudir 
á la reforma de la Patria y a/niandados por aquellos, que en 
los Departamentos, la» Pronindas y los Distritos, gozan de 
mas mfluenc'a y prestigio, DEBE con razón, ser considerado 

como la GENUINA REPRESENTACIÓN DEL PUEBLO PERUANO. 

A pesar de esto, siempre procuraré conocer la opinión de 
los demás pueblos, y me sujetaré al fallo de la mayoría, cual- 
quiera que él £ea. 

(cMi programa ya lo he expuesto y es de todos conocido: 
la realización do los dos fines que se propuso la revolución: 
salvar á todo tranco la honra nacional, y extirpar los altuos 
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que hon heolio del Pera el pntrimonio de logreros y holga- 



zanes. » 



Para representar aquella situación de una manera gráfica 
y exacta, es necesario que dejemos hab'ar á, los principales 
documentos, que en esos dias fueron dados á luz por lo$ dia- 
rios . 

La acta de Lima, suscrita por 343 individuos, inclusos al- 
gunos que aparecen suscribiéndola dos veces, y publicada en 
el número 25 tomo 49 de txEl Femaiio», contiene k»s cinco 
artículos siguientes: 

«19 que el segundo Vice-Presidente General D. Pedro 
Diez Canseco asuma las facultades extraordinarias y amplí- 
simas que los pueblos concedieron al Jefe de la Revolución 
en las actas primitivas: - ^i 

«29 que en u«o de estas facultades restaure el honor de la 
nación y realice las reformas que exija el estado del p-iís: 

«39 que indispensablemente sea FrCv'^idente del Consejo 
de Ministros el General D. iMariano T. Prado, que por sus 
hechos y virtudes merece la confianza nacional: 

«49 que tan luego que cesen las circunstancias actuales, 6 
antes, si se cree llegado el caso, se convoque á elecciones 
para una Asamblea Constituyente, á la cual se dará cuenta 
de los actos del Gobierno: 

«59 que si el General D. Pedro Diez Canseco no se presta 
á cumplir los fines de esta acta, f-e encargue de realizarlos el 
señor Geoeral D. Mariano L Prado.» 

lia acta del CallaOy se limitó á lo siguiente: 

19 Adherirse á la acta del Ejército y del pueblo de Lima 
confiriendo, cnmo en efecto confieren, al General D. Mariano 
I. Prado, la plenitud del Poder Soberano, con la condición 
de convocar .un Congreso Constituyente , tan luego como 
permitan las circunstancias políticas de la nación. 

«29 Que al elevarse eí^ta acta al conocimiento supremo, se 
impetre la conpervaeion en la Prefectura de este Departa- 
meato del benemérito y patriota señor General D. Ramón 
Vargas Machuca.* — Aparece suscrita por 209 individuos. 

«En vista de estas actas dice «Kl Comercio» de 28 de No- 
viembre—el Geoeral Canseco, llamó álos miembros del ga- 
binete al acuerdo que tuvo lugar y se halla consignado en 
la acta del Consejo de Ministros, que publicamos á conti- 
nuación. 
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CONSEJO BE MINISTROS. 

Sesión del 28 de Noviembre. 



«En Lima & veintiocho de Novi^^mbre de mi! ochocientos 
sesenta y cinco Reunidos en Consejo los Ministros que suscri- 
ben, bajo la presidencia del Excmo. Señor General D. Pedro 
Diez Canseco, 29 V ice-Presidente de la República, encargado 
del Poder Kjecutivo, y teniendo á la vista las veinticinco ac- 
tas de los Coinandantes Jenerales y de las Divisiones del ejér- 
cito Restaurador, en las que se exije á S. E — que asuma la 
Dictadura, por considerar las diferentes divisiones y todo él 
Ejército^ qui*. es imposible gobernar bren conforme á i a Cons^ 
titiicion y alas leyes; y demandar este paso laá circunstan- 
cias que atraviesa la República: 

«El señor Ministro de la Guerra dijo:— r que no habia exac- 
titud en cj preámbulo de las actas y que paj^a á referir lo que 
en realidad ocurrió. Que en la mañana del dia, en que tuvo á 
bien citar á los Comandantes Jenerales de División, que con- 
currieron á su despacho, fué hablado por el señor Cfironel 
Prado, sobre la necesidad de proclamar francamente la Dic- 
tadura, única & su juicio que podia salvar al país en las 
circunstancias azarosas en que nos hallamos, habiendo desen- 
vuelto este pensamiento por todos los medios, que creyó con- 
ducentes al intento: qué él (Ministro) combatió la idea, ex- 
poniendo, que lejos de producir la Dictadura un buen resul- 
ta:do, ocasionaría á la República consecuencias funestísimas: 
que supo también, que en el mismo sentido habia el General 
Prado hablado á S. W. el General Canseco y recibió idénticas 
contestaciones— que rechazaba la Dictadura que se le ofrecia. 

«Llegó deP mismo modo á su noticia, que los señores D. José 
Galvez y D. José María Quimper, anunciándose cerca del 
Ministro', cumo comisionados del General en Jefe y de los 
Comandantes Generales de División para convencerle de la 
necesidad de la Dictadura, exijir de éj su cooperación á estd 
objeto, y comunicarle que la Dictadura era un hecho verificado; 
siendo la respuesta que recibieron; que el Ministerio desapro- 
baba altamente la medida, que no la aceptaba, y que la recha- 
zaba. Que con estos datos, incierto de si era ó no general el 
movimiento del ejército, de si podia conservarse el orden, sin 
que nos expusiésemos á un inútil derramamiento de sangre,tra- 
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i6 de averiguar las opiniones particulares de los Comandantes 
de División j jefes de cuerpos, y los reunió. En esa reunión 
hablaron muchos en el sentido de la Dictadura y muy pocos 
en el contiario: que les espuso, que les oia aseverar que 
todos los bubalteruos estaban pronunciados por la Dictadura 
y de qve para imponerse si esto era exacto, les exijió las ac- 
tas que habian espresado antes estar prontos á celebrar; pero 
que ni mandó hacer esas juntas, ni les sometió una cuestión 
tan delicada y grave; que probó contesta exposición la ine- 
xactitud de lo que se asienta en las actas respecto de él. 

«Concluyó observando, que estaba muy distante de querer 
convertir á los cuerpos del Ejército en otras tantas asambleas 
deliberantes, ni era capaz de reconocerles la facultad de emi- 
tir votos de tan alta trascendencia — y esto á un ejército en 
completa rebelión, en que ^e habia dado orden para que vol- 
viesen á sus casas las fuerzas de Yauyos y Canta, as que habian 
sido desobedecidas, y cuando se habia mandado que en los 
cuarteles no fuesen admitidos los señores Presidente, ni Mi- 
nistro de la Guerra, ni se obedeciesen sus órdenes. 

dS. E. corroboró lo qne habia dicho el señor Ministro de la 
Ouen*a,. respecto á la cita que hacia de su entrevista con el 
señor Coronel Prado. 

El señor Ministro de Gobierno convino igualmente en la 
exactitud del hecho, que á él se referia Hechas estas recti- 
ficaciones y deduciéndose por ellas, que la idea de dictadura 
no es moderna, ni nacida de la junta que se tuvo en el Mi- 
nisterio de la Guerra, sino preconcebida con anticipación, 
convinieron en que el paso dado por las Divisiones del Ejér- 
cito, no es otra cosa que la rebelión, que el Gobiernos Cons- 
titucional estíi en el caso de evitar para no dividir y anarqui- 
zar á la Eepública^ cuyos resultados serian funestos. 

«En su consecuencia, acordaron: — Que en tan tremendas 
y difíciles ocurrencias, toda resistencia sería inútil y produ- 
ciría sisciones y la desmoralización del Ejército y Armada, 
debiendo la patria tener próxima necesidad del primero, y 
muy principalmente de la segunda: S.> E. dijo: que no asu- 
mía la Dictadura, por ser contra sus principios y contra la 
Constitución, en cuyo nombre gobernaba. 

«El Presidente del Consejo y los demás miembros del Ga- 
binete: Que el principio invocado, quizá con la mayor buena 
fé, era contrario al sistema popular representativo; que no 
llenaba las justas exijencias del respeto á la ley, que es el re- 
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sutnen y objeto de todos los derechos, sin los cuales no hay 
sociedad posible. 

«Que la Dictadura envuelve la irresponsabilidad del funoio-' 
nario y que por lo tanto y porque es indispensable el escar- 
miento de los malos mandatarios, se hace tanto mas preciso el 
riguroso cumplimiento de las leyes. 

«Que debian recUr al imperio de las excepcionales circuns^ 
tancias; circunstancias que ojal4 no traigan la anarquía y el 
desconcierto en un país llamado á fortalecerse en la unión y 
en el respeto & la ley. Obligándose todos á dar cuenta de sus 
actos k la Representación Nacional. 

«Acordaron liltimamente, que se pasase al señor coronel D. 
Mariano Ignacio Prado una nota, en que se le exijicso lisa y 
llanamente contestase cual era la conducta que se proponia 
observar; ó lo que es lo mismo, si sostenia ó no al Gobierno 
Constitucional invocado por los pueblos. 

«cLa contestación fué c ara y esplícita, que no debe sostener 
al Gobierno del General Oanseco, ni le es posible hacerlo cou^ 
tra el vota uniforme del Ejército y del Pueblo. 

«r8 E. el Presidente y el Ministerio no estando sestenidos 
por el ejército y ejerciendo sobre ellos la fuerza armada una 
presión, que no pueden evitar y contra la que no pueden ejerci- 
tar su autoridad, ceden á la fuerza mayor y & la violencia-^ 
Oanseco — Francisco Javier Mariátegui — José Manuel La- 
Puente — José Luis Quiñones — Tomas.de Vivero — Es copia — ' 
Mariátegm. 

El General Oanseco en consecuencia de esto ha resignado 
el mando Supremo y ha expedido la siguiente proclama. 



PEDRO DIEZ OANSECO A SUS COMPATRIOTAS. 

Cuando á principios de este año ce'ebró el General Pezet 
los tratados con la España, cuando el heroico pueblo de Are- 
quipa lanzó el grito de desaprobación contra tan cobarde y pér*^ 
fida conducta, cuando todos los departamentos del Sur respon- 
dieron unánimes y lo siguieron, haciendo otro tanto los del 
Norte, yo sufria eu mi casa por la ignominia de mi patria y 
por los males que preveia tenia que sufrir. Débil el Gobierno 
del General Pezet, se asustaba de su sonibra, empezó á perse- 
guir á cuantos creyó que no aprobaban su conduta, y lo hizo 
de un mjodo tan violento, tan negra y tan pérfidamente, que 

23 
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holló 4 todoi, violó todas las garantías, se liiso superior á ía» 
leyes, que conculcó y rompió ai^i los vínculos que lo unían oud 
)a nación. 

Debió desde entonces ser reputado como un usurpador del 
poder, y lo fué* 

Creí, que el deber de todo ciudadano era restablecer el im- 
perio de las leyes; trabajar por su afianzamiento y por el de la 
Constitución, que t&dos habíamos jurado. 

Me creí muy particularmente obbgado á esta santn empresa 
como particular, como Oeneral y como Segundo Y ice-presi- 
dente elegido por la Nación. 

Volé pues al campo de la legalidad y del honor, y adondo 
di voto un&nime de los pueblos me llamaba. 

Me presenté en los Departamnetos libros, y fui recibido por 
todos con entusiasmo y el Jefe de la revelación Coronel D. 
Mariano Ignacio Prado me entregó el mando de la República. 
Mi misión fué la de 29 Yioe- Presidente Constitucional; como 
tal goberné, y procuré no desviarme de sus mandatos, y cum- 
plirla y hacerla cumplir. 

Quísola Divina Providencia coronar los esfuerzos de los bue- 
nos patriotas; el inmoral y tiránico poder de Pezet desapareció 
y este Departanento y la Provincia Litoral del Callao, únicos 
pueblos sojusgados, recuperaron sus derechos. 

Libre ya la República, y ocupada la Capital, fué de mí de- 
ber organizar un ministerio; y lo hice, para que la Constitu- 
ción fuese puntualmente obedecida, y las garantías y las li- 
bertades públicas respectadas. Traté de gobernar con la Cons- 
titución y los pueblos han visto mi conducta. Mas el Ejército 
no quiere la observancia de la Constiiucion, quiere una Dic- 
tadura jhk discierne á uno de los candil (os del Ejército Res- 
taurador, abandonando todas los principios que debiera soste- 
ner y dejándome sin tener quien me obedezca. No he podido 
pues hacer subsistir el imperio de la ley. 

Debo á la nación una relación detallada de mi conducta, 
debo luia razón de mis procedimientos. Yo ks daré después y 
habré cumplido así con lo que de mí pueden exijír los pue- 
bles: y la justicia de la nación dictará su infalible é inexo- 
rable fallo. 

Lima á 28 de Noviembre de 1865. 

Pedro Diez Cansico. 
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En coososuencia de to ios estos acontecimientos el señor 
Ooronel Prado ha asuttiido el mando con el título de Je- 
fe Supremo Provisorio de la llepública, y ha expedido el 
docrcti> que insertamos. 

MARIANO IGNACIO PRADO 

JEFE SUPREMO PROVISORIO DE LA REPÚBLICA. 

Consideranth: 

19 Que los pueblos de Lima y el Callao,*'así como el Ejér- 
cito Restaurador y la Armada Nocional, en sus actas respec- 
tivas, han resuelto que el G-obierno abandone la política 
anómala que habia a'^ optado y asuma las facultades que sean 
necesarias para llevar á cabo los fines de la revolución; 

29 Que el General D. Pedro Diez Canseoo se ha negado ^ 
acceder á los votos del Pueblo y del Ejército; 

39 Qae, en su defecto, pc me llama para que desempeñe el 
mando supremo con el objeto indicado; 

Decreto: 

Artioüí.o único. Bajo la denominación de Jefe Supremo 
Provisorio de la República, acepto él carácter y las faculta- 
des de que se me ha investido. 

£1 Secretario de la Comandancia en Jefe del Ejército que- 
da encargado de dar publicida>d á este decreto y de comuni^ 
cario á quienes corresponde. 

Mariano I. Prado— Manuel Cardoso db la Tobre. 



Organizado pues elGrobierno prodsorio, con^ 
trajo su atención á la defensa del pais, y á orga- 
nizar los elementos de resistencia á las preten- 
siones y amenazas déla España. El principal 
obstáculo, que era la administración imbécil y 
cobarde del Ex-Jenera] Pezet, habia desapare- 
cido y el pais entero se encontraba al lado del 
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Gobierno Provisorio para tan heroica lucha — 
Se encontró pues, siguiendo el curso de los 
triunfos populares, frente á frente del enemi- 
go, y decidido á revindicar el honor mancilla- 
do, objeto primordial del levantamiento délos 
pueblos, y iinico blanco sobre el que dirijieron 
sus miradas. hA glorioso 2 de Mayo coronó los 
imámines esfuerzos del Pueblo, del Ejército y 
del Gabinete. Quedó, asi, revindicado el ho- 
nor del Perú y llenado el primero y esencial 
objeto ele la Dictadura. 

Tiempo há que se deja conocer la necesidad 
de restituir su magestad y vigor á las leyes, la 
respetabilidad á la autoridad, su prestigio á las 
instituciones, su fuerza y desarrollo al poder ci- 
vil. Muchos y graves escándalos han pesado so- 
bre la República, y si alguna vez no han sido 
premiados sus autores, tampoco han side cas- 
tigados. La disolución de la Convención Nacio- 
nal, el golpe de Estado de 11 de Julio de 859, 
la formación del Congreso de 860; la espatria- 
cion arbitraria de varios ciudadanos, no solo sin 
causa, sino después do haber sido absueltospor 
los tribunales; la oj^osicion y resistencia des- 
carada á ordenar el cumplimieto de sus fallos, y 
otros actos semejan tes,traian trabajada la repii- 
l)lica y hablan introducido la perversión en las 
ideas y la corrupción administrativa. Algunos 
Representantes del pueblo habian intentado 
vincular su suerte á la calidad del Diputado. 
De aquí esa política egoistay especuladora que 
se les vio seguir en las últimas sesiones. La 
indefinida duración de éstas, el aumento de sus 
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emolumentos, la creación de comisiones inúti- 
les, que forzosamente debían desempeñar ellos 
solos y la influencia, que sabían alcanzar en el 
Gabinete, eran la vergüenza de los honrados 
y patriotas. Corromper á los Diputados, pro- 
digándoles á ellos y los suyos favores inmere- 
cidos, empleos y honores, era una moneda usual 
y corriente en el palacio, convertido en bolsa 
y en casa de contratación. Felizmente, la cor- 
rupción venia solo de arriba y poco cundía eri 
el pueblo, aunque aveces se le empleaba como 
instrumento para hacerle elejir representan- 
tes, que sirviesen al Gobierno y le sostuvieran 
en todos sus proyectos. 

A pesar de esto, no estaban perdidos entera- 
mente, como se declama, el amor á la libertad 
ni el sentimiento déla justicia, ni el respeto á 
las institucionas democráticas, pues aunque en- 
cubiertos ó contenidos, tampoco estaban sofo- 
cados. Se hacían sentir y se manifestaban de 
varios modos. En las mismas cámaras se al- 
zaba la voz de algunos representantes para 
denunciar los desmanes del poder, y sus abu- 
sos y prevaricaciones j)ara contenerlos. Los 
juzgados y tribunales pronunciaban serenos 
é inflexibles fallos consoladores, que protegían 
las preciosas garantías del ciudadano. La pren- 
sa, á veces exaj erada y aun á veces sediciosa, 
llevaba en su fondo los principios y el germen 
de la libertad, elementos con que la patria po- 
día levantarse triunfante en esa perenne y no 
terminada lucha del régimen antiguo con el 

{)rogreso liberal: de las añejas doctrinas con 
as que quieren ver ínplantadas las sociedades 
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modernas. Las ideas de libertad, de indepen- 
dencia y de dignidad nacional estaban dema- 
siado arraií?ada.s, siendo también pronunciado 
el odioá toda dominación arbitraria, tiránica ó 
estraña. Se han engañado mucho los que han 
pensado de otro modo. El alzamiento espontá- 
nea y en masa contra el atentado del 14 de 
Abril, los aconteciraientíjs que se succedieron 
en 865, y el glorioso 2 de Mayo han venido á 
satisfacer las esperanzas de todos. 

Hornos bosquejado el cuadro social del país, 
tal cual le hemos compi*endido, mirando el con- 
junto de los hechos, sin descender á un minu- 
cioso análisis. No creemos )X)r tanto que exista 
el mal, ni tampoco su remedio, donde algunos 
los han indicado. Las instituciones son ino- 
centes y no pueden ser culpables de los abu- 
sos, que con su desprecio y violación se hayan 
cometido. Aecptando la situación sin miedo 
ni recelos, no buscando idealidades ni quime- 
ras, y entrando de lleno ^ de buena fé en el 
laberinto , si se quiere , de nuestra política 
llevando en la mano como hilos conductores la 
verdad, la justicia y la libertad, habríamos en- 
contrado la puerta que se supone difícil é inac- 
cesible. La libertad sola salva todas las cues- 
tiones en todos los sistemas políticos: no sé le 
ponga trabas para obrar y ella vencerá. 

Si se quiere tener lejisladores buenos é in." 
dependientes déjese ensanche á los pueblos pa- 
ra que ellos los elijan y no se les imponga en 
los consejos ministeriales. Para que los eleji- 
dos sean fieles a sus comitentes, respétese las 
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inspiraciones de su conciencia. Para que el 
Grobierno marche sin sozobras ni azares, no sé 
entrometa ningún otro poder en el circulo de 
las atribuciones, que la ley fundamental le ha- 
ya designado. Para que las leyes recobren su 
imperio, no se perturbe tampoco en su ejecu- 
ción y aplicación á los demás funcionarios y 
jueces, que marchen en la esfera que se les ha- 
ya trazado. Obedezcan los ciudadanos á la ley, 
y solo á la ley. No se separen de ella los ma- 
jistrados y el orden social quedará sólidamen- 
te establecido. Reconózcase por todos, que el 
empeño que cada cual ha tenido en desviarse 
de la senda segura de la ley, ha producido ios 
disturbios y perturbaciones, de que la Patria 
ha sido victima. Los Gobiernos han desacre- 
ditado á los Congresos, á cuyos miembros se 
esforzaban en seducir y corromper , procla- 
mando en seguida su inutilidad; que los otros 
cuerpos del Estado eran también inútiles ó em- 
barazosos y que era necesario eliminarlos: que 
no habia otra salvación para la República que 
dejar á uno solo el cuidado de pensar, de que- 
rer y de obrar por todos. Asi procedieron Ti- 
berio y Felipe II, Cromwéll y Luis XIV, y en 
los liltimos tiempos Rosas y el Dr. Francia. 

No hay un solo politice ó moralista, dig- 
no de este nombre , que haya opinado , que 
la corrupción de costumbres, la perversión de 
las ideas, y otrof^ males y vicios que afectan las 
sociedades, sin ser patrimonio esclusivo de los 
hijos del Perú, se remedien ó corrijan creando 
un poder superior á las leyes. La paz, los bue- 
nos ejemplos, el respeto constante ala justicia, 
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y la represión de los delitos, según el orden 
invariable de las leyes establecida8,son los ajen- 
tes mas eficaces y poderosos de las reformas 
sociales. Ihíms nacido para la justicia, y en el 
corazón de todos los hombres, sin escluir ni a 
los malos, existe el sentimiento del bien: la 
misma liipocrecia es el tributo que el crimen 
paga á la virtud. Los abusos y atentados del 
poder, no se remedian creando otro superior á 
las leyes, sin ningún freno ni responsabilidad; 
ni es fácil comprender que pueda haber socie- 
dad que asi lo proclame sin ninguna limitación, 
aunque las palabras no lo espresen, porque tal 
amplitud es opuesta á la naturaleza humana. 

La realización de las reformas, que necesita 
un país, no se puede obtener creando una Dic- 
tadura, que transitoria y de precaria duracioa, 
por su naturaleza, no tiene para ello el tiempo 
que es necesario, ni puede ser tolerada hasta 
que queden plantificadas, porque esto seria 
crear una autocracia. 

El que asume el compromiso de reformar un 
pueblo, cuando éste necesitare serlo, debe es- 
tar cierto de que su misión será de larga dura- 
ción; pero solamente los reyes, cuyo reinado 
es por el tiempo de su vida, pueden abrigar 
esta confianza. Luis XIV, ayudado por Colbert 
y Louvois, pudo en su largo reinado de 72 años 
promover y ejecutar útiles reformas y mejoras, 
crear grandes establecimientos, abrir canales 
y caminos, impulsar el comercio y la marina, 
dictar ordenanzas, prudentemente calculadas 
para su tiempo, proteger la agricultura, am- 
parcir y estimular las artes y las ciencias, re- 



muiiel'ar á los sabios, á los artistas, á los es- 
critoros y poetas, y haber dejado ese inmenso 
cúmulo de obras maravillosas, que todavía ad- 
miramos. A pesar, pues, del inmenso brillo 
de que se vio rodeado, no pudo contar con que 
su voluntad sería respetada después de suá 
dias. Su testamento fue anulado por el parla- 
mento, como habia anulado el de Luis XIII: 
el Duque de Orleans fué declarado Regente y 
Señor absoluto por ese mismo ¡íarlamento, al 
que bien pronto mandó al destierro. Es muy 
propio de la vanidad humana presumir, que 
será respetada nuestra voluntad después que 
hayamos desaparecido de la faz de la tierra ó 
del teatro en que hemos representado algún 
papel importante . Solamente serán dura- 
deras las obras fundadas sobre la opinión la 
conveniencia y la justicia. 

Pedro el Grande de Rusia fué un gran re- 
formador. Pudo contar con su carácter firme, 
con la instrucción que adquirió, recorriendo la 
Europa, con la autoridad ilimitada que ejercía 
sobre pueblos medio salvajes, á quienes no se 
dejaba otra elección que la de obedecer, y con 
treinta y siete años de reinado. Federico II de 
Prusia con iguales dotes, pero sin los vicios 
que degradaban á Pedro, pudo también engran- 
decer y mejorar su patria durante los 46 años 
que reinó. José 11 de Alemania fué también 
reformador: emprendió varias innovaciones, á 
que el pueblo no estaba preparado, como dicen 
siempre los retrógrados, y dejó escapar el pre- 
sente por anticipar ^el pormnir^ según se espresa 
Cantú. Reinó apenas diez años. Por último el 
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rejenerador de la España fué Carlos III du- 
rante los 29 años de su glorioso reinado. 

Todo eso y mucho mas estaba bien en las 
monarquías de derecho divino, en que el per me 
rejnant reges, era una palabra sacramental, re- 

{)etida con énfasis, aceptada sin examen y con 
a servil obediencia á que los pueblos estaban 

preparados. Pero ¡en una República! En 

una República todo debe ser hecho por los 
representantes del pueblo, sin delegarse á nadie 
sus derechos irrenunciables é imprescriptibles. 
((En la infancia de las sociedades, dice Moi- 
iesqideu, los jefes <le las i'cpúblicas hacen las 
instituciones y éstas forman después á los je- 
fes de la república». [§] El Perú no se en- 
cuentra en la infancia para necesitar institu- 
tores. Es un pueblo libre, que figura entre 
las naciones soberanas, que tiene las virtudes 
y los vicios, por desgracia, las necesidades, la 
ciencia y las ideas del siglo. Tiene una orga- 
nización regular, una leji«^lacion propia redac- 
lada en sus códigos civiles y criminales, mer- 
cantiles y municipales: ha adoptado un siste- 
ma de leyes fundamentales y políticas, análo- 
gas á su situación, y basadas sobre los princi- 
pios de la ciencia y los progresos del siglo. No 
se encuentra, pues, en el primitivo estado de 
un pueblo semí-salvaje, para confiar y encar- 
gar á un hombre que le de instituciones por 
las que deba regirse, como el Estado de la 
Carolina las pidió al filósofo Loke, quien á 
j)esar de su gran talento le dio una constitu- 

m !■ ■ .1 ■ - ... I ■ . .1 I III» .«»«.— — ^— 

[§] Grandeza de los Rfmi. cap. 6. 
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<íion inaplicable al estado del país, y que Tia- 
biendo sido causa de desórdenes fué al fin 
reformada. Los pueblos libres son orgullosos, 
y- solo respetan lo que sale de su seno y se en- 
cuentra en armonía con sus deseos y necesi- 
dades. 

Éntrelos pueblos modernos ninguno ha asom- 
brado mas al mundo con sus progresos mate- 
riales y morales y con sus colosales recursos 
que la América de Washington. En ella se ha 
sofocado la guerra civil sin dictadores, y sin 
ellossehan realizado las mas admirables refor- 
mas. Un individuo, ó cinco, que formen un ga- 
binete, por muy próbidos, muy patriotas é ilus- 
trados que los supongamos, no pueden reunir 
un capital mayor de ciencia, de probidad y pa- 
triotismo, que el acumulado en ciento ó dos- 
cientos elejidos por el pueblo. No perdonamos, 
ni siquiera toleramos, los errores ó debilidades 
de estos ¿y las sufriremos y las toleraremos 
dóciles en una organización dictatorial? Pero 
se nos repite: estos tienen ojos para ver, sabi- 
duría para gobernar con acierto, rectitud, pro- 
bidad y virtudes, de que aquellos carecen. 

En los tiempos de la decadencia del impe- 
rio romano decian los cortesanos, que nunca 
era mas grata la libertad, que bajo el mando 
de un príncipe bueno. 

Numq^aam libertas gratior extat^ 
Quam sub rege pió \Clavdiand\ 

A esto han contestado hombres pensadores, 
instruidos en la historia— «la libertad que de- 
pende de la voluntad de un rei, ó de un indi- 
viduo, no merece tal nombre». 
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«La tendencia actual de los espiritas ño se 
contenta con las formas de gobierno, en que la 
felicidad de una nación deba depender esclu- 
sivamente de la voluntad de un hombre. Por 
admirable que sea la obra de Fenelon^ este vir- 
tuoso prelado no há pensado quizá en ofrecer á 
los pueblos otra garantid, que el carácter de 
los principes. Mas exijentes hoy los pueblos, 
quieren garantias mas sólidas-Za garantía de 
las instítuciones.jf (f ) 

«No tengo esta garantía mas que en el nombre 
que llevais,decia Thiers á los trunfadores de 848, 
que los compromisos (\\\Q\L^hQ\^ contraído, escri- 
biendo en un diario, ó en un discurso, que vues- 
tro carácter^ que la rectitud de vuestro talento. 
Sin embargo, recordad, que la moderación de 
los que gobiernan, jamás fué aceptada como 
una garantía por ninguno, y menos, que por 
ningún otro, por quienes se dicen defensores 
esclusivos de la libertad. Sois moderados^ acos- 
tumbran responder, y con razón, los que les 
hablan de la arbitrariedad; sois moderados^ tan- 
to mejor para vosotros. Pero vosotros lo sois, 
y otros podrían no serlo, y ciertamente no lo 
serán; de consiguiente no aceptamos vuestra 
moderación por una garantía, y preferimos una 
regla por dura gue pueda ser ^ pero una regla^ que 
gea estable y fija y que no nos haga depen- 
dientes de las virtudes de nadie». 

Ni la Dictadura, cuya institución tiene reg- 
las conocidas, sancionadas por los principios 
del derecho público universal y por la prácti- 

[ti Bignon des Proscnpitons, Lib, 1 cap. 5<*. 
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ca (le los pueblos; ni los reyes ó jefes de his 
naciones están encargados déla misión de en- 
señar la moral. En la administración del es- 
tado la moralidad se establece con los buenos 
ejemplos, con la observancia de las leyes, con 
la inspección sobre la pronta y recta adminis- 
tración de la justicia, con la colocación de em- 
pleados hontados é intelijentes, con la represión 
de los abusos y castigo de los delincuentes, con 
el fomento de las escuelas y de la instrucción 
pública, con el premio á los leales y el des- 
precio á los traidores, con la protección á la 
Religión del Crucificado, y con la presentación 
para los beneficios de buenos ministros de Je- 
sucristo. Para ejercitar su acción el poder pú- 
blico sobre todos y cada uno de estos ramos, le 
son suficientes los medios comunes. «Aunque 
Constantino declaró al cristianismo religión 
del imperio, los obispos, los padres de la Igle- 
sia y los concilios dieron el impulso reforma- 
dor y aceleraron su marcha. Seria un grave 
error creer, que esta grande revolución reli- 
giosa tuvo por consecuencia una refundición 
radical y absoluta en las instituciones. Cons- 
tantino reformó mucho, pero no niveló, ni hu- 
biera podido hacerlo. Aun cuando el Empera- 
dor fuese cristiano, el imperio permanecía pa- 
gano á medias; antes de convertir las instiüiciQ' 
nes, era necesario convertir los corazones. Las 
revoluciones no han madurado realmente, sino 
cuando las ideas y los hechos han guardado 
analogía. El paganismo, profundamente en- 
trañado en la sociedad , y abandonado como 
culto, mantenía su influencia en las costumbres. 
JVÍas de un cristiano por su fé, era pagano por 
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sus' hábitos y costumbres domésticivs . Nada 
exije mas moderación y prudencia en el lojis- 
lador, que el poder de la costumbre, que opone 
vigorosa resistencia cuando se trata de desar- 
raigarla. Un gabinete prudente debe atender á 
los intcses positivos antes de obrar. Un Gobier- 
no que está llainado á durar, pesa con mayor 
madurez los actos que lega á las generaciones 
venideras. Constantino comprendió maravillo- 
samente, que falta al poder una palanca para 
obrar una revolución radical, no hallándose 
la sociedad en estado de soportarla. (§} 

Si el inmenso poder de este emperador no 
pudo, durante los 36 años de su reinado, reali- 
zar las mejoras y reformas saludables que em- 
prendió, ¿le será* dado á un Dictador de preca- 
ria existencia y de transitoria duración? No se 
funda pues en una utopia irrealizable la crea- 
ción de un poder superior alas leyes,en circuns- 
tancias de convulsiones políticas, ni en pue- 
blos creados y educados para la vida republi- 
cana, y para el gobierno de todos. 

Los partidarios de la dictadura han echado 
mano, para santificarla, de un argumento muy 
deleznable, desacreditando en sus discursos vi- 
rulentos la constitución, que en los pueblos li- 
bres no está vinculada á esta ú otra redacción, 
6 edición de éste ó aquel año, convención ó 
congreso. La constitución republicana es in- 
variable en su esencia, aunque pueda sufrii: 
accidentales variaciones. Ella declara los de- 
rechos del hombre y del ciudadano, la sebera- 

[§J Troplong — Influencia del cmtianismo en el estadio 
d el Cereclio líomano — P. 2? cap Y. 
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nía del pueblo, y su ejercicio confiado á tres 
poderes independientes, alternativos, nacidos 
del mismo, y responsables de sus actos; garan- 
tiza la libertad, la propiedad, la seguridad per- 
sonal y la igualdad. Aceptados estos princi- 
pios, las consecuencias son conocidas y están al 
alcance de todos. Las constituciones que ha te- 
nido el Perú se han formulado sobre ellos. 'No 
ha sido culpa suya que cada revolución haya 
derribado la existente, y la haya desacredita- 
do, ofreciendo otra mejor, y que á su vez tendrá 
que sufrir iguales ataques. Ellas tampoco son 
culpables de que no hayan sido cumplidas por 
los mismos que juraron sostenerlas. 

Sin meditar en esto, se ha repetido hasta el 
fastidio, que no debe subsistir la Constitución 
de 1860, porque habia sido violada á presen- 
cia de los mismos representantes del pueblo: 
que ha servido de careta á la tiranía; de sal- 
vaguardia á los privilegios: de sostenimiento á 
la impunidad . Estas y otras vulgaridades 
solo conducirían al desorden, á la anarquía y 
á la perversión de las ideas: con ellas nada 
quedaría estable en la sociedad, ni podría ser 
durable ningún gobierno, Pero esa misma car- 
ta, que se desacrediia y maldice, contesta con 
sus disposiciones á tan pueriles como vagas de- 
vclanaaciones. Si algún valor tuvieran, silos 
hechos fuesen ciertos, la única consecuencia 
lógica y legal á que conducirían es, á solicitar 
su reforma si tiene vicios: y á castigar á los 
culpables; lo uno por el mismo poder que dic- 
tó la constitución, y lo otro por los tribuna- 
les que ella tiene designados. 
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Sí doctrinas tan disolventes en una repúbli- 
ca llegasen á estraviar las opiniones, no de- 
bería profesar la sociedad ninguna religión, ni 
existir leyes, ni gobierno, majistrados ni sa- 
cerdotes. La religión santa de Jesús ha sido 
vilipendiada y sus ministro^ escarnecidos por 
algunos impíos y sacrilegos: los preceptos di - 
vinos no han refrenado siempre, ni impedido 
que se cometan pecados vergonzosos y nefan- 
dos: los ministros del altar muchas veces han 
escandalizado al mundo con sus obras y pre- 
varicaciones, haciendo conocer que son hom- 
bres débiles, espuestos á errores y domina- 
dos por pasiones; los jueces y majistrados han 
también infrinjido las leyes, eludidolas ó apli- 
cádolas mal. Las bellas letras y las eivtcs li- 
berales, las ciencias y sus libros, la imprenta 
V los descubrimientas útiles suelen venir acom- 
panados de un cortejo funesto de corrupción é 
inmoralidad, porque el hombre es inclinado á 
abusar de todo. ¿Declamaremos por esto con- 
tra la sociedad y sus leyes, imitando al sofista 
elocuente de Ginebra en sus ataques contra 
las artes y las ciencias, y lanzando anatemas 
contra ellas? 

«Para decir que son inútiles las leyes civiles, 
dice Montesqideu, porque no reprimen siempre, 
es preciso decir también, que la religión tam- 
poco puede ser útil, porque no siempre reprime. 
Es mal modo de raciocinar amontonar sobre 
cualquiera obra una larga enumeración de loB 
males que ha causado, si no se hace lo mismo 
con los bienes que ha producido. Si quisiera 
reunir todos los males que en el mundo haij 
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producido las leyes civiles, la monarquía, la 
República, ¡cuantas cosas horribles tendría que 
decir!» (f ) 

Por último, convertir los remedios supre- 
mos y heroicos, á que solo temblando puede 
ocurrirse, en sistema permanente é inmutable, 
para la curación de nuestras enfermedades y 
dolencias, sería comprometer demasiado la vi- 
da, hasta por accidentes lijaros, fáciles de ser 
curados por un tratamiento ordinario y senci- 
llo. En semejante error incurren los que creen, 
que en política puede servir siempre para la 
salud de la República un gobierno absoluto é 
irresponsable. 

Si los gobernantes, sujetos á una ley, la han 
infringido, si han malversado las rentas públi- 
cas, si. han violado las garantías del ciudada- 
no, si han desterrado sin causa, si han coarta- 
do el sufrajio popular, si han humillado el pais 
por imbecilidad, ambición ó perfidia, si han 
corrompido los Congresos, y si por estos y otros 
actos ó delitos han provocado á la rebelión y de- 
saparecido de la esena de un modo vergonzoso, 
-^ ¿cuál. es la conducta que deben seguir sus suc- 
cesores? Claro es, que para ser consecuentes tie- 
nen que* adoptar otra enteramente contraria. 
Deberán pues cumplir y hacer cumplir la cons- 
titución y las leyes; ser fieles y escrupulosos 
guardianes de los derechos y garantías nacio- 
nales é individuales. Tendrán mas tarde que 
someterse á una nueva constitución ó abrazar 
un credo político cualquiera: de otro modo que- 

' i — — — — 

(-j-) Espíritu íh fas lr¿/es — Lib. 24 cap. 2* 
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daría el pais entregado á perpetuas vicisitudcí^. 
El que quiera ser severo como Bruto, debe co- 
mo él reprender los vicios ajenos, no con pala- 
bras, sino con su virtud propia. 

Pero no es posible gobernar bien con una 
constitución, se ha dicho por el ejército, según 
lo que aparece en la acta del Consejo de Minis- 
tros. Nosotros diremos, no es posible en el si- 
glo XIX gobernar sin ella. Hasta las mo- 
narquías absolutas tienen la suya y el ejército 
está sujeto á una ordenanza. No sin alguna ra- 
zón, aunque aparente, se ha dicho en el exterior 
para injuriarnos, que somos unos imbéciles, y 
aun salvajes, desde que hemos confesado que 
no podemos ser gobernados por leyes, como 
seres racionales, sino como esclavos abyectos, 
que no conocen otra ley que la voluntad de su 
señor— ÍTo: no: el Perú ha amado siempre la 
libertad y la República, y nunca ha renuncia- 
do á su soberanía ni renegado de su libertad. 
Mienten los que han dicho otra cosa. 



Réstanos examinar si en el modo con que 
ha sido ejercido el poder dictatorial ha habido 
acierto y discreción. Creemos haber llenado es- 
te propósito con lo que antes hemos dicho, en 
cuanto tiene relación con el objeto paincipal de 
nuestro trabajo. Poco mas tendremos que 
añadir. 

La dictadura, como todo poder humano, que 
se confia á un hombre en pueblos civilizados, 
tiene que normar sus actos, disposiciones y con- 
ducta á los preceptos inmutables de Ja Justicia. 
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Tanlo podemos, cuanto según derecho podemos. 
La autoridad que crea una sociedad, la crea pa- 
ra su bien y para que sus individuos gozen de 
completa seguridad y garantías. Este princi- 
pio es de eterna verdad y de derecho natural. 

Los actos administrativos y las órdenes diri- 
jidas á dar impulso á la marcha de los negocios 
comunes, son atribuciones naturales de todo 
gobierno. Pueden variarse, anularse ó modifi- 
carse sus disposiciones, decretos ó reglamentos 
cuando se considere necesario. Para ello, no es 
necesaria la Dictadura. Sobre tales actos no 
pueden ejercitarse la censura, ni son materia de 
un examen serio. La necesidad les dá naci- 
miento; desaparecen cuando se ha llenado aque- 
lla. Los actos» que tienen el carácter de lejis^ 
laüvQS, ios que han cambiado ó conmovido el 
sistema y organización déla República, y aspi- 
piran atener un carárter de perpetuidad en su 
marcha política, y sobre, todo, aquellos de que 
un pueblo no abdica, ni puede, ni debe abdicar 
jamás, son los únicos que han debido fijar nues- 
tra atención, como lo hemos hecho en el largo 
trabajo que hemos emprendido. Los actos de 
la dictadura han pasado ya al juicio de la his- 
toria y deben ser juzgados con libertad é im- 
X)arcialidad, porque tampoco puede turbarse su 
política. 

Cada forma de gobierno tiene sus faces, su 
fisonomía especial y su manera de ser, que se 
desarrollan espontáneamente,como ciertas plan- 
tas ó seres, cuando se encuentran colocados en 
apropiadas circunstancias. Nadie puede liber- 
tarse de la influencia de la admósfera en que 
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se encuetra envuelto: así, pues, en la dictadura, 
aunque elJefe sea benévolo, tiene que ser arras- 
trado por su destino. Los tribunales especiales, 
las comisiones, los impuestos, la delación con- 
vertida en oficio autorizado, el premio á los 
delatores convertidos en agentes suyos, forman 
su cortejo forzado. De otro modo no podemos 
encontrar el motivo que haya inducido, para 
buscar en ciertos decretos la sanción penal en 
semejantes elementos, que en otro lugar hemos 
ya examinado. 

La Dictadura de Noviembre ha manifestado 
honradez administrativa v buenas intenciones, 
pero que no siempre bastan para lograrel acier- 
to. Los Secretarios han desplegado laboriosidad 
y un deseo demasiado exagerado de innovarlo 
todo, sin fuerzas suficientes para ello y sin co- 
nocer bien el terreno sobre el que levantaban 
su edificio. Aquí debe buscarse la causa de al- 
gunos de sus errores y desaciertos. 

¿Acaso era urjentc conmover la sociedad 
desde cimientos, cambiándola legislación civil 
y criminal, la organización judicial y munici- 
pal, lado hacienda y comercio, la de instruc- 
ción y policía? Cada uno de estos ramos necesi- 
taba detenido estudio, fuerzas hercúleas y sobre 
todo, era ajeno de la Dictadura estender su ac- 
ción sobre otros negocios que aquellos que sir- 
vieron de motivo para crearla. Esos trabajos 
legislativos debió reservarlos al Congreso y 
contraer su atención á los puramente adminis- 
trativos. ¿Han creido acaso los Secretarios, que 
ellos debian hacerlo todo y á la vez, á fin de que 
la nación, por quien se tomaban la facultad de 
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pensar, ya nada tubiera que hacei'en adelante? 
Ellos han creado una inmensa legislación, tan 
interpretada, aclarada y modificada, que necesi- 
ta para su conocimiento un estudio especial. 
Menos han reflexionado, que no es posible dar 
leyes aisladas, sin envolver la legislación en un 
cahos horroroso,porque formando ella un cuerpo 
compacto, queda todo él sacudido, vacilante y 
enfermiso con parciales reformas ó variaciones, 
de que resultan choques y contradicciones entre 
lo creado y derribado, entre lo nuevo y lo viejo, 
entre las costumbres, tradiciones y leyes patrias 
y las del imperio francés y otras estrañas,quedo 
todas modos han sido implantadas en el Perú. 

Si la Dictadura en sus primeros pasos no fué 
abiertamente tenaz perseguidora d^ sus enemi- 
gos vencidos, tamj^oco ha sido después toleran- 
te ni induljente. Su proceder ha sido incierto 
y variable inclinándose ya á un lado, ya al otro. 
El 2 de Mayo debió quedar reconciliada la fa- 
milia peruana, porque la sangre de los defen- 
soi'es de la honra nacional corrió promiscua.- 
mente en las calles y fortalezas del Callao, sin 
presentar en esos gloriosos dias sino un solo co- 
lor, y sin tener las victimas otro sudario común 
que el pabellón nacional: pero desgraciadamen- 
te hubo allí desdén, frialdad y aun quizá des- 
precio por los llamados vencidos. En el corazón 
de los partidarios de la-dictadura, en sus auto- 
ridades y gabinete han sido muy pronunciado 
el sentimiento del esclusivismo político, la deci- 
dida predilección de partido, quizá á pesar de 
los sentimientos y programa del Presidente 
provisorio, que ofreció á la Nación — (.(qtie el 
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mérito^ la virtud del trahajo^ serán siempre los 
únicos títnJos que consideraría^ cualquiera que 
haya sido el bando político á que hayan pertene- 
cido los ciudadatios que reúnan esas condiciones.» 

Xo í^olamente en la parte personal ha dejá- 
dose sentir esta eliminación, sino aun en la de 
la opinión. Nada de lo que no fuera concepción 
de los Secretarios, idea absolutamente suya ó 
su prapio pensamiente, ha tenido cabida en 
sus consejos. Asi aparece en lo politice y eco- 
nómico, en lo judicial y eclesiástico, en lo pro- 
fesional y en lo científico, en lo municipal ó 
lejislativo. La idea, una vez concebida y acep- 
tada, aunque perjudicial y errónea, se ha soste- 
nido á todo trance,aunque por todas partes apa- 
reciera el disgusto y la resistencia,la desaproba- 
ción y el descontento, por que seliá creido, que 
ceder á la razón y conveniencia social, era un 
acto de debilidad y un desprestigio para la dic- 
tadura Retroceder al bu^n camino, no es debi- 
lidad ni deshonroso á la autoridad. Pero ¿no es 
del pueblo, que reclamaba de esos actos, esa au- 
toridad que ejercen? Lo escrito, queda escrito 
ha sido su final respuesta. 

Los Secretarios de la Dictadura que, como 
opositores á los Gobiernos anteriores y aun 
como periodistas, fueron ardientes defensores 
de la libertad de imprenta, colocados en la al- 
tura del poder la han mirado con mal ojo, y 
se han mostrado descontentos, restrictivos y 
aun persegidores de tan preciosa garantía; (*) 

(*) Tácito, Anales, lib. 16 c. 24 — dice con amanjj. ver- 
dati: Ut imperíum evcrtant, líbertatem praeferuut: n pevver- 
ferintj líbertatem ipsvDn ogndiuntur. 
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por lo mismo no han podido conocer el verda- 
dero estado de la opinión pública, porque han 
gastado mas verse envueltos en una nube del 
incienso, que en abundancia seles ha quemado, 
que en una esfera clara, limpia y despejada. 
Los editores del Bie^i Público escribieron al- 
gunos artículos acres y aun sediciosos, solo in- 
feriores á los del periódico Perú^ y fueron re- 
ducidos á prisión. Un estrangero publicó algu- 
nos artículos de interés personal contra el Se- 
cretario de Grobierno y fué llamado por éste pa- 
ra ser reconvenido y recibir una amonestación. 
El Coronel Balta tuvo la indiscreción de hacer 
circular una especie de manifiesto ó proclama, 
nada conforme con sus mismos antecedentes, ni 
con las circustanciasen que estaba ya la Repú- 
blica y por un procedimiento incalificable, y 
el primero en su clase en el Perú, fué interro- 
gado sobre el escrito por una comisión militar 
y por resultado de haberse reconocido autor del 
escrito, fué destituido de su rango militar, co- 
mo si en el Perú rigieran la ley Nocedal, ó las 
amonestaciones del imperio. Pero, lo mas gra- 
ve, en nuestro concepto, en esta matería,hasido 
una orden dirijida á las imprentas, i3ara que 
ep algunas cuestiones nada se escribiera sin la 
previa censura de un ciudadano chileno. So- 
mos de opinión, que en ciertos y especiales ca- 
sos puden los gobiernos exitar á los periodistas 
para que no toquen determinados asuntos, ni 
publiquen noticias ó hagan apreciaciones, cuya 
revelacionpodría ser perjudicial al Estado. Mas 
restablecer la censura previa, aun en uno ó 
pocos asuntos, y someter el ejercicio do esta 
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preciosa garantía al juicio do un individuo, no 
peruano, jamás podría mirarse con resignación, 
porque el sentimiento nacional se revela con 
amargura. 

En la política dictatorial ha prevalecido la 
idea de abatir el poder civil^ sea por cálculo, ó 
sea por la tendencia irresistible de los gobier- 
nos absolutos á eliminar cuanto pueda causarles 
celos. El poder inmenso de Richelieu se diri- 
jia siempre á humillar á los grandes; pero en 
una República tales aspiraciones son estrañas 
á su organización, á la independencia de los 
poderes, á la igualdad ante la ley y á la alti- 
vez democrática. Cuando los Secretarios han 
creído necesario, que se hiciera un estudio, ó 
un informe, practicar una averiguación, ar- 
reglar un proyecto ú otro trabajo , no han 
ocurrido á las oficinas del estado, ni ocupado 
á sus empleados, sino á comisiones especiales, 
creadas al objeto. ¿Qué han hecho las varias 
que se han organizado? Solamente para una 
reforma no seha creado ninguna comisión, quizá 
la única que hace indispensable la acumula- 
ción de ideas, de esperiencia, de práctica y de 
versación en los negocios» — para la reforma de 
la lejislacion^ que ha nacido del cerebro del Se- 
cretario de Justicia, en la parte reformada,como 
Minerva nació de la cabeza de Júpiter, y sin 
haber tenido necesidad de consejo ni de coope- 
ración ajena, que pudiera merecerle crédito y 
i:)restigio. 

¿Se ha querido descubrir los delitos de pe- 
culado ú otros cometidos en la pasada admi- 
nistraciou y castigar á los criminales? Se ha 
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organizado para ello un tribunal de comí* 
sion. que ni lo era del todo, ni menos repre- 
sentaba un jurado. Los tribunales de justicia 
han pasado desapercibidos, como si no forma- 
ran parte de la administración pública: han 
ejercido jurisdicción, han decidido las contien- 
das civiles y conocido de las causas crimina- 
les, porque en la sociedad debia haber alguno 
que conociese de tales asuntos, y después de 
advertírseles y hacérseles comprender, que su 
existencia era debida á la voluntad del Dic-^ 
tador. 

Los empleados, jueces ymajistrados han si- 
do privados del voto pasivo para obtener el 
cargo de representantes del pueblo- y en caso 
de admitir el mandato popular, debian perder 
sus destinos. Pero no se ha hecho ostensiva esta 
restricción, ni á los militares, ni á los Secreta- 
rios de la Dictadura, sien do muy difícil dar pa- 
ra ello una razón justificativa. Este conjunto 
de cosas, que parecen destinadas á formar un 
sistema calculado de gobierno, puede ser qui* 
zá él resultado de coincidencias casuales: y por 
ello nos limitamos á hacer estas observaciones > 
que los hechos nos ofrecen. 



El lujo de la Secretaría de Hacienda se ha 
ostentado en la creación de impuesf^Sy con que 
ha recargado á los pueblos. Ya de ellos he- 
mos hablado con ostensión: róstanos solamen- 
te iranifestar en esta reseña general y sintéti- 
ca la falta de plan, de unidad y de sistema 

con que ha procedido en su repartición. 

26 
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A lu propiedad territorial rústica y urbatia se 
ha impuesto la contribución del cuatro por 
ciento sobre los productos calculados de los 
bienes inmuebles. 

Sobre el movimiento de capitales se ha hecho 
recaer la de timbres y la de sitccesiones. 

Sobre el trabajo y la riqueza industrial han 
recaído las (tonivWiXxúono^ personal é industriaL 

Sobre las grandes industrias agrícola^ pe- 
cuaria y algodonera se ha impuesto la de tres 
por ciento por esportacion á las lanas^ algodo- 
nes^ azúcares^ tabaco^ arroz^ oro^ plata y salitre. 

Sobre el aguardiente y ron se ha hecho pesar 
una contribución de consumo. 

Examinadas estas contribuciones detallada- 
mente, según los principios novísimos de Eco- 
nomía política y ele finanzas, se encuentra en 
cada una de ellas defectos y vicios. Las unas 
son excesivas, otras tienden á extinguir deter- 
minados ramos de industria , y todas están 
mal distribuidas. 

Los economistas enseñan y han demostrado, 
que no hay, ni puede haber, sino dos sistemas 
de contribuciones; el uno^ que consiste en hacer 
(j^ue los impuestos recaigan sobre el trabajo, la 
tierra y el capital, únicas fuentes de la riqueza; 
y el otro^ que se reduce á imponer las contribu- 
ciones, no sobre las fuentes mismas déla riqueza, 
sino sobre lo que producen; este último siste- 
ma es el que prevalece en el dia; se funda en 
poderosas razones, y sobre todo, en los incon- 
venientes, que una larga esperiencia ha demos- 
trado, que tiene el sistema de gravar las fuen- 
est mismas de la producción. 
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Q. 



Haciendo una aplicación exacta de estos prin- 
cipios resulta, que el Gobierno dictatorial no 
ha seguido ninguno de los sistemas menciona- 
dos, ó mejor dicho, que ha hecho una amalga- 
ma confusa de ambos, lo cual es otro defecto 
grave. La contribución de timbres^ i'ecae en el 
acto de las transacciones, sobre los capitales y 
también sobre ellos y los productos, después 
de cobrada la contribución predial; y la territo- 
rial sobre el producto de la tieraa y no sobre 
la tierra misma. Juzgando por los mismos de- 
cretos, que sobre la materia se han expedido, 
se vé,que el señor Secretario de Hacienda adop- 
tó desde luego el antiguo y desacreditadt) sis- 
tema de imponer contribuciones sobre las fuen- 
tes mismas de la producción, imitando en esto 
á los gobiernos de Europa, cuyas finanzas no 
están arregladas todavía por los principios 
modernos de la ciencia económica. Para pro- 
ceder con orden, se debió seguir en el camino 
principiado y aun entonces podriapios decir, 
que se preferían las viejas teorías á las mo- 
dernas, defecto sin duda grave en un país, que 
se trata, según se dice, de organizar. Pero, no 
solo se ha incurrido en este defecto, sino que 
se ha falseado el sistema iniciado con el último 
decreto sobre contribución predial; (*) formán- 

(*) Al llegar á, esta parto de la impresión de nuestro díé' 
curso, se ha publicido el decreto sobre contnhucío7i predial 
expedido en 27 de Octubre de 866, y por esta causa, no ha, 
biamos hecho antes especial mención do él, ni examinüdolo 
detenidamente en su rejipectivo lugar. Los treinta y siete 
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dose así un todo incongruente, que traerá pési- 
mos resultados en su aplicación, y entre otros el 
natural desaliento de los agricultores. 

artículos que contiene, pueden reasumirse del modo BÍ~ 
guíente — 

La junta de matrícula la componen el Sub-prcfecto^ el Re- 
ceptor de contribuciones, interesado en aumentar su lucro, y 
el Sindico, como si la propiedad privada fuera comunal. La 
intervención de éste no es necesaria y como nada le interesa 
negocio ageno, probablemente no concurrirá siempre y el 
receptar procederá entonces por sí solo en la actuecion, como 
ordena el artículo 69 El avalúo se hace con arreglo al último 
recibo del arrendamiento que el locador está obligado á pre" 
Bcntar. Si el predio está ocupado, ó trabajado por el dueño* 
el receptor calcula el arrendamiento, según su juicio, <5 como 
vulgarmente se dice á ojo de huen culero. Si el dueño no se 
conformase, se tasará el fundo á su canta, gasto que puede im- 
portar mas que la contribución de un quinquenio. El 6 p% 
de tasación en las predios urbanos^ y ei 5 en los rústicos, cons- 
tituirán el arrendamiento anual que so calcule al fundo. La 
^asacion se hará en globo por el valor en venta que pudiera 
ener. En los predios urbanos se hará una deducción del 
20 p% y se cobrará el 4 p% sobre el líquido, como contri- 
bución, pero en los rústicos se calculará la misma cuota sobr^ 
el arrendamiento efectivo 6 calculado, sin lugar á descuento. 
Los dueños de fundos omitidos en la matrícula, que, no son 
llamados y que no se denuncien á rí mismos, (aunque nenio 
tenetur se ipstmi prodere, según el accioma de moral y dere- 
cho) serán penados por culpa agena con un quinquenio de la 
contribución, aplicable la mitad para el denunciante, y la 
otra para la Municipalidad (artículo 15). 

6e dcterniina en seguida el modo y procedimientos con 
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Este caprichoso sistema tiene ademas otro 
defecto: el trabajo está gravado con las contri- 
buciones personal, de industria y de exportación 



flue deben practicarse las^matrículas, é interponerle los recla- 
mos de los dueños, contra su aprobación, los que serán decidí, 
dos por los actuantes de la misma, con apelación al Prefec- 
to &, el reclamo de su fallo se bará ante el Director de Con' 
tribuciones, siempre que la cantidad cuestionada exceda do 
cincuenta soles; de modo, que el pobre no tiene derecho para 
reclamar, porque nunca habrá en su tasa esa diferencia. Se 
prescribe reglas sobro el tiempo de cobranza de la contribu- 
ción; se ofrece un abono de 7 p^, al que la oble en la Recep- 
toría, se declara cuales son los predios que so reputan excep- 
tuados. Son notables entre todos los artículos el 29, el 34 y 
el adicional. . Según el 29 el dueño que cultiva su fundo rús- 
tico, paga ademas dé la contribución del 4 p^, la de arren- 
datario según la cuota que hoy se cobra, siendo cierto que 
tal pago nunca se ha hecho y que tampoco se especifica, por- 
que los fundos rústicos tienen sobre sí la maldición del cie- 
lo. Por el 34 los consejos departamentales, que no sabemos 
si subsistan, promulgada la Constitución, tienen facultades le- 
jislativas para votar, á peticitn de las Municipalidades, uno ó 
mas décimos de sol sobre el valor de cada contribución pre- 
dial, para cubrir el déficit de los gastos municipales, no pu- 
diendo exceder este impuesto aüeional de tres décimos, que 
aumentan el impuesto en 10, 20 é 30 por ciento, aunque no 
pueden cobrarse sin aprobación del Gobierno, á quien ningu- 
na Constitución concederá semejante atribución. Por el últi" 
mo artículo se declara,'que mientras se restablece el equilibrio 
en las rentas departamentales el producto de la contribución 
de predios rústicos y urbanos, será renta departamental. 
Desearíamos saber ¿uales han sido la protección y benefí- 
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á los productos de las grandes industrias: so- 
bre el capital recaen las contribuciones de tim- 
bres y de succeswnes y sobre la tiera el impuesto 
predial. 

cíos, quo se han concedido á la apicultura del país en cam- 
bio de tantos gravámenes, como las que se le hace sufrir? E^ 
agricultor contribuye por su persona, por lo que consume j 
por lo que produce ó cambia, por las semillas que compra- 
por las que vende, por las que esporta, por el capital que to- 
ma para fomentar su fundo, por los documentos timbrados, 
que firma y ademas debe couiribuir al municipio con otra^ 
gabelas locales, que se le exijen en el mercado y que se coos 
servan como si no fuesen una carga. No hay fundo rústico que 
produzca el 5 p^, que no se encuente expuesto á los asaltos 
"e malechores y 4 varias otras plagas naturales, ni que cor- 
responda con sus productos al capital que representa; ni fun- 
do urbano que esté siempre alquilado y que no requiera repa- 
raciones anuales. Sin embargo, sobre supuestos productos se 
les arranca á unos y otros un 4 p%. Si algo mas puede su- 
perlucrar el labrador, es debido á infinitas privaciones y & los 
numerosos capitales muertos de frecuente reparación, sin los 
que la tierra quedaría estéril. Por la escasa recompensa que 
ofrece la agricultura, no se emplean capitales en su fomenta, 
siendo mas sencillo y provechoso destinarlos á otras indus- 
trias, cuyas ganancias pueden muy bien escapar de la viji- 
lancia é inquisición de los alcabaleros. Para que los produc- 
tos agrícolas puedan alcanzar desarrollo é impulso y ofrecer 
alguna corta ganancia en nuevos mercados, es necesario ex- 
portarlos; pero como los impuestos de exportación aumentan 
excesivamente su valor, 3'a no pueden hacer competencia & 
otros artículos similares, siendo consecuencia de tal sistema 
suspender la producción, dejar muertos el trabajo, el estímu- 
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De aquí resulta absoluta desigualdad en los 
gravámenes, desigualdad que todavia se hace 
mayor por las contribuciones de consumos, que 
también se han conservado. 

Se ve por esto la necesidad urgente de abo- 
lir por entero ó siquiera de reformar el siste- 
ma de impuestos dictatoriales de sujetarlo á los 
principios inconcusos de la ciencia, y á la justa 
proporción que debe ser la norma de las con- 

lo de empresas y el desaliento. Las contríliudoneé onerosas 
dice A. Smífh, producen en la cuota de las utilidades, el mis- 
mo efecto que produce una tempestad en las tierras cultivadas, 
Ite procul, será la triste palabra de despedida, que dirija el 
labrador á, la tierra que cultivaba, á sus ganados y praderas. 

Han existido algunos Grobiernos que impusieran contribu- 
ciones, sin respetar la mas sagrada garantía de los pueblos 
su intervención en el reparto, pero delegar esta atribución 
como feudo perpetuo, es un nuevo progreso en el sistema 
representativo debido al Secretario de Hacienda. 

Con sobrada razón han representado los agricultores y pro- 
pietarios contra las disposiciones del decreto de 27 de Octu- 
bre de 866, y aunque el Gobierno no les haga la justicia que 
reclaman, su petición servirá do protesta contra un decreto 
que solamente al Congreso competia darlo, según las leyes 
fundamentales del sistema representativo, que no han queda- 
do abrogadas por la creación de una Dictadura, cuyas atri- 
buciones se encontraban determinadas por el derecho público 
y por las reglas de la recta razón. Aun los reyes absolutos 
convocan sus parlamentos, dietas 6 consejos nacionales, cuan- 
do se trata de crear ó establecer contribuciones que afectan 
la propiedad individual, como lo hemos demostrado en varias- 
partes de este discurso. 
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tribuciones, y sin cuya proporción, si no es reli- 
giosamente observada, todo es arbitrario, como 
lo hemos manifestado apoyados en la opinión 
de Mr. Thiers y otros economistas. 

Habríamos querido prescindir de las cuestio- 
nes ruidosas que han surjido entre el Gobierno 
y el Clero, y que han contribuido, no poco, á po- 
ner en agitación la conciencia de las gentes sen- 
cillas, y á dar protesto á escándalos y desórde- 
nes contra las medidas de aquel; pero nos vemos 
precisados á hablar de ellas en esta reseña para 
no dejar incompleto nuestro trabajo. 

El Secretario del Culto se mostró al princi- 
pio espectador casi frió de los avances y ataques 
á las regalías del patronato nacional. Las hula^ 
de consagración para los nuevos obispos, vinie- 
ron de Roma, haciendo el Gobierno los gastos 
de curia, que debían pagarse por los agraciados; 
obtuvieron el pase sin esperar la aprobación del 
Congreso, y fueron inmediatamente consagra- 
dos, sin haber prestado ni el juramento pres- 
crito, ni ante el tribunal que debia recibirlo, á 
pesar de que por forma así se ordenó en el pase. 
Estos hechos consumados fueron respetados por 
el Gobirno provisorio — pero había un requisito 
esencial que llenar, y que debió exijirseles,i sin 
que los obispos pudieran quejarse, esto es, que 
pretasen ese juramento ante el tribunal compe- 
tente, con lo que nada se comprometía — : se 
presindió de tales formalidades y el patronato 
nacional no queló respetado en esta ocasión, á 
pesar de la plenitud del poder dictatorial que se 
alega en el decreto de 11 de Enero de 866. 
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En Diciembre de 1865 representó al Gobier- 
no el Fiscal de la Corte Suprema, que desde el 
mes de Agosto habia sido circulado á los Obis- 
pos, y éstos ordenado el cumplimiento, sin el 
previo pase^ de un hreve datado en Roma en V^ 
de Mayo de dicho año, por el que se les manda- 
ba, que no consintiesen la ejecución de la ley de 
la liepública de 12 de Diciembre de 1864 sobre 
redención ele censos, porque era injusta, inicua, 
contraria á las leyes de la Iglesia y al derecho 
natural: que los Obispos hiciesen entenderá los 
fieles, que quedaban sujetos á censuras eclesiás- 
ticas,si según esa ley hacian las redenciones de 
los censos pertenecientes á fundaciones eclesiás- 
ticas — ^y que tomando este breve en considera- 
ción, procediera el Grobierno á dar sobre el 
asunto las órdenes que indican las leyes del pa- 
tronato; el breve apareció publicando en el pe- 
riódico «Comercio.» 

Por resolución de 9 de Enero del citado año 
se resolvió por la Secretaria do Hacienda — agiie 
se trasmita á la Secretaría del Culto la ])arte del 
dictamen^ que liahla del hreve expedido con moti* 
vo de la redención de censos^ para que por ese des- 
pacho se actúen las providencias correspondien- 
tes)). Allí quedó el asunto y nada se hizo. 

Vino luego otra cuestión inoportuna, indis- 
cretamente promovida, sin objeto ni utilidad 
alguna, en la que, aunque el Gobierno estubiera 
en su derecho, la prudencia le acosejaba cir- 
cunscribir su acción en la órbita de lo racional 
y lo posible; no lo hizo asi, y sin respetar la opi- 
nión, las costumbres establecidas, que no se 
cambian de un golpe, la libertad de asociación 

27 
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eñ los mortuorios, que los mismos emperadores 
romanos supieron respetar en todos, se promul- 
gó un reglamento de policía, censurable en su 
esencia y equívoco en la redacción de algunos 
artículos, que exaltó los ánimos y con especia- 
lidad ál clero, que ño limitándose á solicitar 
una modificación, como debía, se exhibió sedi- 
cioso, dando lugar con sus predicaciones y escri- 
tos, á que se repitiera el ejemplo de los Polacos, 
y á que las gentes sencillas, y otros mal inten- 
cionados, se reunieran en las puertas de los 
templos y concurrieran á otros actos cristianos y 
piadosos, en que muy rara vez habían antes 
aparecido, fomentando de este modo tumultos 
diaric)s y nocturnos. Para reprimirlos, ordeíió 
el Gobierno el arresto de los párrocos y de otros 
clérigos; mas retrocedió luego v derogó los ar- 
tículos del Reglamento, que sirvieron de pro- 
testo para diversos escándalos, y el clero cantó 
entonces su triunfo. 

Después de estas cuestiones fastidiosas, sé 
presentó la del Jubileo para conmover los áni- 
mos y ocasionar un desacuerdo innecesario en- 
tre él M, R. Metropolitano y el Grobierno, en el 
que el pueblo ha creído ver un asunto de reli- 
gión. Para presentar los hechos con imparciali- 
dad, reproduciremos él juicio que acerca de ellos 
iiaü formado los Editores del Ferro-carril de 
Santiago de 9 de Octubre de 1866. 

«Lo que está pasando en el Perú no puede ser mas deplo- 
rable. Una querella de origen eminentemente ridículo, ha sido 
una manzana de discordia para aquel pueblo, que tanto nece- 
sita de la concordia interna. 

«Si esa querella hubiera sido motivada por un gran suceso» 
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que Ys^liera la pena de poner en conflicto los poderes públicos, 
y de conmover:3e hondamente á una socii^dad, todavía habría 
sido deber indeclinable de lo«i mandatarios y de los ciudadanos 
apagar el incendio y aplacar las olas. 

«Hay circunsfcxncias en que es en sumo grado impolítico re- 
moverlas. Cuando el tiempo es de tormenta y la nave vá cru- 
zando con dificultad los escollos, de que está sembrado su ca- 
mino ¿cuál es el piloto temerario que busca mas dificultades 
que las que la naturaleza de las cosas le ofrece á pesar suyo? 

«Evitar los conflictos, no aumentarlos, es lo que se debe 

Srocurar en tales casos. Pero cuando se considera la nimie- 
ad de la causa con que se forma todo un torbellino, no sabcr 
mos cómo deplorar bastante el mal que se ocasiona. Tal es lo 
que ocurre en el Perú con el asunto del Jubileo. Un convite 
hecho y una venia np pedida han sido la piedra del escándalo. 

«Su Santidad Pió IX concedió al orbe católico un jubileo. 
Para Ilavarlo á efecto en el Perú, el Reverendisimo Arzobis- 
po de Lima solicitó del gobierno peruano el pase ó exequátur 
acostumbrado parala Encíclica en que se concedía el jubileo. 
El pase se otorgó el 21 de Junio del año próximo pasado; j e- 
ro el estado de las cosa? en el Perú, convulsionado por la re- 
volución de Arequipa, ú otros motivos, impidieron por aquel 
entonces la celebración del jubileo, que S. S. concedió pósterr 
gar para ahora. 

«]^ carta particular del Papa, en que concedia la próroga 
para la Iglesia del Perú, ha sido el origen de la bórra-ca. 
Como el Reverendísimo Arzobispo habia obtenido del gobierno 
político el permiso do celebrar el jubileo, no creyó necesario 
solicitar nuevo permiso para la carta, porque á mas de que 
ésta no era de aquellos documentos que por su naturaleza re- 
quieren el paxe, eso no importaba mas qiie pedir dos permisos 
para la misma cosa, para el mismo jubileo. 

«Sin embargo, para alejar toda duda, para evitar el mas 
insignificante motivó á controversias, que pudieran nacer dé 
la diversidad de parecer, sobre la no necesidad del doble per* 
miso, el Illmo. Arzobispo puso en noticia del Ministro del 
Culto la próroga concedida, y le requirió sobre si, por parte 
del Grobierno, habría inconveniente para la pronta publicación 
del jubileo. 

«Kl señor Tejeda contestó, que consultarla á S. £. el Dic- 
tador. Pasados algunos dias, el Ministró contestó, que no ha- 
bia inconveniente para dicha publicación. 
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(cEu virtud de edta respuesta, la publicación se hiz ) y el 
Metropolitano convidó al Supremo Gobierno para la apertura 
del jubileo. En lugar de concurrir á la invitación el señor 
Ministro, tomó el cielo con las manos porque se le convidaba 
& una ceremonia relijiosa, que se iba á celebrar sin haber pe- 
dido previamente el piiae del Gobierno. 

«rYa la publicación del jubileo estaba hecha; ya la cosa no 
tenia mas remedio que lo que el Metropolitano indicaba al 
Befíor Ministro del Culto, en su nota contestación de 19 de 
Setiembre: ó llevar á efecto la contestación verbal favorable 
ú, la publicación dol jubileo, ó poner un umqxo pase & la Encí- 
clica que lo concedía. Si en concepto del Gobierno, la publi- 
cación no podia hacerse sin este requisito, estando hecha la 
publicación ¿qué otro remedio tenia un hecho consumado? 

«Se dirá: quedaba el camino de reconvenir 6 castigar al 
que,con la publicación hecha en una forma indebida, ejecutó 
un acto contrario á la costumubre establecida. 

«Entre la reconvención 6 el castigo, el gobierno peruano ha 
obtado por el castigo, y no como se quiera, sino por un casti- 
go estrepitoso. Por de pronto quita al Metropolitano sus tem- 
poralidades, sin perjuicio de ejercer la acción fiscal, dice el 
decreto, es decir, sin perjuicio de acusar y juzgar al presunto 
delincuente. 

«Pero el gobierno dictatorial no advierte, que comienza por 
donde debiera concluir: castigando. Si el supuesto reo no está 
aun juzgado, sentenciado y condenado ;por qué penarlo desdo 
luego quitándole sus temporalidades? Ese es un procedimien- 
to injustamente irritante, que no puede menos de producir 
resistencias legitimas y males muy graves. 

«Esto en el hecho de que el ca^^o mereciera castigo, que 
hubiera culpabilidad en el presunto reo. ¿La hubo? Todo di- 
ce lo contrario. Los documentos oficiales, relativos al asunto, 
que hemos publicado, si algo prueban, es la inocencia del su- 
puesto culpable. Los hechos, que ellos narral, son los que de- 
jamos apuntados. 

«Lejos de revelar, por parte del Metropolitano de Lima, 
intención de atrepellar ninguna prerogativa, que el gobierno 
del Perú contemple como suya, el Metropolitano, que creia 
qué la carta particular del Papa no necesitaba pase', que el 
asunto sobre que versaba el jubileo, ya la había obtenido, por 
lo cual podia evidentemente creerse, que un nuevo pase no era 
sino una fastidiosa repetición de venias, el Metropolitano, de- 
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cimos, fué mas alld en su celo por acatar la aut ridad tempo- 
ral. Inquirió la voluntad de ésta sobre el asunto, y obtenida 
su opinión y su voluntad favorable se hizo la publicación. 

«Pero si el celo episcopal ha sido grande por acatar á la au- 
toridad temporal, el celo de esta por sus prerogativas ha sobre- 
pujado á toda ponderación. Ha mostrado una susceptibilidad 
tan vidriosa, que no admite explicación satisfactoria. Se trata- 
ba de un simple jubileo, de gracias espirituales, ck)n cedidas á 
los fieles del Perú; y tal van las cosas, que se ha hecho del 
asunto cuestión vital de Estado: no parece sino que la nación 
peruana corriera trance de muerte 

«¿Negaba el Metropolitano sus prerrogativas al Gobierno? 
No. ¿Habia sido su intención violarlas? No. Tan n<5, que cuan- 
do la Encíclica llegó, pidió el pascy y cuando llegó la carta 
con la próroga, consultó al Gobierno. Por fortuna hay esos 
hechos patentes y reconocidos por el Gobierno, que absuelven 
completamente al Arzobispo hasta de pecado de intención. 

Realizada la suspensión de las temporalida- 
des di^l M. R. Arzobispo, el adjunto al minis- 
terio fiscal puso una demanda ambigua ^])hYSL que 
abriese el juicio que corresponda^ la Excma. C. 
Suprema sin indicarlo catcgóricaír e'.ito,nues pa- 
rece que queria,quese le aplicase la pena señala- 
da por el Código Penal, que consiste en una 
multa de doscientos á dos mil pesos á los que eje- 
cuten oficialmente bula^ breve ó rescripto pontifi- 
cio^ ó les den curso sin cumplir con los requisitos 
que las leyes prescriben. Articulo 116 Código Pe- 
nal. Mas ya el Grobierno habia decretado la sus- 
pensión de la renta episcopal, medida insosteni- 
ble,atendidos los principios establecidos en la 
República, sus leyes, las disposiciones especia- 
les y otras garantías que ellas conceden, y que 
como se ha dicho antes, era dar principio á un 
juzgamiento aplicando la pena al presunto reo, 
que aunque lo fuese, no podiaser privado sino 
de la tercera parte de su renta. Menos se ha 
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respetado la regla de derecho que enseña, non 
bis in ideíiiy al intentarse la acción fiscal, ni me- 
ditádose bastante sobre las varias cuestiones de 
derecho público imprudentemente comprome- 
tidas. Pesándolas con circunspección é impar- 
cialidad, la Excma, Corte Suprema declaró por 
dos veces en' primera y segunda instancia en 
23 de Octubre y 23 de Noviembre últimos, que 
no habia lugar á la iniciación del juicio pro; 
movido contra el M. R. Metropolitano. Estos 
fallos, que han pasado en autoridad de cosa juz- 
gada, según derecho, son respetados conio la es- 
presion de la verdad y por consiguiente se de- 
duce que los procedimientos contra aquel respe- 
table pastor no han sido legales. No debió el 
Secretario del Culto esponer al Gobierno á que 
se viese vencido en ese terreno. 



VIIÍ. 

El Congreso de 1867. 

En la acta de Lima, cuyos artículos hemos 
ya copiado, se acordó, «que tan luego como ce- 
sasen las actuales circunstancias, ó antes si sé 
creyese llegado el caso, se convocase á eleccio- 
nes, para una asamblea constituyente^ á la cual se 
daría cuenta de los actos del Gobierno.» El glo- 
rioso triunfo del 2 de Mayo cambió la faz poli- 
tica de la República, y el Presidente provisorio 
en su alocución al pueblo de Lima le dijo 
«Los pueblos me confirieron el poder dictato- 
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rialque ejerzo, tan solo durante las circunstan- 
cias; ellas subsisten mientras sepamos á don- 
de han huido las naves españolas: todo nds hace 
presumir,que abandonan las ag*uas del Pacífico: 
el mismo dia que esta p¡resuncion se confirme, 
convocaré á elecciones y á Congreso; entré tanto, 
imprudente seria distraher nuestra atención.» 
El 28 de Julio de 1866 apareció en el perió- 
dico oficial el esperado decreto,con vocandó á los 
pueblos, para que elijiesen directamente (*) re- 

(*) Eé una i/tision creer ^ que el sufragio universal produzca 
por si la elección mas acertada. El sufragio universal es una 
masa enorme, muerta^ impulsada por la pasión: los homihres 
de m^s talento no son por lo común los populares^ y es muy dU' 
doso que la multiplicidad de sufragios produzca riecetaria^ 
miente las elecciones mas ilüst^radas. La primera esperiencia la 
ha tenido la Ingalaterra en la re/m^ma cíe 1832. ... . Soy sin' 
cero partidario de la democracia y creo^ que el sufragio univer- 
sal puede servirle de útil instrumento: pero no lo creo por eso 
infalible^no lo confundo con la verdad nimenos con la likertad. 
Si fuese posible despojarle de su ignorancia y de sus pasiones^ 
dar en la práctica participación á diversos interese^^ á las lucesy 
á la capacidad^ á los ser tncújs prestados; si fuese dado saloor 
á la democracia de ms estravios y de sus excesos, creería obrar 
como buen ciudadano asociándome á esos esfuerzos, Labou- 
laye Estudios sobre la Constitución de los Estados Unidos. 
Lección XVII. 

Nosotros, sin aceptar del todo, ni contradecir las razones 
de este ilustrado profesor, nos limitamos & opinar, que cual- 
quiera que sea el sistema eleccionario que se adopte, será 
una ilusión 6 una burla, si no se deja al pueblo en absoluta 
libertad para que elija á los hombres de su confianza y afec- 
tos. En los varios sistemas adoptados en la República, y prin- 
cipalmente desde 1850, casi siempre han triunñido los candi- 
datos ministeriales, resultando elejidos en provincias estrañas 
hombres desconocidos para ellos, cuyo nombre solo habrán 
oído al resonar en los tahladillos, y casi siempre también lo 
han siJo los dependientes, oficiales y aun amanuenses de los 
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presentantes al Cong-eso Constituyente y Pre^ 
sidente de la República, durante el primer pe- 
riodo constitucional; las elecciones pojDulares 
debian quedar terminadas el 30 de Noviembre, 
y el Congreso reunirse en 15 de Febrero de 867. 

Aunque de las actas, en que se proclamó la 
Dictadura,no aparecen limitadas las facultades 
del Congreso, el decreto las restringe así: 

Artículo 4^ JEl Congreso cmisiUuyente se reu- 
nirá para los siguientes objetos: 

1^ Hacer el escrutinio de los sufrdjios emitidos 
para Presidente de la República y proclamar j co- 
mo taly el candidato que reúna la mayoría abso- 
luta; 

2^ Expedir un^ Constitución politica^ó designar 
de las preexistentes la que deba regir ^ haciendo en 
ella las reformas convenientes: 

3r Ocuparse en los demos asuntos^qu^ el Gobier- 
no soriieta á su deliberación. 

Artículo 5° El Gobierno dará cuenta al Con- 
greso de sus actos administrativos^durante el tiem- 
po que ha ejercido la plenitud de los poderes pú- 
blicos. 

¿Puede un apoderado en el acto de devolver 
á su mandante el poder, que á nombre suyo 
ha ejercido, imponerle condiciones, restrinjir 

ministerios y prefecturas. Sorprende ciertamente, que en 
provincias de quince 6 veinte millares de habitantes, no en- 
cuentren ellos ó sus electores, compatriotas capaces de repre- 
sentarlos. Sabido es de todos el modo como fueron elejidos 
los diputados de ios Congresos que se han reunido desde 
1860. Los hechos posteriores confirmarán, ó desvanecerán 
nuestros conceptos, y quiera Dios desengañarnos y que las 
obras nos desmientan, porque será, ua bien para la patria. 
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sus facultades y decirle con imperio ¿de aquí 
no pasarás? Si todo mandatario, al devolver 
el título de que su representación emanaba, 
ha quedado destituido de las funciones que se 
le otorgaron ¿cómo podrá ejercer señorío so- 
bre la noluntad ó los actos posteriores del man* 
dante? Tales son las primeras y las mas natura- 
les reflexiones que ocurren á la lectura del ar- 
ticulo 4^ de la convocatoria, que limitando el 
poder de la representación nacional,lefiJa el cír- 
culo de sus atribuciones, y le niégala iniciativa 
para formular los proyectos de ley, que presen- 
ten los diputados, discutirlos y sancionarlos* 
Al reunirse los legítimos representantes del 
pueblo, han reasumido todas sus facultades, 
todo su poder, sin que nadie, sino Dios, pueda 
ser superior á la voluntad nacional. El acto 
solo de convocar á los representantes de los 
pueblos, para que dispongan de la suerte de 
éstos, es el reconocimiento solemne de sus fue- 
ros, la restitución entera de sus derechos, que 
no pueden ser restrinj idos, porque nacen de la 
misma naturaleza y del hecho de su asosiacíon* 
No se les puede privar de uno solo de ellos, ni 
en su mas pequeña porción, sin que hubiera 
facultad para privarles de todos; y si un Go- 
bierno pudiera hacerlo, ya los pueblos no se- 
rian libres y soberanos, y sus derechos no na- 
cerían de la naturaleza, sino de la voluntad de 
un individuo. 

La cuenta^ que de sus actos debe dar el Go- 
bierno, ofrece un vasto campo á los diputados 
])ara examinarlos y discutir acerca de su sub- 

íiíá^tencia ó insubsistencia, y al tratar de la bon- 

28 
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dad ó defectos de las medidas que haya tomada, 
de los decretos ó reglamentos que hubiese expe- 
dido y de cuantos actos haya practicado,tiene 
inevitablemente que iniciar y formular proyec- 
tos, discutirlos, aprobarlos ó repelerlos. No 
siendo este el pensamiento del Gobierno, es ira- 
posible poner en armonía ni conciliar los artí- 
culos 4.0 y &.^ del decreto de convocatoria, ni 
se cumpliría la única condición que garanti- 
zábalos derechos de los pueblos al establecérsela 
dictadura. -No es posible concebir una cuenta 
sin examen, y si por la plenitud del poder, que 
ha ejercido el Gobierno provisorio, no puede 
ser sometido á responsabilidad, no por eso de- 
ben quedar sus actos libres del examen respec- 
tivo y de aprobarse, desaprobarse, modificarse 
ó derogarse según y en el sentido que lo creye- 
re el Congreso. Este derecho es imprescripti- 
ble é inalinenable, porque ningún pueblo se 
muestra dócil para renunciar lo ^ue constituye 
su soberanía y su existencia política. Solamen- 
te los que se ven conquistadoá tienen que some- 
terse á la ley del conquistador; no así los que 
siendo libres é independientes, se encuentran en 
la posesión de su soberanía actual y esencial^ 
ejercida por los apoderados nacidos de su seno 
y elejidos para que los representen. Carecería 
del atributo de su soberanía, sí no estubiese re- 
presentada en un Congreso y si siendo este cons- 
tituyente^ convocado para reanutiar el pacto fun- 
damental , careciese de facultades para tan 
alta misión. Por esto el primer acto de nues- 
tras asambleas constituyentes, ó convenciona- 
les, ha sido declararse en la posesión y pleno 
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ejercicio del poder que los pueblos les confiaron. 
Privar de la iniciativa alas asambleas cons- 
tituyentes, no es pues lógico ni está apoyado 
en los principios constitutivos del sistema popu- 
lar representativo, ni en las prácticas parla- 
mentarias, ni en nuestros antecedentes nistó- 
ricos y constitucionales. Menos comprendemos 
como ha podido incurrirse en este error al redac- 
tarse el decreto de convocatoria, cuando el con- 
junto de sus artículos y el sentido que entrañan 
conducen á consecuencias contrarias. 

Si se tratase de un Congreso extraordinario 
convocado según los principios de una consti- 
tución vijeute, ya entonces la limitación de 
asuntos seria aceptable, por que su misión es 
no para organizar, sino para proveerá una nece- 
sidad del momento, ó para resolver determi- 
nados asuntos. 

Los escritores de la dictadura, sin que nadie 
les hubiese hecho estas observaciones, movidos 
solo por el impulso de su conciencia ynopu- 
diendo tampoco desconocer la fuerza y exacti- 
tud de los anteriores principios, se propusieron 
vindicar en un artículo de 7 de Agosto de 866 
las iregularidades y contradicciones del decreto 
de convocatoria. He aqui sus razones: 

«Una cuestión previa y de altísima trascendencia debe estu- 
diarse y resolverse, antes de tratar otras que son en nuestro 
concepto dependientes de ella y secundarías. ¿Los trabajos de 
la dictadura deben ser sometidos en revisión á la asamblea que 
se reúna en Febrero? ¿Esta tiene el derecho de retrotraer mis 
facidtade» al pasado y juzgar los actos de un poder tan auto- 
rizado como ella? 

«En el rigor de los principios y en el terreno de las conve- 
niencias prácticas*iíO podemos dejar de resolver negativamente 
la tesis cuyo desenvolvimiente nos hemos propuesto, á fin de 
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qne se comprenda el perfecto derecho que ha asistido al Go- 
bierno para señalar I ts Umitesi dentro de las cuales ejercitará 
su acción la futura asamblea, y se desvanezca el aparente an- 
tagonismo, que algunos maliciosos interpretadores notan en- 
tre el artículo 49 y el 59 de la ley de elecciones. 

«Efectivamente, puede decirse, sin penetrar en el fondo de 
las cosas, sin detenerse (x examinar el carácter de las tenden- 
cias que esa ley envuelve. ¿Cdmo es que la dictadura que por 
el art. 69 reconoce superioridad en el Congreso y se obliga á 
darle cuenta de sus actos administrativos, durante el tiempo 
que ha ejercido la plenitud de los poderes públicos, le señala 
al mismo tiempo los objetos de su reunión, circunscribe sus fa- 
cultades y le marca el camino que debe seguir? 

«Es que. el art. 59 no importa una declaratoria de someti- 
miento, una aceptación de airperiorida^j que no existirá ni 
puede existir. La dictadura tuvo su origen en la sanción po- 
pular, como le tendrá en la misma fuente el Congreso. Po<ie- 
res succesivos y de igual gerarquía, ninguno tiene el derecho 
de traer al otro á su tribunal para juzgar sus procedimientos. 
El tiempo marca el límite de acción de caHa uno, y así como 
la dictadura no puede mezrlarye en elporvcnh\m establecer con 
derecho reglas á las cuales se someta la asamblea legislativa, 
así tampoco esta puede retroceder al pasado, ni examinar, ni 
producir un faUo sobre hechos tan autorizados y legítimos co- 
mo lo serán los que de ella misma emanen» 

l.as anteriores cuestiones, tan arrogante- 
mente presentadas, no han tenido otro apoyo 
que sus palabras, ni mas desenvolvimiento, que 
los omnimodos poderes que en los plebicistos 
populares se otorgaron al Dictador. Ya hemos 
manifestado el origen de tales ^plebiscitos^ y si 
ese es el titulo en que se pretende fundar la ot3li- 
gacion en que están los pueblos y el Congreso 
de adoptar como inmutables y perpetuos los ac- 
tos de la dictadura; si ellos son el nolli me tan- 
gere^ con qué se prohibe á manos profanas exa- 
minarlos, el título mismo que se invoca des- 
miente la pretensión , porque consta de su 
tenor, que los pueblos le impusieron la obliga- 
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cion de dar cuenta de lo que hiciere al Congre- 
so, que también debia convocar. Aunque no 
constase esa obligación, de una manera clara en 
los títulos de la Dictadura, ella era insepara- 
ble, porque siendo el ejercicio de toda autori- 
dad un mandato emanado del pueblo, el man- 
datario está obligado á darle cuenta de lo que 
hubiese hecho, y sus actos quedan sujetos tam- 
bién á examen, aprobación ó censura. Si el 
Czar de Kusia, ú otro príncipe absoluto, tubie- 
se el capricho de dar á sus pueblos una cons- 
titución; si según los principios de los gobier- 
nos absolutos todo derecho emana del Jefe del 
Estado, las doctrinas que combatimos podrían 
ser tolerables. Pero en una República, que es 
el gobierno de todos y para todos,no pueden 
ni siquiera proferirse sin escándalo y sin des- 
truir los mas sólidos y sacrosantos principios 
del gobierno popular representativo. 

Si el Presidente provisorio ha ej elucido por 
delegación el poder legislativo, y como tal dio 
leyes, las derogó, interpretó y modificó, esa 
alta atribución inherente , habitual y consti- 
tutiva de un Congreso, le autoriza para ha- 
cer lo mismo con cuantas leves se hubisen 
dado antes, respetando únicamente los dereclios 
adquiridos y los preceptos de la justicia, como 
superabundantemente lo hemos demostrado 
en los primeros capítulos de este Discurso. 

Querer y pretender que la legislación dicta- 
torial sea respetada, inmutable y permanente, 
solo porque ha sido obra de la dictadura, es 
querer que la sociedad permanezca estacionaria 
y que la soberanía legislativa no legisle sobre 
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los asuntos en que aquella legisló; es ambicio- 
nar mas de lo que ambicionó y pretendió So- 
Ion, después de haber dado sus leyes á Atenas. 
Este lesgislador se contentaba con que se res- 
petasen siquiera por diez años, mientras viaja- 
ba por Egipto y otros paises, despidiéndose 
de sus compatriotas. No logró sin embargo ver 
realizados sus deseos, porque al regresar á su 
patria hablan sido alteradas sus leyes; ni pe- 
dia ser de otro modo, porque nadie tiene su- 
ficiente fuerza ni prestigio para dominar la 
voluntad de sus succesores, ni para detener el 
curso de los acontecimientos, por los que inevi- 
tablemente se ven arrastrados gobiernos y con- 
gresos, y hasta las mismas sociedades. 

No comprendemos lo que se haya querido 
decir al preguntar, ¿si la asamblea de Febrero 
tiene derecho para retrotraJier las facultades de 
la dictadura? Hemos hablado va con sobrada 
ostensión sobre la retroactividad de las leyes^ 
y si tal es el sentido de la pregunta se halla 
contestada. Los Congresos tampoco juzgan co- 
mo los tribunales: dan leyes y al dictarlas, res- 
petan el pasado y los derechos que crearon los 
actos legitimamente consumados, sin destruir- 
los caprichosamente. Los decretos de la Dicta- 
dura ¿serán un veto para los Congresos? que 
es la dictadura de uno solo^ repetiremos con Mi- 
rabeau, para una nación de millones, para un 
pais ocupado en la tarea de su propia constitución, 
para un pais cuyos representantes están reunidos"} 

Mientras la Dictadura ejercía su poder, tenia 
derecho para reclamar que nadie le embarazase 
en su marcha, que no se le obstruyese el camino, 
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ni se le impidiera llegar á su objeto. Su carrera 
está consumada y ella y sus actos pertenecen al 
dominio de la historia, de la critica y de la cen- 
sura, no solo de la Asamblea de Febrero, sino 
de todos los ciudadanos y hombres pensadores. 
No será legalmente responsable, pero no puede 
pretender hasta la inmunidad de la responsabi- 
lidad moral, ni que sus obras y decretos perma- 
nezcan inmutables, porque solamente lo son 
uios, sus preceptos, y la ley natural, emanación 
suya, gravada en nuestros corazones y en los 
del género humano. 

Si el tiempo marca el límite de acción de todo 
poder, el de la dictadura ha tocado el suyo, pa- 
ra que principie el de la constitucionalidad y el 
imperio délas leyes. Lasque hubiesen emana- 
do de aquella, fundadas en razón, en justicia, y 
en la conveniencia social, subsistirán, no por- 
que sean obra de la dictadura, sino por su bon- 
dad intrínseca: las que carezcan de esos requi- 
sitos ó que sean contrarias á las disposiciones 
de la constitución que se adoptare, desaparece- 
rán por si mismas, como desaparecen los mas 
brillantes astros cuando el sol se levanta sobre 
elfirmamento. Ojalá que todos merecieran con- 
servase por su bondad y justicia 

Ciertamente que no es posible, ni aun de su- 
ponerse, que en un pais libre como el Perú, se 
quiera que su Congreso al tratar de los actos del 
dictador imitase el papel del Senado de Tibe- 
rio y de sus succesores, ante el que se presenta- 
ban, cuando querían expedir algún edicto, á 
leerlo ó comunicarle de palabra, y á veces con 
ambigüedad si fuese en seguida proclamado co- 
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mo ley en todo el imperio. Así se verificaba y el 
nombre del Senado aparecía aprobando la san- 
ción de aquello deque apenas se le daba noticia 
ó cuenta. No podemos hacer al Gobierno el 
agravio de suponerle semejantes pretensiones, 
cuando espresamente ha dicho en el artículo 
5^. del decreto de convocatoria, que le daria 
cuenta de sus actos, y su franca prestación á 
verificarlo, es un desmentís solemne á.sus de- 
tractores y también á sus aduladores. Menos 
pudiera sospecharse, que el Congreso Cons- 
tituyente no llenase con independencia el mas 
grave y esencial punto de su convocatoria, 
el examen de aquellos actos de la dictadura, por 
los que asumiendo facultades no solo lejislati- • 
vas, sino constitucionales, ha derogado leyes 
y principios fundamentales, ha destruido de- 
rechos adquiridos, y hasta ha querido suje- 
tar á su voluntad la suerte futura de la nación 
y las atribuciones de los Congresos. El pais 
ha dado pruebas de resignación y de patrio- 
tismo con su conducta y silencio; pero á pesar 
de eso bien se han dejado sentir las resistencias 
á los decretos del Secretario de Hacienda, que 
se ha visto obligado á dejar la cartera, como 
lo confiesa en su oficio de renuncia de 14 de 
Noviembre de 1866. Hay, es verdad, algo me- 
ritorio en temer el desagrado de un pueblo y en 
obedecer á su voz. (§) 



(§) Juzgándose á. sí mismo el señor Pardo en su nota de 
renuncia de 14 de Noviembre de 8GG, confiesa, que con sus 
re/ormas ha dañado intereses considerables y numerosos , y 
que verificadas las mas odiosas, considera uoa necesidad po- 
lítica BU separación, porque no pueden menos que asosiaisc á 



Estamos con cencidos que el ciudacUmo Prado 
no ha participado ni participa de las opiniones 
é ideas de muchos,que han creido alhagarle pro- 
pagando y sosteniendo doctrinas antiliberales 

su njmbre el recuerdo de dolorosos, aunque necesarios sacri- 
ficios: que con la paz y el tiempo se conocerá, que la Dictadu- 
ra ha salvado el país de la muerte: y que con su separación 
cesarán las res'Htncías, (que no cesarán por ciertp, miéntrcs 
no desaparezcan sus causas). El Secretario, poco amigo de 
las instituciones republicanas , según generalmente se ha 
dicho, debió Imitar el ejemplo ilustre que ha dejado la rei- 
na Isabel de Castilla, al otorgar su testamento — «Kn él, 
dice Prescott, declara sus dudas en cuanto á la legalidad 
de la renta de las alcabalas, y nombra una comisión, pa* 
ra que averigüe si se otorgó desde el principio como per- 
petua y si esto se hizo con Ubre consentimiento del pueblo^ 
mandando en tal caso á sus herederos, que perciban aquella 
contribución de modo que sea menos gravosa á sus subditos: 
mas, si no fuese así, ordena que se convoquen cortes para pro- 
videnciar sobre el medio conveniente de acudir á las necesi- 
dades de la .corona, medidas que para ser viWdaSy dice, han 
de ser dictadas con el beneplácito de los subditos del reino-^ 
Historia de los reyes católicos, parte 2^, cap. 16. 

El Secretario de Gobierno contestando al Señor Pardo, que 
S. Ij). no se prestaba á admitirle la renuncia, le dice; «puede ser 
que se hayan cometido errores que ninguna discucion modera- 
da y racional se ha encargado de patentizar hasta ahora: pero 
á lo menos j nadie se atreverá á poner en duda la pureza de in- 
tencioni». Ambas* cosas son ciertas, la una por falta de garan- 
tías para emitir el pensamiento contra las disposix^iones del 
Gobierno; y lo otra, porque nadie puede suponer, que delibe- 
radamente se acepte un sistema para dañar y conmover la so- 
ciedad. Keconocemos que la buena intención es un elemento 
para alcanzar el acierto, si va acompañada de docilidad para 
escuchar los consejos déla ciencia, pero que también es muy 
fácil incurrir en errores Los sistemas económicos, que han im- 
pedido el desarrollo de la riqueza y de la industria, y que por 
siglos han entrabado á las naciones, también han sido dictados 
con buenas intenciones. Con Jas mismas se creó la Inquisición. 

Igualmente es cierto que los Secretarios han estado ani- 

29 
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como las que imf>ugnamos, y que tampoco pre- 
tenderá, á imitación del Gran Mariscal Castilla 
que sus actos y decretos no fuesen examinados 
por la Convención de 865,que asumiendo el ejer- 

mados de un ardiente, pero inmoderado deseo de alterarlo todo, 
con el nombre de reformas ¿pero con ellas se ha mejorado la 
administración? Algunas lian venido por el curso de los acon- 
tecimientos, por el restablecimiento del drden y de la paz, 
y por haber desaparecido el sistema destructor, que siguió la 
administración del G. Pezet. Para lograr buenos resultados 
habria bastado restituir alas leyes su vigor perdido; sin neces 
sidad de multiplicar decretes. Se ha suprimido algunos empleos 
se ha disminuido la cuota de las pensiones y montepios civiles 
en los términos de que hemos hablado antes: pero se han aumen- 
tado los empleos por o'ro lado, haciendo ilusorias las econo. 
mías, lo que sería fácil manifestar haciendo comparaciones, 
£1 descuento de los sueldos y la suspensión de pagos, han 
creado una deuda, que por otro lado se economizaba, sin mas 
diferiencia que privar de ellos á los acreedores y ahorrar inte- 
reses, que de otro modo se habrían concedido á prestamistas, 
sin repararse en esta violación de la justicia. Las deudas con- 
solidada, de reparación, la flotante y la de la restauración no 
han sido amortizadas y pagadas según los convenios y dispo- 
siciones vijentes. Sin crear nuevas producciones, sin aumen- 
tar las fuentes de la riqueza é industria, se han establecido 
varios impuestos. El último presupuesto votaba para obras 
públicas y mejoras locales mas de cuatro millonea^ que no han 
sido invertidos. En los gastos del ajército no se ha hecho 
ninguna reforma y conocemos,que no habria sido posible en las 
circunstancias. H!acemos esta resena, no con la intención de 
censurar al Gobierno, harto ocupado en la defenza del honor 
y de los derechos de la nacion,8Íno para colocar las cosas en su 
verdadero lugar, á fin de que á cada cual se le haga la justicia 
que merece, y también para defender por nuestra parte ese 
mismo hanor nacional, mancillado por la temeraria apreciación 
de los hechos, hasta avanzarse á decir, que el Gobierno provi- 
sorio — de una porción desacreditada de I a América ha forma- 
da una Rtpúhlíca respetable., como si hubiese sido antes uno 
de esos territorios de Casanare, 6 de los llanos de San Martin, 
6 de las rej iones amazónicas pobladas do salvajes incultos y 
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cicio ele la soberanía derogó algunos, cuyo exa- 
men pidió el Dr. D.J. S. Tejeda, según consta 
de las actas de aquella asamblea. Todos los de- 
cretos de la dictadura de 854 y 855 han sido 
anulados posteriormente por el Congreso, que- 
dando vij entes la abolido fi de la esclavitud del 
negro y del tributo del indio, que imperiosamente 
demandaban la opinión pública y los progresos 
del siglo. Lia Dictadura del 28 de Noviembre de 
865 ¿tendrá el don de la infalibilidad? 

Ciertamente que no, asi como tampoco ha de^ 
mostrado poseer la virtud del desprendimiento 
en el decreto de convocatoria. No pueden ser 
diputados, según él, los vocales de la Corte Su- 
prema y los miembros de la fiscalía general, 
los de las cortes superiores, jueces de 1^ instan- 
cia. Arzobispo, Obispos, canónigos, curas, los 
Prefectos y Subprefectos por los departamentos 
que mandan, ni los jefes ó militares con mando 
por los departamentos en que se encuentren: 
pero pueden serlo los secretarios de la dicta- 
dura, y lo han sido, como otros empleados de- 
pendientes de los mismos. 

Todas las constituciones de la República han 
prohibido á los Ministros ser diputados y sena* 
dores, siendo su esclusion un principio invaria- 
ble de nuestro sistema. Los señores Ureta, y 
Gralves fueron elejidos diputados para la con- 
vención de 855 y ella anuló esas elecciones. Si 

entregados á sus brutales instintos Pobre Perú! que tienes 

hijos que así te retratan, como si no pudiesen, sin denostarte 
ensalzar el merecimiento y ks virtudes de esvs mismos que 
también son hijos tuyos, á quienes se quiere rendir un home- 
naje de gratitud! 
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lo fueron después, fué porque se repitió la elec- 
ción á su favor cuando habían dejado las car- 
teras. 

El ejercicio de la rcpresantacion nacional, es 
incompatible con todo empleo público. Los 
empleados electos y calificados obtarán entre la 
adopción del cargo de representante y el em- 
pleo. Estos artículos, que se prestan á inter- 
pretaciones de toda clase, no han sido dictados 
por un espíritu de imparcialidad, de despren- 
dimiento, ni de justicia, ni tampoco son con- 
formes con la igualdad ante la ley ¿Por qué se 
escluyeal juez, al majistrado, al sacerdote, y á 
los empleados y se deja con mejor derecho al 
militar, que es también funcionario y servidor 
de la nación, como los demás escluidos? ¿Por 
qué esa alternativa en los unos para optar y no 
en los otros? Ademas, los artículos, á que nos 
referimos, están redactados con ambigüedad 
calculada y las jialabras ejercicio y adopción se- 
rán objeto de cuestiones é interpretaciones. 
Las leyes deben ser claras y no dar motivo pa- 
ra tergiversaciones. Los que tienen en sus ma- 
nos el poder dictatorial se hacen hábiles ellos 
mismos, cuando todo les aconsejaba escluirse, 
porque mayor y mas ilimitada es su acción, sus 
recursos é influencia, que las de un subprefec- 
to ó de un juez inferior. 

Siendo un decreto que solamente tendrá efec- 
to por una vez, y de naturaleza transitoria, no 
ha debido incluirse en él disposiciones para lo 
futuro, que deben tener su lugar en la constitu- 
ción y que no están conformes con el derecho 
constitucional, que reconoce como principio in- 
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variable, que á cada cámara compete la califi- 
cación de sus miembros, la resolución de cues- 
tiones de orden interior y otras mas, que el de- 
creto se ha adelantado á resolver. 

Ya que el Gobierno provisorio se ha pro- 
puesto, según parece, que la nación tenga una 
representación libre, esencialmente popular y 
no espuesta á las influencias del poder, siempre 
enemigo de la libertad^ como dice un publicista, 
hadÁido también ser consecuente con sus prin- 
cipios y escluir de las cámaras á todo emplea- 
do, cualquiera que sea su rango ó categoría. 
—Abrir á unos la puerta, concediéndoles la 
elegibilidad, y entre ellos á los miembros y 
funcionarios del gabinete; cerrarla para otros, 
prohibiéndoles la entrada y negándoles la ca- 
pacidad para ser elejibles, es una contradic- 
ción y una inconsecuencia de principios — 
O todos , sin mas restricción que la inca- 
pacidad legal, ó suspensión de ciudadanía, ó 
ninguno que dependa del gobierno. Asi no ha- 
bría aceptación de personas, ni ambigüedad, 
ni esos términos medios, que no producen si- 
no mal por entero, ó uno bien dudoso, si algu- 
na vez lo producen. 

«Los representantes de un pueblo libre, dice 
el acreditado R. Salas, deben ser absolutamen- 
te independientes del poder, naturalmente ene- 
migo de la libertad. En este punto interesan- 
tísimo de derecho constitucional, no puede pre- 
sentarse á las naciones, que desean una buena 
organización social, un modelo mas perfecto 
que las diversas constituciones de los diversos 
estados que forman la unión de la América del 
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Norte: en todas ellas se ha llevado el escrúpulo 
en esta parte hasta el punto de escluir de la 
representación nacional á cualquiera, que por 
su destino ó sus ocupaciones depende particu- 
larmente del gobierno; los maestros mismos 
de las escuelas públicas; hasta los empleados 
en cualquiera establecimiento público, aunque 
no hayan sido nombrados por el Grobierno, ni 
sean pagados por él, son inhábiles para ser 
elegidos diputados. Los franceses que a(#iiiten 
en sus asambleas legislativas á los empleados 
del gobierno, han visto y cada dia verán mas 
por una dolorosa esperioncia, lo <jue esto cues- 
ta al pueblo, y cuan fácil es al mmisterio for- 
marse en la Cámara nua mayoría facticia que 
•no represente la mayoría de la nación. »(*) 

aTodo ciudadano, al tiempo de sufragar debe 
acreditar haber pagado la contribución personal 
con el recibo del receptor» y se dan reglas sobre 
lo que ha de hacerse con éste, como si se tratase 
de un acto de recaudación fiscal y no del mas 
solemne que reconoce el sistema representativo. 
Cuatro estensos artículos del decreto se contra- 
hen al recibo de la contribución personal. 

Estas restricciones para ejercer el derecho de 
sufragio no tienen una razón que las haga discal- 
pables. Todas las constituciones y leyes de la 
República han prescrito, que para ser ciudada- 
no,© elector es necesario ^a^ar contribución^ ó es- 
tar esceptuado legal mente de pagarla y saber 
leer y escribir; pero en ninguna de ellas se en- 
cuentra,que el ciudadano que la debiese,nopue- 

(*) Lecciones de deierko público coustLtuciooai parte 2^ 
capítulo 59 edición de Lima 1827. 
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de sufragar, por que eso importaría tanto como 
hacer incurrir en uña misma pena, la suspensión 
del ejercicio de ciudadanía^al deudor moroso ó no 
reconvenido, con el quebrado ó fraudulento que 
ejecutado no paga. Esta disconformidad entre 
la falta y la multa, entre el delito y la pena es 
uno de los mas frecuentes y repetidos errores 
de la legislación dictatorial, como varias oca- 
siones lo hemos hecho notar. 

La. recaudación del impuesto y apremio á 
los morosos, nunca han sido, ni pueden ser 
atribución de las mesas electorales, sino do las 
respectivas oficinas ó empleados de hacienda. 
Cada uno ejerza sus funciones con la separa- 
ción que correspende á tan diversos asuntos. 
Para ser ciudadano con voto, basta que conste 
que uno es contri buyente,pero ¿porqué no limi- 
tar á esto solo la restriccion,sino exijir ademas 
una especial del impuestomas oidoso, entre los 
muchos introducidos, y la certeza de haber pa- 
gado el último semestre? Y por qué el personal, y 
no el predial, él de industria, de comercio ii otro? 
Un grande propietario aunque contribuya con 
ciento ó mil soles al fisco, pierde el derecho de 
votar por no haber pagado cuatro soles del 
tributo. Son justas ó mal calculadas estas dife- 
rencias? El pago del impuesto solo es una con- 
dición de la capacidad elector al, que se comprue- 
ba con el catastro,pero no es indispensable pa- 
ra ejercerjel derecho electoral el que esté ya pa- 
gado. Nadie es reputado moroso, sino después 
de haber precedido inútiles reconvenciones. 

Al hablar del impuesto no debe olvidarse lo 
qiie para decretarlo exijen todas las constitu- 
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ciones de los pueblos libres; y que el pago del 
personal no era obligatorio en el primer semes- 
tre de 866. 

Como las necesidades sociales deben llenar- 
se de algún modo, siendo el mas seguro seguir 
las prácticas legales y análogas; y como tam- 
bién son precarias y transitorias las reglas ó 
medidas que se adoptan, y emplean para tan 
urgentes casos, omitimos hacer observaciones 
prolijas sabré los procedimientos y demás ac- 
tos reglamentario prescriptos para las elec- 
ciones de Presidente de la República y de sus 
Rej)resentantes, fijación de su número y otras 
disposiciones cuyo examen nos llevaría muy 
lejos, no siendo ya oportuno. 

La elección se halla hecha y están procla- 
mados los elejidos. Los resultados de los traba- 
jos parlamentarios justificarán si se han llena- 
do ó nó los fines, que la revolución se propuso, 
y las alhagueñas esperanzas que se hicieron 
concebir al exhibirse la dictadura. En la re- 
seña del decreto de convocatoria nos hemos 
limitado á sus artículos mas importantes y cu- 
yo ejemplo y repetición podrían ser funestos á 
la llepública, si en lo succesivo no procedemos 
con discreción y cordura cuando se tratare de 
los derechos del pueblo, de sus garantías y li- 
bertades. Harto nos han enseñado los hechos 
que hemos presenciado, y nos dejan saluda- 
bles lecciones para inducirnos á ser mas cautos, 
mas amigos de la paz, y del orden y respetado- 
res mas celosos de los derechos de la nación y 
de los^preceptos de la justicia. Diremos á todos 
DISCITE JÜSTITIAM MüNITI. 
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IX. 
Los tratados del Congreso Americano —MeiisiÜe del 

Presidente de Ciiile* (*) 

Pudiera acaso estrañarse por algunos, que en esto escrito 
nada hayamos dicho tocante & los negocios pertenecientes alas 
relaciones esteriores, que han tenido lugar durante la adminis. 
tracion del Gobierno provisorio; pero es fácil satisfacer & esta 
observación, si se considera,que la importancia y gravedad de 
semejantes negocios son de tal naturaleza, que no es posible 
aventurar ningún juicio acerca de ellos, solo por algunas lige- 
ras ó vagas noticias, sino después que haian pasado al dominio 
público, y se hayao entregado á la publicidad los documentos 
completos con sus resultados Tampoco es prudente juzgar de 
ellos de otro, modo pues cualquiera opinión, emitida prematu- 
ramente, dañaría á la República en vez de servirla. Teniendo 
al frente un enemigo pérfido é insidioso, nada debía decirse 
ni revelarse de aquello que pudiera sacar provecho. 

Si algo pudiéramos observar en el despacho de las relacio. 
nes esteriores,nosei ía por lo que se ha hecho,yque no está bien 
conocido, sino por lo que ha dejado de hacerse. La voz públi- 
ca de la América se ha dejado sentir de un modo fuerte en 
favor de su alianza y aunque ésta se ha realizado entre So- 
livia, Chile, Ecuador, y Perú, lo ha sido de una manera tempo- 
ral, precaria, y limitada á repeler únicamente la invasión es- 
pañola, pero no para asegurar y establecer sobre bases ma. 
sólidas y permanentes su honor ^ BuaUanza^ SMco^nunidad, con 
el fin de defender y sostener su independencia, y su integridad; 
p'cura hacer entre los aliados difícil, si no imposible, toda con. 

(*) Este artículo fué publicado en «El Comercio» de Lima 
de 26 de Diciembre do 18G6. 
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tienda armada, conservar la paz de todos los pueblos aliados j 
hacer íntimos, francos y leales su comercio, su navegación, 
sus comunicaciones, sus cambios y el curso de su monedas, se- 
gun los tratados que celebró ol Congreto Americano reunido 
en Lima, eñ 864, iniciado, y convocado por el Gobierno del 
Perú y aceptado por los Gobiernos de las Repúblicas, que 
autorizaron sus representantes para que concurrieran á él 
como lo hicieron. 

El General Pezet, cediendo, mas que & sus convicciones, & 
la opinión pública no solo del Perú, sino de la América, di- 
rijitf con fecha 11 de Enero de 864 una circular & los Go- 
biernos Americanos proponiéndoles la reunión de un Congre- 
so de plenipotenciarios, y ofreciéndoles para su reunión la ca- 
pital del Perú. El Gobierno de Venezuela con fecha 21 de los 
mismos obraba en igual sentido, cuya feliz coincidencia es un 
solemne testimonio en favor del pensamiento de Bolívar, elo-. 
cuentemente desarrollado por el ilustre de Prad en su opús- 
culo titulado Congreso de Panamá. Después de algunas notas 
cambiadas sobre tan importante reunión, el gabinete Pezet 
lo dejó olvidado,hasta que la presencia de los plenipotenciario, 
de N. Granada, Venezuela, Solivia, y Guatemala le hizo com- 
prender, que era una falta de cortesía convidar huespedes 
sin cuidarse de recibirlos como era debido. El Ministerio Cos- 
tas-Pacheco reparó esta falta y nombró al R. del Perú, & la 
vez que el Gobierno de Chile nombraba el suyo. Reunidos 
ya en número de seis y próximos á iniciar sus trabajos, cayó 
el Ministerio Costas Pacheco, que fué reemplazado por otro 
de ideas monárquico-españolas y muy enemigo de toda unión 
entre las Repúblicas Sud- Americanas. El ez-ministro Cal- 
derón alarmó con justicia á los ^plenipotenciarios con las de- 
claraciones de su nota]circular de 16 de Octubre, en la que 
con arrogante fatuidad é impudencia esplicaba la política 
que se proponiji seguir en la cuestión con la España. «En el 
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rutado normal de la República^ dice, los principios estableci- 
dos por la Constitución y las leyes, so7i las únicas reglas á que 
el Ejecutivo debe subordinar su conducta: mas en el caso pre- 
sente debe subordinarla con especialidad á la ley sancionada 
en 9 de Setiembre del ano que corre, MJaa ley no es de guerra 
á todo trance ni de paz á todo evento. Esa ley quiere la 
guerra para revindicar nuestra propiedad y castigar las o/en" 
zas hechas al Jionor nacional, en el momento mismo en que 

el P. E, tenga los aprestos Esa ley quiere, que se acepte 

la paz en el punto en que sea ofrecida bajo condiciones hon- 
rosas, ANTES O DESPUÉS de que hayan comenzado las hosti- 
lidades Mi Gobierno cumplirá esa ley, según la intelifen^ 

cia que acaba de darle, sin que nada pueda detenerlo d arre-- 
drarlo en la senda que se ha trazado, porque abriga la tn- 
contestable convicción de que ni el Peru, ni la Améri- 
ca, ni el MUNDO tienen derecho á exijir ni á esperar de él 
otra conducta. 

Este reto insano habría en otras circunstancias bastado 
para disolver la reunión de los representantes del Congreso» 
si por el interés de la América no hubiesen usado de una 
laudable prudencia, si su disoluccion no hubiera sido un 
triunfo para la España, y una triste decepción para las B.e* 
públicas sud-americanas,que, en cuarenta años, no habian po- 
dido realizar el gran pensamiento de su liga y unión inicia- 
do en Panamá, continuado en Lima en 847 — reproducido en el 
tratado tripartito de 856 y vuelto á reanudarse en el Con- 
greso de 864, con la concurrencia de ocho representantes, 
debida á. la invasión de España y al atentado cometido el 14 de 
Abrir sobre las Islas de Chincha. 

Superando pues, grandes dificultades, y después de estipu- 
lado por un solemne convenio, que la cuestión con España se- 
rla tratada mancomunadamente, como cuestión americana, y 
que nada se haría sino de común acuerdo, continuó el Con- 
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grcso sus trabajos, receloso siempre de la falta de lealtad 
con que procedía el ministerio de Pezet. Al fin burlándose 
de todos sus compromisos y faltando á. su fé comprometida, 
mandó al General Vívanco con instrucciones para tratar con 
Pareja y celebrar el vergonzoso convenio de 27 de Enero do 
865, de cuyos actos instruyó al C ovgreso Americano cuando 
ya estaban consumados, sin que este quedase engañado, ni 
sorprendido, pues todo lo esperaba de la conducta falsa y do- 
ble con que se le trataba. Contrajose desde entonces á redac- 
tar los tratados, que debían establecer la Union Americana? 
y en efecto se ajustaron los cuatro, que se han publicado en 
varios periódicos de América, y últimamente en el número 
8,932 del «Oomercío» do Lima de tJ de Abril de 1866. El 
Primero de ümon y Alianza entre las Repúblicas Ameri- 
canas. El segundo sobre CONSERVACIÓN [de LA PAZ y ME- 
DIOS de terminar tnis disensiones, sin ocurrir á fa guerra: 
El Tercero sobre CoMEacio Y navegación y El cuarto^ 
sobre correos y establecimiento de un telégrafo desde Cen- 
tro América hasta Valparaíso y otros especíales. Ademas fue- 
ron redactados algunos convenios anexos emplazan dos para 
8u reunión en Guayaquil en Agosto de 1867. 

El Representante de la Confederación Argentina no sus- 
cribió ninguno de dichos tratados, porque su Gobierno había 
manifestado con repetición, que sus relaciones y simpatías eran 
por la España y los gobiernos europeos, con los que tenia ma- 
yores relaciones de comercio y afinidad, que con los pueblos 
americanos del Pacífico. Esto lo acredita bien su alianza con el 
Brasil para dividirse la República del Paraguay y escanda- 
l'zar al mundo. Alegó también, que sus poderes eran limitados 
á la cuestión de la ocupación de las islas de Chincha, que la 
España se propuso revindicar. El Representante de Chile fir_ 
mó solamente los dos primeros tratados y se retiró del Congre- 
so, por órdenes que recibió de su gobieruo, según se ha dicho. 
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Eemitidos los cuatro tratados al Ministro de B. E. del Firii, 
ofreció pasarlos al Congreso para su aprobación, pues habia 
para ello tieitfpo. Sin embargo debiendo ser el primero en dar 
el ejemplo de aprobarlos y ratificarlos,por haber sido el prime- 
ro también en hacer la invitación, no lo hizo, acto que debía 
guardar consonancia con el tratado Vivanco-Pareja, porque el 
deseo de complacer á* España era invariable. 

El ex-presidente de los EE. UU. de Colombia al dar cuenta 
al Congreso de 865 de los tratados, los acompañó con unas ob> 
servacionea contrarias á toda alianza; pero el General Mosque- 
ra consiguió después, que todos ellos fueran aprobados ínte- 
gramente y por unanimidad en el Senado y Cámara de Ke. 
presentantes. — El Congreso de Venezuela los habia aprobado 
el primero y d« i^ual modo. Dos repúblicas de Centro Amé- 
rica han hecho lo mismo. 

El Gobierno de Chile, con notable frialdad y aun desden, 
sometió al Congreso de 865 los dos primeros tratados, sin que 
entonces se hubiesen tomado en consideración. Últimamen- 
te se ha movido á darles curso en el siguiente Mensaje^ después 
de haber recibido la autógrafa del General Mosíjucra para 
nevarlos á ejecución. 

CONCIUDADANOS DEL SENADO Y DE LA CÁMARA DE 

DIPUTADOS. 

«Por la Memoria del Ministro de Relaciones Exteriores, 
que os fué presentada el año próximo pasado, habéis tomado 
conocimiento de los dos tratados ajustados por el Congreso 
internacional reunido en Lima en 1864," á que concurrieron 
plenipotenciarios de diversas secciones de nuestro continente. 

Los sucesos que se han desarrollado después en la América 
del Sur, han comenzado á realizar eficazmente en la prácti- 
ca la grande idea de la Union Americana; y aunque los trata- 
dos ajustados en 1865 no consulten todas las condiciones de 
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un pacto destinado & cimentar sobre sólidas bases la nnion de 
pueblos de origen y destinos comunes, he creído que ellos 
pueden ser perfeccionados en las futuras delij^eraoiones del 
Congreso Americano. 

En tal espectativa, y de acuerdo con el Consejo de Estado, 
los someto á vuestra deliberación.» 

Santiago, Diciembre 7 de 1866. 
José Joaquín Pjsrez. — Federico Errdzuriz, 

El Mensage del Presidente de Chile es una verdadera de- 
saprobacion de los tratados, aunque procure no espresarla si- 
no con frases vagas y generales, que corroboran la opinión de 
que á su gobierno jamás le fueron gratos. Esa aridez tan des- 
deñosa con que habla de los pactos americanos, en tan solem- 
nes circunstancias, produce una inevitable amargura en cuan- 
tos con ardor y entusiasmo han suspirado por la iiivon america- 
na, A tres se reducen las proposiciones del Mensage, y habla- 
remos de cada una de ellas con la posible brevedad. 

!?■ Los sucesos que se han desarrollado después dti 1865 en 
^a América del Sur, han comenzado á realizar eficazmente^ 
en la práctica^ la grande idea de la u)w*n americana. 

La grande idea ha sido proclamada desde el principio de 
nuestra independencia, y los sucesos desarrollados en Santo 
Domingo y en Méjico, en Chile y en el Perú, en Valparaíso y 
el Paraguay, no han sorprendido á los pueblos, cuyo interés 
por la unión ha sido manifestado por la prensa liberal de 
toda la América. La de Chile reprodujo cuanto habían escri- 
to y previsto los hombres mas pensadores acerca de la urgen- 
cia y necesidad de la gran liga americana. ^'Los gobiernos de 
Chile y el Plata, dice el Sr. Barra, escritor chileno, mal dis- 
puestos respecto de Bolívar, se abstuvieron de 

nombrar representantes á la Asamblea de Panamá." — '*El 
tratado tripartito de 856, dice D. B. Vicuña Mackenna, fué 
roto y anulado en el calor de las discusiones políticas, pues 



—239— 

los partidos (de Chile) hicieron de él una enseña de caloro- 
sa controversia/' Los sucesos posteriores nada han venido á 
enseñar de nuevo, sino & confirmar el juicio anticipado y uni- 
forme de los pueblos. ¿Si la grande idea se está realizando 
de hecho, no es llegada por eso mismo la ^hora de afianzarla 
por pactos permanentes ja que es pronunciado ese deseo en to. 
dos los pueblos? Pero cómo se realizará, si después de tantos 
ensayos frustrados vuelve á renovarse una serie de objecio- 
nes ya inoportunas? Dado el primer paso, 6 colocada la pri- 
mera base del edificio, es mas fácil dar otro y levantar un 
escalón mas para formar el monumento. Pero nos alarmamos 
cuando el peligro amenaza; cuando parece alejarse vuelve la 
confianza con sus mentidos alhagos á narcotizar los ánimo.*', 
y á inducir por el mismo hecho, nuevas acechanzas y nuevos 
peligros. (*) 

Anticipándose á estas y otras reflecciones mas, á que se 
presta el mensage del presidente de Chile — ^y buscando una 
^azon cualquiera para justifícarjsu desdeñosa repulsa dice:— . 

2? razan, — Los trabados no consultan todas las condiciones 
de un pacto destinado á cimentar sobre sólidas bases la unión 
de pueblos de origen y destinos comunes, — Y ¿ddnde se en- 
contrará ese pacto, modelo de perfección, en que puedan reu. 
nirse todas las condiciones posibles? Kegístrese la inmensa co- 
lección de todos los pactos y de todas las alianzas, celebrados 
desde el diluvio hasta los últimos entre Prusia, Austria é Ita- 
lia, y dígasenos ¿reúnen todas las condiciones de perfectibili- 
dad, de satisfacción y de reciprocidad absoluta? Los reyeg 
que tienen intereses egoístas, ideas de engrandecimiento per- 
sonal y de ensanches territoriales, forman sus alianzas por 
despachos telegráficos; y las Repúblicas americanas no han 



(*) Véase el importante folleto — Estudio sóbrela idea de 
una U'ga americana por J. A. — Limxi^ 1864. 
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podido llegar á anudar una liga en 40 años de ensayos, y en 
cuatro congresos, á que han concurrido sus representantes. 
La exigencia del Presidente de Chile contiene un imposible 
— ^y no se exijen imposibles sino cuando deseamos vernos li- 
bres de oomprombos. 

En los únicos tratados & que concurrió el señor Ministro 
Plenipotenciario de Chile, no era posible acordar ni reunir 
^odas leu condiciones de la Union Americana, y bien lo cono- 
ció el Congreso. Pero reflexionando también, que en un solo 
tratado era casi imposible llenar ese propósito^resolvió ajusta r 
varios separadamente, según su naturaleza y objeto, para ob» 
viar las dificultades que provenian — 1^ de la constitución de 
cada Estado, cuyos artículos no lo permitían: 2^ de los trata- 
dos vijentes entre los Estados, representados en el Congre- 
so, celebrados anteriormente con diversas potencias y cuyas 
estipulaciones, si eran contrarias, darían ocasión de reclama- 
ciones y demandas desagradables: 3? que redactándose diver- 
sos tratados sobre objetos especlales,se salvaba esos compromi. 
sos, pues aunque alguno ó algunos Estados representados no los 
suscribiesen, no por eso dejaba de realizarse la ünion y Alian^ 
za^ asunto esencial y primordial; que seria casi imposible lor- 
grar, si en un solo tratado se pretendía acumular diverssa y 
distintas estipulaclons, no íntimamente ligadas con aquel. En 
esta virtud y conformidad se redactaron los cuatro tratados de 
que hemos hablado. Si no se completó el programa adoptado, 
provino de la Inesperada separación de los Plenipotenciarios de 
la Confederación Arjentina y de Chile, y aunque este Gobierno 
fué invitado y rogado por el Congreso Americano para que reem 
plazara al señor Montt, no lo consiguió; produciendo estos he- 
chos desaliento en los demás plenipotenciarios; circunstancia 
que, unida & la revolución Iniciada en Arequipa el 28 de Fe- 
brero de 865, contribuyó á qne se apresurara á clausurar sus 
sesiones, como lo verificó el día 13 de Marzo del mismo año. 
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Si el PreBÍdcnte de Chile cree indispensables algunas con- 
diciones mas para dejar consumada la Union Americana^ ha de- 
bido espresarlas con claridad y abrir dictamen al someter á las 
Cámaras los tratados. Hágase la alianza y lo que falte puede 
agregarse, pues en los mismos tratados está, indicado el medio 
ydesignac'a la ciudad de Guayaquil, para que reunidos allí los 
Plenipotenciarios en Agosto de 1867, se tome en consideración 
cuanto conduzca para ampliar, mejorar ó correjir lo sancio- 
nado en ]jima. ¿ Aprobados los de 865 por varios Gobier- 
nos y sus Congresos, mirarán con indiferencia, que sea desa- 
tendida su aprobación y que se les llame para retractar su opi. 
nion y su pensamiento ya solemnemente manifestados? Lo 
que se hace ahora con ellos, se imitará con otros, y con seme- 
jantes veleidades y con tal ejemplo habrá la América perdido 
su tiempo, dejado desprestijiado y convertido en asunto de 
burla todo proyecto de nuevo Congreso, como lo acreditan 
los últimos sucesos sobrevenidos en Europa después de des- 
concertado el último Congreso europeo. 

Si la guerra del Paraguay con el Brasil y Confederación 
Arj entina demanda la atención preferente de las Repúblicas 
Sud- Americanas, por la iniquidad de los proyectos acordados 
entre el Dictador Mitre, el Imperio y el caudillo del Uru- 
guay, eso mismo ofrece una razón mas para llevar adelante la 
ünion Americana^ á» cuyos tratados puede adherirse el Para- 
guay, que fué invitado, según el tenor de los artículos de los 
tratados de Lima. El Gobierno del Perú, 6 el de Chile puede 
todavia invitarlo ; y el primero ha debido hacerlo , como 
facultado espresamente para ello por los mismos tratados, cu- 
yo testo solo basta para evitar cuestiones y dar facilidades, 
á fin de que la alianza y unión sean una realidad. 

La alianza pactada en 865 tiene la ventaja de ser intima y 

dr/tnsiva, y por lo mismo no presenta el aparato de hostil ni 

do odioea para nadie: la ofensiva casi c&tá olvidada y es de 

31 
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difíoultoeas combinacioneii. La temporal termina con su obje- 
to, y los aliados quedan entonces tan desligados, como se en- 
contraban antes de celebrarla. Por los antecedentes que deja- 
mos espresados parece, que este fuera el pensamiento del Go- 
bierno de Chile. Si no le es, debió al menos ser mas esplíoito 
en su 'mensaje, para no dar pretesto á presunciones 6 inter- 
pretaciones. El Congreso i, quien ha sometido los tratados, 
dará, lo esperamos, la verdadera significación déla opinión de 
los ilustrados pueblos á quienes representa. 

3? razón. Los tratados pueden per/ecciovarse en las futuras 
deliberaciones del Congreso, Muy bien: pero para que tengan 
calidades, es necesario que primero sean identidades; es decir, 
que existan, que reciban primero la vida y la acción que se 
trata de darlas, mediante la aprobación, ratificación y cange, 
según los principios constitucionales de cada Bepública. Des- 
truir lo trabajado y ganado para volver á edificar, perfeccio- 
nando, es tarea demasiado pesada y aun irrealizable. El Con- 
greso de 864 y 65 llegó á reunirse en vista del atentado ame- 
nazador ejecutado sobre las Islas de Chincha, y no siempre se 
repiten tan poderosos estímulos: si se concibe fácil su repe- 
tición, es proceder mas previsora y discretamente dejar arma- 
do el pacto de Alianza y Umon^ que ha adelantado ya tanto 
con la aprobación de varios Gobiernos. Se dice que los je- 
nerales Mosquera y Melgarejo han querido tener la gloria de 
iniciadores de un nuevo Congreso Americano. Esa fué gloria 
de O'Higgins, de San Martin ó de Bolivar, y por lo mismo 
ha perdido su brillantez. Congresos anulados y de nuevo con- 
vocados, son simulacros desprestijiados , después que han 
desaparecido como débiles meteoros. Convertidos una vez eñ 
verdadera realidad, y marchando por un camino conocido y 
firme, lograrán resultados respetables y grandiosos. 

Tampoco el -Presidente de Chile ha dejado vislumbrar esas 
condiciones y tm^ perfeccionamientos de que habla en su men.» 
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saje, y habieodo sido parco y reservado en este punto, presta 
motivo para varias y caprichosas conjeturas. 

Entre tanto el Congreso Peruano debe reunirse y no po-' 
drá consentir que no le sean sometidos los cuatro tratados ce- 
lebrados por los Representantes del Congreso Americano. Ej 
Perú intervino en ellos y debe conocerlos y juzgarlos. El lo 
oonvocó y lo vio realizado, y su honor y su deber le compro- 
meten á llevarlos á> término feliz. ¿ O retrocederá por la in- 
cierta y reservada política del Gobierno chileno? Creemos 
que el señor Pacheco, que dio impulso á la realización do esa 
asamblea, no dejará inconclusa su obra, que ni la mezquina 
y tortuosa conducta del gabinete Pezet se atrevió á destruin 
pues á sus primeros pasos se asustó y retrocedió. La Améri- 
ca entera levanta su voz unísona y vigorosa, estimulada por 
los contrastes y amagada por estranas tendenciab á proclamar 
en coro Union y Alianza Americana. 



X. 



RESUMEN T COKCLPSION. 

Ha concluido nuestro trabajo. Creemos haber juzgado con 
imparcialidad y justicia los actos de la dictadura y que al 
indicar los errores en que ha incurrido, según nuestro jui- 
cio, no hemos sido afectados de amor, ni de odio. Amigos 
sinceros y mesurados de la libertad^ somos también respeta- 
dores de los gobiernos y decididos partidarios del orden, de 
la paz y de las instituciones republicanas. Hemos guardado 
profundo silencio mientras el Gobierno Provisorio ha desarro, 
liado su política, sindejar por eso de estudiar tranquilos cada 
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nno de sus actos, y cuidando de no distraer su atención con 
nuestra crítica, porque era necesario y provechoso 4 la Re- 
pública, que llegase pacíficamente al término de su carrera. 
La Dictadura estaba obligada y comprometida á someter , 
cuanto hubiera hecho, al Congreso que se reuniese. Llegada 
la ocasión, es también un deber de todo ciudadano contri- 
buir con su óbolo & facilitar el examen concicnsudo y desa. 
pasionado, que haya de hacerse de su conducta administrati- 
va. Tan aventurado sería aprobarla con una sola plumada, 
como se ha hecho en otras ocasiones, como peligroso el omi« 
tir una discusión sencilla, clara y razonada sobre aquellos 
actos, que justamente han exitado la censura pública y que se 
rozan con los derechos mayestáticos y soberanos en que solo 
el pueblo es llamado á resolver por medio de sus lejídmos 
apoderados. 

Después que d ello se comprometió el Coronel Prado y 
después que el Secretario de Gobierno dijo en su circular & 
los Prefectos de 28 de Noviembre de 865 «qtíe el actual esta- 
do de cosas no será de larga duración y que conforme á las 
actas, que le han dado origen, el Gobierno convocará á deccio. 
nespara una asamblea constitur/ente, que dará al país las 
instituciones que el estado de su civilización exfje, ^ A LA CUAL 

60MET£BA el examen de sus actos después de contraido 

tan solemne compromiso por respeto & los derechos do la utL- 
cioíij¿podrán sus representantes prescindir del cumplimiento de 
stts deberes en tan delicado asunto? 

Queremos justicia, honor y recompensa para el que ha sido 
Jefe del Gobierno provisorio; pedimos garantías, libertad y 
derechos positivos para los pueblos. Tales son los dos ejes 
gobre los que debe jirar la política del Congreso de 1867, en 
quien están cifradas tantas esperanzas. 

Ante todo, debe anunciar á la Nación que se encuentra 
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instalado y en el efercicio pleno y libre de sus facultades cons- 
tituyentes, que las vá á ejercer en su beneficio, dándole la 
seguridad, de que no se retirará sin sancionar la constitución, 
que debe rejiren losucesivo,y obligándose á consignar en ella 
los derechos del hombre y del ciudadano, los principios del 
sistema popular representativo, alternativo y responsable. De 
agual modo y en su primera ley debe declarar el completo 
restablecimiento del régimen legal, para que se entienda, que 
la Dictadura ha terminado. 

Después de esta declaración, que debe ser instantánea y 
su primera sefial de vida, forzoso es, que se contraiga á dar 
la ley á que deberá sujetarse el Jefe de la Nacioft, mientras 
se sanciona la fundamental del Estado. Aquella debe prece- 
der 4 la proclamación del Presidente do la República, para que 
sepa cual es el sendero por donde debe caminar. Postergar tan 
importante trabajo, sería crearse él mismo Congreso dificulta- 
des para lo succesivo. 

Siguiendo las prácticas parlamentarias, una comisión del 
Congreso deberá contraerse al examen de las actas populares 
para presentarle sus trabajos, á fin de que proclame al que 
de ellas resultare elejido Presidente por los pueblos. Por el 
contesto de las actas publicadas, el elejido es el Coronel M. 
I. Prado. Entre tanto puede ocuparse de formar y discutir 
también el. reglamento provisorio á que haya de sujetarse el 
Ejecutivo. Su formación puede hacerse brevemente, sin per- 
der el tiempo en cuestiones abstractas 6 de colegio, como lo 
hicieron la Convención de 855 y el Congreso de 860, cuyas 
largas sesiones fatigaron al país, cansaron su paciencia y con- 
tribuyeron á desprestigiar á los lejisladores. No es tiempo de 
demostrar la verdad y exactitud de los'priiftipios democráti- 
cos, ni de las garantías nacionales 6 individuales, que todos 
conocen bien, sino de aplicarlos con precisión y oportunidad á 
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las eircunstancias de la República. Los lejisladores deben ser 
prácticos, no interminables y fastidiosos disertadores. 

De preferencia tendrá que ocuparse el Congreso del esta- 
do de la hacienda pública, de los gastos que demanda el ser- 
vicio de la República en sus diferentes ramos, de los medios 
y recursos con que cuenta para cubrirlos. Aquí se le presen. 
ta un vasto campo de estudios é investigaciones, que le con. 
dücirán al examen de los impuestos, que nadie sino el mismo 
Congreso ha podido ni debido imponer, por ser atribución 
esencial y esclusiva suya el decretarlos. Tiene, pues, que po- 
ner las manos sobre las multiplicadas y mal calculadas con- 
tribuciones que ha impuesto la dictadura, condenadas por 
la ciencia y resistidas por los pueblos hasta con la sangre de 
los pobres indígenas,Ia que ha corrido en las provincias de La- 
mar y Huancané en los primeros dias de Noviembre último, 
hecho comprobado con los documentos publicados en la ««- 
giinda edición del periódica tiEl Comercio)) de II de Di-* 
denihre. 

No es posible que ningún Congreso pueda dejar subsisten- 
te la kjislacion fiscal introducida é importada del exterior, la 
que no solo es gravosísima y mal cnlculada en su esencia é 
nadaptable al Perú, atendido el estado de su riqueza, de su 
comercio, de su agricultura, de su industria, de sus hábitos y 
de su población, sino porque tampoco puede sostenerse, pro- 
clamada que sea una nueva Constitución, por muy conservado- 
ra y retrógrada que sea, porque cualquiera que se adoptase, 
no podrá dejar de consignar, entre sus artículos, los que se 
encuentran en las Constituciones de 1839, 1856 y 1860 que 
dicen — «No pttede imponerse contribvcíones^ sino en mrtud de 
una le¡f, en servicio público y en proporción á los medios del 
contrihui/ente. Ims contribuciones DIRECTAS no -podrán 
imponerse sino por un año. La ley Jija los ingresos y egresos 
de lanacion. Son atribuciones del Congreso — imponer contri- 
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buc'oneSy suprimir lan estahleciclas^ sancionar el Presupuesto ji/ 
tomar cuenta al Ejecutivo. El contesto de las actas de la revo- 
lución de 865, y de las que ee formaron para la proclamación 
de la dictadura, hace ver que en ninguna se derogó la consti. 
tucion vijente. Sus principios, aunque no estén escritos, son 
fundamentales y tradicionales en la Eepública y los mismos 
que en ella han rejido desde que proclamó su independencia 
el 28 de Julio de 1821. Los^ progresos de la libertad marchan 
adelantando siempre de frente y ganando terreno, sin ser 
ya posible hacerlos retroceder sobre lo conquistado, ni dete- 
nerlos en su gloiiosa y siempre triunfadora carrera. 

Si los decretos y ordenanzas de la Secretaría de Hacienda, 
en su parte lejislativa y constitucional, no pueden ni deben' 
merecer la aprobación del Congreso, menos la alcanzarán las 
tituladas re/ormas judiciales^ intentadas de una manera pre- 
cipitada por el Secretario de Justicia. Se ha destituido ma- 
jistrados antiguos, honrados y beneméritos, sin ninguna ra- 
zón fundada, ó por motivos demasiado frivolos; se ha humi 
¡lado y desprestigiado á los Tribunales, sin advertirse que no 
rodearlos de crédito y de respetabilidad, era privarse de loa 
cooperadores indispensables y cuya concurrencia debió buscar, 
se para la mejor ejecución de las reformas proyectadas, ya que 
se les dejaba la atribución de aplicar á. los casos que se fuesen 
presentando las nuevas disposiciones. A nuestros jueces y ma 
jistrados debe suponérseles dotados de probidad y de ciencia" 
y que por tenerlas han merecido ocupar las plazas que sir- 
ven, y en las que han sido mantenidos por el Gobierno proviso- 
rio. Nuestros códigos tampoco han desaparecido: la dictadura 
por decreto del 29 de Noviembre de 865 reconoció de una 
manera clara la jurisdicción de los juzgados y tribunales exis- 
tentes, hasta que se verifiquen las reformas, y la legislación 
sea alterada por ulteriores disposiciones^}. Apesar de esto no 
solamente se creó un tribunal especial de comisión, sino qu^ 
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se ha sometido á arbitraje y al fallo de comisiones mixtas 
cuestioaes en que el Estado tenía interés, sin que ni la dicta, 
dura ni otro poder hayan derogado previamente las termi. 
nantes disposiciones de los códigos, que prohiben semejantes 
arbitrajes y la renuncia de la jurisdicción nacional ordinaria, 
en aquellos negocios, en que están comprometidos el honor de 
la República, sus leyes y sus derechos. Mediten los represen- 
tantes si estos hechos guardan armonía con tan sagrados ob- 
jetos, ó si por el contrario menguan la soberanía, y dan pre- 
testo para alegar estos antecedentes en cuantos negocios pu- 
dieran sobrevenir en adelante. Renunciar la jurisdicción, tan 
extensa como el imperio, y esdusiva de los tribunales del pais, 
es cosa demasiado gravo para adoptarla como una medida 
cualquiera de régimen interior. El derecho civil y el inter" 
racional han establecido sobre la jurisdicción y los casos en 
que cesa reglas demasiado estrictas. Las comisiones, mixtas 6 
jurados, se han introducido en la práctica para resolver asun* 
tos discutidos ya entre los gobiernos y después que ha prece- 
dido entre ellos un convenio, coft el fin de no turbar sus rela- 
ciones, alcanzándose para verificarbs aprobación del Congreso, 
en los paises do gobiernos repre8entativos,como sucedió en 863 
y 64 entre el Perú y los Estados Unidos. Pero emplear este 
recurso para la decisión de demandas privadas contra el erario, 
según propusieron al Gobierno primero Witt y Schutt y 
después D. Samuel Langshaw, (*) proposiciones que con la 
mayor facilidad han sido admitidas, es humillar demasiado la 
jurisdicción ordinaria nacional, poner en vergüenza á los jue- 
ces y majistrados, y hacer dudosas y equívocas su probidad, 



(*) El primero de estos arbitrajes fué acepta io por el Se- 
cretario de Hacienda, y el segundo por el de Gobierno en 7 



de Noviembre de 866 
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su ciencia, su imparcialidad é independencia, de que han dado 
honrosos testimonios en todas oircunstancias^'y en varios ne- 
gocios. 

La lejislacion civil j la criminal han sufrido alteraciones 
parciales é innecesarias, buenas solo para producir el desor- 
den y la confusión en los juicios, sin* haberse logrado la ec. 
tirpacion de los abusos, ni conciliar con acierto el sagrado 
derecho de la defensa con la rapidez del^' procedimiento. 
El litigante'de buena fé como el fraudulento'y doloso han*sido 
medidos por la misma vara, con daño del uno y sin represión 
del otro. 

lia retrodctivtdad liSí enírsiáo oomo elemento componente 
en la mayor parte de los principales decretos expedidos por 
la Dictadura, y por eso el procedimiento judicial se ha aplí. 
cado"de]nna manera desconocida en la ciencia. La apelacwn^ 
que es de derecho natural, ha sido suprimida aun en los ca- 
sos de jurindiccion ¡/ pertonena: y abolida la súplica 6 terce- 
ra instancia, se ha suprimido también el recurso extraordina- 
rio de nulidad, como si los juzgados y tribunales superiores 
estubieran organizados de una manera perfecta y como si todos 
sus individuos jurisconsultos consumados. En] el juicio eje- 
eutivo y en el de deshaucio,una sola sentencia produce ejecuto 
ría, porque contra la que se pronuncie confirmando 6 revocan, 
do la de 1^ instancia,no hay recurso de nulidad. Parece que la 
mente de estos decretos hubiera sido la de favorecer loa intere- 
ses del Banco Hipotecario, con cuyo reglamento guardan per- 
fecta uniformidad. 

Creado este Banco por decreto del 30 de Enero de 866, fué 

i^plaudido por la prensa oficiosa como uno do los mas grandea 

beneficios que podia haberse concebido en protección del 

procomunal, y como un esfuerzo del genio del Secretario de * 

h icienda. En su favor se han alterado la legislación sobre hi- 
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poteoaa y los procedimientos judiciales, cuidándose poco de Is 
suerte fatun de las familias, que inevitablemente ver&n per. 
dido el patrimonio de sus hijos, para engrosar las ganancias 
de los especuladores j usureros. Ni el interés ofrece alivio al 
necesitado, ni se le otorga ninguna ventaja, ni la sociedad 
reporta provecho de las concesiones hechas 4 los banque. 
roa. El desgraciado que firma una escritura, debe preparar 
la argolla de hierro en que ha de quedar colgado, por ine- 
vitable resultado de su inesperienoia 6 prodigalidad. Educu. 
dos para solo gozar, con pocos hábitos de economía, j siem- 
pre solícitos por conseguir dinero que disipar, es haber 
concurrido á la ruina de las familias, haber autorizado seme. 
jante creación. Concederle privilejios j excepciones que no 
reconocen nuestras leyes, es haber minado las bases de la 
igualdad ante la ley. ¿Por qué ha de ser de mejor condición 
un banco hipotecario en sus contratos leoninos, que una casa 
i» préstamo^ 6 de prendas 6 de plata al diario ^ 6 cualquier 
otro acreedor, 6 el mismo fisco, que prestan 6 reciben dinero 
á usuras? El que saca las ventajas de un negocio, debe re- 
solverse á soportar las desventajas. Autorizar el cobro de 
crecidos intereses, para inutilizar un fundo, haciendo impo- 
sibles otras hipotecas, y para rematarle sin figura de juicio 
por el tercio de su tasación, 6 emplear el desacreditado oienta- 
mientOf son irregularidades monstruosas, que los lejbladores 
deben apresurarse á correjir de preferencia 6 anular por entero 
en beneficio público. La industria debe ser libre, y cada cual de- 
be correr la suerte buena 6 mala que le tocare, y ejercitar sus 
acciones y derechos ante los juzgados y tribunales con sujeción 
á unas mismas leyes. Los tristes ejemplos que han dado los 
bancos mas acreditados de Europa, han inducido & algunos 
economistas á pedir su proscripción: pero conociendo que 
pueden ser útiles,si son bien instalados y dirijidos, han fijado 
reglas y principios prácticos para su organización. Peben 
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adaptarse, dicen, á las circunstancias, & las que solo gradual- 
mente pueden dirijir. Es un error el pensar que ellos pro- 
duzcan el crédito, pues solo lo organizan cuando existe; y so 
desorganiza cuando falta: ellos indican y acreditan 1^ buena 
fé del comercio; pero la buena fé solamente los erije. Por fin, 
los bancos no organizan la industria, sino que nacen de 3U 
organización. Los que se establecen, sin exijirlo las necesida- 
des de la industria local,<5 sobre bases desproporcionadas &«lla, 
6 cuando transaccieúes monstruosas forman su crédito, el pais 
en que estas combinaciones se Yerifican,por una progresión in- 
sensible tiene que sufrir tarde 6 temprano fatales consecuen- 
cias. 

Los billetes de un banco nada son ni valen, si detras de 
ellos no se encuentran buenas barras 6 monedas de oro y pla- 
ta, que personifiquen un capital verdadero. Las bellas decla- 
maciones sobre la propiedad hipotecada en el banco, desapa-^ 
recen desde que éste no dá. dinero, sino papel,^ que para tener 
valor necesita que sea reembolsable en el acto y por alguno, 
pues esta es la condición esencial para ser aceptado. Quien 
acepta papel de banco, lo acepta para usarlo: para usarlo es 
necesario numerario, y para tener numerario, es necesario 
reembolso pronto. Los billetes, que no reúnan estas condicio- 
nes, nadie los aceptará: pero si pueden serlo y alguien los pa^ 
ga & la vista y al portador, este mecanismo es el común á 
todos los bancos, sin necesidad de leyes protectoras y espe- 
ciales, siempre dafíosas á la industria y siempre odiosas. Por 
medio de estas se ba querido reducir á. plata y oro los pápen- 
les del Banco Hipotecario, en cuyas oficinas debe acaso existir 
el secreto de la piedra filosofal. 

Si el pensamiento de su creación ha sido movilizar la pro- 
piedad inmueble, se ha incurrido en implicancia, puesto que 
por sus estatutos solamente se pondría en acción la tercera <S 
cuarta parte, y quizá ni la octava, atendidas las depreciacio- 
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nes de los fundos y las trabas y excepciones que se han adop- 
tado sobre tantas irregularidades como contiene^el decreto de 
su organización. « 

Nos hemos cstendido en este punto, mas de lo que convinie- 
ra & un resumen, ja por no haberlo tocado en el cuerpo de 
nuestro discurso, ya por su gravísima importancia, y ya en fin, 
porque al concluir nuestro trabajo ha sido implantado el ti- 
tulado Banco Hipotecario^ que no reúne ninguna condición 
favorable al pais, cuyas circunstancias se olvida'y cuya esplo- 
tacion se pretende.][!Ojalá no tubiera otro interé8,que el de la 
prosperidad de la*industria, y que siendo sus accionistas han- 
queros,no dejaran de ser comerciantes,esto es, según la espre- 
gion de^os economistas — que el comercio]sea el punto principal 
de su industria, y el banco un negocio accesorio. 

No haya temor de que sea necesario emplear un sacudi- 
miento fuerte, ni dictar muchas leyes, ni entrar encuna larga 
discusión, ni gastar tiempo, para correjir la ^legislación dic- 
tatorial. Parteado ella, y no pequeña,»^tiene que^oaer por tier- 
ra con la simple promulgación de la ley fundamental, con la 
que se encuentran en oposición muchas de susj disposiciones 
y decretos,y porque nada que sea contrario á aquella suprema 
ley puede subsistir. I^Pocas leyes de caráctcrJjeneral, bien 
concebidas, espr osadas con claridad ,|y que restablezcan los 
principios^de justiciaj y][de equidad, bastarán para correc- 
ción de los vicioa que la otra partej con tenga, y en que pu- 
do haberse incurrido por Jas ¡circunstancias. ^Los decretos 
puramente administrativos, que debe diotar el Ejecutivo para 
el cumplimiento de la Constitución y leyes orgánicas 6 j ene- 
rales, harán á su vez las alteraciones convenientes, ponién- 
dolos en armonía con^ aquellas. Las reformas para ser útiles 
y duraderas deben ser justas'y tener^por límite lo] 2>05i¿>/c. 
Trabajen los representantes con celo, con asiduidad, sin pa- 



__253— , 

» 

' Bienes politicaB, bíq oponer resistencias inútiles y dañosas, 
y la Bepública quedará, reorganizada. 

Hemos terminado. Al nombre solo de Dic- 
tadura, ofensivo á los derechos de una Nación, 
rodeado entre nosotros de los mas amargos re- 
cuerdos, nuestra mano buscó instintivamente la 
olvidada pluma. A la Dictadura, que es ese po- 
der que no necesita tener razón para exijir obe- 
diencia, era preciso oponerle las invencibles 
armas del derecho. A la dictadura que acaba, 
y para la que se ha vuelto á poner en curso ese 
olvidado medio de las ambiciones ciegas y vul- 
gares, y en cuya lisonja se ha dicho á los pue- 
blos — sois incapaces de ser gobernados por 
leyes j una sola voluntad lo hará todo, era necesa- 
rio recordarle, que las instituciones del Perú 
sin ser perfectas, son muy adelantadas y ca- 
paces de hacer la felicidad pública; que por el 
poder de la ley, y por la sanción del tiem- 
po los peruanos habían adquirido con ellas 
derechos sagrados de que nadie podia despo- 
jarlos. Ha habido entro nosotros dictaduras 
que exijieron él juramento de obediencia ciega, 
y que restablecieron el cadalzo politice, sin mas 
forma que el aparente simulacro de un juicio 
por comisión, como la de 843: ni ella ni la de 
855 pudieron gobernar con sus propias le- 
yes. Nada queda de ellas. Los hombres de hoy 
pasarán tambien,como sombras vanas, que irán 
á confundirse en la nada con sus tribunales de 
comisión, sus onerosos impuestos, sus destitu- 
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clones sin causa, y sus odios de partido. Enton- 
ces implorarán las leyes que ahora desdeñan; y 
de todos los males causados solo quedará pa- 
ra los pueblos una convicción mas que no es 
posible ninguna autoridad Jque pretenda ser 
al^oluta, porque tal pretensión solo es dada á 
ese poder que por burla se llama el derecho del 
mas fuerte. 

Lima, Enero 1^ de 1867. 
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